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Estamos de vuelta

Regresamos. 2004 año de proceso Electoral en nuestra entidad. Por primera
vez en la historia contemporánea de Veracruz se llevarán a cabo comicios
concurrentes, responsabilidad y reto mayor para el Instituto Electoral
Veracruzano que corresponde al tiempo histórico que vivimos.

Justamente el actor principal de todos los procesos electorales es la so-
ciedad civil, para muchos un concepto superado por las condiciones actua-
les de desarrollo, para otros, categoría analítica cuyo grupo conformante
debería tomar un peso mayor en las transformaciones de nuestra formación
social.

En cualquier sentido, el estudio de las sociedades es punto de partida
para todas las áreas de las humanidades, es la sustancia de reflexión, el hilo
conductor para la aplicación de cualquier forma de gobierno, que desde
luego, en muchas ocasiones puede ser en menoscabo de dicha sociedad
civil.

Sin embargo, aquí las disertaciones al respecto del tema, le tocan princi-
palmente a los autores de los artículos contenidos en el Dossier de este núme-
ro. Ustedes podrán comprobar que hay reflexiones que contribuyen a enrique-
cer el debate  sobre asuntos harto significativos para el México actual,
particularmente en estos momentos en que pareciera que la confusión campea
en muchos sectores y, porque no admitirlo, en el imaginario colectivo.

En la Agenda encontramos comentarios generosos del maestro Francis-
co Javier Beltrán Guzmán  acerca de Diversa, así como un interesante esbo-
zo del consejero Raúl francisco Moreno Morales sobre el Proceso Electoral
2004. Que decir del trabajo del maestro Antonio Beristain <quién por cierto
se ha convertido, para orgullo nuestro, en un colaborador cotidiano> que
aborda el escabroso tema de la pena de muerte y los valiosos comentarios
relativos a los principios de justicia de Ronald Martínez Rodríguez, ambos en
la sección Diserta.

En Pre-texta encontramos  a David Carvajal López explicándonos como
surgió la primera organización electoral veracruzana (valdría la pena hacer
un ejercicio de análisis comparativo). Asimismo, el maestro Jorge García
Montaño nos detiene en algo que tradicionalmente ignoramos: el Tíbet.

Finalmente en Onírica tenemos la oportunidad de leer los artículos de
Samuel Pérez García e Ivonne Moreno Uscanga que plantean la relación
entre Nietzsche y la poesía y algunos apuntes sobre la estética Kitsch respec-
tivamente.

Deseamos que estos meses sin Diversa, nos hayan permitido pergeñar
un buen producto y desde luego nos despedimos con el objetivo prioritario
de saludarlos, desde esta tribuna, próximamente.
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n principio, deseo agradecer a los organizado-
res, así como a los miembros del comité editorial de la revista     Cultura Democrá-
tica,     la amabilidad de su invitación; me siento afortunado de compartir con todos
ustedes la presentación de este nuevo número. Por cierto, me he perdido de los
ocho números anteriores, y eso es para mí una pena.

En segundo término, quiero señalar que la aparición de una revista, así como
su permanencia a lo largo del tiempo, como lo demuestra el hecho de que
estamos aquí reunidos para comentar el número 9, siempre es motivo —o debería
serlo— de regocijo porque nos ofrece la oportunidad de deleitarnos con la lectu-
ra del pensamiento, las ideas y el conocimiento que los autores plasman en sus
colaboraciones.

La revista se divide en una serie de secciones muy sui generis que no había
visto en ninguna otra, pero que le da originalidad: Agenda, Diserta, Dossier,
Pre—texta y Onírica.

La lectura de los artículos presentados en la revista me evocan conceptos
como cultura, desarrollo, primer mundo, educación, democracia, confianza, tec-
nología, evolución; pero también otros como subdesarrollo, desconfianza, tercer
mundo, analfabetismo, marginación, retraso cultural... e invariablemente me cues-

* Texto leído en la presentación del número 9 de Cultura Democrática. Revista Diversa, en el Auditorio de la Facultad de
Psicología de la Universidad Veracruzana, el 19 de junio de 2003.

E

por Francisco Javier Beltrán Guzmán

El largo
camino por andar*
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tiono acerca del lugar que ocupa nuestro país
en este continuo de posibilidades. La realidad
es evidente para mí, y no puedo evitar sentir
cierta pesadumbre.

Desde la editorial hasta el último de los
artículos aquí presentados nos invitan a la re-
flexión sobre la necesidad de evolucionar, de
actualizarnos, de desarrollarnos, de aprender.
Somos una sociedad en vías de desarrollo y
aún nos falta mucho por alcanzar.

Así, en la primera sección, Agenda, Salva-
dor Martínez y Martínez, en su colaboración
«La participación política: corazón y alma de
la democracia», nos plantea su tesis fundamen-
tal: el aprendizaje de los derechos es logrado
a cabalidad mediante su ejercicio; y señala más
adelante:

el problema esencial de la formación ciudadana
no consiste en que los adultos enseñen, sino en
que la comunidad rodee y cree condiciones para
desarrollar esta formación junto a la identidad de
las personas.

Para concluir:

Gracias a la educación es posible la cultura y la
civilización, como suma de crecimiento humano de
los pueblos, donde se encuentran, entre otros as-
pectos, la ciencia, la tecnología, las artes y, tam-
bién, la política.

Aun nos falta mucho para ser un país de-
mocrático y para lograrlo debemos aprender-
lo y sólo se logrará si se practica por todos.

En los últimos tiempos, se dice en todos los
foros que nuestras sociedades están teniendo
una crisis de valores; la nuestra no es la excep-
ción. Prueba de ello es que en el ámbito elec-
toral debemos gastar fuertes cantidades de
dinero para garantizar la validez de las vota-
ciones. La misma Yolanda Olivares mencionó
la semana pasada una cantidad aproximada
a 400 millones para el proceso de este 6 de
julio, mientras que otros países usan papel co-
mún y corriente en la elaboración de las bole-

tas electorales. ¿Por qué? Porque valores como
legalidad, responsabilidad, libertad, respeto, o
no se cuenta con ellos o se han perdido total-
mente. Esta crisis ha alcanzado también a la
práctica de la democracia como lo afirma la
consejera Yolanda Olivares Pérez en la entre-
vista excelentemente conducida por Javier
Roldán, director de la revista. Definitivamente,
se debe iniciar una cruzada en la formación
de valores que fortalezcan nuestra práctica de-
mocrática, cuyo propósito fundamental sea,
como ella lo señala:

la autonomía individual, la formación de hombres
y mujeres libres, autónomos capaces de pensar por
sí mismos, fuertes, dotados de una alta autoestima,
críticos y comprometidos con la justicia y el bien
común.

En la segunda sección, Diserta, Antonio
Beristain, con «La nueva técnica indispensable
en los creadores de la nueva paz», nos deleita
con una pieza filosófica que, para mi gusto,
raya en la poesía y nos confronta con una rea-
lidad fundamental planteada desde Heráclito:
debemos cambiar, evolucionar aunque debe-
mos aceptar que ha habido interrupciones. Él
mismo señala:

En pocas palabras, frente a las muchas personas e
instituciones que continúan manejando cosmovisio-
nes y herramientas tradicionales de ética, conoci-
miento y paz; nosotros estamos obligados a crear
nuevas cosmovisiones y nuevas herramientas
forjadoras  de la nueva justicia restaurativa y la nue-
va paz.

Mencionaré, además, sólo la primera de
sus 10 conclusiones:

En contra de Parménides, con Heráclito —y en cier-
to sentido con Teilhard de Chardin— miramos espe-
ranzados al futuro porque creemos que nadie pue-
de bañarse dos veces en el mismo río, que todo
fluye, todo cambia y que, generalmente, prospera.
También la ética, la justicia, la paz.
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En lo que se refiere a la sección Dossier, todos los artículos van encamina-
dos a promover la incorporación de la tecnología digital a los procesos elec-
torales. Mencionaré sólo algunos de ellos. Cirla Berger nos hace un bosquejo
histórico del uso de los medios electrónicos en procesos electorales y señala:

el uso de estas tecnologías depende de la cultura e idiosincrasia de cada pueblo;
pero si pretendemos abatir en algo el abstencionismo, lo mejor es dar confianza y
transparencia al electorado, con un conteo electrónico y con papeletas que impri-
ma el mismo sistema.

Por lo demás, plantea como primera ventaja la disminución de fraude
electoral, entre otras razones, por la rapidez del conteo. Por su parte, Rey
David Rivera Barrios nos expone los resultados obtenidos en el mundo
sobre el uso de la tecnología electrónica en proceso electorales, en tanto
que Santiago Castillo hace una consideración importante:

las alternativas tecnológicas deben ser técnicamente correctas, pero, sobre todo,
deben ser socialmente aceptadas. De otro modo, las posibilidades de una utiliza-
ción exitosa disminuyen significativamente.

 Mientras que Santos Madrigal apunta:

Queda un largo camino por recorrer. Los cambios deberán ser paulatinos, proban-
do a la ciudadanía y a los partidos políticos la capacidad, profesionalismo y la
confiabilidad de las instituciones electorales. Se trata de una tarea conjunta en la
que deben confluir instituciones educativas y de investigación, órganos guberna-
mentales y legislativos, partidos políticos y, por supuesto, la ciudadanía.

Leonor Maldonado nos comenta la posibilidad de que Nuevo León,
San Luis Potosí y el Distrito Federal realizarían un simulacro del uso del voto
electrónico. De la Rosa Pérez, en su colaboración afirma acertadamente:

En todos estos juegos democráticos, la constante será la incertidumbre, pues nadie
garantizará el resultado de la competencia, la cual sólo se diseñará mediante facto-
res de liderazgo, diálogo, negociación, tolerancia y respeto a las instituciones y los
ciudadanos.

En tanto, Romero Flores destaca una implicación general que me pa-
rece importante mencionar:

uno de los aspectos que inicialmente obstaculiza la aplicación del sistema de voto
electrónico, lo constituye el desafío de transformar un sistema político al introducir en
su sistema electoral nuevos procedimientos fundados en los avances tecnológicos,
de donde se deriva la disyuntiva: inmovilismo electoral versus innovación.

Por lo que hace a la sección Pre—Texta, ésta se encuentra constituida
por colaboraciones sobre el tópico de la discapacidad: su historia, las
diferentes concepciones y estigmatizaciones que se han dado en torno al
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término; además de una serie de estadísticas que pretende establecer la
incidencia de personas con estas características. Manuel Martínez Mora-
les nos ofrece una perspectiva histórica de la discapacidad y concluye su
aportación con una cita interesante de Stiker:

amar la diferencia o apasionarse por la similaridad. Lo primero —especialmente si se
contagia socialmente (a través de la educación, de la acción cultural o de la militancia
política)— conduce a una vida plenamente humana. La segunda lleva, en forma
directa o latente, a la explotación, la represión, la exclusión y el rechazo.

Beatriz García teje en torno a los resultados de una investigación
sobre la conceptualización de la discapacidad en donde se muestra que:

los jóvenes encuestados tienen la noción común de discapacidad: una deficiencia
física, sensorial o mental que tiene, como consecuencias principales, disfuncionalidad
social y laboral; lo que permite definir a la persona discapacitada en términos de
estas limitaciones.

Más adelante afirma: «en tanto prevalezcan estas nociones, los
discapacitados seguirán sufriendo condiciones de segregación y discrimi-
nación». Sobre el tópico discutido, ambos autores concluyen:

Si bien estas consideraciones en nada modificarán las condiciones de vida de los
discapacitados, la reflexión sobre ellos nos permite entender con mayor claridad
que esta distinción —la discapacidad— es una de las múltiples diferencias que divi-
den a los hombres en una sociedad capitalista, producto de las formas enajenadas
en que se produce y se reproduce la vida material y cultural de los hombres, en la
cual se reduce a la simple expresión productor—consumidor, relegando los atributos
que constituyen lo propiamente humano, situados más allá de las diferencias induci-
das por esta forma de vida.

Aquí cabría cuestionarse seriamente si existimos individuos con algu-
na clase de discapacidad o si somos una sociedad discapacitada, limita-
da en su percepción de los seres humanos que la componen. En realidad,
no importa cómo sea en su aspecto físico o mental, sino cómo la propia
sociedad los percibe.

Onírica se compone de tres aportaciones: «Juan de la Luz Enríquez:
Gobernante, humanista y visionario», por Yolanda Ortiz Bustamante; «De
poetas, antipoetas y no poetas», por Samuel Pérez García, quien en su
exposición concluye:

el poeta no puede escapar al condicionamiento que le impone su propia historia.
No puede en un momento ser poeta y en otro político. Todo poeta es también un
político en su sentido amplio.

 Y como muestra permítanme leerles esta poesía de Otto René Casti-
llo, poeta guatemalteco:
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Comprensión

Un amigo me dice bajo el aire amargo de diciembre;
«Estoy decepcionado. Todo marcha tan lento. La dictadura es fuerte.
Me desespera y me duele el destino calvariento de mi pueblo».
Y Yo sintiendo su hondo dolor, la tristeza
Honrada y gris de mi amigo, sabiendo su
Lucha por seguir luchando
No digo: ni cobarde, ni álzate, ni flojo
Ni pesimista, claudicante, pobre diablo.
Sólo le paso el brazo por el hombro,
Para que sea menos
La crueldad desgarradora de su frío.

La tercera aportación es «El Jardín de las
Noticias», por Mariano Bonilla, en el que par-
ticipan cuatro niños: Paulina, Francisco, Fabio y
Jerónimo; todos ellos estudiantes de primaria.
Sobre este proyecto Dalia Pérez señala:

El jardín de las noticias es un espacio que busca la
formación integral de los niños [...] les permite de-
sarrollar actividades relacionadas con la comuni-
cación oral, escrita y plástica.

En la actualidad, tenemos un serio proble-
mas en los hábitos de lectura de nuestros niños
y jóvenes: apenas si leemos 1.5 libros al año.
Con proyectos como El Jardín de las noticias
podríamos convertir a estos cuatro niños en 4
millones que hagan la diferencia.

Los testimonios que nos presenta la revista
en este número son apenas una pequeña par-
te de todo lo que debemos cambiar. Pero mien-
tras en el centro de la ciudad de Xalapa, culta
por excelencia y tradición, haya anuncios se-
ñalando que tirar basura es señal de ignoran-
cia... y nuestros habitantes lo sigan haciendo;
mientras los automovilistas se sigan estacionan-
do en lugares especiales para personas con

capacidades diferentes; mientras en España e
Israel hay verdaderos ataques terroristas que
acaban con preciadas vidas humanas, en la
Unidad de Humanidades [de la Universidad
Veracruzana] se vuelve una deplorable prácti-
ca el recibir llamadas de amenazas de bom-
ba; mientras mujeres como Hillary Clinton o Ana
Botella, esposa del presidente Aznar, pueden
aspirar a ocupar un puesto público, cuando
sus esposos son gobernantes y nosotros nos
escandalicemos porque la esposa del presiden-
te Fox se atrevió a pensar en participar en políti-
ca; mientras todo eso suceda seguiremos sien-
do un país con retraso que requiere evolucionar,
actualizarse, ser más culto, educarse. No cabe
duda: tenemos un largo camino por andar.

Catedrático de la Facultad de Psicología
de la Universidad Veracruzana

Frncisco Javier Beltrán Guzmán
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l Proceso Electoral 2004 tiene características que
lo hacen inédito en la entidad, para usted ¿cuáles son las principales aristas
de este proceso comicial?
El Proceso Electoral 2004 posee dos características que, de suyo, lo hacen efecti-
vamente inédito en la historia de nuestro estado; por un lado tenemos que serán los
primeros comicios concurrentes; por el otro, encontramos que existe una nueva geo-
grafía electoral bajo la cual se desarrollarán las elecciones. La concurrencia de
elecciones significa que por primera vez los ciudadanos veracruzanos podrán ele-
gir al titular del Poder Ejecutivo, a los diputados del Congreso del Estado y a los
ediles integrantes de los ayuntamientos en una misma jornada electoral a celebrar-
se el domingo 5 de septiembre de 2004.

Esta circunstancia, si bien va a tornar más complejas las elecciones, en distintos
puntos el escenario político—electoral, tanto en el ámbito de los actores políticos como

Entrevista con
Raúl Francisco Moreno Morales:

  «Proceso Electoral 2004»

E

por Javier Roldán Dávila
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en el de la propia autoridad electoral, respecto
del plano organizativo eleccionario, lo cierto es
que las ventajas que ofrece son mayores, lo mis-
mo desde el aspecto cuantitativo que desde la
perspectiva cualitativa. En efecto, si damos por
descontado que cualquier elección para reno-
var a nuestras autoridades estatales o municipa-
les tienen un costo considerable —principalmen-
te por la infraestructura requerida para la recep-
ción del sufragio y por las medidas de seguri-
dad que se han provisto para dotarle de mayor
certidumbre y confiabilidad a los resultados—, es
fácil advertir que la confluencia de tres eleccio-
nes en un mismo proceso electoral elimina di-
versos gastos y reduce otros tantos. Pero la prin-
cipal virtud de un proceso concurrente es que
permitirá a las autoridades electas contar con
mayores lapsos para trabajar en la normalidad
democrática, con mayores márgenes de gober-
nabilidad que implican los años no electora-
les, pues sabido es que los años en que se
realizan elecciones, los partidos políticos, por
su propia naturaleza, atienden de manera pre-
eminente la política electoral, antes que cual-
quier otra.

Por otra parte, para estas elecciones veni-
deras tenemos que las demarcaciones distritales
en que se dividía a la entidad sufrieron un reor-
denamiento importante que dio lugar a una
nueva geografía electoral. Ello, por mandato
constitucional y con la finalidad de que los dis-
tritos electorales estuvieran más equilibrados,
en cuanto a población, y consecuentemente
en la representación popular que llevan los di-
putados de mayoría —lo que se había ido
perdiendo elección tras elección desde 1988,
cuando fue diseñada originalmente la distritación
electoral en el Estado—. Así es como se pasó de
24 a 30 distritos electorales uninominales; pero
en ese reajuste se modificaron cabeceras de
distrito y se reconfiguraron las municipalidades
que están integradas a estos nuevos distritos
electorales.

Es por ello que en la renovación del Con-
greso local del próximo año, en lugar de ele-

gir 24 diputados de mayoría relativa y 21 de
representación proporcional, ahora se elegirán
30 diputados por el principio de mayoría rela-
tiva y 20 por el principio de representación
proporcional.

Así, esta dualidad entre concurrencia de
elecciones y nueva geografía electoral marca-
rán los comicios veracruzanos como los prime-
ros con estas características en la historia del
Estado.

¿Está preparado el Instituto Electoral Vera-
cruzano para enfrentar y superar estos retos?
Por supuesto que sí, el Instituto Electoral Vera-
cruzano cuenta con personal experimentado y
debidamente capacitado para organizar, de-
sarrollar y vigilar con éxito las elecciones del
2004. En adición a lo anterior, mencionaría que
el organismo electoral estatal ya tuvo un primer
ensayo de participación ciudadana en el año
2001, que significó una muestra de lo que im-
plica llevar a cabo una elección.

En efecto, es necesario recordar que el IEV

ya tuvo un primer ejercicio de envergadura es-
tatal con el plebiscito convocado por el Go-
bernador del Estado en el año 2001, donde
se instalaron más de 5 mil casillas y participa-
ron miles de personas en su preparación y se-
guimiento. En este contexto, el IEV le dio a la
organización plebiscitaria un tratamiento similar
al que se sigue en una elección constitucional
de autoridades locales. En suma, tal ejercicio
democrático le permitió al órgano electoral no
sólo detectar y corregir algunas fallas que se
presentaron durante la realización del mismo,
sino que además permitió diseñar medidas
con la finalidad de mejorar la labor del órga-
no electoral, lo que sin lugar a dudas se verá
reflejado positivamente en el Proceso Electo-
ral 2004.

Sin embargo, quisiera comentar que la or-
ganización del Proceso Electoral 2004 no de-
pende exclusivamente del Instituto Electoral
Veracruzano; esto es, no depende sólo del
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personal integrado en sus oficinas centrales, ya que en año electoral, la
estructura orgánica crece exponencialmente porque se instalan los conse-
jos distritales y municipales, además de que se conforman las mesas direc-
tivas de casilla; y todo ello exige, como condición primaria, la participa-
ción de un gran número de ciudadanos. Pero no es una participación mar-
ginal y reducida al ejercicio del derecho político de votar la que requeri-
mos como autoridad encargada de los comicios, sino una participación
más comprometida con la comunidad: requerimos de la inclusión de miles
de ciudadanos que se pondrán la camiseta del Instituto y ellos serán quie-
nes, previa capacitación, reciban y cuenten los votos de sus conciudada-
nos. De ninguna manera pretendo deslindarme de mi responsabilidad como
miembro del máximo órgano de dirección del IEV; mi intención es rescatar
el perfil eminentemente ciudadano que tiene la organización de unas elec-
ciones, y por esta cualidad particular —que además comparto totalmente—
es que resulta indispensable apelar a los ciudadanos comprometidos con su
comunidad y con un alto sentido del deber cívico, para que coadyuven a
llevar a buen puerto los próximos comicios estatales.

¿Existe algún tipo de trabajo preparatorio desarrollado por el IEV a lo
largo de 2003, con el objetivo de facilitar las tareas en 2004?
Claro que sí, y no sólo en este año se han realizado actividades con miras
al proceso de 2004, más bien diría que desde el 2001 la labor que ha
venido desarrollando el IEV ha sido con miras al proceso electoral próximo.

Uno de los programas que permanentemente ha estado realizando el
IEV es el referente al fomento de la educación cívica y la cultura democráti-
ca, dentro del cual se han llevado a cabo simulacros de elecciones, obras
de teatro, pláticas de formación cívica y cultura democrática, exposiciones
murales, círculos de lectura, entre otras actividades, pues el objeto princi-
pal de estas actividades es el conocimiento de las próximas elecciones
estatales y municipales, cómo están integradas y cuáles son las funciones
de nuestras autoridades y el valor de participar en la renovación de las
mismas.

Ahora bien, dentro de las actividades que el IEV ha desarrollado en
este año, específicamente con miras al Proceso Electoral 2004, destacan
las siguientes:

• Realización por parte de la Secretaría Ejecutiva de una Agenda
Electoral que incluye cronograma de actividades para el proceso
electoral, mismo que está a disposición de cualquier interesado.

• Instalación de ocho casas regionales del IEV, ubicadas en Tantoyuca,
Poza Rica, Martínez de la Torre, Córdoba, Orizaba, Veracruz, San
Andrés Tuxtla y Coatzacoalcos, las cuales iniciaron los preparati-
vos de los trabajos organizativos comiciales en sus correspondien-
tes zonas de influencia, además de otras actividades institucionales.
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• Celebración de un convenio de apoyo y colaboración entre el Institu-
to Electoral Veracruzano y el Instituto Federal Electoral.

• Difusión de la nueva geografía electoral.
• Impartición de una serie de talleres de capacitación dirigidos no

sólo a los excapacitadores electorales y exasistentes electorales, sino
también a la ciudadanía en general, con la finalidad de ir preparan-
do personas para que estén en posibilidades de colaborar con el
IEV en las elecciones venideras.

• Elaboración de un Plan Integral para el desarrollo del Proceso Elec-
toral 2004.

• Elaboración de un proyecto de presupuesto para el desarrollo del
Proceso Electoral 2004.

• Impartición de una serie de cursos de actualización en materia
electoral dirigidos a exintegrantes de los órganos desconcentrados,
así como a la ciudadanía en general.

¿Cabe la posibilidad de que la redistritación realizada después del
proceso electoral de 2000 cause alguna confusión entre los ciudada-
nos?, es decir, ¿se dio la difusión adecuada de esta situación?
Es cierto que por la reconformación distrital se crearon seis nuevos distritos,
a saber: La Antigua, Tierra Blanca, Santiago Tuxtla, Veracruz II, Xalapa II, y
Coatzacoalcos II, asimismo se suprimió como cabecera de distrito a Paso
del Macho y se dio esa calidad a Huatusco.

Ahora bien, lo primero que debe quedar claro, es que el mérito de la
redistritación no se debió a una decisión unilateral del Instituto Electoral o
del Congreso del Estado, sino que se realizó porque así se ordenaba en
nuestra Constitución local y con el afán de actualizar las demarcaciones
distritales que ya llevaban más de diez años presentando problemas de
desequilibro en sus representaciones; así teníamos que los diputados de
mayoría no representaban a un mismo o similar número de electores, lo
que daba por resultado un alejamiento del principio universal un ciudada-
no, un voto al contar con distritos sobrerrepresentados y como contraparti-
da con distritos subrepresentados.

En cuanto a la difusión de la nueva geografía electoral, si bien el IEV

ya ha venido realizando algunos trabajos atinentes a ello, principalmente
por conducto de las ocho casas regionales que se instalaron a partir de
agosto de este año en Tantoyuca, Poza Rica, Martínez de la Torre, Orizaba,
Córdoba, Veracruz, San Andrés Tuxtla y Coatzacoalcos, hay que desta-
car que será en el año electoral cuando se aborde de forma más pro-
nunciada este asunto, por obvias razones.

Así, la difusión de la nueva distritación correrá por dos vías distintas
pero complementarias; por una parte, el Instituto intensificará desde los
primeros días de enero de 2004 una campaña de divulgación más am-
plia e integral, pero al mismo tiempo más concreta, con especial énfasis en
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aquellas demarcaciones cuyos límites o fronte-
ras distritales se encuentran dentro del mismo
municipio. Me refiero a los casos de Veracruz,
Xalapa y Coatzacoalcos, donde ahora se ele-
girán a dos diputados de mayoría en cada uno
de esos municipios. De ahí que sea fundamen-
tal que la ciudadanía conozca a qué distrito
pertenece y, en su momento, quiénes son los
candidatos contendientes que se disputarán su
voto; y aquí se conecta la participación de los
partidos políticos en esta propagación de la
nueva distritación, ya que sus candidatos bus-
carán, con toda la estructura del partido, el
apoyo de los ciudadanos a quienes aspiran
representar en el Congreso local.

¿Qué opinión le merece el bajo porcentaje
de votación registrado en los procesos co-
miciales realizados en otras entidades
federativas, así como el federal del pasado 6
de julio? Y, en su caso, ¿qué hará el IEV para
impulsar la participación ciudadana?
Resulta preocupante que la tasa de participa-
ción ciudadana en las diversas elecciones es-

tatales y la federal que se registraron este año
haya caído muy por debajo de 50% y que las
elecciones se ganen por el abstencionismo;
pero en los comicios veracruzanos, no obstan-
te, esperamos un comportamiento diferente de
la ciudadanía, primordialmente por dos facto-
res. Primero: estarán en juego todos los cargos
de elección popular, y se sabe que los más
atractivos y atrayentes son los puestos munici-
pales; y dos: las elecciones se celebrarán en
una misma jornada, lo cual evita el cansancio
de pasar en un mismo año por una elección
estatal y luego otra municipal.

En este sentido, además de la oferta tradi-
cional de buen gobierno que los partidos pon-
drán a consideración del electorado vera-
cruzano, el órgano electoral también invitará a
la ciudadanía para que se involucre en las ac-
tividades electorales. Y como ya se dijo, la
participación que requerirá el IEV de los ciuda-
danos no será únicamente para el ejercicio de
su voto, sino para que colaboren directamente
con la autoridad electoral en la organización
comicial, de tal suerte que el Instituto desarro-
llará distintas campañas de llamados a la ciu-
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dadanía veracruzana, que pudieran sintetizarse en dos: una primera cam-
paña, con distintas etapas o fases, en que convocará para que se involucren
como parte del Instituto en las tareas preparatorias de las elecciones, ya
sea como miembros de los consejos distritales y municipales del IEV, en las
actividades de organización y capacitación o como funcionarios de me-
sas directivas de casilla. La suma de estas actividades involucrará a varios
miles de ciudadanos. Por supuesto que la segunda campaña será una
convocatoria intensa por todos los medios de comunicación para que
todos aquellos ciudadanos que estén en aptitud de votar, lo hagan efecti-
vo el 5 de septiembre del 2004.

¿Considera usted que los problemas suscitados por el financiamiento
a las precampañas y las campañas mismas, dañan la imagen de los
órganos electorales?
La cuestión del financiamiento para fines electorales tal vez sea hoy en día
el punto de mayor tensión de todo el sistema electoral mexicano; por lo
tanto, no es un asunto sencillo y conlleva un sinnúmero de problemas que,
para empezar, no han sido del todo explorados, detectados y, mucho
menos, resueltos.

Ahora bien, un enfoque de este gran apartado, que permite muchas
perspectivas, lo constituye la salvaguarda de la equidad en la competen-
cia por el acceso al poder, en la cual interviene la autoridad electoral
como garante del cumplimiento de este valioso principio. Y aquí es donde
se manifiestan los problemas, porque la autoridad sólo puede actuar váli-
damente bajo los alcances que la propia ley le permite; entonces, puede
suceder que la autoridad electoral, en el ejercicio de esta atribución, mu-
chas veces se quede corta en el cabal cumplimiento de este principio de
equidad, por un deficiente diseño legal de atribuciones y competencias;
lo que sin duda será aprovechado por los partidos políticos y que produ-
cirá una imagen negativa de la propia autoridad.

En el caso del Instituto Electoral Veracruzano, si bien la legislación respec-
tiva no le confiere facultades de fiscalización de los recursos que emplean
los partidos políticos, sí debe estar muy atento de cómo se van manejando
esos recursos durante las campañas electorales, que es el periodo donde sí
puede intervenir el IEV para revisar y vigilar el financiamiento partidista, pu-
diendo incluso sancionar, previo procedimiento legal, a quien rebase los to-
pes de gastos de campaña que fijará el Consejo General del Instituto.

Si la Secretaria Ejecutiva y los órganos ejecutivos son los responsa-
bles de la logística del proceso electoral, ¿cuál es el papel del Conse-
jo General del IEV?
Es importante resaltar que el Consejo General es el encargado de apro-
bar las directrices bajo las cuales habrá de desarrollarse el proceso elec-
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toral y los encargados de ejecutarlas son pre-
cisamente los órganos ejecutivos, pero esto úl-
timo siempre será bajo la vigilancia del órgano
máximo de dirección del Instituto Electoral
Veracruzano, que es el Consejo General; los
órganos ejecutivos, como su propia denomina-
ción lo indica, tendrán la tarea de llevar a cabo
y cumplir los acuerdos y resoluciones que tome
el Consejo General.

En efecto, el Consejo General tiene la res-
ponsabilidad de vigilar el cumplimiento de las
disposiciones constitucionales y legales en ma-
teria electoral, así como de velar que los prin-
cipios de legalidad, imparcialidad, objetivi-
dad, certeza, independencia, profesionalismo,
equidad y definitividad rijan las actividades
del Instituto.

Éste es el marco de actuación universal del
Consejo, pero para el caso específico del pro-
ceso de 2004, podemos ejemplificar algunas
de las atribuciones más relevantes, a saber:

• Aprobar la convocatoria y designar a
los consejeros electorales de los conse-
jos distritales y municipales.

• Crear comisiones de trabajo para el
apoyo y seguimiento de las actividades
del IEV para el Proceso Electoral 2004.

• Aprobar los convenios de coalición que
presenten los partidos políticos.

• Aprobar las normas y criterios para el le-
vantamiento y difusión de las encuestas y
sondeos de opinión y estadísticas rela-
cionadas con el Proceso Electoral 2004.

• Aprobar la normatividad para el funcio-
namiento del Programa de Resultados
Electorales Preliminares.

• Aprobar el número de casillas especia-
les que habrán de instalarse para la jor-
nada electoral en el territorio del estado.

• Establecer el tope máximo de gastos de
campaña para cada elección.

• Aprobar el material y la documentación
electoral que habrá de utilizarse duran-
te la jornada electoral.

• Registrar las plataformas electorales de
los partidos políticos.

• Resolver sobre el registro de candidatu-
ras a gobernador y diputados de re-
presentación proporcional así como, de
manera supletoria, conocer de las postu-
laciones de candidatos a diputados de
mayoría relativa y de los ediles de los
ayuntamientos.

• Hacer el cómputo de la votación efectiva
en la circunscripción plurinominal, a efec-
to de llevar a cabo la asignación de dipu-
tados de representación proporcional.

Concluyo esta respuesta mencionando que
todos los órganos del institutos, tanto directivos
como ejecutivos, debemos trabajar coordina-
damente y más cerca que nunca, con mucha
comunicación por delante para solventar exi-
tosamente este proceso electoral que ya tene-
mos enfrente.

Consejero Electoral
del Instituto Electoral Veracruzano

Raúl Francisco Moreno Morales
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por Ronald Martínez Rodríguez

n los textos de filosofía política, se mencionan, co-
múnmente, los principios de justicia, pero muchas veces se descuida su definición y
contenido, lo cual puede ser causa de lamentables confusiones, puesto que como
veremos, hay principios de justicia de diverso nivel o jerarquía; además, la represen-
tación de tales subdivisiones es fundamental para la comprensión del problema en
sí mismo. El objetivo de este artículo es tratar de aclarar este problema, brindar
ejemplos que ayuden a su comprensión y proponer una perspectiva de análisis
más neutral, que permita saltar por sobre la subjetividad de los principios de justicia.

Para comenzar, intentamos una definición de justicia que corresponda con el
nivel de discusión, pues un estudio del concepto de justicia en sí mismo estaría fuera
de los alcances del objetivo de este artículo. Una definición instrumental de justicia
para el propósito buscado consiste en identificarlas con un conjunto de proposicio-
nes que los ciudadanos de una organización política y social compleja consideran
como razonables; esto es, les confieren legitimidad a partir de razones comparti-
das. Habría que aclarar solamente que el concepto de razonable supone una
discusión suficientemente inteligente de las proposiciones, evitando que proposicio-

Principios de Justicia
Subjetivos y Objetivos

E
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nes absurdas puedan pasar la prueba. Todo esto tendría que ver con una
comprensión más precisa de lo que es lo razonable, incluyendo aspectos
como imparcialidad, coherencia, verdad de las proposiciones empíricas
utilizadas, información suficiente, por ejemplo. Más técnicamente hablan-
do, la justicia sería un tipo de orden normativo que contiene una serie de
propiedades deseables.

Por consiguiente, un principio de justicia debe ser un subconjunto de
las proposiciones de la justicia; esto es, posee los atributos de generali-
dad e importancia.

La generalidad quiere decir que el principio tiene que ser lo suficiente-
mente amplio, tener un considerable grado de formalidad y un amplio
rango de aplicación. Al distinguir entre principio y regla, decimos que la
regla brinda instrucciones concretas sobre el caso y las consecuencias a
que se refiere; un principio no es algo tan concreto, sino que brinda pautas
de actuación bajo condiciones generales. Por ello mismo, se entiende que
un principio puede y debe ser especificado en situaciones concretas para
que tenga consecuencias sobre la realidad de que se trate.

La importancia radica en que los principios se refieren a relaciones o
cuestiones que son fundamentales para la sociedad de que se trate, por
ello los principios de justicia deberían ser normalmente especificados en
la Constitución de la organización política. Algunas constituciones no in-
cluyen muchas cuestiones fundamentales porque simplemente los constitu-
yentes no quisieron o no pudieron tratar los asuntos en cuestión. Una discu-
sión teórica gira alrededor de si existen principios de justicia que están en
la base o son implícitos, de tal manera que habría que descubrirlos me-
diante el análisis del tipo de decisiones que se realizan en una sociedad
concreta.

Veamos algunos ejemplos de principios de justicia que concuerdan
con la definición que aquí se ha dado.

Para comenzar, se tienen los famosos principios que Rawls defendió a
capa y espada como las bases sustantivas sobre las cuales se debería
organizar una sociedad liberal moderna:

1. El primer principio señala que todos tendrán derecho al máximo de libertad
compatible con lo mismo para los demás —libertad de conciencia, asociación,
movimiento, expresión...

2. El segundo principio dice que las desigualdades sociales serán toleradas en la
medida que beneficien a los miembros menos aventajados en la sociedad, y los
cargos y funciones serán asequibles para todos, bajo condiciones de justa igual-
dad de oportunidades.

En contraste, se puede señalar el Principio U de la ética discursiva de
Habermas, que pareciera eliminar todo contenido sustantivo del debate y
remitir la justicia a un conjunto de cuestiones formales e instrumentales:

Cada norma válida habrá de satisfacer la condición de que las consecuencias y
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efectos secundarios que se siguen de su acatamien-
to general para la satisfacción de los intereses de
cada persona (presumiblemente) puedan resultar
aceptados por todos los afectados (así como pre-
feribles a los efectos de las posibilidades alternati-
vas de regulación).

Así, el principio de justicia de Habermas
es tan general e importante, que no deja lugar
a ningún principio más —excepto los que se
deriven de él, a partir de las discusiones con-
cretas de cada sociedad, cuestión con la cual
Habermas no parece tener interés en lidiar.

Por su parte, Ronald Dworkin propone que
el liberalismo debería sustentarse en un dere-
cho básico: «Todos los ciudadanos tienen de-
recho a igual consideración y respeto». Los de-
rechos básicos de los ciudadanos, tales como
los de expresión, movimiento, asociación, con-
ciencia, se derivarían de este derecho básico,
por tanto, funciona también como un principio
de justicia.

Hay una jerarquía en los principios de jus-
ticia, si bien hay que tomar en cuenta que ya
se definió a todo principio como suficientemente
general e importante, lo cual establece límites
a la jerarquía que se pueda hacer. No obstan-
te, analicemos el siguiente principio para de-
terminar si cumple o no con las condiciones:

Todo ciudadano tiene derecho a desarrollar y des-
empeñar la religión de su preferencia, sin ser ata-
cado o molestado por ello.

En cuanto a su generalidad, si bien no es
tan grande como la de los principios que se
han brindado como ejemplo hasta ahora, sí es
lo suficientemente amplia como para abrir todo
un escenario de aplicaciones en una realidad
concreta, pues, sin duda, surgirán conflictos al
respecto en cualquier comunidad. En cuanto a
su importancia, es claro que el desarrollo de una
religión es una actividad potencialmente impor-
tante para cualquier miembro de la comunidad,
por lo que es necesario protegerla de injeren-
cias indebidas.

Este principio de justicia tiene, pues, un ni-
vel de jerarquía más bajo que los anteriores
mencionados, sin dejar de ser, por ello, un prin-
cipio de justicia en sí mismo. No habría dificul-
tad en aceptar, entonces, que posiblemente los
principios más generales pueden ser subdividi-
dos en principios más específicos; y no sólo
eso, sino que tal especificación es fundamen-
tal para llevar a cabo todo el proyecto en sí,
pues los principios más generales tienen sólo
un interés teórico y regulativo para guiar las
aplicaciones concretas de forma similar al pa-
pel de los axiomas matemáticos o las hipótesis
de una investigación.

Con lo dicho, no se trata de simplificar la
exposición al grado que se vuelva obvia o irre-
levante. Solamente se ilustra para llamar la aten-
ción sobre un problema que en otros contextos
acostumbra terminar en discusiones imposibles
de resolver. Mientras nos atengamos a cuestio-
nes metodológicas, no tendríamos por qué des-
viarnos del objetivo original.

Puede haber principios que dominen unos
sobre otros, y así debería ser, en general, en
un buen sistema de principios de justicia. Por
ejemplo, Rawls es claro al distinguir sus dos prin-
cipios, cuando sostiene que el primero es domi-
nante sobre el segundo. En el caso de Dworkin,
similarmente, el principio de igual consideración
y respeto es dominante sobre todos los dere-
chos básicos de los individuos; es decir, los
derechos básicos se construyen precisamente
para proteger el derecho de igual considera-
ción y respeto.

Por el contrario, a Habermas no le intere-
sa mucho la cuestión de la dominancia entre
principios, sino que remite la discusión a las
propiedades de su principio de universalización,
la ética discursiva es completamente formal y no
se extiende a cuestiones de contenido. No obs-
tante es fácil dar el paso a un sistema de princi-
pios desde que se intente aplicar la ética
discursiva a la realidad; una primera concesión
que los seguidores de Habermas hacen es que
habría que trabajar en la disminución de la dis-
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tancia entre las circunstancias ideales y las rea-
les, por ejemplo, convirtiendo a los afectados
—que son los propios jueces, en este caso— en
más competentes para tomar decisiones cohe-
rentes y reflexivas, con ello dejarían de ser
autointeresados, y podrían velar por la justicia
social.

Otro serio problema es el del choque de
principios. No hay nada que garantice que un
principio de justicia no pueda colisionar con
otro, en muchas circunstancias concretas; en-
tonces, hay que tener reglas para poder deter-
minar lo que corresponde hacer.

Un primer ejemplo sería un conflicto entre
la libertad de expresión y el daño previsible
que una información pudiera causar a una per-
sona o grupo de personas; aquí podría entrar
en juego la vida misma de éstas o cuando
menos, su salud. Un segundo ejemplo sería la
libertad de estudiar la carrera de preferencia,
contra el daño a la economía causado por la

saturación del mercado de trabajo correspon-
diente —de hecho, los estudiantes potenciales
podrían ser mucho más útiles en carreras que
no desean escoger.

Hay varias reglas formales al respecto; por
ejemplo, se puede sostener que uno de los prin-
cipios es más relevante o aplicable que el otro
para dirimir un asunto, de tal manera que no es
necesaria la consideración del otro. O bien, se
puede recurrir al grado de perjuicio de los prin-
cipios midiendo qué tan menoscabado está un
principio en relación con otro; esto es, hacien-
do una comparación se podrá determinar cuál
es el principio aplicable al caso concreto.

En cuanto a los aspectos metodológicos,
es claro que los ejemplos de principios que
hemos dado son considerablemente diferentes
entre sí, de tal forma que pareciera que son en
su mayor parte subjetivos, dependen de la per-
sona que los enuncia. Si los principios son tan
relativos, quedarán en el aire las razones por
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las cuales uno puede comportarse de una u
otra manera; al fin, si no comparto los princi-
pios del filósofo más connotado, ello no signifi-
ca que yo esté equivocado.

¿Existe algún tipo de racionalidad propia
de los principios de justicia que les otorgue su-
ficiente autoridad? Para dirimir esta cuestión es
importante que examinemos los tipos de princi-
pio que hemos enunciado hasta ahora. Por
ejemplo, los principios rawlsianos pueden ser
calificados de sustantivos, mientras el principio
de Habermas es puramente formal.

Son sustantivos aquellos principios que nos
dicen con un mayor detalle cuál va a ser la
materia sobre la cual se van a aplicar. Al res-
pecto Rawls es claro: se aplicarán a las liberta-
des básicas, a la distribución del ingreso y a los
cargos o posiciones dentro de la sociedad. Por
su parte, Habermas habla solamente de la es-
tructura del discurso ético, de su forma, a pesar
de que algunos de sus seguidores tratan de ex-
traer alguna sustancia a partir de la forma.

Entonces, gran parte del desacuerdo en-
tre los autores se debe a razones metodoló-
gicas: están tratando asuntos diferentes, se es-
tán moviendo en niveles de discurso distintos,
acerca de la justicia. Si obligáramos a Haber-
mas a brindarnos más detalles acerca de lo que
entiende por una sociedad justa, muchas de las
aparentes diferencias desaparecerían, mientras
otras se harían más grandes y evidentes.

Para los fines prácticos de la justicia es ne-
cesario llegar, en algún momento, a plantearse
los asuntos sustantivos. Ellos deberán ser conse-
cuentes con los principios formales, derivarse de
alguna manera de ellos, por algún tipo de ra-
cionalidad, a la que podemos llamar, por el
momento, racionalidad argumentativa.

Aún así subsistirán las diferencias entre los
autores mencionados, puesto que conciben a
la justicia desde sus respectivas trincheras. Pero
el movimiento tiene dos sentidos, por un lado
se puede invitar a los diversos representantes
de teorías de la justicia a que discutan entre sí
para llegar a acuerdos más sustantivos y uni-

versales. Por otro lado, habrá otros puntos en
que el desacuerdo prevalecerá, pues, por así
decirlo, proceden de una naturaleza más profun-
da, aún haciendo abstracción de diferencias
axiológicas o religiosas, que tal vez no fueran un
contenido necesario de la teoría de la justicia.

Entonces, conviene estudiar hasta dónde
pueden llegar las diferencias, con el fin de po-
der tener más claro el panorama final, pues la
justicia no pareciera ser tan maleable y subjeti-
va; esto es, debería ser más objetiva. Dadas
las indudables características éticas que hemos
otorgado a nuestros principios de justicia, la
investigación puede ser esclarecida por medio
de una teoría de los valores.

Si bien es cierto que hay gran variedad
de teorías de los valores, y allí la lucha entre el
nivel subjetivo y el objetivo se vuelve a estable-
cer, su estudio permite abrir ciertas sendas para
el análisis de la cuestión de los principios de
justicia. Tampoco aquí vamos a abrir un parén-
tesis muy grande, sólo indicaremos cómo el
estudio de los valores puede ser útil para nues-
tro objetivo actual.

Como se sabe, se diseñaron teorías de los
valores que defendían dos tipos de posiciones,
una podría llamarse la posición antigua y otra
la posición moderna. Pero más precisamente,
la lucha se establece entre los objetivistas y los
subjetivistas del valor. Hubo autores, como
Scheler, que sostuvieron la objetividad de los
valores. En una forma común de expresar la
idea, se dice que los valores van a caballo de
los objetos que los contienen, los cuales no
podrían contener ningún valor, si ese valor no
se pegara previamente en el objeto. Por supues-
to que uno puede pensar diferente que Scheler,
pero lo que salta a la vista es una especie de
platonismo de los valores, que serían esencias con
su propio contenido —objetivas en ese sentido pla-
tónico—, con la característica de que interactúan
con nosotros por medio de los objetos.

Un ejemplo puede ayudar a entender
mejor esta posición. En el caso de una pintura,
su valor viene dado por una sustancia o cuali-
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dad que le ha sido otorgada, no importa si se la
otorgó el artista o la mera casualidad, la cues-
tión es que la belleza de la obra ya viene dada.
Puede ser que alguien admire esa belleza y
entonces diga que la obra es bella; pero puede
igualmente suceder que el sujeto no reconozca
la belleza que está ahí y la pase por alto o la
niegue del todo. Según los objetivistas del valor,
tal actitud de ceguera no le quita nada a la be-
lleza de la obra, que es una cualidad intrínseca
a ella, y está esperando allí para que alguien
pueda apreciarla. Es por ello que los objetivistas
del valor también son conocidos como intuicionis-
tas, pues creen tener acceso especial a un mun-
do en que existen los valores en sí.

Las teorías más modernas sobre el valor
asumen la posición contraria. No es posible
conocer el valor de nada si no hay un sujeto
que esté estableciendo comunicación con el
objeto valorado. El sujeto toma el papel princi-
pal, su subjetivismo y punto de vista es lo esen-
cial. Así, nosotros creamos los valores al darle
tal connotación a las cosas; por ello, a veces
se establece la conexión y a veces no.

Un ejemplo claro es el valor de los sellos
postales para los coleccionistas, aparentemen-
te los sellos en sí mismos no tienen ningún va-
lor, ni siquiera un valor pegado a ellos, como
dirían los objetivistas; sin embargo, los colec-
cionistas los valoran. La explicación es que los
sellos son realmente queridos por los sujetos, y
de esa manera adquieren valor.

Regresando a la obra de arte, son las opi-
niones y sentidos del gusto estético las que le
dan valor a la pintura, sin esas apreciaciones
subjetivas la pintura carecería de valor, como
sería el caso de que no existiera ninguna per-
sona que pudiera admirarla —por ejemplo,
porque todos fuéramos ciegos a su belleza—.
Si con el tiempo la llegáramos a admirar, sería
porque nuestros gustos y sentidos de aprecia-
ción del arte cambiaron, no porque la belleza
estuviera oculta en la pintura.

Lo que nos interesa por el momento es que
estén claras tales posiciones: subjetiva y objeti-

va, para regresar a nuestro tema principal de
los principios de justicia.

Si uno piensa con detenimiento acerca de
tales teorías de los valores, terminará por sen-
tirse inconforme con ambos puntos de vista y
será más cauto en sus apreciaciones, pues tan-
to vale una botella de cerveza por sus propie-
dades físicas intrínsecas, como por el hecho
de que existen personas a las que les causa
placer el saborear tales propiedades. Por ejem-
plo, recuerdo que la primera vez que probé
una cerveza me pareció amarga y creí que
nunca me llegaría a gustar.

Por tanto, pareciera más fuerte el argumen-
to de que la polémica ha sido mal planteada
desde el principio y que, en realidad, los valo-
res tienen propiedades objetivas y subjetivas al
mismo tiempo.

Ahora bien, las discrepancias sobre el va-
lor de una coca cola, un valor útil que brinda
placer instantáneo, parecieran ser mucho me-
nores que las discrepancias sobre la justicia de
una sentencia dada por un juez en un caso con-
trovertido, que se refiere a un valor ético. Los va-
lores éticos son por lo general más complejos,
especialmente cuando tenemos valores en con-
flicto.

Sin pretender dar por terminada una polé-
mica tan grande de un solo golpe, podríamos
decir que los valores éticos son tanto subjetivos
como objetivos, por lo que es posible discutir
acerca de ellos bajo dos perspectivas: por un
lado, el aspecto subjetivo, que se refiere a las
razones intelectuales o argumentativas que me
llevan a preferir un valor o principio por sobre el
otro; por otro lado, por conducto de sus aspec-
tos objetivos, es decir, si se acomodan mejor o
no a la situación concreta histórica, económica,
política, social o cultural de que se trate.

Miembro del Instituto de Investigaciones Económico—Sociales
de la Universidad Veracruzana.

Ronald Martínez Rodríguez
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os hechos y su importancia internacional

El sábado 11 de enero de este año, George Ryan, gobernador republicano del
estado de Illinois —dos días antes de dejar su cargo— conmutó la pena de muerte
por la pena perpetua de privación de libertad a 167 presos en el corredor de la
muerte, y perdonó a los otros cuatro condenados a la pena capital, por considerar
que éstos habían sido sentenciados injustamente, pues habían sufrido torturas (evi-
dence of physical abuse) al prestar declaración ante Jon Burge, jefe de la policía
de Chicago.

Muchas personas y medios de comunicación ven esta decisión como un acon-
tecimiento inesperado, con el que pretende borrar algunos escándalos políticos. Y
se extrañan de la postura de Ryan, en estos momentos tan trágicos de derecho
penal del enemigo —de guerra preventiva, de venganza contra el eje del mal—, de
regímenes penitenciarios —no sólo en Guantánamo— que violan los derechos huma-
nos elementales de prisioneros de guerra, sometidos incluso a la privación de ca-
pacidad sensorial.

de muerte también en Illinois?*

¿Desaparece la pena

por Antonio Beristain

L

* Una versión de este artículo fue publicada en Razón y Fe, t. 257, núm. 1252, febrero de 2003, pp. 105—114.



22

Diserta

Antes de comentar los fundamentos y el
contenido de esta sorprendente decisión —que
ha suscitado y suscitará reacciones extremas—,
antes de ubicarla en el derecho internacional
hoy cambiante, antes de atrevernos a predecir
las posibles consecuencias transcendentales en
todo el mundo, hemos de caer en la cuenta y
subrayar, telegráficamente, su importancia in-
dudable. La pena de muerte es una gota que
envenena todo el océano de la justicia penal.
Pero, su abolición implica un giro copernicano
en favor de la defensa y desarrollo de los de-
rechos humanos, la paz, la cultura, la econo-
mía, la religión. También, aunque parezca pa-
radójico, de los derechos de las víctimas como
agentes morales en la convivencia.

En pocas palabras, como ha dicho Aaron
Patterson, de 38 años, uno de los cuatro asesi-
nos perdonados, «Miracles do happen»: Afor-
tunadamente existen los milagros. Y, según
Hobley, de 42 años, también perdonado, quien
había sido acusado de cinco asesinatos, más
el de su esposa y de su hijo: «Thank God that a
dream come true»: Gracias a Dios que el sue-
ño se ha convertido realidad.

Principales argumentos
y experiencias de Ryan

Sobre los argumentos y sentimientos que han
movido a Ryan a dar este paso tan innovador
nos hablan diversas fuentes estadounidenses
de información, y muy especialmente el discur-
so que pronunció ante numeroso público —y la
televisión— el día 11 de enero, en la North-
western University y en la DePaul University Law
School. Discurso que puede calificarse como
revolucionario, pero de solidez académica,

pues logra acoger en el plano cultural y jurídi-
co estadounidenses las principales bases de
la abolición. Patentiza que, contra lo que algu-
nos opinan, su decisión no ha sido un acto im-
provisado, ni algo circunstancial o casual.

Método pluri, inter y transdisciplinar

Al leer el discurso de Ryan parece lógico con-
cluir que en él han influido los estudios y los
documentos, las investigaciones y las manifes-
taciones de las diversas personas e instituciones
jurídicas europeas, estadounidenses e interna-
cionales, como la Asociación Internacional de
Derecho Penal, que preside el catedrático Cherif
Bassiouni —conocido abolicionista— de la DePaul
University, en Chicago, a la cual se refiere algu-
nas veces Ryan. Esta asociación, en su Inter-
national Review of Penal Law y en sus congre-
sos, ha defendido enérgicamente la abolición
de la pena de muerte, incluso en tiempo de
guerra.

Probablemente han ejercido también no-
table influencia en Ryan los múltiples informes,
campañas y publicaciones de Amnistía Inter-
nacional, por ejemplo, los seis capítulos de Error
capital. La pena de muerte frente a los dere-
chos humanos, publicados en 1999.

Ryan declara repetidas veces —y lo subra-
yan, entre otros, The Washington Post, The New
York Times, Chicago Tribune, del 11 y 12 de
enero— que se apoya en comisiones de espe-
cialistas —algunas creadas por él—, en su Infor-
me Ryan, del año 2000, y en contactos con
profesores y comisiones de la Universidad y de
las iglesias, desde que él decretó la moratoria,
el 31 de enero de 2000. También indica su
amistad y colaboración con Nelson Mandela
y con el sacerdote Jesse Jackson. En su discur-
so se encuentran ecos abolicionistas de otros
teólogos, de la Carta que publicaron los obis-
pos católicos franceses (enero de 1978) y la
Conferencia Episcopal de los Estados Unidos
de América (EUA) (noviembre 1980).1

1 Cfr. Ecclesia, 11 julio 1981. Texto original en inglés en Origins, 27 de
noviembre de 1980.
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Y de la «Llamada al cambio» (29 de di-
ciembre de 1981) de los jesuitas capellanes
en las prisiones norteamericanas, reunidos en
la Universidad Loyola, en Nueva Orleans, Lui-
siana. Afirman textualmente:

la pena de muerte debe abolirse por ser intrínse-
camente injusta. Su ejecución no sólo destruye la
vida humana sino que devalúa y brutaliza a quie-
nes la practican. Además de su radical inmorali-
dad, ineficacia preventiva y desigual aplicación,
resulta costosísima. La pena de muerte coloca una
barrera frente a la investigación creadora de san-
ciones alternativas.

En este mismo sentido se han manifestado
en España los jesuitas Beristain, Landecho y
Llompart.2

Ryan conoce que, según las estadísticas,
70% de los estadounidenses defienden la pena
de muerte, pero cada día aumentan las dudas
de la población sobre los procedimientos
policiales, judiciales y penitenciarios en este
campo.

El discurso televisado en la facultad de
derecho de la Northwestern University lleva por
título «I Must Act», y responde satisfactoriamen-
te a quienes deseamos conocer los principios
y fines de su decisión tan frontalmente opuesta
a la pena capital. Es un discurso sólido y atina-
do, tanto en la forma como en el fondo, en la
fundamentación como en las conclusiones. Lo-
gra integrar dos métodos paradigmáticos: el
cultural tradicional de logos y razonamiento con
datos de estadísticas cuantitativas y cualitativas,
junto al más moderno del relato, de la expe-
riencia interior —de él mismo, de su esposa, de
los delincuentes, de las víctimas...—, del diálo-
go en el sentido más amplio —posplatónico—
del término.

Ryan concede especial fuerza a las críti-
cas cada día mayores contra la pena de muer-
te por múltiples motivos: las ejecuciones de
menores de 18 años y de enfermos mentales,
las condenas de inocentes, los errores judicia-
les, la defensa inadecuada, el mal comporta-

miento de la policía y de la Fiscalía, el prejui-
cio racial, los testimonios poco fiables obteni-
dos de compañeros de prisión, la supresión de
pruebas de circunstancias atenuantes, la defi-
ciente interpretación de las pruebas, las presio-
nes de la comunidad, la condena a acusados
cuya culpabilidad sigue en duda, el no haber
podido ejercer su derecho a recibir una asis-
tencia letrada adecuada, la negación a extran-
jeros de sus derechos consulares.

De tantos argumentos abolicionistas co-
mentados por Ryan merece indicarse ahora
algo sobre los errores judiciales, los prejuicios
raciales, los menores de edad y los enfermos
mentales.

Errores judiciales

Ryan concede suma importancia a los frecuen-
tes errores judiciales imposibles de tenerse en
cuenta después de la ejecución. Recuerda que
Steve Manning se convirtió en el decimotercer
acusado sobreseído en Illinois, cuando la Fis-
calía anunció que anulaba todos los cargos
en su contra y que no pensaba iniciar un nuevo
juicio por el asesinato por el cual había sido
condenado. Y recuerda que los 13 sobre-
seimientos le llevaron a declarar la moratoria
de las ejecuciones en ese Estado. «Mientras
yo sea gobernador —dijo entonces—, no habrá
más ejecuciones. No puedo pensar en la posi-
bilidad de ejecutar a un inocente».

Prejuicios raciales

Ya en 1990, la Oficina General Contable de
los (EUA), organismo que no responde a ningún
partido político, descubrió:

2 Cfr. Razón y Fe, 1970 y 2000.
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un defecto radical de disparidades raciales en las sentencias y ejecuciones de la
pena de muerte, y concluía que un acusado tenía muchas más probabilidades de
ser condenado a muerte cuando la víctima de su crimen era de raza blanca.

Según el informe de Amnistía Internacional, de 20 de mayo de 1999:

La discriminación racial está presente en cada etapa del proceso de la pena de
muerte en los EE.UU. Sólo existe una forma de erradicar los prejuicios étnicos y los
ecos del racismo en sus procedimientos policiales y procesales: erradicando la
pena de muerte misma.

Menores de edad y enfermos mentales

Ryan recuerda que el Senador de los EUA, Russ Feingold, el 11 de noviem-
bre de 1999, declaró: «No creo que debamos estar orgullosos de que los
Estados Unidos sean los líderes mundiales de la ejecución de menores de
edad», y añade severamente que desde 1985 los EUA ha ejecutado a 17
acusados, que cuando cometieron su crimen eran menores de edad. Criti-
ca que sólo EUA —y Somalia— no han ratificado la Convención sobre los
Derechos del Niño, de las Naciones Unidas, de 1989, que en su artículo
37a declara: «No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua
sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18
años de edad». Lamenta que 24 estados estadounidenses permiten la
ejecución de quienes tengan 16 y 17 años en el momento de cometer su
crimen: Alabama, Arizona, Arkansas, Delaware, Idaho, Indiana, Kentucky,
Luisiana, Misisipí, Misuri, Nevada, Oklahoma, Pensilvania, Carolina del
Sur, Dakota del Sur, Utah, Virgina y Wyoming, a los 16 años. Y Florida,
Georgia, Nueva Hampshire, Carolina del Norte y Texas a los 17 años.
De hecho, 85 hombres menores de edad en el momento de su delito en
julio de 2001 se encontraban en el corredor de la muerte.

En cuanto a los enfermos mentales, ve muy mal que desde 1976 hasta
el 8 de septiembre de 2001, 35 personas que sufrían retraso mental ha-
yan sido ejecutadas.

Mayor consenso abolicionista en la extradición

Ahora conviene añadir algo relativo al ámbito internacional. Ryan conoce,
acoge y fomenta la actual creciente tendencia internacional abolicionista,
especialmente en la Unión Europea (UE). Aquí nos referimos únicamente a
la extradición, a algunas normas legales, al Consejo Europeo, a las Na-
ciones Unidas y las víctimas.

Ryan sabe que su decisión y su doctrina avanzan en sintonía con el
actual progreso mundial contra la pena capital y con la simultánea prepa-
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ración de mecanismos de protección frente a
la pena de muerte en los procedimientos de
extradición.

España, por ejemplo, no extradita a ocho
presuntos miembros de Al Qaeda a EUA por-
que allí podrían ser condenados a muerte o
juzgados por las comisiones militares reciente-
mente anunciadas mediante decreto presiden-
cial. También los tribunales superiores de Ca-
nadá y Sudáfrica proporcionan actualmente
más ejemplos a este respecto.

La legislación internacional
frena la pena capital

Cada año aumentan las normas internaciona-
les en favor del abolicionismo. Así lo muestran
importantes documentos, como el Protocolo
Número 6 de la Convención Europea para la
protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales (Convención Euro-

pea de Derechos Humanos), respecto a la
abolición de la pena de muerte, adoptada por
el Consejo de Europa en 1982, que promueve
la abolición en tiempos de paz, y afirma que los
estados participantes tienen el derecho a con-
servar esa pena para crímenes «en tiempos de
guerra o de amenaza de guerra inminente».

De modo semejante, el Segundo Protoco-
lo Opcional al Pacto Internacional de los Dere-
chos Civiles y Políticos, cuyo objetivo es la abo-
lición de la pena de muerte, adoptado por la
Asamblea General de las Naciones Unidas en
1989, promueve la abolición total, aunque
permite a los Estados conservar esa pena en
tiempos de guerra, siempre y cuando esta cláu-
sula quede debidamente estipulada en el mo-
mento de ratificar o aceptar el Protocolo.

También el Protocolo a la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos relativo a la abo-
lición de la pena de muerte, adoptado por la
Asamblea General de la Organización de Es-
tados Americanos en 1990, promueve la aboli-
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ción total de la pena de muerte aunque permite a los Estados conservar
esa pena en tiempos de guerra, siempre y cuando esta cláusula quede
debidamente estipulad.

Influjo de la Unión Europea (UE)

Cabe pensar que en la decisión de Ryan ha influido la firme postura de la UE

en pro de la abolición. Así, la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE

redactada en Niza el 7 de diciembre de 2000, en su artículo 22, proclama:
«Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado».

El Consejo de Europa, su Comité de Ministros de los Estados miem-
bro, aprobó una declaración, el 9 de noviembre de 2000, para hacer de
Europa una zona libre de la pena capital. En esa declaración, el Consejo
reiteró que exige a todos los candidatos a la adhesión que deroguen la
pena de muerte en un determinado plazo. Sólo dos Estados miembro —
Turquía y la Federación de Rusia— no han abolido jurídicamente la pena
capital, aunque han impuesto una suspensión de todas las ejecuciones
que ya dura varios años.

La UE está vigilando atentamente la situación de la pena de muerte en
diversos países. El 2000 realizó gestiones diplomáticas en EUA, en conso-
nancia con las orientaciones de la UE sobre este asunto, tanto en el plano
estatal —por ejemplo en Arizona, Misuri, Nevada, Ohio, Oklahoma y
Tennessee— como en el federal, en favor de una serie de condenados. El
presidente del Consejo Europeo escribió al presidente de los Estados Uni-
dos de América con el objeto de recordarle la oposición de la Unión Euro-
pea a la pena de muerte y de solicitarle que no se suspendiera la moratoria
para las ejecuciones por delitos federales (caso Garza).

El 10 de mayo y el 15 de junio de 2001, la Presidencia de la UE

realizó dos gestiones diplomáticas de carácter general para la abolición
de la pena capital, y está formulando sólidos argumentos jurídicos para
superar las objeciones de quienes no aceptan, plenamente la injerencia
en los asuntos nacionales.

El olvido de las víctimas... Lleno de memoria

Si el gobernador del estado de Illinois leyó el Informe 2000 de Amnistía
Internacional, que en su portada decía: El olvido está lleno de memoria, y
su «Introducción» hablaba de las víctimas ocultas, parece lógico que el 11
de enero se sintiese obligado a enviar una carta a los familiares de las
víctimas asesinadas por los condenados a muerte, para explicarles los
porqués de su decisión y su cordial empatía con todas las personas cerca-
nas a las víctimas.
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Merecen especial consideración las
innovadoras referencias —teóricas y prácticas—
de Ryan, en su discurso, al diálogo con los con-
denados, y más aún al diálogo —comprensivo,
restaurador y de sumo respeto— con las vícti-
mas, como las más necesitadas de nuestra asis-
tencia y las más dignas protagonistas de nues-
tra convivencia (Ernesto Garzón Valdés, Reyes
Mate).

Él tiene muy en cuenta la moderna doctri-
na de la Sociedad Mundial de Victimología,
con  su insistencia en pro de que se ubique a
las víctimas en el centro de la justicia en gene-
ral y de la justicia penal en particular. Ryan no
cae en el triste olvido de las víctimas en que
cayó la benemérita hermana Helen Prejean, de
la comunidad religiosa Hermanas de San José
de Medaille, en Nueva Orleans, cuando trató
inteligente y generosamente con el asesino —y
ejecutado— Lloyd Le Blanc, como describe en
su libro Pena de muerte que sirvió de base para
la película con el mismo título. Ella misma con-
fiesa avergonzada su inconsciente olvido de
los familiares de los jóvenes asesinados.

La hermana Helen Prejean continúa traba-
jando en favor del abolicionismo y de la asis-
tencia a los familiares de las víctimas asesina-
das por los condenados a muerte. Desde el
año 2000 se traslada con cierta regularidad
al Japón para seguir colaborando en el Cen-
tro Social de los Jesuitas, de la Sophia University,
en Tokio.3

El Hombre ante el Hombre, cosa divina

Este gesto tan inteligente y documentado de
Ryan puede y debe abrir la puerta a la aboli-
ción en todos los Estados Unidos de América,
e inmediatamente, aprovechando el 30 aniver-
sario de la sentencia de la Corte Suprema
Furman contra Georgia, del 29 de junio de
1972, que decidió que la pena de muerte era
inconstitucional.

Entonces, los legisladores estadounidenses,

en lugar de avanzar hacia la abolición, opta-
ron por estudiar y preparar una nueva redac-
ción de las leyes retencionistas, que motivó su
restablecimiento. Las ejecuciones se reanuda-
ron en 1977. Desde entonces hasta hoy han
sido ejecutadas 784 personas en EUA. Más de
500 de estas ejecuciones han tenido lugar des-
pués de 1995.

Por desgracia, en EUA, frente a los juristas,
políticos, ciudadanos, iglesias, universidades,
asociaciones académicas nacionales e inter-
nacionales de tendencia abolicionista, a partir
del 11 de septiembre de 2001, con su guerra
al terrorismo, «se fomenta el crecimiento de una
mentalidad de búnker que propugna mayor
aplicación de la pena de muerte». Contra esa
involución, deseamos y esperamos que los
documentos sobre la decisión —con sus sólidos
fundamentos— de Ryan y sus colegas se traduz-
can al español y a otros idiomas, se comenten
y enriquezcan, de modo que contribuyan en
un futuro inmediato a la abolición de la pena
capital en EUA y en el mundo entero. Del discur-
so de Ryan, con los comentarios abolicionistas
que han suscitado y suscitarán, debemos ha-
cer el faro que ilumine una nueva cultura sin
pena capital. Algo así como el libro De los
delitos y de las penas, de Beccaria, que abrió
la puerta al derecho penal ilustrado.

Negamos que el hombre sea lobo para
el hombre: Homo homini, lupus. Rememoramos
el emblema de la Universidad Carlos III, Homo
homini, sacra res: «El hombre, ante el hombre,
cosa divina».

Miembro del Consejo de Dirección
de la Sociedad Internacional de Criminología

Antonio Beristain

3 <http: //www.kiwi-us.com/-selasj>.
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ro—logos

Hace mucho tiempo que Niklas Luhmann ha sido considerado el teórico moderno
más acabado respecto al estudio de las sociedades. La lectura de Teorías socia-
les,1 confirma la complejidad de sus ideas, pero al mismo tiempo, muestra la profun-
didad de sus razonamientos. Leer este texto, es, sin duda, un proceso difícil, tanto en
lo teórico como en lo diverso de sus conceptos; pero también es un ejercicio intere-
sante en la medida en que, al intentar la comprensión de las ideas principales de
esta teoría, se fue elaborando una serie de ejercicios sobre la política mexicana
actual, que vale la pena compartirlos, aunque no necesariamente implica coincidir
con ellos.

Si nos propusieramos analizar la realidad mexicana a partir de las nociones
de Luhmann, el esfuerzo puede no coincidir con los resultados, ya que al final de la
lectura advertiríamos el riesgo y la osadía. Por ello, en el presente ensayo se deci-
dió enfocar un solo aspecto, el de la transición mexicana, a efecto de que éste
fuese el centro del análisis, a la luz de la noción de doble contingencia de Luhmann,
como eje explicativo.

El carácter de ensayo, como su nombre lo indica, nos permitirá ensayar  el
ejercicio explicativo sobre la transición mexicana, asumiendo el riesgo de errar,
aunque al mismo tiempo puede resultar un acercamiento  interesente. En todo caso,
el mayor riesgo de este escrito, es el del atrevimiento.

La integración de este ejercicio se da una manera sencilla, retomando algunas
de las principales categorías de Luhmann, las cuales se señalan como subtítulos de
los apartados de este análisis; en cada caso, se van realizando las consideracio-

La política mexicana actual,
desde una aproximación

a Niklas Luhmann

por Florencio Pérez Ramírez

P

1 Niklas Luhmann: Teoría de la sociedad, México, Universidad de Guadalajara / Universidad Iberoamericana (UIA) / Instituto
Tecnológico de Estudios Sociales, 1998.
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nes o reflexiones referidas a lo que desde nuestro punto de vista, corres-
ponde a la transición política de México.

La noción de doble contingencia
de Luhman en la política mexicana2

Sin entrar en mayores complicaciones de orden conceptual, para efectos
de este trabajo, se entiende por transición el cambio social y político que
observa una sociedad cuando deja un sistema político que la ha gober-
nado por muchos años —sea dictadura o democracia simulada—, el cual
ha generado estructuras que le permitieron consolidarse y mantenerse,
para tomar nuevas formas de gobierno, donde la alternancia política es el
primer indicador de estos cambios; pero, además, se aspira y trabaja por
la modificación y mejoramiento de la diversidad de estructuras jurídicas,
sociales, políticas, administrativas y hasta económicas de dicha sociedad.

A reserva de una mayor amplitud y profundidad en el manejo del
concepto, la idea de la doble contingencia en Luhmann se refiere al esce-
nario del encuentro en el cual dos sistemas deben actuar en una situación
en que no existe norma ni comunicación previa; por lo cual, ninguno de los
dos sabe cómo actuar ante el otro porque no tiene idea de qué comporta-
miento tendrá el otro.

Desde la perspectiva de Luhmann, la contingencia es doble porque
cada uno se encuentra, por así decirlo, en el mismo predicamento. Cual-
quier acción de parte de alguno de ellos provocará una contrarreacción
en el otro, al principio de manera más aleatoria, pero dando lugar, even-
tualmente, a reacciones que siguen un ordenamiento. Esta contingencia
podría ser una radiografía de la circunstancia actual del proceso de tran-
sición política mexicana.

A modo de ejemplo, se puede señalar lo siguiente: por una parte,
existe una estructura sociopolítico—administrativa—jurídica, que ha sido ba-
luarte del sistema político mexicano de los últimos 50 años; por otra, una
sociedad —sociedad civil, como la llaman algunos— que emerge con de-
mandas de nuevos esquemas sociopolítico—administrativo—jurídico—, lo cual
ha provocado diversas reacciones, o contingencias, diría Luhmann.

Este ejemplo puede complementarse con otro: por una parte, la socie-
dad mexicana votó por una alternancia política que aspiraba a que el
ejercicio del poder fuese distinto al que durante más de 50 años ejerció el
Partido Revolucionario Institucional desde la Presidencia de la república;3

pero después de tres años de un gobierno no priísta, este ejercicio ni ha
propuesto nuevas formas ni ha establecido nuevas reglas ni ha abandona-

2 Las cursivas que aparecen en cada subtítulo resaltan las nociones de Luhmann, como categorías problemáti-
cas de su teoría.

3 Sistema presidencialista le llamarían algunos, o metapresidencialismo, Carpizo.
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do las formas tradicionales de ejercer el poder, y lo que es peor, la socie-
dad advierte que se esfuerza en mantenerlas, reproducirlas y ejercerlas.
La cuestión es que no hay capacidad ni entendimiento para hacerlo, lo
que da pie a una contingencia, ante la cual los conocedores de las reglas
ejercen una práctica política con mayor eficacia y soltura, que genera
una contingencia diferente a la primera; lo cual, a su vez, se explicaría en
una doble contingencia.

Este cuadro permite ver, solo como ejemplo, las contingencias que
pueden estar generando cada una de las circunstancias que actualmente
se presentan en el proceso de transición política:

En la perspectiva de Luhmann, de acuerdo a lo que presuponemos
como entendido, la situación básica de la doble contingencia se presen-
taría, como una especie de relación que se da en un momento dado,
entre dos cajas negras.4

Vamos a suponer que hay una caja negra que se llamaría viejo siste-
ma político o antigua sociedad (VSP/AS) y otra caja negra que se llamaría
nuevo sistema político o nueva sociedad (NSP/NS),5 las cuales entablan
relación una con otra y cada una determina su propia conducta, por me-
dio de operaciones autorreferenciales complejas6 dentro de sus propios
límites.

4 La idea de las cajas negras     se debe entender en la noción entrópica de la teoría general de sistemas.
5 A partir de categorías analíticas en Luhmann.
6 Los conceptos en cursivas se refieren a nociones o categorías de análisis expuestos por Luhmann.

Contingencia Contingencia

Nueva clase política (PAN)

Nuevo ejercicio presidencial (FOX)

Viejos esquemas sociopolítico—
administrativo—jurídicos

Antigua sociedad pasiva (emergencia
de ONG’s)

vieja clase política (PRI)

viejo ejercicio presidencial
(PRI)

nuevos esquemas sociopo-
lítico—administrativo—jurídicos

Nueva sociedad civil: Agrupa-
ciones Políticas

frente a

frente a

frente a

frente a
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Cada una presupone lo mismo respecto
de la otra. Cada una genera una reacción (con-
tingencia) respecto de la otra (doble contingen-
cia), pero ambas permanecen separadas, no
se funden, no se comprenden mejor que antes;
se concentran en lo que pueden observar en
el otro, cada una de estas cajas negras se ob-
serva a sí misma, como separadas de la otra;
además, cada una observa a la otra desde
una perspectiva de entorno, no logra entender
su relación o interrelación con ella.

Es decir, cada caja negra se autoconcibe
como observadora de la otra y se explica a sí
misma, a partir de la otra, lo cual —diría Luhmann—,
implica que cada caja negra establece sus pro-
pias autorreferencias a partir de la otra; esto es,
que aprehende sus nociones autorreferenciales
desde su propia perspectiva de observadora, y
buscará tratar de influir en la otra caja negra o
en la relación de entorno, como lo que obser-
va por su propia acción.

En síntesis, cada una enfrenta y produce
su propia contingencia, que, en relación con la
otra, genera una doble contingencia, la cual
puede crear un orden emergente condicionado
por la complejidad de los sistemas (cajas ne-
gras) que lo hacen posible. El nuevo orden no
depende de si esta complejidad también se
pueda calcular y controlar, es la resolución de
la doble contingencia.

Este orden emergente puede llamarse sis-
tema social, que muchos mexicanos esperarían
se diera en un corto plazo en nuestro país.

Cerraríamos de momento este ejercicio
explicativo con la noción de Luhmann, vital en
su teoría, que indicaría, en nuestro ejemplo, que
en esta noción de doble contingencia el siste-
ma político mexicano se autoorganiza, para
llevarnos a la noción de sistemas autopoiéticos.
Es decir, de sistemas que se autoorganizan a

partir de su distinción con respecto a un entor-
no y que mantienen su organización interna a
partir de un proceso constante de acoplamien-
to estructural a su entorno; proceso que aporta
tanto aumento como reducción de complejidad
y, además, la generación de nueva complejidad.

Vamos, pues, a tratar de concretar esta
idea, considerando la posibilidad de que los
ejemplos que se vayan planteando en cada
caso, no sean entendidos como una visión sim-
plista de la política mexicana, sino como un
esfuerzo por aterrizar, a manera de ejemplo,
la conceptualización de Luhmann.

El foxismo y su autoobservación sistémica

Luhmann desarrolla la teoría de la autodes-
cripción sistémica     como un proceso social con-
tinuo, inherente a la comunicación social.

La idea de Luhmann es que cada sistema
integra una autoobservación, por eso se llama-
ría autoobservación sistémica, la cual «corre
paralela en todos los sistemas sociales y sólo
tiene realidad como comunicación».

En este sentido, cada comunicación es una
autoobservación en la medida que en cada
una de ellas se puede observar, veladamente
o no, «consciente o inconscientemente, temáti-
camente o no, su pertenencia al sistema».

Bajo esta premisa, Luhmann insiste en la
idea de que autoobservación sistémica no im-
plica una autoilustración o una autocomprensión,
sino que implica, sencillamente, una operación
que se establece de acuerdo a la identidad sisté-
mica que la pone en juego.

De forma que con cada comunicación del
sistema operaría, entonces, bajo su forma más
rudimentaria, un procedimiento para la auto-
observación sistémica. Lo anterior porque cada
operación comunicativa de un sistema y su
orientación, se basa en una forma delimitada
de sentido.

Retomando el ejemplo de las dos cajas
negras anteriores,7 analicemos, digamos, cómo,

7 Que pueden comprenderse de manera didáctica, una caja negra
como viejo sistema político mexicano; la otra, como nuevo sistema
político mexicano.
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en el proceso de la transición mexicana, cada
una de ellas observa su pertenencia al sistema.

Los discursos presidenciales siempre han
hablado del pasado como el punto de referen-
cia para señalar su novedad o diferencia. De
hecho, los discursos presidenciales y la política
foxista, en general, no han logrado encontrar su
propia caracterización ni su propia personalidad,
a partir de sí misma, sino que siempre busca su
identidad a partir de establecer las diferencias
con el otro,8 con el pasado.

Retomando a Luhmann, se puede decir
que, no se sabe si conciente o inconsciente-
mente, la política foxista se observa a sí misma
en función de un referente del pasado priísta.
Sin duda que la carencia de identidad propia
le ha llevado a integrar un discurso ideológico
pobre, en la medida en que no puede proyec-
tar una imagen propia, sistémicamente hablan-
do, porque carece de ella.

En esta paradoja, el foxismo se ve a sí mis-
mo sólo a partir del otro y su valor presente
sólo lo concibe a partir de los errores del pa-
sado, que en la medida en que se olvidan,

dejan de ser importantes y, por lo tanto, va
careciendo de discurso: improvisando, imagi-
nando, lleno de ocurrencias, jugando a la ima-
gen de lo imaginario y a lo imaginario de su
imagen.

Aquí cabe el señalamiento de Luhmann,
en el sentido de que un sistema —la caja negra
foxista, para seguir con nuestro ejemplo— ge-
nera una autoobservación sistémica que, por
supuesto, no implica una autoilustración o una
autocomprensión, sino, simplemente, una ope-
ración que se establece de acuerdo a la iden-
tidad sistémica que la pone en juego.

La pregunta obvia es: ¿cuál es la identi-
dad sistémica que pone en juego la autocom-
prensión o autoilustración foxista?

La respuesta parece ser: la noción del en-
torno que ha establecido el foxismo de sí mis-
mo, que en términos prácticos se puede enten-
der como el pasado o el priísmo. Esto implicaría

8 Aquí cabe la noción de lo Otro, en la perspectiva epistemológica y
psicoanálitica lacaniana: Jacques Lacan: «Ciencia y verdad», en El
Seminario. Ciencia y verdad, t. XX, Argentina, Paidos, 1981.
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que el sistema foxista no ha logrado autoobservarse como sistema, con
proyectos propios, ideas y reglas suyas, sino sólo a partir de las que ya
existen, no son suyas, y las intenta cambiar, pero que, sin duda, desconoce
dónde están ancladas.

Esto es como jugar en el campo del equipo contrario, con reglas y el
balón del otro, y con un árbitro puesto por el otro. Y cuando juega en su
propio campo, con sus propias reglas, acaba metiéndose autogoles cons-
tantemente. Ahora bien, ¿qué pasa con la otra caja negra?, ¿cuál es la
identidad sistémica que pone en juego la autocomprensión o autoilustración
del priísmo que aún se mantiene vivo?

A diferencia del foxismo, cuya identidad se crea a partir de la noción
de entorno que su propio sistema construye, la caja negra del priísmo,
parece tener y mantener una autocomprensión o autoilustración de sí mis-
mo, una autoobservación sistémica, de acuerdo a su propia identidad
sistémica, que ha perdido sólo una forma de ejercicio del poder, pero que
mantiene otra gran parte. Dicho poder ha mantenido su estructura, su for-
ma y su fondo; y aunque no sea el PRI el que lo ejerza, éste lo conoce,
sabe dónde falla, cuáles son sus reglas, sus anclas, sus fortalezas y debili-
dades.

En esa medida, la caja negra priísta tiene su propia identidad en el
poder mismo, en la estructura que se mantiene, en las reglas que se rigen
y que conoce perfectamente porque él las creó y estableció. De hecho,
hace que el foxismo juegue con sus propias reglas y, muchas veces, en su
propio campo.

En este sentido, la caja negra foxista no tiene una identidad, y ahí esta
su contingencia; por su parte, la caja negra del PRI tiene identidad pero no
tiene el poder y ahí esta su contingencia.

La doble contingencia de la transición mexicana parece estar ubica-
da, entonces, en un primer acercamiento, en la relación que establecen
dos sistemas:

a) Uno cuya contingencia está en ejercer el poder sin saber —esen-
cialmente, como sistema— para qué, por qué y hacia dónde, en
la medida en que no tiene una identidad propia e, incluso, puede
aun no concebirse y autocomprenderse como sistema.

b) Otro sistema que tiene una identidad propia nacida de las estruc-
turas formales del poder, el cual no ejerce pero controla, porque
conoce sus reglas y cuya contingencia estriba en la adaptación
que tiene que hacer en un doble sentido: a su interior como siste-
ma concreto y, a su exterior, en relación con otro sistema que
tiende a nacer.

En este contexto de la autoobservación sistémica, vale la pena reto-
mar nuevamente a Luhmann cuando señala que la práctica de la comuni-
cación que cada sistema operaría, entonces, «bajo su forma más rudi-
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mentaria, un procedimiento para la autobser-
vación sistémica»; o dicho de otra forma, que
«cada sistema genera un proceso de comuni-
cación» que intenta ser un paradigma de su
propia autoobservación sistémica.

Autoobservación sistemática
y comunicación del foxismo

En razón de lo hasta aquí expuesto, retomando
a Luhmann, se diría que —en la medida en que
«cada operación comunicativa de un sistema
se basa e implica en orientar la comunicación
bajo una forma delimitada de sentido»— esta
orientación de la comunicación, aun cuando
no sea representable por el sistema, «implica
el manejo de la diferencia entre autorreferencia
y heterorreferencia de la comunicación»; esto
es, implica el manejo de la diferencia entre sis-
tema y entorno.

Aquí es donde se manifiesta más amplia-
mente la noción de doble contingencia de la
transición política mexicana, ya que por una
parte, cada sistema —caja negra foxista y caja
negra priísta, de acuerdo a nuestro ejemplo—
ha tenido la intención de elaborar un código
de comunicación, en el caso del PRI, que lo rei-
vindique a sí mismo como sistema y que lo dife-
rencie del otro, en el caso del foxismo.

La noción de poder —incluso diríamos que
el conflicto por el poder— se va perfilando como
el eje de la doble contingencia, como se seña-
ló con anterioridad, ya que si uno recuerda,
por ejemplo, los recientes mensajes de televi-
sión del PRI, la clave de la comunicación es:
«Nosotros sí sabemos qué hacer con el poder»,9

con el afán de autorreconocerse como siste-
ma, como poder mismo; y curiosamente —lamen-
tablemente también, habría que decirlo— el
foxismo hace uso de los mismos recursos tele-
visivos y responde a estos mensajes haciendo
alusión a los excesos del poder de los anterio-
res presidentes de la república, sólo ratifican la
idea de que ellos no se exceden con el poder,

pero no consiguen responder si, en efecto, sa-
ben o no utilizarlo.

La clave está, entonces, en la noción que
cada sistema —caja negra priísta y caja negra
foxista— tiene de sí misma. En palabras de Luhmann,
se diría que depende de sus propias nociones
de autorreferencia y heterorreferencia e incluso,
de la distinción que logren hacer de ello.

Priísmo y Foxismo: auto
y heterorreferencia del sistema—entorno

En este sentido, el asunto estriba, al parecer,
en que cada sistema pueda llevar a cabo un
proceso de reintroducción en el sistema de la
diferencia entre sistema y entorno.

Es decir, que la diferencia entre sistema y
entorno se convierta, en sí mismo, en un siste-
ma; ante el cual, los sistemas —cajas negras de
nuestro ejemplo— deben tener la capacidad,
no de introducirse o de relacionarse, sino de
reintroducirse.

Esta noción de reintroducción es fundamen-
tal en Luhmann, ya que hay que tener claro que
los sistemas tienen sus propias autorreferencias
y elaboran o construyen sus heterorreferencias,
en el marco de su sistema y el entorno. Sólo
que estas referencias se asumen como sistemas
cuando se establecen diferencias entre los
entornos; ante lo cual, se debe ejercer un pro-
ceso continuo de reintroducción, de manera tal
que los sistemas —cajas negras en nuestro ejem-
plo— generen, mediante su operación, su pro-
pia forma de adjudicar temas al sistema de
manera diferente al entorno.

¿Cómo se puede explicar esto en el pro-
ceso de transición política mexicana?

Continuando con el ejemplo de las cajas
negras que hemos adoptado para este traba-
jo, se puede decir que el foxismo y el priísmo

9 Recuérdese a las personas diciendo: «Ellos sí tienen experiencia para
gobernar» o «Ellos sí saben gobernar».
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han creado sus propias autorreferencias y heterorreferencias, de manera
tal que el foxismo es en sí y para sí, sólo en la medida en que existe por el
Otro.10 Mientras que el priísmo puede entenderse más a sí mismo como un
sistema, independientemente del Otro. De igual forma, el poder es el pun-
to clave de sus propias contingencias y de la doble contingencia de la
transicisión. Pero el asunto está en la heterorreferencia que cada uno esta-
blece con su entorno.

De hecho, la noción de poder ejercido por uno que lo desconoce y
conocido por otro que no lo ejerce es, al parecer, el eje de la doble
contingencia y el eje de sus propios heterroreferentes.

Se podría aterrizar esta situación con algunos ejemplos:

1. Por una parte, el sistema (caja negra) foxista establece sus hete-
rorreferentes con el entorno en una doble práctica del ejercico del
poder, que acaba por someterlo y apabullarlo, por su desconoci-
miento.

2. En cuando entorno indirecto, estarían los ejemplos de una mala
relación con los medios de comunicación, la exhibición pública
por medio de la grabación de una conversación con Fidel Castro
y una errática política de relaciones exteriores, que lo ha llevado
a estar en situaciones de entre la espada y la pared, en casos
como la Guerra EUA—Iraq, por citar sólo algunos ejemplos.

3. En cuanto al entorno directo, estarían los fracasos de las estrate-
gias del pemexgate o los problemas con los Amigos de Fox, que
han demostrado que el ejercicio del poder no está garantizado
por el mero hecho de tenerlo, sino que puede ser incluso más
riesgoso utilizarlo sin conocerlo.

En este sentido, el foxismo no ha logrado establecer una reintroducción
adecuada a sus sistemas auto y heterorreferentes; por lo tanto, no ha lo-
grado operar adecuadamente su propio sistema para fortalecerlo ni tam-
poco ha logrado diferenciar el sistema del entorno ni, mucho menos, ha
logrado adjudicar temáticas al sistema de manera diferente al entorno. En
suma, todo parece indicar que el sistema foxista —desde la perspectiva
categorizante de Luhmann— tiende a no ser un sistema y a generar una
contingencia que puede agotarlo. Esto lo veremos más adelante.

10 El Otro, con mayúscula, para mantener la idea lacaniana ya señalada.
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Autodescripción y el ejercicio político

Hasta este momento, la autoobservación y la noción de doble contingen-
cia nos han permitido articular este análisis. De acuerdo a lo que se ha
venido exponiendo, la noción de autoobservación sistémica debe com-
prenderse, entonces, como un proceso sustantivo de los sistemas sociales,
y que se presenta en cada proceso comunicativo ligado a situaciones
concretas de un sistema auto y heterroreferenciado.

Ahora bien, en este proceso de autoobservación sistémica aparece
otro concepto de Luhmann, el de la autodescripción, el cual designa el me-
canismo por el cual los sistemas ordenan o coordinan ese continuo de
autoobservaciones o comunicaciones.

En nuestro ejemplo, se puede decir que, efectivamente, la sociedad
en general parece aceptar el antes y el ahora y que, de hecho, tiene claro
no sólo al antes y el mañana, sino el ahora y el mañana. En este sentido, el
foxismo y priísmo han logrado establecer mecanismos muy claros de
autodescripción. El ejercicio del poder, en ambos casos, les ha favoreci-
do; veamos por qué.

Si tomamos en cuenta que para Luhmann «la forma más simple a que
recurre el sistema consiste en darse un nombre utilizando una indicación
rígida invariable [y] que puede repetirse», en el caso del foxismo y el priísmo
han logrado autodescribrise como un sistema que se designa a sí mismo y
que logran establecer la diferencia sistema / entorno y la diferencia socie-
dad tradicional / sociedad moderna.
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Aunque no han llegado al grado de cons-
truir comunicaciones complejas que describan,
por ejemplo, la estructura misma del sistema—
estructura de clases, campos sociales... que
precisa Luhmann; lo cual es —desde nuestro
punto de vista— la característica de un proceso
de transición más avanzado,  que sería el refe-
rente de un sistema social tal como lo define
Luhmann.

En este caso, los sistemas foxista y priísta
han logrado, citando a Luhmann, «construir auto-
descripciones para compensar sus limitaciones
operacionales propias, que como sistemas tie-
nen al ser en sí mismos, su propia unidad». Auto-
descripciones que les permiten a cada uno dife-
renciarse de su entorno —sus logos, imágenes
visuales, imágenes corporativas—:

representando al sistema como diferencia respec-
to a su entorno y obteniendo según esa diferencia
las informaciones y los puntos direccionales para
la conducta de enlace.

Autodescripciones que, en nuestro ejemplo,
no se refiren específicamente a los logos parti-
distas, sino a las visiones y confrontaciones que
se dan en planos políticos —pemexgate / Ami-
gos de Fox, por ejemplo— o estructurales —Po-
der Ejecutivo, Poder Legislativo; o priísmo /
foxismo en materia de política exterior, por ci-
tar algunos ejemplos.

Por otra parte, estas autodescripciones
sistémicas también se refieren, diría Luhmann, a
«textos largos, disciplinados y comprensibles en
gran parte como algo independiente de la si-
tuación», lo cual se puede ejemplificar clara-
mente, con las políticas de comunicación so-
cial de cada uno de los sistemas aquí comen-
tados como cajas negras.

Y aquí surge la pregunta: ¿hasta dónde es
o puede ser consciente un sistema respecto a
sus propias autoobservaciones? La respuesta
no la da Luhmann, por supuesto, pero en la
lectura se advierte, en sentido diferente a la pre-
gunta, que los sistemas son conscientes en la

medida en que generan sus proceso de auto-
descripciones sistémicas.

Esto nos permite retomar la tesis que se ha
venido señalado desde páginas anteriores, en
el sentido de que la caja negra del priísmo ha
logrado establecer un mayor y más acabado
referente de sí mismo y una autodescripción
sistémica más elaborada, a diferencia del
foxismo. Lo que equivaldría a señalar que estas
autodescripciones han hecho que el sistema
priísta se vuelva consciente para sí mismo, cuyo
valor, según Luhmann, dependerá de la efectiva
capacidad de sus autodescripciones para guiar
con sentido sus procesos comunicativos.

Esto implica que, si bien es cierto que las
autodescripciones pueden fortalecer al sistema
por sí mismo, también es cierto que las comu-
nicaciones que elabora dicho sistema sólo son
eficaces en la medida en que son juzgadas
bajo un criterio externo; y aquí no participaría,
necesariamente, el otro sistema sino la socie-
dad en su conjunto.

Es posible que una forma de participación
social sea, precisamente, la aceptación de sus
procesos de comunicación, y del sistema mis-
mo, en procesos electorales o en las opiniones
positivas o negativas que les merezca cada sis-
tema a la sociedad en su conjunto.

Como puede observarse, la transición en
México es, en sí misma, un proceso complejo
que puede conceptualizarse bajo el esquema
de doble contingencia entre sistemas y en las
nociones de auto y heterorreferencias sistémicas,
de autodescripciones y de la creación de sus
propios esquemas de comunicación.

La autoobservación de la sociedad
mexicana en la transicion

De esta manera, Luhmann va de los sistemas
específicos hacia la comprensión de la com-
plejidad de la sociedad en su conjunto, sin que
necesariamente se explique esta última a partir
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de la extrapolación de los conceptos o inter-
pretaciones de las primeras.

De hecho, el análisis de la complejidad
de la sociedad requiere de algunas precisio-
nes teóricas que hasta ahora no hemos rela-
cionado directamente con los conceptos de
autoobservación y autodescripción; pero an-
tes de enunciar dichas presiciones, se requiere
señalar las características del sistema de la so-
ciedad, puesto que sobre ella radica, al final
de cuentas, el interés del presente trabajo.

El concepto que Luhmann propone como
elemento constitutivo para la comprensión de
la sociedad es la comunicación. En páginas
anteriores, se ha señalado ya que la comuni-
cación se entiende como un proceso inheren-
te, propio y concreto de las sociedades, pues
forma parte de su propia autoobservación
sistémica, y a partir de la cual se puede enten-
der a la sociedad en su conjunto.

Si lleváramos al extremo la interpretación
de esta idea, podríamos decir que Luhmann
trata de señalar que para comprender a las
sociedades no hay que explicarlas a partir de
los seres humanos —o las nociones de territoria-
lidad, cultura, nación, lengua, religión, identi-
dad—, como hasta ahora se había visto tradi-
cionalmente, sino que vale la pena estudiarla
desde sí misma, a partir de la distinción y el
acopamiento estructural con su entorno.

Ésta es la parte medular de la teoría de
Luhmann, ya que de hecho sostiene que la so-
ciedad «es el sistema social autopoiético por
excelencia. Hace comunicación y todo lo que
haga comunicación es sociedad». Y va mucho
más allá cuando afirma:

la sociedad es el concepto social más amplio,
incluye todo lo social y, por consiguiente, no co-
noce ningún entorno social. Si se agregan facto-
res sociales, si surgen interlocutores o temas de
comunicación novedosos, la sociedad crece, pues
esos factores se arraigan en la sociedad, no pue-
den ser externalizados ni tratarse como una cosa
del entorno, ya que todo lo que es comunicación
es sociedad.

Las preguntas ahora son: ¿cuáles serían las
características de la comunicación de la socie-
dad mexicana que permitan comprenderla en
este proceso de transición?, ¿habrá una comu-
nicación que de manera específica permita
comprender o analizar el proceso de transición
en México?, ¿cuáles son los elementos de
heterorreferencia y autorreferencia que el siste-
ma social mexicano ha construido para autocom-
prenderse, autoobservarse o autodescribirse?,
¿cómo se explicarían los procesos de  distinción
y acoplamiento estructural de la sociedad mexi-
cana, en el contexto de la transición?

Sin duda que, en la medida en que se va
uno adentrando en el estudio de los plantea-
mientos teóricos de Luhmann,  se van encontran-
do elementos más importantes que ayudan a
tener una comprensión más clara de la socie-
dad, aunque también se va dimensionado la
complejidad de esta teoría.

En el caso de las interrogantes arriba ex-
puestas, es importante tener en cuenta un he-
cho: la sociedad, al no poder mencionar nin-
gún entorno —a diferencia del sistema de cajas
negras utilizado como ejemplo—, sólo se po-
dría hacer referencia a su sentido, a partir de
su diferenciación interna; esto es, no como sis-
tema sino al exterior de sí misma, en el mundo
respecto al cual se diferencia de otros sistemas
sociales.

Al respecto, Luhmann es muy claro cuan-
do señala:

preferimos suponer que la sociedad es un sistema
para el que no existe un sistema que lo abarque,
de manera que no es posible concebirlo desde
afuera, sino sólo desde la autoobservación, desde
la autodescripción, desde una autoilustración de
sus propias operaciones.

La pregunta, entonces, es más clara: ¿se
puede explicar el proceso de transición en Méxi-
co como la construcción de un sistema de
autoorganización de la propia sociedad mexi-
cana para su futuro?
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Y de hecho, recurriendo a la idea inicial de este trabajo, conviene
preguntarse también si la doble contingencia sería, entonces, sólo una
parte de la autopoiésis de la sociedad mexicana en su autoor-
ganización.

Diferencias de sistema / entorno y elemento / relación,
como parte de vida política del México actual

El problema al que nos enfrentamos en este punto —que es el punto
específico de la teoría de los sistemas sociales autopoiéticos— es bas-
tante complejo, ya que tendremos que comprender, en primer lugar,
las formas en que el sistema sociedad mexicana puede reintroducir la
diferencia entre  sistema y entorno, si es en sí misma un sistema mayor.

La solución que nos plantea Luhmann estribaría en comprender
que la sociedad se constituye, gracias a su autocerradura, como un
sistema en el entorno, que aunque «se diferencie de su entorno de una
manera rutinaria, no queda por eso claro desde el inicio qué es lo que
se diferencia de su entorno».

De hecho, va más allá, cuando indica que los sistemas sociales se
constituyen sobre dos diferencias constitutivas:

a) diferencia entre sistema y entorno
b) diferencia entre elemento y relación

Ya se ha marcado la primera diferencia, y en ese orden de ideas
el mismo Luhmann señala claramente:

hay que distinguir la diferencia entre sistema y entorno mediante una segunda
diferencia constitutiva: la que existe entre elemento y relación.

Ambas dimensiones son claves para el análisis de los procesa-
mientos de información sistémicas. El marco de diferenciaciones que-
da determinado por tres elementos:

1. A partir de la diferencia entre sistema y entorno se constituyen
los sistemas. Así lo sostiene Luhmann en su definición de siste-
ma como su diferencia con el entorno. El entorno, incluido en
esta diferencia, «es más bien una condición previa de la identi-
dad del sistema».

2. La diferencia entre sistema y entorno es constitutiva del sistema
y define su identidad. Ahora bien, Luhmann señala que esta
diferencia no es ontológica, sino resultado de la aplicación de
distinciones en la observación.
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3. La diferencia entre elemento y relación, en cambio, no indica tanto
la identidad del sistema como la forma en que estructura su com-
plejidad. Los elementos constituyen la unidad última de los sistemas
sociales, pero no están dados ónticamente. Un elemento —cada co-
municación— es constituido como tal, sistémicamente, en la medida
que es tomado como elemento para la relacionalidad —comu-
nicativa.

Este ámbito relacional de los elementos constituidos en el sistema da
pie, precisamente, a un segundo ámbito de constitución de los sistemas
sociales. Sin embargo, señala Luhmann:

los sistemas no son simplemente relaciones (en plural) entre elementos. En alguna
parte tiene que estar reglamentada la conexión de las relaciones.

Aquí entra en juego el concepto de estructura que Luhmann define
como «la limitación de las relaciones permitidas en el sistema».

Este condicionamiento permite dar sentido al sucesivo acontecer de
comunicaciones (elementos) en el sistema, aportando así una direccionali-
dad a la reproducción autopoiética de la sociedad. Éste es el gran valor
de la obra de Luhmann.

Reflexiones finales

Sin duda que el ejercicio de la interpretación siempre conlleva el riesgo de
la simplificación, cuando se trata de aplicar algunos modelos o nociones
teóricas a la práctica concreta del análisis social. A pesar de este riesgo,
a continuación se exponen las siguientes conclusiones.

Con base en todos los elementos teóricos manejados con anteriori-
dad, como un referente conceptual, se puede decir que desde la clave del
análisis que planteamos, en relación a la transición política en México,
radicaría en la posibilidad de distinguir entre autoobservación y hetero-
observación de la sociedad como formas de observación orientadas
diferenciadamente sobre la diferencia entre sistema y entorno, y sobre la
diferencia entre elemento y relación.

De esta manera, el proceso de transición mexicana podría implicar
dos grandes aspectos teóricos manejados por Luhmann: por una parte, un
análisis de la autoobservación de la sociedad orientada hacia la observa-
ción de cómo se distingue la identidad de la sociedad.

Autoobservación
Diferencia entre sistema

y entorno
Comunicación sobre

la identidad de la sociedad
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Y, por otra parte, un análisis de las heteroobservaciones de la socie-
dad sobre la orientación estructural de la reproducción autopoiética.

Bajo esta perspectiva, se puede decir que la doble contingencia de
la que se ha hablado, se explicaría, precisamente, en la relación que esta-
blecen, al interior de la sociedad en su conjunto, dos sistemas que se es-
fuerzan por posicionarse como ejes del sistema social en general.

A estos sistemas les hemos llamado, a manera de ejemplo, sistema
foxista y sistema priísta, de manera que se logren identificar solamente
estos dos grandes proyectos, que podrían ser conceptualizados también
como:

Heteroobservación
Diferencia entre elemento

y relación
Comunicación sobre

orientación estructural de la
reproducción autopoética

Estos sistemas se encuentran en una relación novedosa, donde, como
se ha dicho con anterioridad, el poder es el eje de sus relaciones y con-
frontaciones; al tiempo que es el eje de sus autoobservaciones sistémicas.

A continuación planteamos un esquema que, como tal, puede correr
el riesgo de la simplicidad, pero ayuda, en parte, a visualizar y compren-
der la explicación de la transición política en México, bajo la noción de
Luhmann. En él, la sociedad es el sistema mayor y a partir de ella se van
construyendo e interrelacionando otros sistemas que, a su vez, van gene-
rando una dinámica de relaciones, que acaban por construir un sistema
social autopoiético.

Sistema A: Viejo sistema político o antigua sociedad

Sistema B: Nuevo sistema político o nueva sociedad
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Sociedad Mexicana

Sistema a:      Sistema b:

Autoobservaciones

Autodiferencias

Autoorganización

Sistema político mexicano

Comunicación

Comunicación

Otros sistemas

Poder

Nota: Elaboración propia a partir de las nociones teoréticas de Luhmann.
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En conclusión, partiendo de las tesis de
Luhmann, se puede decir que el proceso de tran-
sición que actualmente vive el sistema político
mexicano es una reproducción autopoiética de
la sociedad misma, que busca sus propios me-
canismos de autoorganización y que ha ge-
nerado sus propia comunicación, como una
manera sistema de autoobservación, autocom-
prensión, autodiferenciación y reproducción
sistémica.

En otro ejercicio se podrá, sin duda, ahon-
dar en cada uno de estos aspectos, por de-
más interesantes, para el futuro de la sociedad
en México y, de manera específica, para la
sociedad civil, que al final de cuentas, es so-
bre la que realmente merece reflexionarse con
profundidad.
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l presente documento busca participar en las reflexio-
nes que han surgido en los últimos años sobre la sociedad civil, entendida como
«un concepto cargado de historia y utilizado en los últimos tiempos, tanto en la
filosofía como en la vida política»1 y que constituye una de las grandes deudas
históricas de los procesos democráticos que se están dando en México y América
Latina, vinculados al surgimiento de una sociedad civil nacional y su relación con el
Estado.

En México, existen momentos críticos en los cuales la sociedad civil ha surgido,
como en el sismo de 1985, cuando de manera espontánea emergió como una
forma de manifestarse, ante la incapacidad del gobierno de dar respuesta a los
desastres naturales. La sociedad civil estaba, ahí, dormida aparentemente, esperan-
do el momento oportuno de despertar. El Estado y los partidos políticos lo saben:
«no despertemos ese México bronco, que está dormido» —parafraseando a un
político veracruzano—, que puede manifestarse en cualquier momento.

El despertar de la sociedad
civil en México

por Eudoxio Morales Flores

E

1 Adela Cortina: 10 palabras clave en filosofía política, Navarra, Verbo Divino, 1998, p. 353.
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Los actores de la sociedad civil mexicana
se encuentran todavía en ciernes, en compara-
ción con los países europeos. Sin embargo,
considero que quienes nos encontramos estu-
diando y trabajando en áreas como la ciencia
política, deberíamos empezar a participar,
como nuevos actores sociales, ante los proble-
mas que el Estado y los partidos políticos no
han podido resolver.

A continuación, presento un trabajo don-
de expongo un marco referencial de los prin-
cipales teóricos de la sociedad civil, algunos
antecedentes históricos interesantes y, poste-
riormente, contextualizo algunos conceptos
teóricos para el caso de la sociedad civil mexi-
cana. Finalmente, se exponen algunas conclu-
siones y posibles líneas de acción mundial,
pero también para el ámbito de México.

Sociedad civil desde
una aproximación técnica

El nacimiento del sociedad civil procede del
latín societas civilis, pasa por el término anglo-
sajón civil society y va cobrando forma desde
la edad media, cuando en el conjunto de la
sociedad se van diferenciado, paulatinamente,
el dominium de los soberanos —el orden políti-
co— y la societas. Adela Cortina menciona:

es en el liberalismo de los siglos XVII y XVIII, a través
de las obras de John Locke, Adam Smith y Adam
Ferguson, cuando va quedando acuñado el térmi-
no y configurado a la vez la realidad social corres-
pondiente.2

Sin embargo, posteriormente el modo de
utilizar el concepto va cargándose de conno-
taciones diversas en las obras de Hegel, Marx,
Gramsci, hasta llegar a nuestros días con una
autentica pluralidad de significados, referentes
y valoraciones.

Hablar de sociedad civil, entendiéndola
como elemento en la organización humana
actual, implica comprender su relación con los
demás componentes de las estructuras socia-
les. Norberto Bobbio entiende por sociedad
civil:

la esfera de las relaciones entre individuos, entre
grupos y entre clases sociales, que se desarrollan
fuera de las relaciones de poder que caracterizan
a las instituciones estatales.

Entonces, la sociedad civil entra como la
supuesta contraparte del Estado —y la actual
connotación de éste en el mercado—; es decir,
la forma agrupada en la que los gobernados
hacen manifiesto el poder que la democracia
moderna les concede.

La distinción de la sociedad civil organiza-
da con otras manifestaciones del poder popu-
lar —el voto, el plebiscito, el parlamentarismo,
las instituciones, sindicalizaciones y demás or-
ganismos que fungen como vinculadores entre
la ciudadanía y el Estado— radica en su carác-
ter deslindado de la estructura política regidora.

Esto es lo que también se conoce como
organizaciones no gubernamentales (ONG’s),
las cuales tienen carácter privado y se constitu-
yen, por lo general:

bajo forma de asociaciones (a veces de fundacio-
nes), sin ánimo de lucro, que se rigen, en conse-
cuencia, por el Derecho del Estado en el que tie-
nen su sede.3

Es pertinente distinguir que aun cuando las
ONG’s resultan de organizaciones civiles que,
como tales, no pertenecen —o al menos no
debieran hacerlo— a la sociedad política —go-
bierno y partidos—, a la sociedad militar ni a la

2 Adela Cortina: Sociedad Civil, Navarra, Verbo Divino, 1998, p. 357.
3 Emilio Suñé Llinás: La sociedad civil en la cultura postcontemporánea,

Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, 1998, pp.
130—131.
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sociedad religiosa4 esas características pare-
cieran estar muy lejos para el caso de México.

Según Jaqueline Peschard:

las sociedades democráticas modernas se carac-
terizan por la gran cantidad de organizaciones y
asociaciones que se forman y a las que se incor-
poran los ciudadanos para promover los más di-
versos ideales y demandas sociales.

De este modo, como afirma Jean Bau-
drillard:

la sociedad civil organizada se convierte en un ór-
gano de presión y vigilancia al Estado y las demás
instituciones vinculadas. Ello involucra también aban-
derar las necesidades de grupos de la sociedad
usualmente recluidas al término minorías en reali-
dad son asociaciones con necesidades claras y
bien definidas que se contraponen a la imposición
de una supuesta mayoría. Recaen en una masa in-
tangible, ambigua y, en ocasiones, prefabricada.5

De hecho:

la propia regla de la mayoría exige el reconoci-
miento de la necesidad y legitimidad de la existen-
cia de minorías y, por consiguiente, de sus dere-
chos, empezando por el de convertirse en una nue-
va mayoría.6

Pero entonces, ¿por qué debe existir la
congregación ciudadana? Quizá el elemento
fundamental que le otorga validez es el dere-
cho a la participación cívica. A sabiendas de
la existencia de un órgano supremo que regu-
la, legisla y mantiene un orden social —el Esta-
do y los actores políticos—, debe existir también
una contraparte, emanada desde la ciudada-
nía, que otorgue equilibrio en las fuerzas. Así,
«la participación se convierte en el medio privi-
legiado de la sociedad civil para hacerse pre-
sente en la toma de decisiones políticas».7

Es esta participación la que le permite exi-
gir, demandar e indicar las necesidades del
pueblo que deben satisfacer las instancias gu-
bernamentales y políticas. Utilizando una me-

táfora, se puede decir que la sociedad civil es
«como un dedo que señala el hueco, la ausen-
cia de lo que debiera estar ahí y no está, para
que, entonces, se pueda hablar efectivamente
de sociedad civil»;8 y esto en México indica la
urgencia de construir estos mecanismos.

La sociedad civil organizada puede, en-
tonces, definirse como «una asociación volun-
taria espontánea de ciudadanos para partici-
par en una esfera pública de debate con la
autoridad pública limitada».9

Es en esta esfera pública donde se hacen
presentes los ciudadanos —representados por
la sociedad civil organizada— y sociedad polí-
tica —el Estado, los partidos políticos y las agru-
paciones emanadas de ellos— para buscar la
mediación; pero también otros actores públi-
cos que parecen buscar acaparar este espa-
cio: la prensa y los medios masivos de comuni-
cación, el llamado cuarto poder. La injerencia
de estos últimos en la sociedad actual es tal,
que parecen ser ellos los voceros de la socie-
dad; incluso, algunos teóricos, como McCombs
y Shaw, acusan de establecer «una agenda de
prioridades políticas a la audiencia».10 ¿Hasta

4 Eduardo Ramírez: «Naturaleza, desarrollo y tipología de la socie-
dad civil organizada», en Perfiles de la sociedad civil en México,
Revista de sociedad civil, análisis y debates, vol II, núm. I, México,
Demos, 1998.

5 Véase Jean Baudrillard: Cultura y simulacro. A la sombra de las ma-
yorías silenciosas, Barcelona, Kairós, 1993.

6 José Salazar y José Woldenberg: Principios y valores de la demo-
cracia, México, Instituto Federal Electoral, 1998, (Cuadernos de Di-
vulgación, 1),  p. 20.

7 Mauricio Merino: La participación ciudadana en la Democracia,
México, Instituto Federal Electoral, 1997, (Cuadernos de Divulgación,
4), p. 29.

8 Sergio García: Organizaciones no gubernamentales. Definición, pre-
sencia y perspectivas, México, Foro de Apoyo Mutuo / Demos, 1997,
p. 15.

9 Emilio Suñé Llinás, op. cit., p. 24.
10 La problemática sobre la participación de los medios en un proceso

sociopolítico es un tópico amplio que no se tocará en esta investiga-
ción. Sin embargo, es importante señalar su participación como fac-
tores que pueden conducir, delimitar, tergiversar e, incluso, entorpe-
cer la participación ciudadana por conducto de la sociedad civil
organizada. Al respecto, véase Dorine Bregman: «La función de agen-
da: una problemática en transformación», en Jean—Mac Ferry,
Dominique Wolton et al.: El nuevo espacio público, Barcelona,
Gedisa, 1998, pp. 210—233.
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qué punto puede —o se le permite— a la sociedad civil organizada ser voz
de la ciudadanía?

La sociedad civil y la lucha por espacios de participación

A partir de la interrogante arriba planteada, sobre los medios masivos de
comunicación, se puede señalar la existencia del término opinión pública.
Como indica el investigador mexicano Trejo Delarbre, «los medios y sus
operadores dicen representar a la sociedad; en ocasiones incluso, se
autodefinen como voceros de ella».

Muchas veces no lo son, o son asociaciones políticas que viven del
presupuesto público y que se convierten en negocio de familias a expen-
sas de la sociedad civil. Y esta sociedad, antes ajena o lejana, ahora es
coartada de los medios que toman de ella lo que les conviene y nada
más. A partir de esto, y utilizando herramientas como la estadística y el
marketing, los medios se han dado a sí mismos credibilidad y legalidad
bajo el amparo de la opinión pública —la supuesta voz de las mayorías— y
de la sociedad civil ante una situación específica.

La opinión pública emerge, en realidad, no de un grupo social, sino
de líderes de opinión —llámense periodistas, políticos o instituciones de
sondeo— que ejercen una fuerza sobre ellos. De hecho, «el público y el
cuerpo electoral no equivalen a la opinión pública».11

El espacio público es, entonces, influenciado y reinterpretado por los
que en realidad participaban como espectadores y no como actores. Tal
y como afirma Giovanni Sartori:

la videocracia (entendiendo ésta como el gobierno de las nuevas tecnologías so-
bre la sociedad) está fabricando una opinión sólidamente hetero—dirigida que apa-
rentemente refuerza, pero que en sustancia vacía, la democracia como gobierno
de opinión.

La opinión pública es un proceso interactivo que puede ser expresa-
da en público sin riesgo de sanciones, y en la cual puede fundarse la
acción llevada adelante en público. Entonces, la opinión pública no sólo
es emitida por fuerzas ajenas a la sociedad civil, sino que también la limita
y la  excluye al grado tal de conducir al silencio o a la reclusión a quienes
la contradigan; esto es la mayoría silenciosa. Por ello, el fenómeno de la
comunicación informal —panfletos, cartelones, comentarios de boca en
boca— se transforma en la sustancia generadora de credibilidad y difusión
para las organizaciones civiles.12

11 Sergio García (coord.), op. cit., p. 15.
12 Véase Jesús Martín—Barbero: «Notas sobre el tejido comunicativo de la democracia», en Néstor García

Canclini (coord.): Cultura y pospolítica. El debate sobre la modernidad en América Latina, México, Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes, 1995.
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De lo anterior se puede derivar la diferencia entre opinión pública y
sociedad civil y la importancia de mantener a estos términos separados,
ya que no son combinables entre sí, aunque para algunos sectores esto
fuera lo más conveniente.

La sociedad civil: antecedentes generales

El primer antecedente histórico de la sociedad civil en el mundo es la
Revolución  francesa, según el profesor Kande Mutzaku. Sin lugar a du-
das, en ese hito histórico se forja la idea de libertad que Benjamín Constant
denomina la libertad de los antiguos.13 No es una libertad universal, de la
que todos los seres gocen sino que está restringida a los ciudadanos
atenienses y consiste en la capacidad para participar en las deliberacio-
nes de la vida política. Esa vida, dice Adela Cortina, «es la que hace de
los hombres libres, mientras que mujeres, niños y esclavos se recluyen en el
hogar doméstico, en la vida privada».

13 Constant Bejamin: De la libertad de los antiguos comparada con la de los modernos en escritos políticos,
Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1989.
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La dignificación de la vida privada, que
acontece en el mundo moderno, tendrá mucho
que ver con el nacimiento de una sociedad ci-
vil autónoma con respecto al Estado y con el
surgimiento de esa libertad de los modernos,
que consiste, precisamente, en poder desen-
volverse sin interferencias en la vida llamada
privada, «que es la de la economía, la casa,
las asociaciones no políticas»14 y las agrupa-
ciones políticas.

Cortina ahonda un poco más al señalar:

La sociedad civil será poco a poco, frente al Esta-
do, ese mundo de libertad, entendida como inde-
pendencia de los individuos con respecto al Esta-
do y con respecto a los demás individuos que se
manifiesta en la libertad de conciencia, de culto,
de expresión, de asociación, de reunión, de des-
plazamiento, de propiedad, la espontaneidad va
a ser la marca de la sociedad civil hasta nuestros
días, frente a la coacción que ejerce el Estado.

En México pareciera que aún estamos le-
jos de esa concepción teórica de la sociedad
civil.

El mundo moderno surge a partir de los
siglos XV y XVI. Con él nace la filosofía política y
las célebres teorías del contrato social, que ex-
plican el nacimiento del Estado, como resultan-
te de un pacto, un contrato entre los individuos,
convencidos de que van a sacar ventajas si
pactan una vida en común y se comprometen
a dejarse gobernar por el imperio de la ley del
Estado.

Aunque la forma de entender el contrato varía
sustancialmente desde Hobbes hasta Rowls, lo
cierto es que todos los contractualistas distinguen
entre el momento anterior al pacto —al que deno-
mina Estado naturaleza— y el posterior —que es
el Estado civil—, y yo diría que actualmente existe
el Estado despótico, representado plenamente

por los Estados Unidos de América, cuya prio-
ridad es obtener la máxima ganancia a costa
de lo que sea —incluyendo una guerra— y un
Estado civilista con rostro humano y ética, que,
en el proceso de globalización, es algo apa-
rentemente anormal.

Por ello, debemos repensar un nuevo Pac-
to Mundial, convocado por la Organización
de las Naciones Unidas (ONU), que representa
para la sociedad civil un gran reto y desafío,
pues lo debe retomar y hacer suyo para evitar
mayores actos terroristas e invasiones a otras
naciones.

Al capitalismo se le ha ocurrido que hoy
ya no sólo es importante la invasión económi-
ca por conducto de los mercados globalizados,
pareciera que también es importante la inva-
sión (la guerra) para reactivar mercados inter-
nos, como EUA, aun a costa de sacrificios hu-
manos. Al parecer, estamos regresando a la
barbarie.

Por ello, ¿acaso no urge un nuevo contra-
to social en el contexto internacional  convoca-
do por una nueva ONU?, ¿acaso no es impor-
tante subrayar un Estado limitado, capaz de
respetar la independencia de otros Estado—
nación, donde la libertad económica de los
mercados, de la ideología, de la religión, de
la forma de autogobernarse, la pluralidad, la
poliarquía y, sobre todo, la espontaneidad im-
pongan su propia sociedad civil, y no la de un
Estado supranacional, como lo pretende EUA?

La sociedad civil en México

Antecedentes

Parece que la historia de la sociedad civil en
México es más antigua que su concepción for-
mal como nación. La organización social de
los mexicas contemplaba un sistema comunita-
rio de asociación por barrios, los calpulli, en
los que los ciudadanos del Estado azteca
fungían como sociedades civiles organizadas14 Adela Cortina, op. cit., p. 359.
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en las que se proponía, discutía y vigilaba a los
organismos regidores. De hecho, el calpulli pre-
senta características que entremezclan lo religio-
so y lo político, pero siempre bajo la responsa-
bilidad y el compromiso civil y comunitario.

Esta organización tenía:

como principales características el ser autónomo,
autárquico, autosuficiente y con una territorialidad
de por medio. Justamente esta organización con-
serva hasta la actualidad algunas características a
través de los barrios, las vecindades y los peque-
ños poblados, donde los vecinos organizados vi-
gilan a las autoridades, organizan convivios (por
lo general en torno a un santo patrono) y realizan
tareas en beneficio de la comunidad bajo metas
compartidas.15

El periodo histórico inmediato, la Colonia:

desarrolla instituciones prácticamente inclinadas a
la milicia o al clero, pero también surgen, a partir
de las reformas borbónicas, las obras de particula-
res que por lo general eran con fines altruístas, como
es el caso de Monte Pío (actual Nacional Monte
de Piedad.16

También es importante resaltar la organi-
zación por castas que, a fin de cuentas, darían
como pauta la formación de grupos en la so-
ciedad civil —particularmente, la organización
de criollos y mestizos— que influirán en el pro-
ceso de Independencia.

El siglo XIX sigue la línea colonialista de
organización civil enfocada al altruismo y la
filantropía; aun con la pérdida de derechos
para la Iglesia bajo el régimen laico de la Re-
forma juarista. El Porfiriato favorece a los secto-
res de las clases altas y comienzan las agrupa-
ciones burguesas, particularmente de extranje-
ros mercantilistas. Pero el olvido hacia las cla-
ses bajas y la intolerancia ante la oposición
del gobierno fomenta la reagrupación de la
sociedad civil con tintes reformistas. Es en el
periodo revolucionario cuando no sólo la so-
ciedad se agrupa —para más tarde generar gru-
pos ideológicos, políticos y militares—, también

la prensa parece organizarse e integrarse a la
sociedad civil.

Tras la Revolución Mexicana, el Estado
revolucionario, en calidad de Estado benefac-
tor, se asume como el encargado total de las
necesidades de la población.

El gobierno es capaz de cubrir todos los campos y
hace innecesario, pero también imposible, el desa-
rrollo de cualquier proyecto organizativo de la so-
ciedad civil, que le resulte ajeno. Se inhibe el surgi-
miento de organizaciones de carácter independien-
te y autónomo.17

Digamos que en esta época se dan unas
finanzas públicas modernas que corresponden
a un Estado benefactor de su sociedad.

Para autores como Carlos Monsiváis, Ele-
na Poniatowska, Lorenzo Meyer o Rubén
Aguilar Valenzuela, el parteaguas de la agru-
pación ciudadana se presenta con el movimien-
to estudiantil de 1968, que se sustentó en gran
parte a los movimientos sindicales —principal-
mente el de ferrocarrileros, a finales de los años
cincuenta—; la ideología propuesta por la revo-
lución cubana y los fenómenos internacionales
de agrupaciones estudiantiles —Francia y EUA.,
principalmente—; posteriormente, con los desas-
tres naturales —el sismo de 1985— cuando la
sociedad se lanzó, espontáneamente, a resol-
ver los problemas que el Estado no había po-
dido enfrentar

Paralelo a este movimiento cívico, aunque
politizado, surgieron también instituciones con

15 Resulta escasa la información que se ha podido rescatar sobre la
organización tenochca, pero hay tratados de historia y documentos
de cronistas útiles para analizar este apartado.

16 Véase Ignacio Romerovargas Yturbide: El calpulli de Anáhuac, Méxi-
co, Romerovargas, 1959 —entre otros documentos con tratamiento
histórico en torno a la organización social prehispánica en Méxi-
co— y Vicente Riva Palacio: México a través de los siglos, tt. I y II,
Cumbre; Rubén Aguilar Valenzuela: «Apuntes para una historia de
las organizaciones de la sociedad civil en México», en Perfiles de
la sociedad civil en México. Revista Sociedad Civil, Análisis y de-
bates, núm. I, vol. II, México, Demos, 1997, pp. 10—11.

17 op. cit., p. 15.
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carácter de Asociación Civil y de distintos rubros: el Instituto Mexicano de
Desarrollo Comunitario (IMDEC), Desarrollo Social y Económico del Mexi-
cano Indígena (Desmi), el Centro Nacional de Comunicación Social
(Cencos), el Movimiento Familiar Cristiano (MFC) y la Unión Social de Empre-
sarios Mexicanos (USEM), por citar algunos.18 Actualmente se supone —según
datos de la Secretaria de Gobernación— que existen 82 agrupaciones
politicas en el ámbito nacional que reciben 1 millón de pesos, por parte del
IFE, y que representan a la sociedad civil.

En la década de los setenta, la proliferación de grupos civiles es ma-
yor, junto con la aparición de grupos guerrilleros —como la Liga 23 de
Septiembre—, convergencias cívicas con claras tendencias hacia cierto
sector político —ligas comunistas, grupos a favor de ciertos partidos y, en par-
ticular, al partido gobernante— o bajo lineamientos de corte religioso —movi-
mientos eclesiásticos, como las asociaciones y fundaciones jesuitas, maristas y
lasallistas—. En este rubro aparecen Los Amigos de Fox, quienes montaron toda
una estrategia para llevar al actual presidente de la republica en turno, pri-
mero a una candidatura del PAN y después a la silla Presidencial.

La organización de la sociedad civil en México parece mantenerse
estática hasta el 19 de septiembre de 1985, cuando un fuerte terremoto
sepulta bajo escombros a millones de mexicanos capitalinos. Entonces,
«La sociedad civil surge de su estado latente en el México del 85, lo hace
de manera espontánea como un acto solidario ante la catástrofe»19 y ante
la falta de quehacer político del gobierno.

Aquí es cuando la sociedad mexicana parece recobrar su confianza
en sí misma y en la posibilidad de crear proyectos propios para el benefi-
cio común y sin la intervención de otros sectores. La unión ahí generada
propicia que se hagan alianzas cívicas con intenciones claras y en oposi-
ción a las instancias políticas y gubernamentales, como la Asamblea de
Barrios —creada a raíz de la problemática de los damnificados de 1985 y
que actualmente influye, incluso, en el sistema de renta y arrendamiento de
vivienda—. Esto motivará que en los años siguientes la sociedad civil bus-
que nuevas rutas de participación en el espacio público, mediante estas
agrupaciones.

Los espacios en la sociedad civil en México

La actual situación de las ONG’s y de la participación de la sociedad civil
en México se deben principalmente, a los siguientes factores:

a) Sus antecedentes y en particular la acción cívica de apoyo poste-
rior al terremoto de 1985.

18 Sergio García, op. cit., p. 25.
19 op. cit., pp. 17—19.
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b) La incursión del mercado global en la organización sociopolítica
nacional para formar una triada junto con la sociedad civil y el
ámbito político. Esto, obviamente, se refiere al cambio de un mode-
lo desarrollista al neoliberal y las consecuentes crisis que repercu-
ten en la estabilidad económica y social.20

c) La caída de la credibilidad en el omnipresente Estado paternalista
y de su control, a partir de los fenómenos globales y de las presio-
nes sociales constantes21 principalmente de EUA.

d) La apertura democrática ante nuevas propuestas políticas, el con-
secuente bombardeo propagandístico y la afortunada apertura
en libertades y derechos ciudadanos.22

e) El clima de inestabilidad, inseguridad y desconfianza por parte de
la población hacia los sectores públicos e, incluso, hacia los me-
dios de comunicación —al ser identificados como mecanismos gu-
bernamentales de manipulación.

Vallespín, citado por Emilio Suñé Llinás, afirma que «la sociedad civil
se ha expresado en un momento de clara crisis de identidad política de-
mocrática»; en México no es la excepción. Si bien, la opinión pública
pretende tomar el lugar de la sociedad civil, lejos de ser emitida por ésta,
entonces la ciudadanía debe buscar su participación activa para hacer
que las necesidades sociales sean satisfechas sin la necesidad de caer en
actos violentos, anarquistas o de radicalismo. Como señala Enrique
González Torres:

estas instituciones no gubernamentales, movimientos ciudadanos muy diversificados
(que tanto defienden a deudores como el ecosistema) e instituciones filantrópicas,
son la avanzada de una nueva ética política que busca hacerse responsable del
déficit social que la redimensionalización del Estado ha traído desde la consolida-
ción del proyecto neoliberal en nuestro país.23

La cultura política actual en México apunta, entonces, a una espera-
da apertura de los espacios públicos para que los grupos gobernantes y

20 Véase Lorenzo Meyer: «México frente al siglo XXI. Los nudos gordianos a deshacer» y Faranak Miraftab:
«Coqueteando con el enemigo. Desafíos de las ONG’S para el desarrollo y el empoderamiento», en Perfiles
de la sociedad civil en México, ibidem, pp. 33—58.

21 Es importante señalar que desde 1985, los movimientos sociales se han hecho cada vez más constantes tanto
en las zonas rurales —EZLN, EPR, Frente Francisco Villa, El Barzón— como en las zonas urbanas. En estas últimas,
se ha vuelto casi cotidiana la presencia de marchas, huelgas, paros y bloqueos.

22 Gran parte de esto se debe a la reformulación del Código Electoral durante el sexenio López Portillista
(1976—1981) y a la gestión Zedillista con la intervención del Instituto Federal Electoral (IFE). Sin embargo, no
debe perderse de vista que la democratización pluralista en México es aún incipiente; y para muestra, las
campañas electorales del 2000 y su extenuante marketing.

23 Enrique González Torres: «La irrupción de la sociedad civil: nuevas demandas de comunicación y reconoci-
miento político en México», en Comunicación política y democracia, México, Cal y Arena, 1998, p. 242.



54

Dossier

la sociedad civil discutan y descubran los pun-
tos de acuerdo y mutuo beneficio en lo que
Jorge A. Calles denomina la velocidad de cam-
bio,24 y en la que recientemente Jorge Castañe-
da, el excanciller, dijo que se incorporaría.

La antigua movilización social que propo-
nía el desplazamiento de acarreados políticos
es un factor que la sociedad civil organizada
busca desplazar, a partir de su fuerza como
crítica restrictiva a la sociedad política.

Aún se restringe la participación activa de
la sociedad civil en las decisiones del Estado,
pero es cada vez más frecuente que la partici-
pación ciudadana en las ONG’s tenga presen-
cia en los ámbitos nacional e internacional.

Vamos México, de Martha Sahagún, es un
ejemplo, pues bajo pretexto de una organiza-
ción civil, se pretende llegar y lograr otro tipo
de intereses particulares y políticos, pero am-
parándose en la idea de la sociedad civil.

Lo que sí nos debe quedar claro, como
señala Adela Cortina, es que la sociedad civil:

es un lugar de esperanza hoy en día porque hay
mucho en ella de libertad y de solidaridad, y no
sólo hacia la sociedad del mercado libre, sin cor-
tapisas, sino también hacia una nueva sociedad
distinta a la burguesa, en la que pueda cifrarse mu-
chas esperanzas.25

Y en la cual una economía con rostro hu-
mano y ética esté por encima de la obtención
de máxima ganancia, de los empresarios y de
los países ricos; y la libertad con justicia sea
algo que no sólo le concierne al Estado, tam-
bién sea una responsabilidad de la economía

24 Idem.
25 Véase Adela Cortina: Ciudadanos del mundo, Madrid, Alianza,
1977.
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26 Michael Walzer: «The civil society argument», en Ronald Beiner:
Theorizing Citizenship, Nueva York, State University of New York Press,
1995, p. 153.

de mercado, si queremos que ésta siga flore-
ciendo, como cuando surgió el capitalismo.

Reflexiones finales

Es un hecho que en México la sociedad civil
se ha integrado para preservar un orden de-
mocrático que involucre a todas las partes de
la sociedad. Su legitimación se logrará siem-
pre y cuando sus objetivos sean claros y no
estén ajenos a las necesidades del grupo al
cual representan. Su valor en el sistema social
y político radica en que es el medio real para
hacer llegar al grupo gobernante las deman-
das y necesidades de los gobernados.

Sin embargo, es latente el peligro de que
la sociedad civil organizada en México se
convierta en máscaras de organismos políticos,
religiosos o radicalistas que se alejan de la in-
tención real de una ONG’s, por lo que se debe-
rá descubrir a sí misma como una comunidad
organizada en beneficio de la comunidad mis-
ma y no de otros intereses.

Además, la sociedad civil corre con la res-
ponsabilidad de vigilar no sólo a los gober-
nantes, sino también a los medios masivos de
comunicación para hacer tangible el derecho
a ser informados —y no manipulados— de ma-
nera veraz.

Aún falta por abrir espacios en el escena-
rio de las decisiones públicas y otorgarle a las
asociaciones civiles una reglamentación que,
sin necesidad de salirse del marco legal y jurí-
dico, permita su existencia y subsistencia. Pero
esto tal vez sea un tópico para abrir una bre-
cha en la propuesta a futuro de las ONG’s y de
la sociedad civil, en general.

Por lo pronto, el futuro de la sociedad civil
organizada debería ser como la define Michel
Walzer:

un espacio de asociación humana sin coeherción
y el conjunto de la trama de relaciones que llena
este espacio [...] cualquier ser humano antes que

miembro de una comunidad política, antes que
productor de riqueza material, antes que compo-
nente de una nación, antes que participante de un
mercado es miembro de una sociedad civil, en la
que se ha socializado convirtiéndose en persona.26

En México, ésa deberería ser la perspecti-
va de la sociedad civil en un mejor mundo pro-
metedor. La clave posiblemente, radique en los
siguientes factores:

• La sociedad civil debe ser un lugar de
la esperanza.

• Que se cree una escuela de la civilidad.
• Que haya una transformación de la eco-

nomía con ética y profundo contenido
social.

• Que se revitalice la cultura social dentro
de un pluralismo.

• Construir desde la sociedad civil un
mundo intercultural.

• Impulsar nuevos movimientos sociales.
• Que la sociedad civil se convierta en el

tercer sector.
• Que la sociedad civil genere una esfe-

ra de opinión pública.
• Que la sociedad civil luche por una so-

ciedad justa.

Y para el caso específico de México:

• Que se genere, sin infiltraciones de otras
instituciones, la conciencia de la ciudada-
nía por participar de manera razonada.

• Que los grupos políticos y demás institu-
ciones de poder se abran a escuchar
plenamente.
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• Que el espacio público sea un espacio
de debate y conciliación, donde el diá-
logo genere propuestas positivas.
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l papel social que han jugado los partidos políticos
es un tópico que se ha analizado en distintas esferas de la discusión política del
país. Su intervención es de tal relevancia histórica que sin su concurso el mundo
moderno no podría ser explicado y, al mismo tiempo, su contribución en el equili-
brio de las distintas sociedades resulta tan polémica que, para algunos, en su ac-
tuar se puede hallar la causa de todos los males de una nación, mientras que para
otros su existencia ha permitido tal articulación social que aún no termina de eva-
luarse suficientemente. Cada experiencia arroja resultados diferentes que, vistos al
paso de procesos particulares y regionales, muestran un caudal de componentes
de distintas características. Así, un amplio número de aspectos particulares tiene
significados que en otros contextos adquieren énfasis y tonos diversos. Como ejem-
plo, vale detenerse a observar el papel que los partidos juegan en la competencia
por el poder y, en particular, la forma en que cubren el derecho de cada ciudada-
no a ser elegido.

La fuerza constitucional
de los partidos políticos
y los derechos de los ciudadanos

E

por Leopoldo Alafita Méndez
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Parece que a muchos sectores de ciuda-
danos mexicanos no les resulta extraño que ser
representante de un sector social, de un distrito
electoral o bien, gobernante local o federal,
esté reservado sólo a dirigentes de alguna
corporación social o de algún partido político,
es decir, que la manera de llegar a ser gober-
nante para un ciudadano del común es prácti-
camente imposible. El ciudadano tiene la cer-
teza de que ese papel está asignado sólo a
los dirigentes de los partidos y ni siquiera es
posible para un militante de un partido que no
reúna ese requisito. El asunto se ha venido ana-
lizando a lo largo de reuniones no sólo de corte
académico, también ha sido objeto de discu-
siones internas de distintos institutos políticos,
otras han sido promovidas desde intereses gu-
bernamentales, desde el Senado de la Repú-
blica, de la Cámara baja o desde las secreta-
rías de Estado. También se han realizado con-
sultas abiertas a distintos sectores sociales que
llevan por objeto reformas electorales, o con-
sultas de opinión política. Se ha debatido so-
bre el carácter de las disposiciones de los cuer-
pos legales electorales.1

En reuniones de ese carácter exploratorio,
se ha podido ubicar una tendencia tal vez pre-
dominante hacia posiciones que aceptan que
las leyes electorales mantengan rígidas las con-
diciones de aceptación para permitir a las fuer-
zas sociales o políticas que ingresen al sistema
de partidos y a las formas de los financiamientos
públicos para su desarrollo institucional. En
oposición, se han expresado puntos de vista
que sustentan que las disposiciones de carác-
ter electoral son excesivamente restrictivas y obs-
taculizan que sectores de ciudadanos indepen-

dientes puedan constituir un partido político
para postular libremente a candidatos popula-
res. Estos actores consideran que las disposi-
ciones relativas se habían mantenido para pro-
teger el sistema de partido único, con miras a
la conservación del monopolio político que el
Partido Revolucionario Institucional tenía en el
país.

En este marco, el asunto debería ser mate-
ria de una revisión por parte de nuevos estu-
dios, con la finalidad de modificar el actual sis-
tema de partidos promovido desde las alturas
de poder. Se debe revisar también la manera
en la que se ha permitido, en fechas recientes,
el surgimiento de fuerzas políticas convertidas
en partidos, que en la práctica han servido de
manera complementaria para justificar o, en
todo caso, legitimar el ejercicio del poder pú-
blico. De hecho, su presencia en la arena polí-
tica siempre acompañaría al autoritarismo, des-
de un artificioso discurso democrático, el cual
les da, a momentos, alguna intervención para
que jueguen el triste papel de grupos de opo-
sición a modo.

Una alternativa que sustenta su análisis en
perspectivas distintas a las de la lógica parti-
daria, considera que el problema no sólo estri-
ba en reducir requisitos al registro o en aumen-
tar las exigencias para que, una vez en la com-
petencia, los partidos se mantengan en los
derechos constitucionales, sino que se deben
terminar con los privilegios a los partidos políti-
cos. Por otra parte, de la síntesis nacional legis-
lativa, se colige que tanto en las leyes electora-
les como en los códigos de los derechos de
los ciudadanos y los partidos políticos, los de-
rechos son casi exclusivamente los de los parti-
dos políticos. En otro sentido, encontramos tam-
bién argumentos sobre la carga tan grave que
actualmente soporta el presupuesto público
por la materia de las prerrogativas de los par-
tidos políticos y acerca de la necesidad de
reducir significativamente esas erogaciones tan
onerosas.

1 Siendo comisionado electoral ante el Consejo General de la Comi-
sión Estatal Electoral del Estado de Veracruz, coordiné una comisión
del propio Consejo que realizó un estudio comparativo sobre legis-
lación electoral. Para ello, se hizo, entre otras cosas, una revisión de
todas las disposiciones electorales recientes en el país y en América
Latina. Los materiales revisados son parte del acervo documental del
Instituto Electoral Veracruzana.
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Pero los argumentos de mayor fondo se
refieren al monopolio que los partidos políticos
en México han ejercido en cuanto al acceso
al poder se refiere. La reflexión atiende al ca-
rácter liberal de las constituciones históricas del
país, pero en particular al texto y a la intencio-
nalidad de la Constitución federal de la repú-
blica de 1917. Es claro ese reiterado afán de
situar por encima de cualquier sujeto social al
individuo, al ciudadano mexicano; como si el
legislador estuviera consciente de la intención
por terminar los vestigios de tradiciones de or-
ganizaciones sociales anteriores que estorban
el desarrollo económico y social del país, como
si verdaderamente tuviera tal claridad y hubie-
se instrumentado una gran acción moderniza-
dora a partir de la Constitución. Pero hallamos
dos elementos de trascendencia que atoran de
manera extraordinaria a esa fórmula liberal teó-
rica: las tradiciones corporativas de las socie-
dades mexicanas y el ejercicio liberal de los
derechos individuales que se elimina en el
tutelaje monopólico de los partidos políticos.
Dos asuntos que se presentan como herencia
política donde las pretendidas modernidades
política y de la democracia liberal enfrentan
nuevas maneras o formas de ejercicio de las
tradiciones corporativas que acompañan
inseparablemente los distintos momentos de la
formación del Estado y la sociedad mexicanos.

De manera expresa, con una visión moder-
na y liberal los derechos individuales2  apare-
cen en la Constitución de 1857, tal y como fue
concebido por los legisladores de ese momen-
to, de acuerdo al pensamiento legal en boga,
en el que se reconoce que el individuo es la
base de la construcción social. Así, en la Carta
Magna de 1917,3  esa tendencia social queda
consolidada desde la lógica de la teoría jurídi-
ca. Así, se puede leer, desde el artículo 1º
hasta el 36 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que toda la vida
constitucional del México contemporáneo des-
cansa en los derechos y deberes de los ciu-
dadanos.

En resumen, si las obligaciones de la po-
blación sólo pueden ser entendidas en térmi-
nos de individuos, los únicos responsables con
la nación son precisamente los ciudadanos. Por
esta razón se requiere una parte complemen-
taria de la forma en la que la sociedad se con-
cibe, por lo que pasaremos a comentar otra
parte del texto constitucional que se halla en el
título segundo, dedicado a la «Soberanía Na-
cional y de la Forma de Gobierno».

Esta parte de la Constitución General de
la República tiene su origen en la visión popu-
lar que se logró establecer en la Constitución
de Apatzingán, pero el artículo 39 constitucio-
nal apunta que “la soberanía nacional reside
esencial y originalmente en el pueblo”. Ésta es
la primera mención a una entidad distinta de
los ciudadanos o los individuos.

Después de un salto pequeño, aparece el
artículo 41, que señala:

El pueblo ejerce su soberanía por medio de los
Poderes de la Unión en los casos de la competen-
cia de éstos, y por los de los estados por lo que
toca a sus regímenes interiores, en los términos res-
pectivamente establecidos por la presente Consti-
tución Federal y las particulares de los estados, las
que en ningún caso podrán contravenir las estipu-
laciones del pacto federal.

Y que:

Los partidos políticos tienen como fin promover la
participación del pueblo en la vida democrática,
contribuir a la integración de la representación

2 Para Emilio O. Rabasa (La democracia en México. Retos y perspec-
tivas después de las elecciones del 6 de julio de 1997, México,
Archivo General de la Nación / Comité de Biblioteca e Informática
/ Cámara de Diputados / Universidad Nacional Autónoma de
México (UNAM) 1997), el individualismo es una postura filosófica
adoptada por el liberalismo, en el que se considera a cada hombre
el objeto y el fin de las instituciones sociales, y a sus intereses particu-
lares, superiores a los de los grupos; es decir, establece la superiori-
dad del individuo sobre la colectividad. Los catálogos de los dere-
chos humanos que empezaron a aparecer en el mundo desde fines
del siglo XVIII son una expresión jurídica de esta tendencia.

3 El texto referido hasta antes de la Reforma Constitucional, publicada
el día 14 de agoto del año 2001. Citamos un texto constitucional
que ya no tiene vigencia legal, pero, a cambio, sí es determinante en
la argumentación del proceso que venimos presentando.
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nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos
al ejercicio del poder público, de acuerdo con los principios e ideas que postulan y
mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos podrán
afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos.

Continúan varios incisos que se refieren a las prerrogativas de los
partidos políticos y a las elecciones federales y al organismo encargado
de realizar las elecciones de acuerdo a principios que la misma Constitu-
ción establece.

Es notoria la lógica de la construcción constitucional cuando se refie-
re a todos los derechos y obligaciones de los mexicanos como individuos
en los que no se subordina a ningún cuerpo social o político los distintos
aspectos de que se trate. Para acceder a la educación, a la justicia, a la
salud o a los distintos servicios del Estado no se requiere que ningún mexi-
cano solicite ser parte de una corporación o un cuerpo por más institucional
que se trate.

Los ciudadanos sin color político o ideología expresa
pierden el derecho a ser votados

Ciertamente, la Constitución General de la República se funda en un suje-
to básico en las atribuciones de los mexicanos como individuos; pero ése
es el sentido teórico, el sentido legal de lo que la ley suprema establece.
En realidad, una lógica distinta en la teoría constitucional mexicana sólo
se ha plasmado después de la Ley de los Derechos Indígenas que corres-
ponde a la reforma Constitucional aprobada en el año 2001. Aquí vale
hacer una reflexión sobre cómo, por un lado, en el país se ha llegado al
reconocimiento de la realidad —en el sentido de recoger exigencias re-
cientes sobre derechos históricos de las comunidades y pueblos indios— y,
por el otro, se adquiere una conciencia mayor con un acuerdo de mayor
consenso sobre la lucha por el surgimiento pleno de los derechos indivi-
duales de los mexicanos y para asegurar la construcción de la democra-
cia general, no sólo electoral, en el país. Nos enfrentamos a un escenario
contradictorio que nos llevará a procesos excluyentes en los que el reco-
nocimiento de los derechos colectivos produce un detrimento de la civili-
dad que significa la democracia liberal; o, al contrario, el dominio y avan-
ce de los derechos de los ciudadanos representará la exclusión de los
derechos de los pueblos indios.

Parece, sin embargo, que existe la necesidad de que los mexicanos
tengamos mayor claridad sobre el reconocimiento de la realidad como
punto de partida para que las políticas que procedan sean coherentes. Y
que, por lo tanto, más allá de las aparentes contradicciones, sea posible
establecer políticas que reconozcan procesos históricos y que transformen
a la sociedad a partir de modelos ciudadanos que la mayor parte de los
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sectores comparten, pero que también se hallan atrapados por las mismas
fuerzas de los procesos del pasado que han dado por origen una cultura
del ejercicio del poder —cultura política, de la simulación, del engaño, de
la negociación indebida o ilegal: cultura que todo lo que toca lo corrom-
pe— con la que la mayoría tampoco está de acuerdo. La lección es que un
pueblo no siempre debe estar de acuerdo con su cultura, por lo menos
con algunas partes nocivas de esa construcción humana.

A lo largo de la historia, los gobiernos establecidos han obtenido
mayor rédito político al realizar acuerdos con fuerzas organizadas que con
ciudadanos que no tienen gran significado, en cuanto a poder de protesta.
Los reclamos ciudadanos no significan riesgo alguno —por lo menos aparen-
te— en ningún nivel de gobierno. Por décadas, en el siglo XX mexicano, quien
lograba reunir una fuerza de alguna membresía aspiraba a que se le to-
mara en cuenta con respecto de otras de mayor o menor valía por su
carácter, número de miembros, papel que juega en la economía, o en la
reproducción de la propia sociedad.

Ésa ha sido una de las razones por la cual en la vida de la sociedad
mexicana, amén de las tradiciones corporativas anteriores —incluidas algu-
nas de orígenes coloniales—, hallaron un estatuto que legitimó las accio-
nes de grupos en el poder, en las que cada movimiento y cada gestión
tenía una finalidad en la construcción de la permanencia del organismo
del poder, ya fuera éste regional o local, una comunidad, un organismo
campesino o sindicato o, incluso, del liderazgo de la colonia o de algo
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similar. Así los cuerpos sociales que lograron
acumular mayor número de miembros, poder y
prebendas, al mismo tiempo se especializaron
en poner en práctica distintas formas de con-
trol, ya fueran chantajes, complicidades o la
fuerza. Pero son los partidos políticos, sin em-
bargo, los organismos que lograron el mono-
polio del acceso al poder político.

A pesar de que los partidos teórica y le-
galmente desempeñan una función social muy
importante, que formalmente la cumplen —la de
ayudar a la organización y representación de
la población—, no se puede sujetar el derecho
de los ciudadanos a la buena aceptación de
los dirigentes nacionales o locales de un parti-
do político. La política, tal y como se conoce,
es la realidad que se vive en el país, y ha teni-
do una función social que desde algunos pun-
tos de vista puede muy bien justificarse, pero
eso no quiere decir que para los inicios de este
milenio, no se deba valorar ese monopolio a
la luz de los derechos constitucionales de los
ciudadanos mexicanos. Es tiempo de revisar el
ejercicio de algunos poderes que se han otor-
gado al amparo de la Constitución, pero que
causan detrimento a las razones fundamenta-
les de la democracia. No debe olvidarse tam-
bién —aunque no es el punto que tratamos— la
influencia que ejercen los medios de comuni-
cación, cuyo poder ha llegado a desafiar al
Estado en fechas recientes.

Ciudadanos y candidatos
independientes

Ya se mencionó que la participación de los
partidos políticos predomina por encima de
candidaturas independientes, en el entendido
de que son los institutos políticos, los organis-
mos reconocidos por la Constitución, como los
que tienen programas de carácter público, ideo-
logía y plataformas políticas específicas, así
como la obligación de «promover la participa-
ción del pueblo en la vida democrática». Aun
cuando es discutible el cumplimiento de la asig-
nación legal de la función de los partidos polí-
ticos en la sociedad, una sociedad vigilante
puede, de manera más clara y práctica, exigir
un determinado comportamiento a un partido
político que es un instituto de interés público. Y
este aspecto puede devenir como algo más
complejo, si pensamos en el rendimiento de
cuentas a que se le puede sujetar a ciudada-
nos en abstracto.

Subrayamos que la Constitución general de
la república, en su artículo 41, establece que la
renovación de poderes se realizará «mediante
elecciones libres, autenticas, periódicas». Y se-
ñala más adelante que «los partidos políticos
nacionales tendrán derecho a participar en las
elecciones estatales y municipales». Ese derecho
de los partidos, enunciado en un segundo pla-
no, no puede ser restrictivo del derecho ciuda-
dano de ser votado.4 Pero una parte de la dis-
posición constitucional, que se ha interpretado
como la única forma de acceder al poder es
cuando dice que es atribución de los partidos
políticos «hacer posible el acceso de éstos [los
ciudadanos] al ejercicio del poder, público».

Sin embargo, la posibilidad de competir
de manera independiente en las elecciones,
por fuera de los controles internos de los esta-
tutos e intereses que rigen la vida de los parti-
dos políticos, es algo que se ha contemplado
en la historia electoral del país. De hecho, la
figura de candidato independiente es un con-
cepto que aparece en leyes electorales y códi-

4 Manuel Aragón («Constitución y Derechos Fundamentales», en Mi-
guel Carbonell: Teoría de la Constitución, Madrid, Estudios de Dere-
cho Constitucional / Centro de Estudios Políticos y Constitucionales,
1998, pp. 217), señala que la característica genuina, «la nota definitoria
del Estado Constitucional como forma política histórica, no sólo es la
limitación del poder mediante el derecho, sino sobre todo, el sentido
de esa limitación […] el fin a cuyo servicio la limitación se establece: la
garantía de la libertad. Ya había dicho Montesquieu que unas consti-
tuciones tienen por objeto la gloria del Estado y, otras, la libertad
política de los ciudadanos. La limitación jurídica del poder puede
tener, pues, otros fines distintos del de preservar la libertad». Así, «el
gobierno de las leyes y no de los hombres» puede estar al servicio
de la «gloria del Estado», es decir, de su eficacia organizativa, en
tanto que ella contribuye, decisivamente, a la racionalización jurídi-
ca de las estructuras y competencias estatales.
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gos de la materia, y también se sigue incluyen-
do en las boletas electorales de los distintos
comicios del país.

Como ha señalado José Luis de la Peza,
resulta paradójico que ante la cantidad de pre-
ceptos electorales de la Ley Fundamental, rela-
cionados con las cuestiones político–electora-
les, el derecho electoral se caracteriza como
una incipiente rama de la ciencia política que
la dejó ajena al estricto análisis jurídico, lo que,
según el autor citado, tuvo consecuencias en
el campo de las autoridades encargadas de
la aplicación del derecho.5

Partidos políticos, ¿organismos en crisis?

Es frecuente que en el ámbito político de distin-
tas regiones del país se exprese el argumento
de que los partidos políticos son institutos so-
ciales que se hallan en crisis, que no sólo la
sociedad les tiene desconfianza, como cons-
tantemente señalan algunos estudios de teoría
política, también los medios escritos, televisivos y
radiofónicos mantienen la idea de que los parti-
dos políticos son casi un residuo social. Derivado
de esa idea, las encuestas arrojan reiteradamen-
te resultados según las cuales los electores no
volverán a las urnas; en la noche del análisis, la
vía política de México se oscurece de tal manera
que los ciudadanos deberíamos echar mano de
alguna genialidad para hallar el nuevo camino
sin políticos manipuladores. Pero la realidad acer-
ca de lo que son los partidos políticos y lo que
representan en el equilibrio de las distintas fuer-
zas sociales es algo que se valora de paso.

En primer término, es necesario precisar
que los partidos políticos —en tanto que siste-
ma de opciones políticas para designar la re-
presentación social y a los gobernantes del
país— son algo nuevo, inacabado pero, sobre
todo, en construcción y muy lejos de haber
agotado su discusión, porque es muy reciente
la inclusión de alternativas políticas para los
ciudadanos, aun cuando no todas son verda-

deras. Sin embargo, los partidos políticos, en
los últimos 15 años, han tenido un crecimiento
sostenido y sólo por ese dato se cuestionaría
la aseveración de que éstos se hallan en crisis.
En cada elección es posible encontrar mayo-
res contendientes en distritos que hasta hace
poco eran de un solo color ideológico o que,
a lo más, hacían la comparsa legitimadora.

Pero vayamos por partes. La afirmación de
que los partidos no se hallan en crisis no debe
hacernos pensar que la situación es inmejora-
ble. Es necesario revisar de manera sosegada
el razonamiento que motiva la afirmación, por-
que aceptar la existencia de crisis en el siste-
ma de partidos nos pone ante una perspectiva
distinta. Pongamos, por ejemplo, que la aseve-
ración es positiva, entonces tendríamos que tra-
tar de encontrar alternativas, como algunas que
se escuchan en el medio político, que propo-
nen buscar la participación independiente de
ciudadanos no partidistas para buscar la ex-
clusión de la escena política a los partidos, a
los que —se dice— ya falta poco para desfon-
darlos. Cierto que esta última afirmación es ex-
trema, pero debemos reconocer que existen
algunas debilidades importantes en los institu-
tos políticos.

Por otro lado, no se puede soslayar a un
sector destacado de la sociedad que cada vez
encuentra menos alternativas en esas formas
excluyentes y tradicionales de hacer política;
poner atención a sus argumentos permite reco-
nocer una realidad que señala la necesidad
de ampliar formas democráticas modernas y
ligadoras del derecho constitucional de ser vo-
tado. Desquebrajar el monopolio del único me-
dio de acceso a la representación social y al
ejercicio del poder público requiere que se abra,
para la sociedad no organizada en partidos,
un espacio para la libertad de ser votado, un
espacio claro en las constituciones locales.

5 José Luis de la Peza Muñoz Cano: «Evolución de la Justicia Electoral
en México», en Moctezuma Barragán (coord.): Derecho y legisla-
ción electoral, 1999.



64

Dossier

Ciudadanos independientes
y desarrollo político de partidos

Existe la idea —entre los dirigentes de partidos
políticos, representantes ante las cámaras y, en
general, entre funcionarios electorales— de que
permitir las candidaturas independientes daría
lugar a un efecto negativo para los partidos
políticos, ya que las ofertas de estas candida-
turas harían crecer desmesuradamente las op-
ciones entre la sociedad, haciendo mucho más
compleja la elección correspondiente. Pero el
argumento central es que un candidato caris-
mático puede dar al traste con la construcción

institucional del sistema político, en la cual los
protagonistas fundamentales son los partidos
políticos. Ese punto de vista sostiene que las
acciones de estos ciudadanos, cuando reúnen
características de líderes, pueden subvertir la
paz social por su falta de compromiso institu-
cional con un programa político, con una pla-
taforma de principios que suscriben los propios
partidos y con una ideología que le ubique en
la geometría política nacional.

Tal vez la desconfianza que individuos
desconocidos puedan causar en un escenario
donde es posible la previsión política, en ge-
neral, sea para algunos algo inaceptable, pero
para ciertos institutos políticos sería saludable
una nueva competencia de individuos capaces,
porque los obligaría a corregir antiguos vicios
y a revisar principios que se encuentran fuera
de época. Sobre todo, se empezaría a resol-
ver la incongruencia constitucional de que un
derecho individual fundamental sólo se puede
ejercer con la anuencia de un dirigente de una
corporación. El cambio al que muchos temen
sería relativo si la liberalización empieza en
elecciones locales, pero, básicamente, debe
abrirse un debate amplio para que los secto-
res de ciudadanos se pronuncien sobre la ma-
nera de ejercer sus propios derechos.6

Ciudadanos y personalización
de la política y campañas electorales

Un supuesto recurrente —que parece tener un
peso significativo en las opiniones que se opo-
nen a romper el monopolio de los partidos po-
líticos para el acceso al poder— sostiene que
de permitirse la participación de ciudadanos
al margen de los partidos políticos, estaríamos
llegando a una suerte de personalización de
la política. Sin embargo, justamente ése es el
sentido de la lógica de los sistemas liberales:
los individuos, los ciudadanos son los sujetos
fundamentales que inspiran esa filosofía de or-
ganización social.7 Ahí es donde la Carta Mag-

6 Silvia Gómez Tagle (El futuro democrático de México en Derecho y
Legislación electoral 30 años después del 68, Gonzalo Rodríguez
Barragán (coord.), México, UNAM, 1999, p. 121) señala que el plu-
ralismo político llegó para quedarse, pero sería necesario reformar
las leyes electorales para modificar el sistema de partidos, sobre
todo a escala local donde «las capillas de los dirigentes de los par-
tidos impiden la inclusión de más amplios sectores sociales y la emer-
gencia de nuevos liderazgos. Las elecciones locales de aquí al año
2000 serán el terreno donde se dará la disputa por la hegemonía
entre los partidos. En una sociedad que se transforma lo que importa
es lograr que la población participe en la lucha electoral, que se lle-
ven sus demandas y sus aspiraciones a los partidos; y que si los parti-
dos existentes no dan cabida a esos grupos, es necesario dar oportu-
nidad para que los ciudadanos participen con otro membrete».

7 Francisco Javier de Andrea: La selección interna de los líderes de los
partidos: «Una de las tareas más importantes de los partidos político
contemporáneos es la selección de los hombres y las mujeres “líde-
res”, que pueden desempeñar eficientemente los papeles de
dirigencia en el Estado y en los propios partidos políticos. Tan es vital
este tema para el futuro del sistema político mexicano y del sistema
electoral nacional que, a principios de 1998, los desacuerdos —en
todos los partidos aunque señaladamente en el PRI— sobre los méto-
dos de selección interna de los candidatos a puestos de elección
popular, la polémica de los “candados”, los cismas y rupturas
interpartidarias, las deserciones masivas, y la formación de nuevos
partidos, surgen como resultado de que en México —en pleno fin de
milenio— no existen sistemas de selección de candidatos políticos
que sean satisfactorios […] se ha demostrado que, en general, los
“líderes” de los partidos políticos usualmente tienen antecedentes
socioeconómicos y de clase superiores a los de aquellos individuos
que son miembros de un partido en un nivel de base […] entre más
alto sea el nivel de dirigencia detentado, más alto es, también, el
estatus socioeconómico […] la identificación de origen y de clase de
los líderes y su trayectoria y vínculos con personalidades destacadas
de los medios financieros, económicos, políticos y empresariales,
aseguraba el flujo y generosidad en la canalización de financia-
mientos para sufragar las actividades partidarias y de campaña, cosa
que se dificultaba en el caso de líderes políticos que carezcan de
dichas redes […]». Destaca además «el sistema de financiamiento
público norteamericano en el que el financiamiento para la campa-
ña presidencial se canaliza fundamental y directamente al candida-
to y no al partido político, en las últimas dos décadas ha debilitado
la fuerza de los partidos, mientras que en Alemania, por ejemplo, el
sistema que canaliza fondos a un partido en época electoral conser-
va y fortalece el poder y la importancia de los partidos».
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na pone su acento, pero la cultura de la ne-
gociación desde posiciones colectivas hace ver
casi como natural que los grupos o los organis-
mos sean los sujetos preferidos de los regíme-
nes gubernamentales, sin importar que lo que
se sacrifique sea la libertad política de los ciu-
dadanos, como lo señala el abogado constitu-
cionalista Manuel Aragón.8

Pero la reflexión puede ir más allá de ese
importante señalamiento. Se puede decir que
no existe un proceso en el que los candidatos
a cubrir un cargo público resulten más signifi-
cativos que los propios partidos, pero este ar-
gumento nos revela que se debe estudiar a fon-
do las características de esas inquietudes que
muestran algunas nociones de que los institu-
tos políticos pueden estar siendo rebasados.
En el asunto que tratamos se debe considerar
una multitud de elementos que ni siquiera son
permanentes sino que aparecen de manera co-
yuntural.

Con todo, la personalización de la políti-
ca existe también en candidaturas que tienen
el amparo de los partidos políticos; ejemplos
sobran. Es posible que en candidaturas loca-
les, municipales, de fórmulas de funcionarios
de cabildo, en la renovación de las cámaras
locales, candidatos a gobernador, a las cáma-
ras federales y hasta la presidencia de la repúbli-
ca hayan tenido, en algún momento, esas carac-
terísticas, sin que los partidos tuvieran ningún ries-
go de desaparecer, salvo aquellos que eran
tan improvisados que cuando el dirigente que
los abanderaba los desamparó, su importan-
cia relativa se vio menguada.

Por otra parte, que un partido controle los
recursos que un candidato puede meter en su
campaña, es algo, se sabe, muy relativo. Y esto
viene a colación por el argumento de que los
candidatos independientes tendrían que ser
personajes con poderío económico y los úni-
cos capaces de mantener una real competen-
cia con candidatos de partidos con recursos
públicos. Y, peor aún, se señala el riesgo de
que recursos indebidos o provenientes del cri-

men organizado y del narcotráfico serían un
riesgo permanente. Mas, ¿quién puede ase-
gurar que la política, tal como se halla en estos
momentos, está al margen de estos riesgos?
¿qué dineros mal habidos nunca han sido mo-
tores de campañas intachables, de acuerdo a
la ley? Lo que verdaderamente falta es mayor
profundidad en la revisión de los recursos que
se usan en las campañas políticas; pero deben
revisarse todas las acciones de los distintos par-
tidos no sólo en campaña. Son corporaciones
de interés público y como tales deben ser revi-
sados con absoluta transparencia. De igual
manera, un candidato ciudadano estaría suje-
to a la misma transparencia de las normas elec-
torales y a las responsabilidades de los funcio-
narios públicos.

Un último aspecto a tomar en cuenta, por
el momento, se refiere a que los partidos son
los organismos políticos constitucionales a los
que se les ha asignado la tarea de construir
consensos. Función fundamental en toda socie-
dad para el mantenimiento de la paz pública
y para el buen entendimiento entre los habitan-
tes de una sociedad. En este punto, difícilmen-
te se puede estar en desacuerdo; es algo que
los partidos políticos deben seguir realizando,
porque la liberalización del acceso al poder
público no implica la desaparición del sistema
de partidos; antes al contrario: sería una espe-
cie de confirmación y estímulo para que las
tareas constitucionales que tiene asignados los
institutos políticos se cumplieran a cabalidad.
Hasta el momento no se conoce sociedad de-
mocrática que halla podido prescindir de los
partidos en ningún lugar del mundo.

Investigador del Instituto de Investigaciones
Histórico—Sociales de la Universidad Veracruzana

Leopoldo Alafita Méndez
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n los años ochenta y noventa comenzó a desarro-
llarse, en la teoría política y en la opinión pública ilustrada, la distinción entre gober-
nación (governance) y gobierno. La distinción tenía el propósito de describir y supe-
rar la situación problemática que las sociedades experimentaban debido a que la
acción del gobierno se mostraba incapaz o insuficiente para resolver sus necesida-
des, ampliar sus oportunidades, prevenir riesgos destructivos y conducirla a las me-
tas socialmente valoradas: para gobernarla.

Fueron varios los factores invocados para explicar por qué el gobierno perdía
capacidad de conducción, hasta que la crisis fiscal y administrativa de los Estados
sociales asistenciales / welfare, de bienestar o desarrolladores —como en los casos
latinoamericanos—, que obligó a introducir reformas políticas y administrativas de
fondo, evidenció las limitaciones gubernativas del gobierno y ofreció la oportuni-
dad para plantearse el problema sobre si para la gobernación de una sociedad
bastaba el gobierno, la sola acción del gobierno. La simple duda metódica sobre
la capacidad gubernativa del gobierno representaba un sacudimiento de la teoría
política establecida y de la percepción social convencional, que siempre habían
considerado como axiomática la equivalencia entre la acción del gobierno y la
gobernación de la sociedad, su conducción. En la perspectiva de la ciencia y la

Nueva gobernación*

E

por Luis F. Aguilar Villanueva

* Texto leído en el 1er. Seminario Internacional sobre Calidad Democrática, celebrado los días 5, 6 y 7 de septiembre de
2002, Xalapa, Veracruz.
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cultura política tradicional, la tarea exclusiva y dis-
tintiva del gobierno consistía en gobernar a la so-
ciedad. El gobierno era, sin más, el sujeto de la
gobernación de la sociedad. Los demás actores
sociales eran, simplemente, objeto de la acción
gubernamental, los gobernados por definición.

En el primer apartado de este apunte preli-
minar, formularé brevemente la génesis de la dis-
tinción, para ingresar luego a un segundo apar-
tado en el que trataré de ofrecer la definición
de la nueva gobernación, que retoma —no re-
pite— selectivamente algunas tesis de la produc-
ción mundial al respecto. En un tercer momen-
to, enunciaré las principales características de
la llamada nueva gestión pública, pero en co-
nexión con las tesis de la nueva gobernación.

De la ingobernabilidad
a la ingobernación

La primera llamada de atención a la pérdida
de capacidad de gobierno del gobierno fue
descrita con el término de ingobernabilidad
cuya denotación fue elaborada y comprendi-
da en el marco mayor teórico de la crisis de la
sociedad capitalista y del Estado social. El en-
foque de la crisis había sido reelaborado y
revitalizado en los años setenta y ochenta con
los trabajos neomarxistas de Habermas y Offe,1

entre otros, que mostraban como la proclividad
inherente o estructural de la sociedad capitalis-
ta al conflicto y a la crisis, había sido neutrali-
zada por la aparición de los Estados sociales
a comienzos del siglo XX, que habían reconoci-
do derechos sociales a sus ciudadanos e intro-
ducido políticas públicas de bienestar, desa-
rrollo y seguridad social. En su enfoque, la
ingobernabilidad intrínseca de la sociedad
capitalista, que era consecuencia estructural del
intercambio desigual entre capital y trabajo,
tomaba la forma de conflictos permanentes y
crecientes entre las clases (sectores) que oca-
sionaban inestabilidad política y decaimientos
económicos, sin llegar a desencadenar la pro-

nosticada crisis social terminal del modo capi-
talista de sociedad.

La neutralización, que no eliminación, de
la crisis se debía a que los gobiernos del Esta-
do social habían acreditado, a lo largo del si-
glo XX, capacidad de conducir y coordinar a su
sociedad mediante múltiples acciones de arbi-
traje y conciliación de conflictos, solución de pro-
blemas y promoción de condiciones de bienes-
tar y seguridad social para las capas sociales
asalariadas o desfavorecidas. Sin embargo, los
Estados sociales, desde fines de los años sesen-
ta, comenzaban a dar señales de vulnerabilidad
y desarrollaban tendencias de crisis. Sus proble-
mas de legitimación valorativa y política —que
en gran medida se debían a que la hacienda y
la administración pública habían dejado de res-
ponder con la cobertura y calidad deseada a
la demanda social en ascenso por bienes, servi-
cios y oportunidades—2 eran señales que vati-
cinaban la crisis de la sociedad capitalista indus-
trializada en forma de Estado social.

El factor estatal que había controlado la
crisis, al entrar en crisis, provocaría el eventual
—probable—previsible—inminente colapso, aun-
que éste fue explicado con argumentos que
superaban el típico enfoque economicista de
la interpretación marxista tradicional y desta-
caban más bien los límites reales de los princi-

1 Me refiero principalmente al libro de Jürgen Habermas: Problemas
de legitimación del capitalismo tardío (1973) y a los artículos de K.
Offe: «Crisis de la Gestión de la Crisis» (1973), «Ingobernabilidad:
el renacimiento de las teorías conservadoras de la crisis» (1979).
Cercano a esta literatura y leído en nuestro medio es el libro de
James O’Connor: La crisis fiscal del estado (1973). Otros libros pro-
ducidos en ambiente teórico de crisis fueron el de Juan Linz: Crisis,
Colapso y Reequilibrio (1978), que representa el ensayo teórico de
la conocida colección El colapso de los regímenes democráticos
(1978), el cual incluyó estudios de casos de América Latina, y el libro
de Samuel Huntington: El orden político en las sociedades en cam-
bio, 1968.

2 En el debate sobre la legitimación del estado social, las críticas ma-
yores o radicales tuvieron que ver con la injusticia o desigualdad
intrínseca de la sociedad industrial, aun si en condiciones de estado
social, debido a la estructura capitalista de su producción y distribu-
ción de riqueza, la cual había sido neutralizada pero no removida.
En nuestros países el cuestionamiento de fondo, además de señalar
con las mismas razones la distorsión del modelo capitalista de desa-
rrollo, se extendió al señalamiento de la naturaleza estructuralmente
desigual de los intercambios entre el centro y la periferia. El debate
se agudizó, obviamente, a consecuencia de la confrontación que
sostenía y escalaba la guerra fría.
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pios y valoraciones que sustentaban la legitimi-
dad / cultura política de los Estados sociales.

También, en gran medida, la atención a la
capacidad menguante de gobernar del gobier-
no provino de sectores no afines al marxismo,
cuyas preocupaciones sobre el futuro y la via-
bilidad de las democracias de las economías
industrializadas de los Estados sociales del bien-
estar alcanzaron su manifiesto mundial en el
influyente libro La crisis de la democracia: re-
porte sobre la gobernabilidad de las demo-
cracias a la Comisión Trilateral (1975),3 el cual
introduce por primera vez el planteamiento de
la gobernabilidad / ingobernabilidad de las
democracias y sus tesis enmarcarán en gran
medida el debate posterior sobre la goberna-
bilidad. En sentido contrapuesto, el auge inte-
lectual del concepto de crisis —económica,
política, administrativa—, a causa de la inefica-
cia de los patrones de gobernación generali-
zados en los Estados sociales de la posguerra y
de la guerra fría, se debió, asimismo, al podero-
so renacimiento de la economía neoclásica y
de la sociología de la acción colectiva —combi-
nada con temas de filosofía liberal de la justi-
cia—, que mediante numerosos teoremas y
modelaciones de elección racional o median-
te estudios de casos, mostraban que las eco-
nomías estatizadas o colectivizantes, sea de
los Estados sociales welfare democráticos o de
los socialistas autoritarios o de los socializantes
desarrolladores —como en nuestros países lati-
noamericanos—, condenaban a empresas y
naciones a la decadencia productiva, a la cri-
sis y al colapso.4

La percepción mundial sobre las limitacio-
nes que disminuían la capacidad de la con-
ducción gubernamental tomó forma en Méxi-
co cuando, a golpe de agudos conflictos y cri-
sis, comenzó a afirmarse, al comienzo de los
años ochenta, que el tipo de Estado o gobier-
no o sistema político que se había tenido a lo
largo del siglo XX no disponía de las condicio-
nes suficientes de legitimidad social ni de los
instrumentos económico—administrativos nece-
sarios para conducir / desarrollar a su socie-
dad, por lo que la crisis estaba próxima.

3 En este libro, obra de Michael Crozier, Samuel Huntington y Joji
Watanuki, aparece por primera vez el concepto de la sobrecarga,
que logrará difusión mundial y que será la base para justificar las
tesis del ajuste fiscal y de la reforma neoliberal de los gobiernos con
problemas inmanejables de déficit fiscal. Por sobrecarga se entien-
de la desproporción que se abre entre las demandas sociales y la
capacidad de respuesta estatal, debido, en gran medida, al modo
de gobernar —obligado, preferido o establecido— de los Estados
sociales en contextos de democracias pluralistas y activas. La de-
manda social por bienes, servicios y oportunidades, estimulada por
los activismos de los partidos políticos y por la expansión democráti-
ca de la participación ciudadana, llega a alcanzar tal magnitud e
intensidad que supera la cantidad disponible de recursos públicos y
la autoridad política de los gobiernos para poder darles respuesta.
El efecto neto es un gobierno rebasado, sujeto a una inmanejable
presión fiscal, administrativa y finalmente política. Persistir en ajustar
la acción del gobierno a la dinámica de la demanda, con el propó-
sito de asegurar la legitimidad política o no perderla, tendrá,
previsiblemente, como efecto debilitar las finanzas públicas, distor-
sionar la economía nacional —inflación con estancamiento,
estanflación— y desestabilizar el régimen democrático. En el medio
latinoamericano, el populismo o modo populista de gobernar fue la
expresión del debilitamiento y colapso de la hacienda pública de
los estados sociales desarrolladores, debido a la utilización desme-
dida del gasto social para dar respuesta a la demanda social y
asegurar, así, legitimidad y viabilidad política de los gobiernos en
turno, autoritarios o no. La propuesta para controlar o revertir la pro-
pensión de la democracia social a la crisis —esto es, la propensión a
la crisis del modo democrático de gobernar en los estados socia-
les— será lógicamente la que trata de disminuir la demanda social e
incrementar la oferta o la capacidad de oferta de los gobiernos
democráticos mediante varios instrumentos de reforma / política
hacendaria, económica y administrativa. En la práctica, las medidas
consistirán en severas políticas de ajuste que disminuirán drásticamente
los egresos públicos y buscarán incrementar sus ingresos, así como
medidas que sustituirán con la dinámica de los mercados las activi-
dades de bienestar, seguridad y desarrollo social que corrían a car-
go del Estado.

4 Son numerosos los autores y libros críticos de la economía neoclásica.
Autor central de la sociología de la acción colectiva es Mancur Olson,
con sus dos libros influyentes: Lógica de la acción colectiva (1965) y
Auge y decadencia de las naciones (1982), en los que se presentan
varios argumentos y casos para demostrar que las administraciones
de propósito colectivo e igualitario, democráticas o no, deterioran
los activos sociales disponibles y desincentivan la producción de ri-
queza social, ocasionando múltiples costos y perversiones de
ineficiencia económica y desresponsabilización social, que conde-
nan firmas y naciones a la decadencia y crisis. La tesis de fondo,
como es sabido, consiste en la afirmación de que la cooperación
social es una opción injustificable e inviable en condiciones de distri-
bución colectivizada o igualitarista de utilidades. En estas condicio-
nes, el comportamiento económico racional —construido desde una
premisa de individualismo metodológico o sustantivo—, imposible de
contrarrestar, consiste en ahorrarse los costos de participar en la pro-
ducción de beneficios, si éstos serán repartidos de manera igual,
independientemente de la contribución que los individuos hagan. El
efecto es el parasitismo social, que se manifiesta en la gorronería
(freeriding) o el rentismo (rentseeking), que trae como consecuencia
erosionar la productividad de una organización o país, a la vez que
impulsa patrones de distribución entre los miembros de una organi-
zación o nación más allá de los límites previsibles de la producción
de riqueza.
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En el discurso, fue común afirmar que el
modelo de desarrollo iniciado en el país en los
años cuarenta —de industrialización interna,
sustitutiva de importaciones, ISI, estatalmente
sostenido y protegido— había entrado en crisis
irreversible, de la misma manera como mani-
festaba su agotamiento y derrumbe inminente
el sistema político posrevolucionario de parti-
do dominante (PRI), organizaciones sindicales
y campesinas compulsivamente corporativi-
zadas y política subordinada al poder presi-
dencial carente prácticamente de controles.
Dicho de otro modo, el modelo o arreglo de la
gobernación del país, que se caracterizaba por
ser estricta y protagónicamente gubernamen-
tal (presidencialista), estaba agotado.

Democratización del régimen —transición
democrática— y liberalización de la economía
—cambio estructural de la economía— fueron en-
tonces las estrategias que se consideraron idó-
neas en el país para superar la crisis política y
económica, reencauzarlo hacia la estabilidad
y el crecimiento y darle viabilidad en el futuro
o, dicho de otra manera, para reordenar y
reactivar la gobernación del país. Sin embar-
go, estas medidas anticrisis, durante su fase de
aplicación, debido a múltiples factores, pero
particularmente a la persistencia de las prácti-
cas autoritarias y clientelares —corrupción,
discrecionalidad, parcialidad, ilegalidad— que
utilizaba el gobierno y la clase política, en de-
fensa de las estructuras establecidos, provoca-
ron nuevas y más agudas crisis, como la elec-
toral—política de 1988 y la fiscal—financiera de
1994—1995, que obligaron, a su vez, a res-
puestas más profundas y urgentes de reforma
electoral y ajuste fiscal para poder hacerles fren-
te, evitar la descomposición del país y darle via-
bilidad a México en el futuro.

La advertencia sobre la posibilidad de la
crisis y la ingobernabilidad probable de las de-
mocracias de los Estados sociales, en caso de
que se mantuviera el mismo formato guberna-
mentalista de gobernación, se transformó prác-
ticamente en crisis real en los Estados sociales

a partir de la mitad de los años setenta. El pun-
to de partida fueron las crisis de las socialde-
mocracias, las democracias cristianas y los la-
borismos europeos. La crisis fue esencialmente
una crisis fiscal del Estado, una bancarrota, a
la que había conducido el agudo déficit de la
hacienda estatal, ocasionado por el prolonga-
do desequilibrio estructural entre los ingresos
y egresos de los gobiernos o, en otros países
—como el nuestro—, por el excesivo endeuda-
miento al que el gobierno tuvo que recurrir
para estar en condiciones de responder toda-
vía a la demanda social y preservar así algo de
legitimidad y confianza social. O, simplemente,
porque al Estado le resultaba prácticamente im-
posible elevar más el techo de los impuestos a
sus ciudadanos sin provocar recesión —la famo-
sa estanflación de los setenta—, lo que desalen-
tó inversiones u ocasionó fuga de capitales
hacia otras economías nacionales. Las crisis
fueron tremendas, golpearon de lleno a la eco-
nomía pública y, en arrastre, golpearon a las
economías nacionales.5

La crisis cumplía el vaticinio de la ingober-
nabilidad y ponía de manifiesto la ingo-

5 En la historia mexicana, 1976, 1982, 1987, 1994—1995 representan
las fechas del calendario de la crisis fiscal del Estado, en las que
quedó en claro que el arreglo que la sociedad mexicana se había
dado desde los años treinta para resolver sus necesidades y realizar
sus objetivos de vida asociada; arreglo que otorgaba al gobierno
(presidencial) el máximo poder de decisión, conducción y control
nacional, se había vuelto improductivo y contraproducente, pues el
gobierno mostraba incompetencia política, financiera y administrati-
va para conducir el país hacia las metas deseadas y constitucional-
mente reconocidas y sí, en cambio, por los efectos de sus acciones,
se mostraba como un factor de costo, riesgo y daño social. En gran
medida, el resurgimiento de la democracia en México y la transición
democrática fueron la respuesta política de los sectores sociales para
revertir la propensión del Ejecutivo al error decisional y la consecuen-
te capacidad de daño social. Por ende, no es casual que los intelec-
tuales y políticos hayan concebido la transición democrática mexica-
na en el marco conceptual y político popperiano de «cómo liberarse
pacíficamente de gobernantes incompetentes y nocivos». Obviamente,
están hoy a la vista, después de la alternancia, las limitaciones y
parcialidades de haber privilegiado el amputado planteamiento de-
mocrático de Popper.
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bernación, el hecho de que el gobierno ya no gobernaba a su sociedad.6

Durante la crisis, el gobierno mostraba, por lo menos a su sociedad, que
era un factor insuficiente para dar respuesta a las demandas, proyectos y
necesidades de los sectores sociales de su ciudadanía y para realizar las
condiciones de vida deseadas. Más aún, por los resultados del actuar
gubernamental, la crisis exhibió al gobierno como factor de desgobierno
—daño, costos, desorden, decadencia—, que provocaba hechos de con-
flicto, delincuencia, desapego a las identidades sociales, empobrecimien-
to, exclusión, discriminación, con el efecto terminal de desunir, atrasar, de-
jar a la deriva a la sociedad o provocar la deserción de numerosos de sus
miembros. En ocasión de la crisis, el gobierno mostró su incompetencia
financiera, administrativa, regulatoria y política o, lo que es lo mismo, su
incapacidad de dirigir a su sociedad, de gobernarla.

Comenzó, entonces, a emerger y tomar forma el concepto de gober-
nación, que recogía y ordenaba la percepción social de que, indudable-
mente, la sociedad necesitaba dirección y coordinación —o simplemente
dirección, entendida a la par como orientación y coordinación— para al-
canzar objetivos de valor para la convivencia. Pero también, por lo social-
mente registrado y padecido, que el actuar del gobierno, por sí solo —o por
el patrón de comportamiento que acostumbraba a seguir—, era incapaz o
insuficiente para dirigir ordenadamente a la sociedad hacia objetivos socia-
les de valor; o que era el factor causante o facilitador de desgobierno
social, tal como quedaba evidenciado:

a) En la crisis fiscal—administrativa—política—regulatoria, que arrojaba
efectos nocivos para el conjunto social y, particularmente, para los
sectores productivos y sectores sociales vulnerables;

b) En la brecha que, antes y durante la crisis, se abría y agrandaba
entre el actuar del gobierno y la agenda social —los proyectos,
prioridades, asuntos que interesaban a la sociedad— y, de manera
más decisiva,

c) En la conciencia, cada vez más promovida o aceptada —consenso
neoliberal— de que la agenda social podía realizarse mejor sin
formas exclusivamente gubernamentalistas7  o mediante formas de

6 Decir, eufemistamente, que el gobierno ya no gobernaba apropiada o suficientemente a su sociedad, es un
matiz que, en el fondo, reconoce que el gobierno había dejado de gobernar o había perdido la capacidad
de gobernar a su sociedad en el doble sentido —cuando menos— de construir su orientación hacia específicos
objetivos decisivos y de coordinarla para realizar los objetivos.

7 A manera de ejemplo, comenzó a considerarse que la prevención de riesgos —laborales o relativos al ciclo de
vida— podía cumplirse por medio de mecanismos de mercado; mediante contratos de seguros de vida y
fondos de pensión manejados por aseguradoras, o que el derecho de acceso a servicios de salud podía
cumplirse sin la necesidad de un ingente universo de instituciones estatales de salud; y por contratos de
servicios médicos privados o seguros de gastos médicos mayores. Asimismo, empezó a afirmarse la idea de
que muchos problemas de vecindarios y comunidades podían resolverse de manera más eficaz mediante
formas de autoorganización o por medio del trabajo de ONG o el apuntalamiento de instituciones sociales en
conflicto (familia) y el fomento de asociaciones u organizaciones intermedias —para generar capital social—,
cuyos aportes a la estabilidad y prosperidad social habían sido menospreciados o marginados por la presen-
cia de los programas y burocracias gubernamentales de un Estado social tan interventor como frecuentemente
paternalista.
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asociación y cooperación entre el sector público—privado y so-
cial; o bien que la agenda social podía ser realizada sin necesi-
dad del actuar (directo) / intervención directa  del gobierno.

La denotación del concepto naciente de gobernación contenía el
enunciado de que los objetivos sociales, para ser alcanzados, requerían
más actores que el gobierno y más lógicas / modos de acción que el
simple actuar del gobierno —caracterizado por leyes y coacción, imposi-
ción fiscal, servicio público, información—. Por consiguiente, dada la nece-
sidad o la urgencia de que participaran o intervinieran otros actores con
lógicas de acción diferentes a la gubernamental —empresas económicas,
organizaciones de la sociedad civil, intelectuales— para poder definir los
objetivos de la vida asociada, compartirlos y realizarlos, el concepto sir-
vió para describir o para justificar el surgimiento de nuevas formas de
asociación y coordinación entre el gobierno y las organizaciones priva-
das y sociales, en complemento —o en lugar— de las acostumbradas for-
mas protagónicas y unilaterales de mando y control gubernamental. Tam-
bién, el concepto sirvió para describir o justificar que el mismo gobierno
comenzara a aceptar e institucionalizar que las organizaciones privadas
y sociales se hicieran por sí mismas, cargo de resolver problemas, atender
necesidades, prestar servicios y generar oportunidades; actividades que
antes estaban directamente a cargo del gobierno.8

La gobernación (governance)9 se construyó, entonces, como un con-
cepto distinto del mero actuar del gobierno. Algunos, los más, pensaban
que la gobernación de una sociedad resultaba del actuar del gobierno,
en conjunción necesaria con el actuar de los agentes del mercado y de la
sociedad civil, los cuales complementaban al insuficiente actuar guberna-
mental. Otros, los menos, pero beligerantes, pensaron, polémicamente, la

8 La primera manifestación de la intervención de la sociedad económica y civil en la acción de gobierno tuvo
lugar en el marco de las políticas de ajuste del consenso neoliberal. Fue la privatización, en su doble sentido
de a) transferencia de derechos de propiedad del sector público al privado —venta de empresas y activos del
estado— y b) contratación de empresas privadas lucrativas para la provisión de determinados bienes y la
prestación de determinados servicios —outsourcing, contracting out—. Posteriormente, en continuidad y discon-
tinuidad con el consenso neoliberal, vinculada a la resurrección de la sociedad civil y al resurgimiento del
republicanismo, comenzó a afirmarse la idea de lo público como una realidad / espacio de interlocución
entre los ciudadanos, y entre éstos y los poderes públicos, en el que se identifican los asuntos públicos, se
definen las políticas públicas y se juzga el desempeño del gobierno. Por consiguiente, el ámbito público
comenzó a dejar de ser, sin más, equivalente a lo gubernamental y se fue afirmando, tanto en la teoría como
en la práctica, la posibilidad legítima de que los ciudadanos organizados se hicieran cargo de la prestación
de ciertos servicios públicos —particularmente en el campo social— mediante formas de asociación con el
gobierno o mecanismos de delegación—autorización (empoderamiento) del gobierno a las organizaciones.

9 Prefiero seguir usando el concepto de gobernación, que considero repleto de significación política y adminis-
trativa, si bien bajo el entendido de que se debe tomar distancia y revertir su denotación tradicional, plena de
proclividades autoritarias y hasta intervenciones policiacas. De todos modos, en el año 2001, la Real Acade-
mia Española aceptó el término gobernanza, cuya denotación resumió sorpresiva pero correctamente el
itinerario y resultados del debate teórico, a saber como la «manera de gobernar que se propone como
objetivo el logro de un desarrollo económico, social e institucional duradero, promoviendo un sano equilibrio
entre el Estado, la sociedad civil y el mercado de la economía».
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gobernación como algo no sólo distinto del actuar del gobierno, sino dis-
tante y contrario.10 El corolario de la discusión fue que lo característico del
gobernar del gobierno, en las actuales condiciones sociales, consiste,
obligadamente, en coordinarse con / coordinar a otros actores, guberna-
mentalmente independientes y que poseen además recursos clave —po-
der, factores productivos, conocimiento, ascendiente moral— para la go-
bernación de una sociedad. De todos modos, los que comenzaron a em-
plear y popularizar el concepto gobernación en sus investigaciones —o
simplemente en sus discursos— querían explicar o justificar que el proceso
de gobernar una sociedad no es, ha dejado de ser o no puede ser el
mero actuar del gobierno.

10 El concepto de gobernación, particularmente cuando es expresado como nueva gobernación, presiona
tanto la idea aceptada de que la acción de gobernar a una sociedad sea equivalente o se reduzca a la
acción del gobierno —a la instancia—institución gobierno—, como la idea convencional de que el gobernar del
gobierno se reduzca a acciones de mando y control, sin participación relevante de la sociedad en la defini-
ción de los objetivos sociales y sin espacio para otras formas de dirección social menos verticales e impositivas.
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La denotación del nuevo concepto comen-
za, entonces, a estabilizarse y significar que la
gobernación de una sociedad implica más
actividades y recursos que las acciones y los
recursos del gobierno —por más numerosos que
sean—; o que, para la dirección de una socie-
dad, el mero actuar del gobierno es, en el mejor
de los casos, insuficiente; o que el gobierno,
por sí solo, no está en condiciones de poder
marcar unilateralmente un rumbo específico a
su sociedad y decidir una forma determinada
de organizar la acción colectiva, sin suscitar
inconformidades, simulaciones o burlas. En este
punto, la insuficiencia gubernamental para la
gobernación de una sociedad consiste en la
contribución del término, tanto para la acción
política como para la explicación politológica,
y representa, por ende, la valía o la inutilidad
del concepto de gobernación / gobernanza.

A raíz de la crisis y el consecuente distan-
ciamiento entre gobierno y sociedad, gober-
nación comenzó a ser, también, el concepto
empleado para denotar el (re)surgimiento, la
revalorización o la consolidación de formas
sociales independientes de autoordenamiento,
autorregulación y autogobierno social —de
autonomía social—, que, según teorizaciones o
simplemente opiniones razonadas, tienen lugar:

a) En el mercado, mediante las transac-
ciones recíprocas de utilidades y los
equilibrios entre oferta y demanda, en-
tre valor y precio de los productos;

b) En los comportamientos de comunica-
ción, cooperación y solidaridad que se
manifiestan en las multiformes organiza-
ciones de la sociedad civil —desde los
grupos naturales, como la familia, hasta
las agrupaciones voluntarias de mutuo
beneficio y de beneficio para terceros o
de utilidad pública— y, recientemente,

c) En la libre conectividad como la forma
dominante de comunicación (virtual)
entre personas y organizaciones, facili-
tada por las nuevas tecnologías de la

información y comunicación —ICT, por
sus siglas en inglés— que se transforma
velozmente en un recurso indispensable
para el trabajo, la administración, la in-
vestigación, las inclinaciones de perso-
nas y grupos.

En consecuencia, gobernación, particular-
mente cuando se habla de nueva gobernación,
comenzó a significar el modo como la socie-
dad contemporánea definía sus objetivos de
convivencia11 y se coordinaba para lograrlos,
con la característica distintiva y resaltada de
que incluía y valoraba las formas de autogo-
bierno social, en razón de su real o supuesta
productividad y utilidad —particular o hasta
general—; además de —o junto con— las formas
de la regulación gubernamental, la cual solía
ser cuestionada por su bajo rendimiento y al-
tos costos —para no mencionar corrupciones y
arbitrariedades.

En este enfoque nuevo, se recuperaba el ca-
rácter social, colectivo —posgubernamental— del
proceso de gobernación de una sociedad y se le
otorgaba a las acciones intelectual, económica e
intrasocial de la sociedad misma —sociedad civil,
económica y política— un papel necesario y pro-
ductivo en la definición del sentido de dirección y
de la forma de coordinación de un país —en la
gobernación—, sin que faltaran actitudes críticas de
menosprecio o redimensionamiento de la otrora
tan aclamada como unilateral, acción todopode-
rosa y providencial del gobierno.

Por consiguiente, la orientación de la so-
ciedad y su modo de organizarse para el lo-
gro de sus objetivos dejó rápidamente de ser
entendida como un proceso definido únicamen-
te por o desde el gobierno y comenzó, acele-
radamente, a determinarse con el gobierno,

11 Los objetivos sociales, que se definen con referencia a valores so-
cialmente compartidos —por lo menos en su formulación general—,
son prácticamente solución de los problemas, necesidades y con-
flictos de la convivencia y ampliación de las oportunidades de vida
buena.
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reconociendo y aprovechando los poderosos
dispositivos del gobierno —regulación y coac-
ción legal, asignación de recursos, información,
educación— o, más radicalmente, hasta sin el
gobierno, mediante múltiples iniciativas particu-
lares que, por sus propósitos o por sus efectos,
contribuía a la solución de problemas públicos
desatendidos o empeorados: Governance with
Government, Governance without Government.
Los grupos y sectores sociales alcanzan sus
objetivos de convivencia y se organizan, más o
menos apropiadamente, con o sin el gobierno.

La noción de gobernación

Por gobernación12 se entiende, espontánea-
mente, el proceso mediante el cual el gobier-
no dirige o conduce a la sociedad. Pero, exa-
minada a fondo, la dirección de la sociedad
supone e implica definición de objetivos, orien-
tación de la colectividad a la realización de
los objetivos y coordinación de las múltiples
acciones / actores sociales para asegurar su
realización. Por consiguiente, la gobernación
implica preguntas y respuestas a cuestiones
tales como: ¿cuáles han de ser los objetivos

12 La noción actual de gobernación, expresada con la palabra
governance, tiene viejos antecedentes en la literatura inglesa del
siglo XVII, en Chaucer y Shakespeare, entendida como modo o mé-
todo de gestión, o en la ensayística política francesa del siglo XVIII,
en la que el término gouvernance destacaba las formas estableci-
das de interrelación entre los poderes públicos y los ciudadanos y,
más particularmente, se utilizaba para resaltar el proyecto de la
Ilustración de instaurar un gobierno que se distinguiera de las prác-
ticas de los gobiernos absolutistas por su atención y respeto a la
acción de una sociedad civil que se acreditaba realmente como
civil en sus comportamientos, aunque para otros significa(ba) sim-
plemente la sede del gobierno, el espacio físico en que las autori-
dades y funcionarios de gobierno atienden a los ciudadanos. En-
tendido contemporáneamente, el concepto es un producto de la
inteligencia internacional, expresado en la lengua franca del inglés,
que fue enseguida utilizado y refinado por los teóricos de la admi-
nistración, los expertos en políticas públicas y los politólogos an-
gloamericanos. La fecha del nacimiento del término y de su
denotación conceptual es el reporte del Banco Mundial de noviem-
bre 1989: El África Subsahariana: De la crisis al desarrollo sustenta-
ble. Una perspectiva de largo plazo, en la que se señaló que la
incapacidad de gestión del gobierno constituía el origen del fraca-
sado desarrollo de la África negra, por lo que se requería menos y
mejor gobierno y que «una mejor gobernación (a better governance)
requiere una reforma política» que debe incluir la afirmación del
imperio de la ley, la lucha contra la corrupción, la rendición de cuen-
tas, la transparencia en las transacciones y construir o asegurar la
capacidad de los gobiernos para gerenciar los recursos económi-
cos y sociales mediante un diseño correcto y una aplicación efecti-
va de las políticas económicas y de desarrollo social. El estudio
africano se transformó después, audazmente, en otro estudio ambi-
cioso del Banco Mundial en el que se llegó a formular las relacio-
nes que vinculan  Governance and development (1992). El término
fue recogido por la Agencia para el Desarrollo de los Países de
Ultramar del gobierno británico (1993), que lo resignificó como good
governance. Posteriormente lo incorporó a su lenguaje, análisis y
recomendaciones la Comisión de Ayuda al Desarrollo de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE),
otra organización mundial promotora del concepto, en el que
enfatizaba los derechos humanos, la participación ciudadana en el
desarrollo, la democratización y una administración transparente,
competente y responsable. También lo hizo suyo el Programa de
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que fue pionero en la
construcción, estabilización y difusión del concepto, en el marco
del desarrollo sustentable. Conviene advertir, empero, que su prime-
ra utilización, primer intento de definición teórica y su populariza-
ción tuvieron lugar no en el sector público, sino en los años setenta
y ochenta en el sector privado, con la expresión corporate
governance. Con esta expresión se buscaba recuperar, reivindicar
y reactivar la noción de que una empresa, particularmente la de
gran tamaño y preponderancia en su sector de negocios, es una
organización de propiedad común (accionistas) y que su buen funcio-
namiento es de interés común para muchos actores —stakeholders:
empleados, clientes, proveedores, gobiernos, la misma comunidad—.
Por consiguiente, las principales decisiones corporativas —tales como
los montos y materias de las inversiones, los cálculos de retorno, las
cotizaciones en mercados financieros, los planes de crecimiento de
su participación en el mercado, la obtención y preservación de la
ventaja competitiva, el crecimiento y la diferenciación de productos,
la anticipación de futuros— no podían ser una facultad exclusiva de
los altos ejecutivos de la corporación, particularmente cuando éstos
evidenciaban errores de decisión, deficiencias gerenciales o pro-
pensión a buscar propósitos personales. Sólo hay que ver hoy los
casos de las corporaciones estadounidenses globalizadas —Enron,
Worldcom, Xerox, Johnson & Johnson—, cuyas formas y procesos de
gobierno unilateral y jerárquico escaparon a cualquier control de
sus propietarios, proveedores y clientes, exhibiendo las desviacio-

nes de sus directivos y poniendo de manifiesto su enorme capaci-
dad de daño. Se requería, entonces, participación y correspon-
sabilidad de los propietarios y hasta de los interesados —internos y
externos— en el éxito de la empresa, así como formas varias de
seguimiento y control de la actuación de los altos ejecutivos empre-
sariales. Crucial era la revisión y reforma de las reglas y procedi-
mientos para la toma de decisiones que definían el modo de
dirección —orientación y coordinación— de la corporación y, en
consecuencia, el modo de actuar de sus altos directivos, con el
fin de asegurar eficiencia, transparencia y otros valores de impor-
tancia para los interesados en la corporación. Corporate governance
fue el concepto que denotaba la existencia o la necesidad / con-
veniencia de una situación en la que el conjunto de los actores
interesados en el éxito de la corporación se corresponsabilicen de
la dirección de la misma y, por ello, existan o se produzcan reglas y
procedimientos que definan clara e imperativamente los fines, mo-
dos y alcances de las decisiones de los altos ejecutivos, sus dere-
chos, responsabilidades y obligaciones, las relaciones que deben
mantener con el conjunto de los miembros de la corporación y los
demás interesados en ella, así como los comportamientos específi-
cos que deben observar los miembros e interesados en los asuntos
relacionados con la dirección de la empresa.
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de la vida asociada, quién decide los objeti-
vos?, ¿cómo se estimula o induce la orienta-
ción del conjunto social hacia los objetivos —a
la aceptación de esos objetivos—?, ¿cómo se
define y lleva a cabo la división social del tra-
bajo y la coordinación para que una sociedad
esté en condiciones de realizar efectivamente
los objetivos?

Por gobernación, se entiende, entonces, el
proceso mediante el cual los actores de una
sociedad deciden sus objetivos de conviven-
cia —básicos y coyunturales— y las formas de
coordinarse para realizarlos. El proceso gene-
ra —consiste en, se fundamenta en— principios,
normas, procedimientos, prácticas para deci-
dir colectivamente sobre las metas comunes de
convivencia y para realizar coordinadamente
los objetivos decididos. Por tanto, el proceso
de gobernación se plasma y desarrolla, a la
postre, en un arreglo / orden (instituciones—ré-
gimen), aceptado mayoritariamente, relativa-
mente estable y duradero, que abarca e inte-
gra las actividades de definición y efectuación
de los objetivos sociales —es decir, formación
de la agenda pública o de gobierno— y las
normaliza, al alinearlas con determinados prin-
cipios, normas, procedimientos y prácticas. La
gobernación es, en este sentido, un proceso
de dirección de la sociedad, cuyo desempe-
ño está regulado por un orden normativo, que
incluye desde principios valorativos de la con-
vivencia humana, normas jurídicas de compor-
tamiento hasta normas técnicas de ejecución
de objetivos y procedimientos directivos, ge-
renciales y operativos. Por muchos motivos,
particularmente de orden práctico,13 la gober-
nación genera —cuenta con— una instancia de
gobierno,14 cuya función y encargo especiali-
zado consiste en asegurar el sentido de direc-
ción —orientación— de la sociedad y de soste-
ner la coordinación del diferenciado conjunto
social mediante normas legales y mediante pa-
trones de dirección / gerencia.

La importancia que algunos actores socia-
les tienen sobre otros en la definición de los

objetivos sociales y en el modo de su realiza-
ción, depende de la configuración o estructura
que tienen las relaciones sociales fundamenta-
les —propiedad, producción, poder, conoci-
miento— en un determinado tiempo de la socie-
dad. Asimismo, la importancia y hasta dominio
que en el proceso de gobernación puede al-
canzar la instancia de gobierno sobre los de-
más actores sociales depende de las relacio-
nes entre Estado y sociedad o, más precisa-
mente, entre los poderes públicos y las organi-
zaciones sociales. Éste es el punto que resalta
específicamente el concepto de gobernación.

En las condiciones en las que se supone,
o es real, que los actores sociales son relativa-
mente incompetentes o inmoderados —sin ca-
pacidad de autorregulación y autoproducción—
o conflictivos en sus relaciones de comunica-
ción e intercambio, es lógico que el proceso
de gobernación de la sociedad haya tenido
que configurarse como un proceso necesaria-
mente dominado por la instancia de gobierno,
y que ésta se haya constituido necesariamente
en el actor principal e independiente de la orien-
tación y coordinación social. Es también lógi-
co que la gobernación de la sociedad haya
además tenido que ejercerse de modo verti-
cal, jerarquizado, centralizado y operar me-
diante dispositivos de mando y control. En las
condiciones de sociedad débil, a punto de di-
sociarse por su conflictividad e incompetencia,
ha sido natural que la gobernación sea equi-
valente a la acción del mismo gobierno, al ejer-
cicio de gobernar del gobierno y que, ade-

13 Los motivos predominantemente prácticos de tener una instancia de
gobierno, especializada para llevar a cabo la tarea de conducción
/ coordinación social, se han, con frecuencia, transfigurado en
teorizaciones religiosas, morales, jurídicas o politológicas que otor-
gan rango trascendente al gobierno, por encima de la sociedad. La
modernidad política y social, desde su fundación, está llena de con-
cepciones apoteósicas del Estado o del gobierno, algo que posi-
blemente será revisado y redimensionado a lo largo del siglo XXI, sin
dejar de reconocer la necesidad de Estado, de leyes y poderes
generales, para la convivencia y sobrevivencia social.

14 Dicha instancia es cambiante, puede ser formal o informal, personal
o colegiada, representativa o delegada, soberana o controlada...
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más, el gobernar se lleve a cabo mediante formas de mando y control de
los ciudadanos, sin abrir espacios relevantes para la participación, el
involucramiento y la responsabilización ciudadana.

Gobernación y ejercicio de gobierno son entendidos y experimenta-
dos como sinónimos. La gobernación es una acción necesaria y exclusiva
del gobierno en aquellas condiciones en las que los actores sociales, la
sociedad, representen sólo desgobierno —descoordinación—, sean simple-
mente fuente de problemas y no parte de la solución, objetos no sujetos
de (auto)gobierno.

En cambio, en aquellas condiciones sociales, como las contemporá-
neas de algunas sociedades —o de algunos sectores de población de
nuestra sociedad—, en las que es notoria y creciente la diferenciación,
independencia, autonomía —autocontrol—, información, capacidad / com-
petencia y hasta relativa autosuficiencia de gran parte de los actores —polí-
ticos, económicos, intelectuales— de una sociedad en varios asuntos15  y en
las que los problemas de la convivencia se distinguen por su mayor comple-
jidad y escala,16  ha sido natural que se reclamen y aparezcan nuevas for-
mas de decisión y coordinación social para definir los fines deseados y
llevarlos a efecto, distintas a las tradicionales del predominio y la unilatera-
lidad gubernamental.

Estas dos circunstancias —mayor autonomía de los actores sociales y
mayor complejidad de los problemas públicos—, combinadas con el regis-
tro empírico de que los gobiernos, han mostrado ser agentes de desgo-
bierno —sin la capacidad para orientar y coordinar a sus comunidades—,
han ocasionado modificaciones en el proceso de gobernación de las
sociedades contemporáneas y han generado nuevos principios, normas,
procedimientos y prácticas de decisión y coordinación entre los actores
sociales y entre éstos y la instancia de gobierno. El nuevo modo de gober-
nar se caracteriza, entonces, por ser más horizontal, descentralizado, in-
cluyente, transparente, abierto, dispuesto, de gana o por fuerza, a incor-
porar múltiples maneras de deliberación / participación de los ciudada-
nos y se despliega mediante numerosas formas de asociación y sinergia
entre gobierno y sociedad —esto es, empresas privadas, organizaciones
sociales, centros de pensamiento— o mediante formas de facultación y

15 En gran medida, en nuestro país, la independencia de los actores políticos y civiles es causa y efecto de las
actividades realizadas para revalorizar el Estado de derecho, que implicó movilizaciones reivindicadoras de
derechos humanos, igualdad de trato, equidad de género, imparcialidad de los órganos de justicia. Es,
asimismo, causa y efecto de las actividades emprendidas para democratizar el régimen—sistema político,
que conllevó movilizaciones contra la corporativización forzada de las organizaciones sociales, la afiliación
compulsiva al partido oficial, la ausencia de controles del Ejecutivo, la manipulación del voto, así como
movilizaciones a favor de la independencia de los órganos de autoridad electoral, la libertad de opinión y
prensa, la pluralidad de partidos políticos. Por su parte, la independencia de los actores económicos se
relaciona con los movimientos políticos y civiles anteriores; pero, también, o sobre todo, con los hechos
recientes de la liberalización de la economía, el reflujo del proteccionismo y de la intervención estatal en el
mundo de los negocios, la globalización productiva, comercial y financiera.

16 La complejidad de los problemas, entre otros factores, guarda directa relación con la mayor autonomía y
capacidad de los actores sociales, que en mucho es efecto de la creciente interacción e interdependencia
de recursos que tiene lugar entre ellos.
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responsabilización de otros actores sociales no gubernamentales en la
atención de varios asuntos que se consideran importantes para mantener
la orientación y la coordinación social y en campos —como el decisivo del
crecimiento económico— en los que el gobierno he dejado de tener en sus
manos los recursos clave de éxito.17 A su vez, la mayor complejidad y
escala de los problemas de la convivencia —translocales, transnacionales,
globales, interdependientes— hacen ver que el gobierno es una entidad
necesaria, pero insuficiente, para asegurar la solución de los problemas
básicos y de las nuevas necesidades de la vida en común y que requiere,
para cumplir con éxito sus tareas, abrirse y asociarse a más actores y
recursos, a las empresas privadas y a las redes sociales, a otros gobiernos
y organismos internacionales, así como introducir nuevas formas directivas
y de gestión.18  No hay futuro para una sociedad cuya imagen de futuro —y
su viabilidad— dependa exclusivamente del gobierno. El gobierno sólo como
agente de gobernación de su sociedad es una reliquia del pasado, aunque
tenga sus fundamentos en las grandiosas teorías políticas de la modernidad
y en sus intocables gurús.

17 En condiciones de sociedad fuerte —o de sectores sociales fuertes en áreas cruciales de oportunidad para su
sociedad—, en razón de su capacidad de autonomía, autoproducción y relativa autosuficiencia para atender
numerosas exigencias de la vida personal y asociada, es notorio que los objetivos generales de la conviven-
cia y las formas de coordinación ya no pueden ser establecidas unilateral o predominantemente por el
gobierno y por el(los) partido(s) político(s) de su soporte. El campo de juego de la gobernación exitosa ha
dejado de ubicarse sólo en el campo de la sociedad política y de las negociaciones entre los políticos y
funcionarios profesionales. Por ejemplo, la realización y la misma factibilidad del objetivo crucial del creci-
miento económico del país para fines de bienestar y seguridad social no podrá ser definida sólo por las
necesidades, urgencias y convicciones de la clase política en gobierno y de sus aliados políticos. A sus
puntos de vista, intereses y propósitos habrá que sumar lo que quieran o no quieran hacer las organizaciones
financieras y productivas del capital y del trabajo —incluyendo las firmas extranjeras y globales—, las cuales
ya no son, sin más, subordinables o forzables, sino sujetos de negociación y entendimiento, que actúan
desde la perspectiva de sus intereses y propósitos. El coordinarse del gobierno con esos actores cruciales y
el saber coordinarlos restablece la perdida naturaleza social del proceso de gobernación, que terminó
anquilosado y apocado al reducirse al inútilmente heroico actuar gubernamental en solitario.

18 Para el Banco Mundial, la gobernación consiste en: a) la forma del régimen político, las instituciones políticas,
b) el ejercicio de la autoridad política y la administración de los recursos económicos y sociales de un país
para su desarrollo, c) la capacidad del gobierno para diseñar, formular y desarrollar sus políticas y para
cumplir sus funciones. Es, en gran medida, una definición de enfoque predominantemente gubernamentalista.
Ver Governance and development, Banco Mundial, 1992. En cambio, el Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo —Reconceptualising governance, PNUD, 1997— y la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económico (OCDE) —los resolutivos de la Commision on Global Governance, 1995— ponen el
acento en que la gobernación consiste en un proceso que incluye la interacción / asociación entre el
gobierno y los actores —económicos y no— de la sociedad civil, entre actores gubernamentales y no guberna-
mentales. Por ejemplo, para el PNUD la gobernación consiste en «el conjunto de mecanismos, procesos,
relaciones e instituciones mediante los cuales los ciudadanos y grupos articulan sus intereses, ejercen sus
derechos y obligaciones, concilian sus diferencias [...] Tres son las áreas importantes de gobernación para
lograr el desarrollo humano sustentable, a saber: el Estado (las instituciones políticas y gubernamentales), las
organizaciones de la sociedad civil y el sector privado» (p. 9). El PNUD habla pertinentemente de la goberna-
ción como de un sistema (governance system). Parafraseando y superando la denotación de dicho Progra-
ma, por sistema quiero entender más precisamente una realidad que resulta de la multiplicidad e interdepen-
dencia de agentes que disponen y ponen en común recursos para definir el sentido de dirección de sus
sociedades y para hacer que sus sociedades estén en condición de realizar los objetivos deseables para su
sobrevivencia, convivencia y viabilidad / posicionamiento en el futuro.
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La nueva gobernación es caracterizada de
diversas maneras, según los argumentos y ma-
neras de decir de sus teorizadores, pero es
apropiadamente resumida con las siguientes ca-
racterísticas:

a) Implica un conjunto de instituciones y
actores que se encuentran dentro y fue-
ra del gobierno

b) Reconoce que hoy son permeables e
indistintas las fronteras y responsabilida-
des de lo público y lo privado para
abordar los problemas económicos y
sociales de una comunidad

c) Reconoce la interdependencia —de po-
der, información, recursos— de las insti-
tuciones y los actores en la realización
de sus objetivos

d) Reconoce la existencia de redes socia-
les de actores autónomos que tienen ca-
pacidad de autogobierno en asuntos
vitales para sus vidas y convivencia

e) Reconoce que se pueden realizar situa-
ciones deseadas, sin necesidad de la
autoridad y mando del gobierno.19

Nueva gobernación
y nueva gestión pública

La nueva gestión pública (NGP) es efecto, testi-
monio e instrumento de los cambios que ha pro-
vocado la nueva gobernación en la dimensión
de la administración pública. NGP es, por un
lado, el concepto que describe la reorganiza-
ción de la administración pública que ha teni-
do lugar en los últimos años como resultado e
instrumento de la obligada política de ajuste
que se introdujo para superar las crisis fiscal y
administrativa de los Estados y para restable-

19 Hago referencia al artículo recapitulador de Gerry Stoker:
«Governance as Theory: Five propositions», en International Social
Science Journal, núm. 155, 1998, pp. 17—28.
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cer, duraderamente, su equilibrio financiero. Por
el otro, es el concepto que describe la manera
como los gobiernos se reorganizan y reforman
sus operaciones para dar respuesta a los nue-
vos retos y riesgos de la configuración social y
económica de las sociedades contemporáneas.

El ajuste después de las crisis fiscales —al
proponerse incrementar los ingresos y reducir
los egresos públicos, introduciendo entre sus
varias medidas las que aseguraran las Ees (eco-
nomía, eficacia, eficiencia) de la administración
pública— tuvo como efecto modificar el papel
dominante del gobierno y cambiar su estilo de
actuar.

Difícilmente se puede hacer más con me-
nos y mejor con los pesados y desordenados arre-
glos gubernamentales heredados. Por su parte, las
actuales condiciones sociales —globalización,
conectividad, emergencia de identidades locales
y creciente autonomía, diferenciación, capacida-
des y recursos de ciertos sectores sociales—, con
sus problemas y demandas de nuevo tipo, obli-
gan al gobierno a tener un papel menos prota-
gónico, de menos mando y control, y más de coor-
dinador y catalizador de la actividad social, así
como lo obligan a modificar su estilo de inter-
locución e interacción con los ciudadanos y con
los sectores económicos y sociales; modificacio-
nes, todas, que sacuden la acostumbrada es-
tructura administrativa de los gobiernos y sus
acostumbrados formatos directivos y procesos
operativos, es decir, su estructura y gerencia bu-
rocrática.

La política de ajuste, en el terreno estricto
de la administración pública, ocasionó el lla-
mado redimensionamiento del Estado, cuyo
propósito y efecto fueron disminuir el ámbito
de la intervención estatal y reducir el tamaño
del aparato de gobierno —empresas, organis-
mos, programas, personal—, mediante recortes
del gasto, desregulación, descentralización de
funciones hacia otros gobiernos, privatización
—venta de activos públicos y contratación de
proveedores y prestadores de servicios—, libe-
ralización de los mercados, establecimiento de

formas de reorganización interna menos jerár-
quica —más planas— y más orientadas a la
exigencia de alto desempeño de unidades y
personas.

Todo esto ha ocasionado el retiro de la
presencia directa del gobierno en varios cam-
pos de la actividad económica y social, con la
correspondiente disminución de los controles
directos gubernamentales en esos campos, así
como ha disminuido el control directo interno
de los altos ejecutivos de gobierno sobre los
mandos medios y operadores de su aparato
administrativo público. El efecto neto ha sido
que el gobierno debe coordinarse con esos
actores y sectores económicos y sociales, más
independientes y autónomos —hasta extranacio-
nales, globalizados—, y coordinarse con ellos
o encontrar los arreglos para coordinarlos. Ya
no tiene el mando y control para poder alinear-
los, sin más, a sus planes; tampoco el mando y
control es el dispositivo directivo más idóneo
para inducir su alineamiento. Por tanto, la acti-
vidad directiva del gobierno está destinada a
establecerse de otra manera.

Asimismo, en el frente interno de la misma
estructura administrativa del gobierno, se han
tomado decisiones innovadoras —tales como
la reafirmación de los gobiernos estatales y
locales, la aparición de muchas unidades ad-
ministrativas autónomas (organismos descentra-
lizados y autónomos, organismos desconcentra-
dos con reconocimiento y ampliación de sus
ámbitos de autonomía)20 para incrementar la
eficiencia y la calidad del servicio; asimismo,

20 Muchas de estas innovaciones organizacionales y administrativas
de los gobiernos se inspiran en el modelo de executive agencies de
la poslaborista administración británica —incluyendo Canadá, Nue-
va Zelanda y Australia—, introducido por Margaret Thatcher y George
Major (The Next Steps), con el fin de reducir el déficit fiscal y
maximizar el rendimiento administrativo. Estas agencias definen su
relación y responsabilidad con su superioridad mediante contratos
o convenios de desempeño (performance agreements / contracts),
en los que se asienta formalmente la concesión de amplia autono-
mía a las unidades, antes dependientes, a cambio de entregar pe-
riódicamente rendición de cuentas conforme a estándares de des-
empeño e indicadores de rendimiento, previamente especificados y
acordados.
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se ha afirmado la idea y la práctica de que se
pueden cumplir numerosas funciones públicas
mediante la acción de organizaciones priva-
das, sociales (ONG) y comunitarias (externaliza-
ción); y que la condición de éxito en la toma
de decisiones es la obligada coordinación con
el sector privado, con las organizaciones so-
ciales, con naciones extranjeras y organismos
internacionales, con otros poderes públicos otro-
ra subordinados, como ocurre en los regíme-
nes de democracia emergente.21

Todas estas medidas, por razones de ajuste
fiscal o por deseos genuinos de mejorar el des-
empeño público, han alterado la estructura y
operación interna del gobierno, propiciando
que la gobernación en el plano administrativo
se lleve a cabo por conducto de múltiples agen-
cias independientes y mediante agencias no
gubernamentales. Por consiguiente, la dirección
del gobierno sobre el conjunto de su adminis-
tración pública se lleva necesaria y apropia-
damente a cabo por coordinación —interorgani-
zacional / intergubernamental—, más que por
mando y control, con efectos en cascada por
toda la pirámide burocrática.

La NGP representa una específica y recien-
te corriente teórica y práctica gubernativa, que
se caracteriza por las modificaciones de pro-

pósito y resultado posburocrático que introdu-
ce en la estructura y operación de la adminis-
tración pública tradicional. Los autores de la
NGP se distinguen, entre otras cosas, por la
manera como conciben las modificaciones ad-
ministrativas en relación con la nueva goberna-
ción de la sociedad. Una corriente considera
y justifica la NGP sin ubicarla en la cuestión
mayor de la nueva gobernación y sin discutir
el papel dominante que ha distinguido al go-
bierno en la gobernación de la sociedad. Para
ellos los métodos, procedimientos y técnicas de
la NGP tratan simplemente de introducir refor-
mas e innovaciones en el actuar gubernamen-
tal —en el terreno de la política pública y la
administración pública— que, bien implantadas,
tendrían el efecto de restaurar o asegurar la
función dominante del gobierno en la gober-
nación de sus sociedades, sin cuestionar o re-
flexionar sobre la corrección o viabilidad del
papel dominante del gobierno en las actuales
y futuras condiciones. Son posburocráticos pero
no posgubernamentales. Otra corriente consi-
dera y justifica la NGP como un componente
de la nueva gobernación, del nuevo modo
de actuar el gobierno en las nuevas condi-
ciones sociales. Por tanto, son posburocráticos
posgubernamentales.

Por nueva gerencia pública se entiende el
conjunto —aun no integrado y validado suficien-
temente— de técnicas organizativas y geren-
ciales sobre la forma como el gobierno ha de
dirigir su conglomerado de agencias / depen-
dencias —micro AP  (administración interna)— y
mediante ellas dirigir a su sociedad —macro AP

(administración del entorno)—. Se presenta, ar-
gumenta y valida la nueva gerencia como el
nuevo modo de los gobiernos de llevar a cabo
el cumplimiento de las funciones, políticas y pro-
gramas públicos, así como el nuevo modo de
gestión de la aplicación y soporte de las fun-
ciones, políticas y programas públicos. El nue-
vo modo se basa en los valores administrativos
de las Ees —economía, eficiencia y eficacia eco-
nómica—, es decir, en una gestión financiera

21 Por ejemplo, en el México recientemente democratizado uno de los
factores de la parálisis gubernamental es la notoria debilidad del
Ejecutivo, que, en gran medida, se debe al hecho inusitado de un
presidente que no dispone de la mayoría en el Legislativo y que ni
encuentra ni cuenta con dispositivos —institucionales o no— proba-
dos de interlocución y negociación con los legisladores. La inédita
situación política del país, correspondiente al primer régimen demo-
crático federal, ocasiona conflictos e inconformidades que tienen
como saldo la inestabilidad política —aún no crítica— y que, en lo que
concierne al tema de la gobernación, no ayudan a definir los objeti-
vos y futuros del país ni introduce las nuevas formas de coordinación
correspondientes al ambiente democrático de la política —dejemos
de lado, el ambiente productivista—competitivo de la economía de
mercado—. La eventual ingobernabilidad de la democracia mexicana
naciente consistiría en la incapacidad de los poderes Ejecutivo y Le-
gislativo para abrirse a la pluralidad de poderes y actores, abrir opor-
tunidades de participación a los diversos segmentos de ciudadanos
y coordinarse con ellos para definir el sentido de dirección del país
y la forma de organizarse para realizar los objetivos contemplados
por la orientación común, pública.
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impecable, una operación técnica y económi-
camente eficiente, y en los valores administrati-
vos de la calidad de los bienes y servicios pú-
blicos, que incluyen exigencias que van desde
el control de la calidad hasta el aseguramien-
to y la certificación. Resalta, de manera parti-
cular, la importancia que tiene el proceso de
dirección—gerencia —estratégica, del desempe-
ño, de calidad, del aprendizaje— de las orga-
nizaciones públicas y de su personal y, debido
a sus nuevos requisitos operativos, la nueva ge-
rencia implica y detona cambios organiza-
cionales internos22 y cambios normativos —en
leyes orgánicas, reglamentos internos, procedi-
mientos, manuales de organización y opera-
ción—, que difieren notablemente del tradicio-
nal arreglo burocrático de los gobiernos.

La NGP,23 en correspondencia con los va-
lores administrativos de la eficiencia económi-
ca y la administración de calidad, en el marco
de una visión estratégica de la acción de go-
bierno, incluye dos ejes de relación con los ciu-
dadanos. Por un lado, realiza sus funciones y
políticas públicas y efectúa la prestación de los
servicios públicos mediante internalización sis-
temática de las demandas ciudadanas, es de-
cir, después de conocer / consultar / validar
/ integrar las expectativas, percepciones, valo-
raciones y propuestas que los ciudadanos tie-
nen sobre sus condiciones de vida, sobre los
asuntos de interés general de su comunidad y
sobre los servicios públicos. Por el otro, incor-
pora sistemáticamente la externalización en la
provisión de los bienes y servicios públicos, esto
es, la necesidad y conveniencia de que acto-
res externos al gobierno, privados, lucrativos o
no, empresariales o comunitarios, se hagan
cargo de la provisión mediante dos formas es-
pecíficas: las formas delegadas de contracting
out y outsourcing —contratación externa— o las
formas asociativas de partnership, comakership
—asociación / cooperación / corresponsa-
bilidad— entre organizaciones públicas y orga-
nizaciones privadas y civiles. En estos dos ejes,
las organizaciones de la sociedad civil han

desempeñado un papel importante, como
definidores de las exigencias y expectativas so-
ciales o como agentes asociados con / dele-
gados por el gobierno para atender determina-
dos asuntos de interés público o de solidaridad
con conciudadanos en desventaja, necesidad
o sufrimiento.

Miscelánea de exploraciones débiles

En nuestro medio mexicano, por las caracterís-
ticas de la transición democrática ocurrida o
en curso, por la debilidad de las instituciones
de justicia —prevención, procuración e
impartición— y por la debilidad de nuestra eco-
nomía para responder en situación de demo-
cracia de masas a las demandas varias de la
población por bienes y servicios y, en conexión,
por causa de las transformaciones mundiales
en curso, ha sido natural que el tema / proble-
ma de la gobernabilidad se haya vuelto cen-
tral. La percepción de democracia débil o inse-
gura conduce espontáneamente a la cuestión
sobre la gobernabilidad de las democracias
nacientes.

El problema de la gobernabilidad es plan-
teado y entendido en México —se sea o no
consciente de ello— con referencia a dos temá-
ticas / problemáticas distintas: la de la (in)go-
bernabilidad —décadas setenta y ochenta— y
la de la gobernación —años ochenta y noven-

22 Entre otros: aligeramiento de niveles jerárquicos, organización por
procesos y orientada al servicio del usuario, descentralización, de-
legación, facultación: empowerment + ownership del personal ope-
rativo, convenios / contratos internos de desempeño, sistemas públi-
cos de medición.

23 Así como la nueva gobernación presionaba la idea aceptada de
que el actuar del gobierno sea equivalente al proceso de goberna-
ción de una sociedad y que el actuar del gobierno se reduzca a
mando y control, así también la nueva gerencia pública presiona la
idea aceptada de que la administración pública sea equivalente o
se reduzca a la administración realizada por las organizaciones y
el personal del gobierno y de que la administración pública requie-
ra necesariamente un formato de organización y operación buro-
crático —jerárquico / multijerárquico, reglamentado, centralizado
decisionalmente, de fragmentada división del trabajo.
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ta—. Es, entonces, un problema y una discusión que, en el terreno teórico,
está condicionada por dos familias conceptuales y problemáticas prece-
dentes.

Por ingobernabilidad hay que entender, en sentido estricto, conforme
a la problemática y los resultados de la investigación de los años setenta,
la posibilidad / probabilidad de crisis política, debido a la posibilidad /
probabilidad de desgobierno: la probabilidad de que el gobierno pierda
la capacidad de gobernar a su sociedad por limitaciones fiscales, desór-
denes administrativos, impericias políticas, instituciones ausentes o inapro-
piadas, estilos obsoletos contraproducentes de conducción y coordina-
ción social.

En el enfoque de ingobernabilidad lo que se destaca es que el go-
bierno podría dejar de ser agente de gobernación de su sociedad y sus-
citar situaciones críticas en diversos planos que culminarían en la crisis
política del régimen. En derivación, la gobernabilidad está relacionada
con la construcción—consolidación de la capacidad de gobernar del go-
bierno: en identificar cuáles son los componentes esenciales que otorgan
al gobierno capacidad de gobernar y, en corolario, la cuestión de cuáles
han de ser los elementos característicos y modalidades del gobernar del
gobierno, de modo que el estilo o modo de gobernar sea un factor adicio-
nal de gobernabilidad y no de debilitamiento de la capacidad de gober-
nar. En esta posición de (in)gobernabilidad el enfoque sigue siendo
gubernamental(ista). El gobierno sigue siendo considerado el actor cen-
tral y suficiente de la conducción—gobernación de su sociedad. El proble-
ma consiste en crear y consolidar su capacidad de gobernar     o, por lo
menos, no perder la capacidad en dimensiones cruciales de la vida aso-
ciada; pero en el momento en que se dispone de un gobierno capaz,
competente, bien equipado, diestro, no se requiere más para una gober-
nación exitosa del país. Un gobierno capaz es suficiente para la goberna-
ción. Normalmente la capacidad del gobierno consiste en disponer de:
instituciones políticas + hacienda + administración pública —en sus dos
sentidos: política pública y prestación de servicios públicos—, a lo que hoy
se añade el modo o estilo efectivo del gobernar.

En contraste, por gobernación hay que entender, en sentido estricto,
conforme a las investigaciones iniciadas en los ochenta y noventa, des-
pués de que ocurrió la crisis y el desgobierno, el hecho de que la gober-
nación es un proceso directivo de la sociedad que no es equivalente al
puro y simple actuar del gobierno, debido a que el actuar del gobierno
ha sido y se ha mostrado empíricamente como factor de desgobierno. O,
también, debido a que el actuar del gobierno es una condición necesaria
pero insuficiente para conducir la sociedad a sus objetivos —básicos o
coyunturales—, particularmente en las actuales condiciones de diferencia-
ción y autonomía de sus ciudadanos, apertura / competitividad / globali-
zación económica, conectividad social mediante las nuevas tecnologías
de la información y la comunicación.
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En este enfoque, lo que se destaca es que
el gobierno dejó de ser el agente de la gober-
nación de su sociedad y que su actuar es insu-
ficiente para la gobernación en las nuevas cir-
cunstancias. El enfoque es la insuficiencia del
gobierno, aun si contara con toda la capaci-
dad y supiera aprovecharla. Se requieren más
actores —económicos, sociales, intelectuales, in-
ternacionales—, más lógicas de acción y más
recursos que se encuentran presentes en el uni-
verso de las acciones no gubernamentales. Se
requieren más capacidades y recursos que los
del gobierno para que una sociedad tenga un
presente estable y sea viable —con o sin posi-
cionamiento— en el futuro. Por consiguiente,
gobernar es convocar a los dueños y agentes
de esos recursos a un trabajo conjunto —en el
que todos ganan algo o, por lo menos, no pier-
den—, dado que el gobierno ni posee esos re-
cursos decisivos ni los controla ni puede man-
dar y forzar a sus poseedores a ponerlos en
común. No basta la lógica de la acción gu-
bernamental —legalidad, coacción, imposición
fiscal, administración, información, educación,
política social—, se requiere la lógica producti-
va—competitiva de los mercados y la lógica
cooperativa—solidaria de las organizaciones
naturales o voluntarias de la convivencia: po-
der legal + capital + capital social. Por ende,
para el sentido de dirección —contra la percep-
ción de ir a la deriva— y para la efectividad de
un país —contra la percepción de que se pier-
den posiciones productivas y competitivas—, se
requieren más actores con los que hay que
coordinarse y a los que hay que coordinar.

La cuestión genérica de cuáles han de ser
las características del gobernar del gobierno,
para que sea efectivamente agente de gober-
nación, en las actuales condiciones sociales tie-
ne entonces dos líneas de respuesta: 1. Crear
capacidad gubernamental o 2. Crear capaci-
dad gubernamental y sumarla a la capacidad
económica y social de una sociedad.24

Dicho de otro modo y planteado ortodoxa-
mente en los términos populares de la goberna-

bilidad, la respuesta a la cuestión se mueve en
dos direcciones: habrá gobernabilidad si hay
capacidad de gobierno o habrá goberna-
bilidad si la capacidad de gobierno se suma a
la capacidad social. En ambas gramáticas
políticas, por lo menos ocurre un cambio del
modo o estilo de gobernar. Ya no basta el
mando y control del poder público. Poder (po-
lítico) es el poder hacer de una sociedad, y no
tanto el mandar y controlar de los políticos so-
bre el conjunto social. O, en contrapunto, en
caso de que sigamos obstinados en el patrón
gubernamental tradicional, habrá que acredi-
tar que el mando y control son aún los disposi-
tivos más apropiados para poder hacer —las
cosas que una colectividad quiere—. Todo un
atrevimiento conceptual y práctico, dado que
la clásica idea del poder como mando y con-
trol difícilmente encontrará el apoyo de una teo-
ría contemporánea de la organización o de la
gestión.

24 Para muchos, esta propuesta es igual a la de la política de desarro-
llo que siguió nuestro país en el siglo XX. No hay tal cosa. En el caso
que el desarrollo haya tenido el propósito y resultado de crear ca-
pacidad social, las teorías y políticas del desarrollo fueron esencial-
mente estatistas o gubernamentalistas, bajo el imaginario de go-
bierno fuerte y competente y sociedad débil e incompetente. La
capacidad gubernamental fue axioma, postulado o simplemente
premisa indiscutida e indiscutible del desarrollo. El Estado o, más
prácticamente, el gobierno era la solución, no el problema, mientras
la sociedad era constitutivamente el problema, la fuente de los pro-
blemas. En sentido contrario a la premisa, el curso del desarrollo en
el siglo XX se encargó de manifestar progresivamente las incapaci-
dades del gobierno en diferentes planos —administrativo, fiscal, le-
gal / judicial, político, militar—. Abrimos, entonces, el nuevo siglo,
después de una historia de bancarrotas fiscales, colapsos de la
economía nacional, penetración del delito en las instituciones de
seguridad, defensa y justicia, variabilidad de la calidad del servicio
público, truculencias electorales…, con el registro y la evaluación
final de que el gobierno era el problema —o era también proble-
ma— y que la sociedad —civil, económica, la sociedad política cívi-
ca— representaba la solución o, más realistamente, representaba el
agente que podía generar las condiciones para restablecer la ca-
pacidad de respuesta / conducción / coordinación del gobierno y
sumarla a las capacidades sociales como factor de potenciamiento
de los activos de nuestra sociedad y factor de ampliación de opor-
tunidades y horizontes de vida.

Profesor en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales
de la UNAM y Doctor en Filosofía Política

por la Pontificia Universidad Gregoriana, Roma, Italia

Luis F. Aguilar Villanueva
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stimados señoras y señores, queridos amigos:

Es un honor para mí estar hoy ante ustedes para impartir la primera de las conferen-
cias de este Seminario Internacional sobre la Democracia. Un honor y una gran
satisfacción, por lo que expreso mi reconocimiento al profesor Eduardo de la Torre,
de cuya mano he llegado a Xalapa. Por conducto de nuestro común amigo el
profesor Paramio, Eduardo de la Torre acudió a mi despacho parlamentario en
Madrid hace unos meses y me invitó a participar en este seminario. Ni qué decir
tiene que acepté de inmediato su oferta. Para mí es un gran placer visitar de nuevo
México. Y en esta ocasión, además, no sólo se nos ha brindado a mi esposa y a mí
la posibilidad de conocer Xalapa y el estado de Veracruz, sino también la de
compartir con muchos de los miembros de su comunidad académica y política
algunas reflexiones sobre aspectos tan trascendentes como queridos para mí.

Estado democrático y política:
nuevos escenarios*

por Joaquín Almunia

E

* Conferencia impartida en el Seminario Internacional sobre Calidad Democrática,
el 5, 6 y 7 de septiembre de 2002, en Xalapa, Veracruz.
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Muchas gracias, por tanto, a los organiza-
dores del seminario por contar con mi concur-
so, y a los asistentes a esta primera jornada
por su presencia. Espero no desmerecer su in-
terés por las materias que sirven de enunciado
a mi exposición. Y gracias, muy especialmente,
al presentador por la manera tan generosa con
la que ha desempeñado su labor.

Voy a hablarles de la situación actual y de
las perspectivas de futuro de la democracia,
del Estado y de la política. No pretendo efec-
tuar un refinado análisis teórico o académico.
Mi condición de político y parlamentario en
activo va a marcar el tono y el contenido de lo
que voy a expresarles. Aunque, eso sí, intenta-
ré despojar mis palabras de cualquier sesgo
partidista.

En la primera mitad de la conferencia, me
referiré a la naturaleza y calado de los proble-
mas que aquejan los tópicos que voy a tratar,
aunque sin provocar más desazón que la es-
trictamente necesaria para aproximarnos a una
percepción ajustada de la realidad. Sin embar-
go, no me limitaré a señalar los problemas. A
continuación apuntaré algunas pistas para vis-
lumbrar cuáles pueden ser las estrategias que
nos permitan dar con soluciones idóneas a los
problemas detectados.

De forma esporádica y al hilo de esas re-
flexiones de carácter general, introduciré algu-
nas consideraciones sobre la situación de mi
propio país.

Y sin más preámbulo, entro ya en el meo-
llo de la cuestión.

Las personas de mi generación hemos te-
nido el privilegio de contemplar una época
dorada de la democracia. En la segunda mi-
tad del siglo XX, y muy especialmente durante
su último cuarto, decenas de países han logra-
do liberarse del yugo de las dictaduras y han
iniciado sus transiciones hacia la democracia.
La dimensión de lo sucedido puede intuirse re-
curriendo a algunas cifras. Según Freedom
House, en el año 1950 había en el mundo 22
democracias plenas. En el año 2000, ese nú-

mero llegaba hasta 120. La población mundial
que hoy vive bajo situaciones calificables como
democráticas asciende a 58% del total; mien-
tras que ese porcentaje sólo era de 31% a mi-
tad del siglo pasado.

La que Hungtington ha denominado terce-
ra oleada democrática ha sido especialmen-
te intensa. En poco más de cinco lustros han
desaparecido las dictaduras del sur de Euro-
pa —entre otras, el franquismo—, prácticamen-
te todos los regímenes militares de Latinoa-
mérica, el imperio soviético y sus mal llamadas
democracias populares, y muchos regímenes
autoritarios presentes en África y Asia desde
los procesos de descolonización. La caída del
Muro de Berlín y la desaparición de la Unión
de Repúblicas Soviéticas Socialistas (URSS) mar-
caron el punto culminante de esa revolución
democrática.

El nacimiento de una democracia es un
momento inolvidable en el que las expectati-
vas vitales de los ciudadanos se expanden más
allá de los objetivos y metas puramente políti-
cos. Toda ambición legítima parece estar al
alcance de la mano, y el futuro se presenta in-
equívocamente superior al presente. Millones
y millones de mujeres y hombres han disfrutado
de esa misma sensación gozosa en los últimos
veinticinco años.

Los españoles nos contamos entre ellos.
Recuerdo la alegría con la que fuimos a votar
el 15 de junio de 1977. Había personas de
sesenta años que nunca hasta ese día lo pu-
dieron hacer con libertad. En cada papeleta
de voto estaba grabado un sinnúmero de ex-
pectativas y de ilusiones. También México se
ha podido beneficiar de ese impulso, consi-
guiendo que se produzca por fin la alternan-
cia tras siete décadas de gobiernos del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Pero no siempre esos procesos, iniciados
en medio del calor popular, han culminado con
éxito. Muchos de ellos quedaron truncados
antes de alcanzar las metas deseadas. Muchas
esperanzas se frustraron en un periodo relati-
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vamente corto. Hemos asistido a retrocesos, debidos a motivos diferentes,
en países de América Latina —el Perú de Fujimori, la Venezuela de Chávez,
la Argentina actual—, en algunas repúblicas de la antigua URSS, en África,
en Oriente Medio o en Asia.

Como dijo Fareed Zakaria, el camino emprendido con la convocato-
ria de elecciones no necesariamente conduce al final a un sistema de
democracia liberal, donde los derechos y libertades sean respetados y
garantizados. En su famoso artículo en la revista Foreing Affairs, publicado
en 1997, Zakaria advirtió sobre las democracias no liberales, en las que
los gobernantes elegidos por la voluntad del pueblo ejercen su poder
ignorando los límites constitucionales y privan a los ciudadanos de sus
derechos y libertades fundamentales.

También, en los países en los que el sistema democrático supone efec-
tivamente una garantía para el ejercicio de los derechos y libertades indi-
viduales y colectivos, se habla de una democracia sin ilusiones.

Por paradójico que parezca, la expansión de la democracia coinci-
de en el tiempo con la manifestación de los síntomas de su crisis.

Las nuevas democracias empiezan a tener ya un pasado del cual
responder, y sus resultados no son, en muchos casos, brillantes. Los ciuda-
danos han comprobado que los votos no bastan por sí mismos para lograr
la satisfacción de sus necesidades básicas ni una razonable distribución
del ingreso y de las oportunidades. Los mecanismos de control tampoco
son suficientes para evitar que algunos gobernantes se corrompan y utili-
cen los instrumentos del poder recibido de los votantes en su exclusivo
beneficio. La fiesta que acompañó los momentos iniciales de la democra-
tización ha dado paso muchas veces al escepticismo y a la decepción.

Problemas similares aparecen también en los países económicamen-
te avanzados y en los sistemas democráticos maduros. Las dificultades
que hoy experimenta una institución nuclear del sistema democrático, como
es el Parlamento, se manifiestan tanto en uno como en otro caso. Los por-
centajes de abstención que se registran en las elecciones estadouniden-
ses, o en las elecciones al Parlamento Europeo, son tanto o más elevados
que los de países de escasa tradición democrática y con problemas
socioeconómicos agudos.

La apatía y la desafección de los votantes se han extendido por un
buen número de democracias, y no siempre están relacionadas con los
resultados concretos de una determinada acción de gobierno, ni siquiera
con la existencia de comportamientos reprochables de los dirigentes polí-
ticos.

Refiriéndose a los problemas de la democracia en este cambio de
siglo, el expresidente uruguayo Julio Sanguinetti ha dicho: «el pesimismo
nos viene de que hemos perdido enemigos». Su argumentación es convin-
cente: después de 1989, el sistema democrático ya no tiene quien le dis-
pute la supremacía, lo que le lleva a realizar un ejercicio de introspección,
por otra parte, muy loable. De tal modo que lo que antes parecían ser
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pequeños defectos del sistema, irrelevantes por comparación con las ca-
racterísticas indeseables de los modelos alternativos, hoy constituyen el mo-
tivo principal de las críticas. La democracia se ve ahora interpelada desde
dentro, tanto más cuanto que ya no se ve disputada desde el exterior.

Una de las causas que más influyen en su gestación es la percepción
de que el poder de decisión real sobre los problemas está cada vez más
alejado de quienes sufren sus consecuencias. Ello es consecuencia del
proceso de globalización, pero también de la existencia de poderes eco-
nómicos, mediáticos o de otra naturaleza con influencia creciente, que
intentan —y a menudo consiguen— permanecer alejados del control de las
instituciones representativas.

Hay más elementos a tener en cuenta. En el clima creado por el
desmantelamiento de los regímenes comunistas, hubo quien trató de iden-
tificar a la democracia con el mercado. Ciertamente, el triunfo de la demo-
cracia fue simultáneo en esos años a la definitiva hegemonía de la econo-
mía de mercado. La vieja URSS no sólo trataba de imponer un sistema polí-
tico, sino un modelo económico; y ambos se hundieron al mismo tiempo.
Pero democracia y mercado no son sinónimos. Y menos aún, puede
pretenderse que el mercado sea quien asuma la función de la política en
la toma de decisiones, y que los actos encomendados a lo largo del siglo
XX al sector público sean devueltos, sin más, a la esfera de actuación de la
iniciativa privada. En la medida en que el dogma neoliberal ha influido en
las estrategias políticas y que sus portavoces han tratado de desacreditar
la acción del Estado, la democracia ha pagado las consecuencias, en
términos de pérdida de soberanía popular efectiva y de escepticismo ciu-
dadano sobre el auténtico valor del ejercicio de sus derechos.

Los problemas de la democracia actual se entrelazan, así, con los
que aquejan al Estado. Las semillas esparcidas por los fanáticos del mer-
cado cayeron sobre un terreno abonado por la crisis del Estado, que se
ha venido manifestando especialmente en las dos últimas décadas.

Es verdad que, hasta ahora, el Estado no ha sido sustituido en ninguna
parte por otro modelo alternativo, y todo indica que va a subsistir en el
futuro. Es más, el número de estados ha crecido de forma sensible en las
dos últimas décadas, y hoy se sitúa en torno a los 200. Ni las profecías de
Marx en el siglo XIX ni las ensoñaciones antiestatistas de los anarcosin-
dicalistas ni las de los neoliberales —auténticos ácratas de la última parte
del siglo XX— tienen visos de realizarse. Pero el Estado—nación, tal y como
se ha ido configurando a lo largo de los dos últimos siglos, se está viendo
condicionado en su funcionalidad y complementado en sus actuaciones
por otros protagonistas.

El profesor Joseph Nye, decano de la Kennedy School of Government
de Harvard y uno de los analistas más agudos del efecto de la
globalización sobre la esfera pública, explica —con la ayuda de un senci-
llo cuadro de doble entrada— el proceso de transformaciones a las que se
está viendo sometido. En el eje vertical, figuran los tres ámbitos territoriales
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de actuación de cualquier agente: el suprana-
cional, el nacional y el local. En el eje horizon-
tal, se distinguen tres tipos de agentes posibles:
el sector privado, el Estado y el tercer sector:
la ONG, los movimientos sociales.

Según Nye, a lo largo del siglo XX el agen-
te que ocupa el centro del cuadro —es decir, el
Estado—nación— fue acumulando poder y
protagonismo. Durante más de cien años, las
fuerzas centrípetas predominaron en ese esque-
ma, dotando progresivamente al Estado de
mayores competencias y funciones. Hoy, por
el contrario, las fuerzas centrífugas prevalecen
en todas las direcciones imaginables. En la
acción del sector público, asistimos en general
a un trasvase de funciones hacia abajo —hacia
los poderes regionales y locales— y también
hacia arriba —hacia las áreas supranacionales
tipo Unión Europea o hacia determinados
organismos internacionales. En sentido horizon-
tal, el Estado cede competencias al sector pri-
vado —las privatizaciones son el mejor ejem-
plo— y también al tercer sector —actividades
culturales, de cooperación al desarrollo, servi-
cios sociales.

El caso español es paradigmático. Desde
la aprobación de la Constitución de 1978, la
reasignación de competencias en sentido verti-
cal ha sido muy profunda. Nuestra integración
en la Unión Europea nos ha llevado progresi-
vamente a compartir a ese ámbito, en grados
diversos, muchas de las funciones reservadas
tradicionalmente al Estado—nación: empezando
por la política comercial o las políticas agraria y
pesquera, hasta la regulación de la competen-
cia y la política fiscal, pasando por algunas de
las políticas que parecían reservadas hasta hace
poco al núcleo duro de la soberanía nacional,
como la moneda, las relaciones exteriores, los
asuntos de justicia e interior o la defensa. En
algunos casos, como en el de la moneda úni-
ca —el euro—, es la Unión Europea quien asu-
me competencias exclusivas. En otros, como en
la política de defensa, los pasos hacia la inte-
gración son aún muy tímidos. Pero los avances

que se han producido en los diez años recien-
tes, incluso con su levedad, hubiesen parecido
imposibles poco tiempo atrás.

Simultáneamente, el desarrollo del Estado
autonómico previsto en la Constitución espa-
ñola ha supuesto una transformación de intensi-
dad aún mayor. En el espacio de 20 años, han
surgido y se han consolidado en las nacionali-
dades y regiones las comunidades autónomas,
con sus respectivos gobiernos y parlamentos ele-
gidos por sufragio universal, que han recibido
competencias en una gama amplísima de mate-
rias: educación, sanidad, empleo, infraestructuras,
ambiente y un considerable volumen de recur-
sos financieros y de responsabilidades en mate-
ria fiscal.

Los cambios en la asignación del poder
del Estado, desde el punto de vista territorial,
han ido acompañados de un proceso análo-
go en sentido horizontal. Desde los gobiernos
socialistas de los ochenta hasta la fecha, se
han privatizado buena parte de las empresas
públicas. El sistema financiero, las telecomuni-
caciones, la energía, los sectores tecnológica-
mente avanzados, la industria de bienes de
consumo y la mayor parte de los transportes
públicos y de las industrias básicas han deja-
do de pertenecer al Estado. La presencia de
éste en el sector empresarial ha quedado re-
ducida a algunas industrias ligadas a la defen-
sa nacional o a actividades —por ejemplo, la
minería del carbón o el transporte ferroviario—
cuya falta de rentabilidad les impide por el
momento ser privatizadas. También se han de-
sarrollado mucho en estos años las relaciones
entre el Estado y el tercer sector, pese a que
éste sigue mostrando una cierta debilidad en
un país tan individualista y poco propenso a la
participación asociativa como España.

Se estima que en torno a 70% de la activi-
dad legislativa del Parlamento español viene
condicionada por las decisiones previamente
adoptadas en las instituciones europeas, mien-
tras que el número de empleados públicos de-
pendientes de las autonomías es ya muy supe-
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rior al de quienes siguen estando bajo la auto-
ridad del gobierno central, y el porcentaje del
gasto público gestionado por las autonomías
se acerca a 40% del total, a lo que hay que
añadir otro 15% gestionado por los ayuntamien-
tos. Las privatizaciones de los ulteriores 15 años
han supuesto unos ingresos al Estado que, como
mínimo, pueden estimarse en 60 mil millones
de dólares.

Pero el Estado español dista mucho de ser
un Estado raquítico. Ni mucho menos. El siste-
ma de protección social se ha expandido e
intensificado considerablemente; los grandes
servicios públicos —educación y sanidad, ante
todo— se han universalizado al tiempo que
mejora su cobertura y calidad; la inversión pú-
blica gestionada tanto en el ámbito central
como a escala regional y local, juega un pa-
pel clave en la provisión de infraestructuras.
Como consecuencia, los ingresos y gastos del
conjunto de las administraciones públicas re-
presentan hoy en España una cifra en torno a
40% del Producto Interior Bruto frente al esca-
so 25% de hace 25 años.

Por tanto, en el caso español, el Estado ha
sufrido una transformación muy profunda en
todas las direcciones explicadas por Joseph
Nye. La resultante de ese proceso es que po-
see un efecto global mayor y de mejor calidad
que al comienzo de la transición. Se trata, eso
sí, de un Estado muy diferente que ha sido ca-
paz de adaptarse a la velocidad de los cam-
bios producidos en el entorno.

Las cosas habrían transcurrido de manera
distinta si la España democrática hubiera
permaneciendo aislada y al margen del pro-
ceso de integración europea; o si junto con la
democratización no se hubiera efectuado en
paralelo un profundo proceso de descentrali-
zación política. De la misma manera, los resul-
tados obtenidos serían muy distintos, y peores,
si no se hubiesen realizado la modernización
del aparato productivo y de la regulación eco-
nómica, y el desarrollo de un Estado de bien-
estar.

Porque la globalización, la expansión de
los mecanismos de mercado por encima de las
fronteras, el desarrollo de las nuevas tecnologías,
la protección de los equilibrios ambientales, los
crecientes flujos migratorios o la aparición de
nuevas tensiones identitarias, representan una
acumulación de retos que el Estado—nación no
puede ya enfrentar con sus instrumentos tradicio-
nales. La dimensión de los actuales desafíos se
ha disociado en buena medida del ámbito esta-
tal. Los gobiernos que insisten en seguir actuan-
do en su escala tradicional se ven impotentes y
el Estado pierde la iniciativa frente a los merca-
dos o frente a otros poderes —mediáticos, reli-
giosos, sociales— con mayor capacidad de
adaptación a las nuevas circunstancias. Sin
acometer una profunda transformación, el Es-
tado, soporte de la democracia, empieza a
mostrar fallos graves.

La crisis del Estado convierte la esperanza
y la ilusión de los momentos iniciales de la tran-
sición democrática en una sensación que mez-
cla decepción, miedo e incertidumbre. La co-
hesión social se resquebraja. Los sectores más
débiles de la sociedad, que no cuentan con
más poder en sus manos que su papeleta de
voto, son los que sufren las consecuencias. Las
instituciones democráticas pierden legitimidad
a los ojos de los ciudadanos, tanto más cuanto
mayor fuese la confianza que éstos deposita-
ron en ellas. Y como dijo Manuel Azaña, presi-
dente de la Segunda República española:
«cuando el Estado desaparece, reaparece la
tribu».

Las miradas de los ciudadanos se dirigen
en ese momento hacia los políticos. Son los
líderes y sus partidos quienes tienen en sus
manos la posibilidad de enderezar la situación.

Sin política, sin partidos políticos, no hay
democracia. Ni posibilidad de establecer insti-
tuciones representativas de la soberanía popu-
lar. Por eso, todos los dictadores tratan de so-
cavar la confianza de los ciudadanos en la
política y en sus actores. Se repite mucho en
España una frase que al parecer pronunció Fran-
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co ante uno de sus ministros, que pertenecía a lo que se llamó, durante los
años sesenta, el grupo de los tecnócratas del Opus Dei. El ministro intenta-
ba poner al dictador al corriente de alguna de las conspiraciones internas
que tenían lugar entre los grupos que formaban el conglomerado de apo-
yo del régimen franquista. Franco le escuchó entre distraído y somnoliento,
y al cabo de unos minutos se limitó a responderle: «López, haga como yo,
no se meta en política».

Para los enemigos de la democracia, la política es una actividad que
debe ser proscrita. Incluso dentro del campo democrático, es habitual es-
cuchar a los defensores de posturas conservadoras o actitudes populistas
decir que ellos son apolíticos.

Por eso es tan preocupante admitir que la descripción con la que el
profesor Fernando Vallespín inicia su libro sobre el futuro de la política
responde, en lo sustancial, a la verdad:

Algo huele a rancio en el reino de la política. Y no me refiero a la corrupción, que
inunda a la inmensa mayoría de los países en desarrollo y se filtra también, ¡cómo
no!, en los que presumen estar en vanguardia. No es un olor hediondo; se trata más
bien de ese olor a cuero o tejidos pasados que recuerda vagamente a su fragancia
original, pero que, como sus mismos colores, ha perdido ya la fuerza evocadora
originaria. Es el aroma que se percibe cuando se asiste, telemando en ristre, a las
tediosas sesiones parlamentarias —sobre todo si son de presupuestos—; o cuando
escuchamos a muchos políticos reproducir tópicos archisabidos o hablar de proyec-
tos que casi siempre se acaban cumpliendo por la misma inercia institucional más
que por su acción particular; o cuando otros —y esto ya no es soporífero sino simple-
mente abrumador— nos hablan en nombre de “patrias humilladas” o mantiene una
retórica pensada para un mundo del que nos hemos despedido hace decenios o
despiertan de su letargo en temporada electoral. El problema no es que la política
no sea capaz de entretener, que ésa no ha sido nunca su función, sino que —salvo
en situaciones de crisis aguda— apenas interesa. Con la sana excepción de las
pugnas electorales, claro está.

Valga esta larga cita para ahorrarles una descripción pormenorizada
de mis propios sentimientos sobre la situación por la que está atravesando
la actividad política. Estoy pensando, como sin duda lo hace Vallespín, en
la situación española de la última década, aunque siento que las diferen-
cias respecto de otras situaciones no es tan abismal.

¿Cuáles pueden ser las razones de esa sensación de desajuste entre
el ser y el deber ser de la política actual? ¿Cómo es posible que la política
produzca tedio, cuando son tantos y tan profundos los desafíos que debe
enfrentar? ¿Volveremos en algún momento a ver renacer la pasión política
que nosotros mismos conocimos en otras épocas?

Una de las causas del escepticismo y del alejamiento que experimentan
los ciudadanos respecto de los asuntos públicos tiene su origen en la falta de
épica que caracteriza a la política actual. Las utopías que acompañaron a
las grandes ideologías que protagonizaron los espacios políticos durante
gran parte del pasado siglo han quedado sepultadas bajo sus cenizas, y no
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han sido sustituidas por ninguna otra. ¿Qué nuevas banderas habría que
levantar para movilizar a la sociedad como en tiempos pasados?

Hoy por hoy, nadie parece tener una respuesta a esa pregunta. La
política ha perdido élan*, no tiene capacidad narrativa suficiente para atraer
la atención de sus potenciales lectores.

En las democracias jóvenes, y casi siempre frágiles, de los países emer-
gentes, es fácil explicarlo por la deslegitimación permanente que proyec-
tan sobre sus instituciones y los líderes políticos la pobreza y las desigual-
dades sociales. Poco pueden hacer frente a ella unas fuerzas políticas
endebles, con escaso arraigo ciudadano, desprovistas de bases ideológi-
cas y programáticas sólidas y sometidas en demasiadas ocasiones a los
proyectos personales de sus líderes.

A su vez, en las democracias más maduras y estables, el debate polí-
tico raras veces se eleva por encima de los convencionalismos y de los
lugares comunes. Para buscar el voto de las clases medias y de los secto-
res moderados, los candidatos y su propaganda recurren a la utilización
excesiva de técnicas de comunicación propias del marketing de bienes de
consumo y a un exceso de pragmatismo, en detrimento de las dosis nece-
sarias de lo que Weber llamaba ética de la convicción. En esas condicio-
nes, es muy difícil que los electores puedan diferenciar a unas ofertas de
otras. La batalla por captar la atención de los televidentes tiene un claro
perdedor: la calidad y la profundidad del discurso político. ¿Cómo recu-
perar el prestigio del espacio público? No parece que la solución consista
en aumentar aún más la banalidad de los discursos o en seguir primando
las respuestas inmediatas y las consideraciones meramente tácticas, en
detrimento de otras consideraciones de más profundidad y calado.

Viendo la misma realidad desde otro ángulo, Ulrich Beck dice que
«los temas que interesan realmente a la gente no están en el debate políti-
co». He sentido esa misma impresión en muchas ocasiones. Les pondré un
ejemplo para ilustrarlo. Desde hace algún tiempo, la Internacional Socialis-
ta (IS) viene ocupándose del análisis crítico del proceso de globalización e
intenta establecer algunas respuestas desde una óptica progresista. A raíz
del Congreso de Nueva York, celebrado en septiembre de 1996, se han
hecho públicos documentos y tomas de posición al respecto, tanto por
conducto de los trabajos de la Comisión Progreso Global, que preside
Felipe González, como en resultados y declaraciones elaboradas y suscri-
tas por los principales líderes de la socialdemocracia mundial: Tony Blair,
Gerhard Schroeder, Lionel Jospin, Ricardo Lagos, entre otros. Sin embargo,
la repercusión pública de todos esos trabajos y de sus conclusiones es míni-
ma, y la relevancia política de las posiciones de la IS, casi nula. ¿Por qué? Es
difícil saberlo. En cambio, las dos reuniones del Foro Social Mundial de
Porto Alegre, celebradas en 2001 y 2002, centradas sobre esos mismos
asuntos, han llenado las páginas de los periódicos y han generado multitud

* Impulso: Nota del Director
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de análisis sobre su significado y sobre sus poten-
cialidades, pese a la heterogeneidad de sus com-
ponentes y a la inconcreción de sus resultados.

Por supuesto, los escándalos en torno a
casos de corrupción son más noticiables que
los debates programáticos, y sí llegan a figurar
habitualmente en los titulares. La libertad de
expresión y el pluralismo informativo permiten
a los medios de comunicación jugar un papel
muy relevante en este terreno, ya que ventilan
conductas reprochables y las someten al es-
crutinio de los ciudadanos. La transparencia en
esta materia juega un papel imprescindible,
pues sin ella difícilmente podrían ser depura-
das las responsabilidades políticas de los pro-
tagonistas de los escándalos respectivos. Pero
en la medida en que esas conductas se con-
vierten en noticia habitual, una consecuencia
colateral no deseable es que los ciudadanos
pueden llegar a pensar que todos los políticos
son iguales, y a sentir una actitud de rechazo

generalizada hacia la política, tomando a la
parte por el todo. Si esto sucede, lo que de-
biera servir para limpiar el escenario político
de impurezas acaba por deteriorar su imagen
global.

El desprestigio de la política es el mejor
caldo de cultivo para que se desarrollen tenta-
ciones involucionistas. De la contradicción entre
los principios proclamados por los responsables
políticos y las experiencias sociales vividas o
percibidas por los ciudadanos, surgen los de-
magogos, los populismos y, en el peor de los
casos, la extrema derecha. Y algo de eso he-
mos empezado a padecer últimamente, tanto
en Europa como en América latina.

¿Qué hacer? La segunda parte de mi ex-
posición está centrada en el intento de respon-
der a esa pregunta.

Empiezo de nuevo por la democracia. La
visión que tienen de ella los liberales, como un
sistema capaz de poner coto al afán expansi-
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vo del Estado, es importante y digna de esti-
ma, pero no es suficiente. No basta con enco-
mendar a la democracia la defensa de la li-
bertad negativa de la que hablaba Isaiah
Berlin. Sería irresponsable confiar en el laissez
faire, laissez passer para erradicar la pobreza,
reducir la desigualdad, preservar el ambiente,
regular los flujos migratorios o crear las condi-
ciones para que las relaciones entre los Estados
se desarrollen por cauces pacíficos.

Mi visión de la democracia es más ambi-
ciosa. Por medio del poder democrático no
puede garantizarse la felicidad de los seres
humanos: tal pretensión puede desembocar,
como ocurrió en el siglo XX, en sistemas totalita-
rios. Pero está comprobado que por conducto
de la acción de las instituciones representati-
vas se aumenta la eficacia de las intervencio-
nes públicas y se beneficia a los más débiles.
Podrán discutirse la manera de intervenir, la in-
tensidad de las acciones de los poderes públi-
cos, los momentos y circunstancias en que éstas
son aconsejables. Pero el principio del carác-
ter positivo del activismo de las instituciones
democráticas parece incuestionable a estas
alturas.

Con base en una situación de partida cu-
yos rasgos he descrito antes con crudeza, he-
mos de recuperar la convicción de que pode-
mos y debemos ser los actores principales de
nuestro destino, y de que éste está por cons-
truirse. Lejos de haber llegado al final de la
historia, lo que procede reafirmar hoy es que
la democracia es una institución muy superior
al mercado, y que la política debe siempre estar
situada en un nivel normativo superior al que
ocupa la economía.

Con ello, no querría que mi concepto de
democracia se confundiese con ninguna posi-
ción dogmática. La democracia no es una ideo-
logía, ni su interpretación debe ser dejada en
manos de mentes jacobinas. Pero tampoco
puede quedar reducida a un conjunto de re-
glas y procedimientos. A la democracia no hay
que sobrecargarla con funciones y tareas que

no le corresponden; pero menos aún podemos
trivializarla y rebajarla a un mero papel instru-
mental.

¿Cuál es, entonces, el concepto de demo-
cracia que debiera prevalecer de cara al futu-
ro? ¿Cuáles deben ser sus características?

Algunos tratan de replantearse conceptos
básicos o de explorar formas novedosas. La
democracia directa, ya conocida por los grie-
gos, suele ser evocada cuando se habla de
las transformaciones posibles del actual siste-
ma. Otros, al hilo de los avances tecnológicos,
llegan a imaginarse una democracia virtual o
electrónica, en la que las decisiones, la infor-
mación y los procedimientos de diálogo o de
control pasen fundamentalmente a través de la
internet. Pero con ser interesantes esas reflexio-
nes, no creo que los rasgos fundamentales de
la democracia del futuro vayan por ahí.

Ralf Dahrendorf ha ofrecido una definición
muy simple, pero a mi juicio muy acertada, de
cuáles pueden ser esos rasgos. Según él, la
democracia del siglo XXI debe significar ante
todo tres cosas: a) el poder cambiar las cosas
sin violencia, b) el establecimiento de un siste-
ma de checks and balances para poder contro-
lar a los que mandan y c) la garantía de que la
voz del pueblo se expresa con claridad.

En su definición, se nos dibuja una demo-
cracia activa y no exclusivamente orientada a
controlar a los poderosos; eficaz, puesto que
por su conducto se puede lograr transformar
una realidad injusta o indeseable; y capaz de
representar fielmente los deseos del pueblo,
como titular de la soberanía.

Desarrollando algo más esas ideas, me
atreveré a señalar cinco aspectos en torno a
los cuales puede articularse una democracia
adaptada a los desafíos que el futuro nos de-
para.

El más relevante para mí es el último de los
rasgos citados por Dahrendorf: la democracia
debe dar voz a los ciudadanos, y dotarse de
mecanismos para que éstos sean oídos. La
potenciación del espacio público, en el que
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cada uno pueda hacer valer la defensa de sus
libertades y de sus derechos mediante proce-
dimientos reglados, es una necesidad. Por eso,
el Parlamento sigue siendo una institución im-
prescindible. Es urgente, eso sí, repensar sus
procedimientos y formas de actuación para
adaptarlos a los que rigen en la sociedad de
la información. Lo mismo cabe decir de los
partidos —insustituibles para organizar la expre-
sión de la voluntad popular, para elaborar las
ofertas políticas que se someten a la conside-
ración de los ciudadanos y seleccionar al per-
sonal político—; pero el desempeño de sus fun-
ciones exige cambios en sus formas organizativas
y en los mecanismos de participación, tanto de
los afiliados como de sus simpatizantes.

Además, las instituciones y los partidos ya
no ostentan el protagonismo exclusivo del es-
pacio público. Entre el Estado y el mercado
está la sociedad civil. Su presencia —mediante
movimientos sociales, corporaciones, ONG— es
creciente, en un mundo en el que muchas jerar-
quías están siendo cuestionadas, y en el que la
autorregulación gana terreno frente al monopo-
lio tradicional de las normas jurídicas formales.

Al tiempo que la sociedad civil se fortale-
ce, deviene cada vez más plural. Por ello, la
democracia actual exige el reconocimiento del
otro, el respeto de la diversidad y no sólo el de
las minorías. Con un límite claro: ese reconoci-
miento y ese respeto tienen que ser compati-
bles con la garantía de la igualdad básica de
sus miembros en sus derechos y obligaciones,
definidos conforme a unos valores universales
que arrancan de la Ilustración, y que deben
ser acatados y asumidos por todos, con inde-
pendencia de las opciones ideológicas, religio-
sas, identitarias o culturales que cada uno man-
tenga.

El respeto a la diversidad, propio del plu-
ralismo de las sociedades modernas, exige la
práctica del diálogo y la predisposición a al-
canzar pactos y consensos entre quienes se
ven a sí mismos como diferentes, o mantienen
entre sí intereses contrapuestos. Sólo así pue-

de lograrse que el principio de igualdad se tra-
duzca en una igualdad de oportunidades ante
la educación, el empleo, el acceso a las nue-
vas tecnologías, la protección de su salud o el
aseguramiento de sus riesgos y contingencias a
lo largo del ciclo vital para todas las personas.

Para ello —y éste sería el cuarto aspecto
que debe caracterizar a la democracia—, hay
que educar a los ciudadanos en los valores de
la democracia, aprovechando las posibilida-
des que ofrecen las nuevas tecnologías. Gra-
cias a ellas, también se pueden aumentar la
transparencia en el funcionamiento de las insti-
tuciones, la información a los ciudadanos, las
posibilidades de fiscalización de los gobernan-
tes y responsables políticos, y la evaluación del
modo en que desempeñan su tarea.

Por último, hay que reconstruir la concien-
cia cívica de unos ciudadanos cada vez más
autónomos, respecto del poder, y celosos de
la defensa de su individualidad y de su intimi-
dad, provistos de unos sentimientos de perte-
nencia múltiples y más difusos que los que les
proporcionaban en el pasado la clase social,
la religión o la nación.

La referencia a la nación me da pie para
analizar, ahora, el futuro que puede aguardar
al Estado.

Como dije antes, éste va a sobrevivir, aun-
que esté siendo sometido a transformaciones muy
profundas y en varias direcciones simultáneas.

En algunos casos eso es consecuencia de
la desaparición de auténticos imperios, como
la URSS, lo que vincula la creación de nuevos
Estados con los procesos de democratización
a que antes me he referido. Pero también he-
mos visto en estos años, por ejemplo en los
Balcanes, los riesgos que implica la pretensión
de identificar los límites territoriales del Estado
con los de las naciones, cuando éstas preten-
den definirse sobre bases étnicas o religiosas.

Desde el punto de vista democrático, la
idea de nación es la de un Estado cívico y plu-
ral, capaz de integrar en su seno a ciudada-
nos provistos de identidades superpuestas. En
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un mundo en el que el ejercicio de la sobera-
nía no queda confinado en unos límites territo-
riales exclusivos, las actitudes e identidades
excluyentes debieran quedar descartadas.
Como ciudadano de la España democrática,
yo soy español; pero al mismo tiempo me sien-
to vasco; y bilbaíno; junto a todo ello me siento
cada vez más europeo. Sin embargo, no to-
dos mis conciudadanos conciben su identidad
de la misma manera y existe una tensión no
resuelta entre los nacionalistas vascos demo-
cráticos y los vascos no nacionalistas —no me
refiero aquí, por tanto, al terrorismo, que es un
conflicto más grave y de otra naturaleza—, que
deriva precisamente del hecho de que hay
vascos que no se sienten españoles y ciudada-
nos del País Vasco que consideran que su
españolidad no necesita ser complementada
con la pertenencia a ninguna otra comunidad.
En España, como en otros muchos lugares, junto a
la dicotomía tradicional entre izquierda y derecha
surge otra, a menudo de más intensidad, entre los
de dentro y los de fuera. Al Estado democrático
le corresponde la responsabilidad de apaci-
guar esas tensiones y darles cauce, para que
a partir de unos valores y objetivos comunes,
el creciente pluralismo encuentre formas de ma-
nifestarse en el interior de instituciones representa-
tivas —por ejemplo, mediante la descentralización
política y el reconocimiento de amplias facultades
de autogobierno— y los conflictos se vayan resol-
viendo por medios pacíficos, a través del diálogo.

El Estado debe también contribuir a encon-
trar un nuevo equilibrio entre libertad y seguri-
dad. La preocupación por la seguridad está
ocupando un lugar predominante en el deba-
te posterior al 11 de Septiembre, y existen bue-
nas razones para ello. Pero el concepto de
seguridad propio de los Estados democráticos
no puede quedar circunscrito a su vertiente po-
licial. La seguridad que reclaman los ciudada-
nos, tanto los que viven en países ricos como
quienes sufren la pobreza y la marginalidad
en los alrededores de las grandes ciudades
de los países emergentes, es una seguridad más

global. Es una seguridad para hacer frente al
miedo provocado por las grandes incertidum-
bres de un futuro cuyos rasgos no acaban de
perfilarse; una seguridad ante el vértigo que
se siente al contemplar los cambios tan velo-
ces que tienen lugar en las formas de vida, en
la manera de trabajar o en el modo de comu-
nicarse; una seguridad frente a la delincuen-
cia, pero también ante el riesgo de quedarse
sin empleo o de no poder sufragar la compra
de una vivienda digna, o de no contar con una
pensión de jubilación o con asistencia sanitaria.

El Estado es el responsable de proveer de
esa seguridad a los ciudadanos, la mayoría
de los cuales no puede conseguirla con sus
propios medios. Y debe hacerlo sin deterioro
de las libertades individuales y colectivas; des-
de aquellas que protegen a las personas fren-
te a los abusos policiales o judiciales, hasta las
que garantizan el funcionamiento de la libre
competencia en los mercados. También debe
garantizar la seguridad jurídica y el respeto al
principio de legalidad, así como el equilibrio
razonable entre sus poderes.

Hay quienes vaticinan que, dado que en
el siglo XIX el Parlamento fue estelar y durante
el XX los poderes ejecutivos fuertes, en el que
ahora comienza será el poder judicial el que
se imponga sobre los otros dos poderes del
Estado. Espero que se equivoquen, pues ya
somos muchos los países que sufrimos los se-
rios inconvenientes que comporta la judicia-
lización de la política. Los jueces y tribunales
no pueden arrogarse, a propia iniciativa o por
encargo de un tercero, las decisiones que en
democracia deben corresponder a quienes
reciben directamente su legitimidad de la so-
beranía popular; es decir, los parlamentos y
los gobiernos que emanan de las mayorías que
se forman en ellos. El gobierno de los jueces
no es un gobierno democrático.

La judicialización de la política supone una
manera perversa de utilizar el imperio de la ley
—la rule of law de los anglosajones— como un
arma política contra quienes han recibido la
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confianza de la mayoría. Lleva unida inexorablemente, como el reverso de
la misma moneda, la politización de la justicia. Y una justicia politizada,
deja de serlo. Cada vez que se intenta contraponer al Estado de derecho
con el Estado democrático, perdemos en ambos campos.

El Estado democrático debe ser también un Estado eficaz. Ante las
transformaciones que he mencionado, pasa por establecer su capacidad
de actuación en muchos ámbitos sobre bases nuevas. El Estado necesita
redefinir sus funciones. En la sociedad de la información, es fundamental
su contribución a la formación de capital humano, por medio de una ac-
ción decidida en materia educativa, en la formación, en el impulso de la
investigación y del desarrollo tecnológico. En la economía de mercado
global, debe impulsar procesos de liberalización y de privatización, esta-
bleciendo con claridad las reglas que deben regir el funcionamiento de
los mercados y poniendo en pie organismos encargados de velar por su
respeto y por el de la libre competencia. Para conciliar la cobertura finan-
ciera de sus actuaciones con la voluntad de los electores, en tanto que
contribuyentes o usuarios de los servicios públicos, el Estado necesita, en
ocasiones, establecer mecanismos de colaboración con el sector privado
para financiar conjuntamente las inversiones en infraestructuras o hacer
más flexible la gestión pública.
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¿Significa eso que existe un tamaño ideal del Estado? La cuestión
relevante no es ésa. El tamaño del Estado, medido por la participación de
los ingresos y gastos públicos en el conjunto del PIB, puede variar en fun-
ción de las preferencias de los electores, de las tradiciones nacionales o
de otros factores. Pero su utilidad, y por tanto uno de los factores de legiti-
midad del Estado, no está en función de su tamaño sino de su eficacia
para ofrecer a los ciudadanos lo que éstos demandan: libertad efectiva,
seguridad, protección, igualdad de oportunidades, mecanismos de soli-
daridad, condiciones para generar riqueza y empleo.

El conjunto de esos requerimientos los satisface mejor que ningún otro
modelo el Estado de bienestar. Se trata de un modelo sometido a revisión
y ajustes periódicos y que no está todavía al alcance de la mayoría de los
países, cuyo nivel de desarrollo, de capacidad recaudatoria y de gestión
se encuentran muy alejados de los umbrales mínimos requeridos. Pero no
hay que caminar en dirección contraria al lugar en que se encuentra la
meta deseada. De momento, y frente a quienes han sostenido lo contrario,
se acumulan las evidencias de que la acción del Estado en terrenos como
la educación, la salud, las infraestructuras o el ambiente es un requisito
necesario para el crecimiento económico. Como lo es, gracias a trabajos
como los del premio Nobel de economía Amartya Sen o los de José
María Maravall, referidos al caso europeo, el que democracia y desarro-
llo económico están correlacionados positivamente.

En la era de la globalización, no basta con apuntar las reformas que
necesita el Estado a escala nacional. Junto a la descentralización y la
redefinición de sus funciones horizontales, el Estado debe simultáneamen-
te redistribuir —o al menos, compartir— algunas de sus competencias tradi-
cionales en el ámbito supranacional. El problema que se plantea aquí es,
desde el punto de vista democrático, bastante difícil de resolver. Así como
la descentralización suele ir generalmente precedida de la existencia de
sentimientos de pertenencia a una determinada región o territorio
subnacional por parte de los ciudadanos, cada vez que se alejan las
decisiones del ámbito nacional tiende a producirse una merma de legitimi-
dad y de confianza democráticas. Es el caso, por ejemplo, del Parlamento
Europeo, elegido mediante el voto directo de los mismos ciudadanos que
lo consideran como algo lejano y mucho menos fiable que los parlamen-
tos nacionales.

En estas condiciones, ¿cómo es posible gobernar la globalización
desde un punto de vista democrático? Un gobierno mundial no es la solu-
ción; ni siquiera como una utopía deseable. Más que en un gobierno
mundial, soy partidario de apostar por el fomento de redes de gobernanza
—por lo tanto, no estrictamente formadas por representantes de la esfera
estatal— que se cruzan y coexisten en un mundo que continúa estando
dividido formalmente en Estados soberanos. O en su caso, en organiza-
ciones supranacionales del tipo de la Unión Europea, formadas, a su vez,
a partir de los Estados. Éstos seguirán siendo la institución clave, aunque
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deben estar dispuestos a sacrificar una parte
de su teórica soberanía y confiar en institucio-
nes cooperativas para administrar sus asuntos
comunes. Progresivamente, como ya sucede en
Europa, habrá actuaciones transnacionales que
no tendrán a los Estados como protagonistas;
en otras ocasiones serán del propio sector pri-
vado o las ONG’s, quienes cooperarán entre
ellos para crear reglas y patrones. Ya desde
hoy podemos ver cómo, junto a una comuni-
dad internacional compuesta por los Estados,
las áreas supranacionales y los organismos in-
ternacionales, y a unos mercados globales, se
empieza a vislumbrar la existencia de una so-
ciedad civil transnacional, que irá ganando
peso día a día.

Leí hace poco un artículo de Fukuyama en
el cual sostenía que no hay ni puede haber
legitimidad democrática más allá del Estado—
nación constitucional y democrático. Una vez
más, hay que discrepar de sus tesis, que de ser
ciertas anunciarían un futuro de la democracia
más bien sombrío. Por el contrario, si se parte
de que la globalización es un hecho inexora-
ble y cada vez más patente en todos los órde-
nes, la apuesta por extender la democracia más
allá de las fronteras del Estado—nación se con-
vierte en uno de los retos más apasionantes, y
necesarios, de la política de este siglo.

No se trata, sin embargo, de una tarea fácil.
Para llevarla a cabo con posibilidades de éxi-
to se requiere, ante todo, que la política recupe-
re prestigio y que, tal como propone Aristóteles
en el comienzo de la Ética a Nicómaco, asegu-
re su primacía sobre cualquier otro instrumento
de actuación sobre los asuntos públicos.

¿Cómo movilizar a la sociedad tras unos
objetivos que no tienen por qué coincidir miméti-
camente con los intereses de cada uno de sus
miembros, tomados individualmente? ¿Pueden
resistirse las presiones e influencias de sectores
muy poderosos?  Estas y otras preguntas son las
que se nos vienen a la mente cuando pedimos
a una sociedad —en la que la mayoría de sus
componentes tiene cubiertas sus necesidades

básicas—, que se solidarice con los más débi-
les; o cuando señalamos a los que viven en
una sociedad desbordada por la pobreza y
las desigualdades que no todos los objeti-
vos, por urgentes que parezcan, pueden lle-
gar a conquistarse simultáneamente y sin es-
fuerzos.

Porque la política no puede ser un mero
apéndice instrumental para llevar a cabo las
decisiones tomadas en función de intereses
particulares y al margen de la voluntad popu-
lar. El correlato de la existencia de una econo-
mía de mercado y de una pujante sociedad
civil debe ser el fortalecimiento de una política
autónoma, en relación con cualquier otro po-
der que no sea el que emana de la soberanía
popular.

La política también debe evitar caer presa
del corto plazo. El prestigio de la política po-
drá reconquistarse en la medida en que sus
protagonistas renuncien a la tentación de ba-
sar sus discursos en la inmediatez y en el opor-
tunismo, y se dispongan a realizar un esfuerzo
suplementario por captar la atención del públi-
co mediante argumentos más serios y razona-
dos, pese a la dura competencia que supone
la cantidad ingente de mensajes que éste reci-
be a diario.

La política necesita, para todo ello, refor-
zar su credibilidad. Los políticos tenemos que
otorgar el valor que se merece al mantenimien-
to de una buena reputación. Los partidos de-
ben ser capaces de comportarse de tal forma
que las aspiraciones del conjunto de los ciuda-
danos pesen más en sus actuaciones que las
ambiciones particulares de sus miembros. Las
promesas de los líderes y de los candidatos
electorales no deben quedar en papel moja-
do, y quien las incumpla debe responder por
ello.

La política debe ser capaz de dotarse de
una dimensión supranacional. Lo cual hasta
ahora es un hecho casi inédito, con lo que no
deja de aumentar la asimetría entre la relevan-
cia creciente del ámbito supranacional a mu-
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chos efectos y la existencia de un demos reclui-
do aún en el interior de las fronteras nacionales.

A este respecto, el ejemplo de Europa es
muy significativo. Al comprobar el escaso atrac-
tivo de sus instituciones comunes de cara a la
opinión pública, se plantea la siguiente disyun-
tiva: ¿habrá que esperar a que los ciudadanos
lo exijan para avanzar hacia la profundización
del contenido político de la Unión Europea, por
muy conveniente que éste sea a los ojos de los
responsables políticos? O, por el contrario, ¿los
líderes políticos y sus gobiernos deben adop-
tar las decisiones que estimen necesarias para
una mayor integración —como ha sido el caso
del euro— y asumir el riesgo de tener que expli-
car a sus electores las razones y las consecuen-
cias de una acción que éstos veían a priori con
recelo?

Una política ambiciosa, que inspire respe-
to y que no rehuya adentrarse por terrenos difí-
ciles, es imprescindible en el momento actual.
Sólo si los políticos somos capaces de elevar
nuestra mirada por encima de consideraciones
de corto alcance, seremos capaces de salir
vencedores de las batallas que ya están plan-
teadas. La simple repetición de lo que de ante-
mano sabemos que piensan los electores pue-
de, quizá, rendir algunos frutos instantáneos,
pero no nos acercará a un futuro mejor. Ade-
más, los ciudadanos ya no creen en los paraí-
sos que les ofrecían hace muchas décadas los
viejos proyectos revolucionarios, ni están dis-
puestos a dejarse capturar otra vez por unas
ideologías cerradas que han demostrado cum-
plidamente el error —y a veces el terror— al que
conducían sus postulados. Ni el sentido de cla-
se, ni la religión ni su identificación con la tierra
que les vio nacer les proporcionan la perspec-
tiva suficiente para responder a sus interrogantes
e incertidumbres.

Los ciudadanos están perplejos ante tan-
tos cambios, inseguros e, incluso, amedrenta-
dos ante sus consecuencias; y escépticos a
consecuencia de la frustración de muchas de
las esperanzas que les despertaron los líderes

políticos. Sin embargo, pese a todo, intuyen
también que al margen de la propia política
no van a encontrarse con respuestas sólidas y
duraderas.

La verdadera solución para superar los
problemas de la democracia y llevar a cabo
con éxito la transformación requerida por las
estructuras y funciones del Estado, pasa por una
apuesta decidida a favor de la política. Una
política mejor que la que hoy conocemos. A la
que hay que rescatar de quienes se acercan a
ella para servirse a sí mismos, y a la que hay
que defender de quienes la desprecian o
minusvaloran. Una política profundamente iden-
tificada con los valores democráticos, que en-
cauce sus actuaciones por conducto de unas
instituciones representativas remozadas y adap-
tadas al nuevo entorno. Pues es esa política, y
no otra, la que sigue constituyendo el mejor ins-
trumento para proclamar y hacer realidad la
dignidad y la igualdad básica de todos los
seres humanos.

Licenciado en Derecho y Ciencias Económicas por la Universidad
de Deusto. Comisario europeo de Asuntos Económicos

Joaquín Almudia
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l límite entre los conceptos civil y político parece no
estar suficientemente claro en nuestros días. Al parecer, el uso corriente de estas
palabras nos lleva a pensar que la sociedad civil está representada por organiza-
ciones que enarbolan causas sociales. Con frecuencia, encontramos en ella orga-
nizaciones, fundaciones y frentes cuya bandera principal suele ser la vivienda, el
cuidado del ambiente o la paz, que de manera directa o indirecta tienen una reper-
cusión en los intereses u objetivos de la colectividad.

¿Sociedad civil?,
¿sociedad política?*

por Julio García Landero

E

* Colaboración proporcionada por el Partido Acción Nacional
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Al conjunto de estas organizaciones se le
ha impuesto el nombre de sociedad civil orga-
nizada. En contraparte, o quizá en otro nivel
estructural, se encuentra la sociedad política
que se ve representada por el conjunto de or-
ganizaciones de carácter político o partidos
políticos, en sentido estricto, cuyo fin fundamen-
tal es la obtención del poder —independiente-
mente de su uso—. Por último, si quisiéramos re-
presentar en un esquema de círculos concéntricos
estos conceptos, nos encontraríamos con que el
centro de esta gran cebolla  lo ocupa el go-
bierno o la administración pública, que es el
lugar en el que se deben ejecutar las acciones
tendientes al bien común.

Para tener más claridad acerca de estos
asuntos, sería necesario recurrir a la filosofía
política, remontarnos a los antecedentes de
estas palabras. Por ejemplo, la palabra civil, se
relaciona con la civitas: antigua forma de Esta-
do; y política, que viene de la polis, que tam-
bién se refiere a una forma de organización
social.

De lo anterior se desprende que sociedad
civil y sociedad política, tienen un origen co-
mún. Esto nos lleva a pensar que la actividad
de ambas debe ser la misma. El ciudadano
común, en su función de ciudadano, tiene la
obligación de hacer política; entendida ésta
no como la actividad en la que se practica la
intriga, la corrupción o la farsa, sino como la
noble actividad colectiva que se ejercita para
la obtención del bien común.

Por otra parte, los partidos políticos deben
participar en la problemática social y no sólo
ser una institución enfocada únicamente a elec-
ciones, también deben ser la representación y
soporte de los intereses ciudadanos.

Este acercamiento es urgente en nuestros
días, porque pareciera que, como imanes del
mismo polo, tanto partidos como ciudadanos
se alejan entre sí. Los primeros tienden a enfras-
carse en una esfera político—electoral, diseño
de estrategias electorales o campañas políti-
cas, dejando de lado tópicos de interés gene-

ral para la ciudadanía —empleo, seguridad—;
y los segundos, llegan a un hartazgo paulati-
no y creciente de la actividad política, que se
refleja en la no participación política o inmovi-
lidad y, cuando hay elecciones, en absten-
cionismo.

Lo ideal sería no preguntarnos si la socie-
dad civil es una sociedad política. El ejercicio
de la democracia debe llevarnos a pensar, sim-
plemente en la sociedad; así, sin adjetivos, que
debe cumplir con ciertas acciones personales
como pagar impuestos, trabajar, estudiar; y
colectivas como votar, elegir, participar de las
decisiones que afectan o benefician a la co-
munidad.

Es cierto que no existen los ciudadanos
ideales y que las organizaciones humanas
siempre son perfectibles, pero el camino que
debemos trazarnos debe ser iluminado por
esa utopía.
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 Los cinco consejeros electorales que integran el
Consejo General del Instituto Electoral Veracruzano decidieron informar al Consejo
General de un proyecto ciudadano. Ellos manifestaron que, en diálogo constante
desde el 3 de enero de 2001, y pese a las naturales diferencias de opinión, habían
coincidido en mantener la voluntad firme de lograr para los ciudadanos veracruzanos
elecciones auténticas en el año electoral 2004. Los cinco ciudadanos que el Con-
greso del Estado designó para actuar como consejeros electorales en el órgano
superior de dirección del Instituto Electoral Veracruzano, están convencidos de que:1

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país directa-
mente o por medio de representantes libremente escogidos.

2. Toda persona tiene derecho al acceso, en condiciones de igualdad, a las
funciones públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta
voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de cele-
brarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u
otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.

Se busca... a la sociedad civil.
De la monotonía a la amenidad

por Salvador Martínez y Martínez

1 Cf. Declaración Universal de los Derechos del Hombre, artículo 21. Ver Albert Verdoot: Declaración Universal de los
Derechos del Hombre, Nacimiento y significación, Editorial Mensajero, Bilbao, España  1969, pp. 194-205.

1.
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También coincidieron en que la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos
recoge la decisión de la voluntad soberana del
pueblo de adoptar para el Estado mexicano,
la forma de gobierno democrática, pues con-
templa la participación de los ciudadanos en
las decisiones fundamentales, la igualdad de
éstos en el ejercicio de sus derechos, los instru-
mentos para garantizar el respeto de los dere-
chos fundamentales y la posibilidad de contro-
lar a los órganos con motivo de sus funciones.

De tal modo que ante aquellos, no están
dispuestos a seguir el libreto democrático en
los comicios del 5 de septiembre de 2004 en
Veracruz, de tal suerte, los ciudadanos presen-
tes en el Consejo General resolvieron realizar
la acción de informar directamente a los ciuda-
danos de los actos preparatorios de la elec-
ción, de la jornada electoral y de los actos
poselectorales y los resultados de los comicios
y, por supuesto, promover cara a cara el ejerci-
cio del sufragio en un último esfuerzo por com-
batir el abstencio-nismo en las elecciones.

Los Consejeros afirmaron que el mensaje
pertenece al campo de la participación ciuda-
dana y muy especialmente al terreno de la in-
formación al votante. Su contenido consiste
en decirles que votar es bueno, por que la de-
cisión sobre quien gobernará la tienen los ciu-
dadanos.

Comentaron que durante un período elec-
toral, diferentes grupos como uniones gremia-
les, asociaciones de residentes y asociaciones
de negocios, apoyarán un partido político o
candidato sobre otro. Pero existen otras organi-
zaciones y asociaciones que apoyarán una
elección exitosa y que permanecerán indepen-
dientes frente a los partidos, candidatos y a las
autoridades electorales. Dentro de éstos —dije-
ron- pueden encontrar organizaciones de inte-
rés público profesional con un cuerpo adminis-
trativo, y posiblemente con una membresía pú-
blica limitada, comúnmente conocidas como
organizaciones no gubernamentales u ONG‘s.

La palabra de los Consejeros Electorales
de Veracruz está dirigida a las asociaciones y
miembros de organizaciones que agrupan ciu-
dadanos para actuar en los ámbitos de la po-
lítica, pero están dispuestos a acudir ante insti-
tuciones u organizaciones y, en general, ante
cualquier veracruzano que quiera escucharlos.
Les anima la convicción de que una elección
es un evento en el cual dichas instituciones y
organizaciones deben movilizarse y estar a
favor de actividades educativas no partidarias.

También desearon que estas noticias lle-
guen al interior de los partidos políticos, pues
éstos son corresponsables en la organización,
desarrollo y vigilancia del proceso electoral.2

2. La presente exposición quiere ir más allá del
hecho enunciado, pretende sugerir una visión
o concepción del mundo por parte de los ciu-
dadanos mexicanos, pues que lamentable pér-
dida de tiempo sería encontrarlos para sola-
mente decirles que la conducta de «votar» se
refiere al acto mismo de “cruzar” o señalar a
algún candidato en la boleta de elección co-
rrespondiente.

El punto de arranque es la remembranza
de que hacia finales de la década de los se-
sentas del siglo pasado, los ciudadanos de
aquellos años planteaban problemas sobre el
mundo que heredaban, sobre las transforma-
ciones de la historia, sobre la misión histórica,
sobre el desarrollo de los pueblos, sobre la fi-
losofía, la religión y la ciencia y también sobre
la construcción de un mundo nuevo y mejor.
Reflexionaban o decían reflexionar sobre las
hipótesis planteadas y de todo corazón ofre-
cían una respuesta.

En pocas palabras, en aquellos años se
tenía una visión o concepción del mundo. La
importancia de lo cual reside en que, gracias

2 Cf. Instituto Electoral Veracruzano: Acta de la Sesión Ordinaria del
Consejo General, 5 de marzo de 2004, Xalapa, Veracruz, México,
p. 11.
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a ella, se puede percibir la relación que existe
entre todo sistema de pensamiento y las viven-
cias de aquellos que lo defienden. De alguna
manera lo que en el enigma de la vida  se
contiene como algo confuso como un haz re-
torcido de problemas, se eleva en la concep-
ción del mundo a una conexión consciente y
necesaria de problemas y soluciones.

Todavía se escuchan ecos de aquel ayer
en las palabras, muy recientes, de Pablo
González Casanova en La lucha por la paz
hoy:

El problema de «el fin del mundo» está lejos de
confinarse a las creencias del Apocalipsis. Tampo-
co corresponde a un estado de ánimo «catastro-
fista», como nerviosamente pretenden distintas va-
riedades de irresponsables. Y no se limita a pensar
en otro sistema social distinto al capitalista, ni añora
un vano equilibrio de fuerzas parecido al del pa-
sado. El peligro de un «sistema en extinción» indu-
ce a considerar seriamente las amenazas a la Tie-
rra y a la vida que se pueden materializar salvo
que encontremos e impongamos una modificación
a la política depredadora y conquistadora actual,
y construyamos un sistema distinto del actual.3

Este punto de partida no debe, de ningún
modo, inducir a pensar que las palabras inicia-
les están motivadas en la nostalgia, esa triste-
za melancólica originada por el recuerdo de
una dicha perdida. No, si se trabaja sobre los
datos que ofrece la memoria es para encarar
la teoría no escrita de la monotonía que sostie-
ne la falta de variedad en cualquier cosa y,
aplicado al tema objeto de atención, la falta
de amenidad en las cuestiones electorales.

De cara a la monotonía es necesario ape-
lar a la amenidad. Esto es, el autor de estas

líneas quiere lograr una comunicación con el
lector a fin de conseguir que el 5 de septiem-
bre de 2004 Veracruz tenga unos comicios
amenos. Esta cuestión, en este momento y por
oposición contradictoria, simplemente se expli-
cará diciendo que el primer domingo de sep-
tiembre del año en curso no tiene porqué ser
aburrido.

La amenidad exige abandonar el lugar
común del supuesto desinterés hacia la políti-
ca, lo cual es cierto y es compartido amplia-
mente por la sociedad contemporánea en su
conjunto. El terreno más propicio para ubicar-
se es el de la noción de que algunos, entre la
población total, parecen algo más interesados,
hablan y se informan más sobre los asuntos
públicos.

La idea principal es aprender algo nuevo
a partir de un diccionario viejo, el Diccionario
Razonado de Legislación y Jurisprudencia de
Joaquín Escriche. En este diccionario especiali-
zado la palabra “voto” tiene dos conceptos
significados, a saber:4

1. “La promesa hecha á Dios de una obra
ó cosa buena a que no se estaba obli-
gado.”; y

2. “El parecer ó dictamen manifestado en
alguna junta ó cuerpo en orden  á la
decisión de algún punto ó elección de
algún sujeto.”

El diccionario utiliza la voz “sufragio” como
sinónimo de “voto”, pero en el segundo de los
conceptos significados:

 SUFRAGIO. El voto que se da, ó la declaración que
uno hace de su opinión ó parecer en una junta,
reunión ó asamblea en que se delibera sobre al-
gún asunto. Véase Voto.

Lo que está velado por el polvo de los años
y que es necesario desempolvar es el hecho
de que los mexicanos no estábamos obliga-
dos a vivir bajo un régimen democrático sino
que la instauración del sistema democrático en

3 Pablo González Casanova: La lucha por la paz hoy: Ponencia pre-
sentada en la Conferencia Internacional  por el Equilibrio del Mun-
do, realizada en La Habana, Cuba, del 27 al 29 de enero de 2003,
Perfiles en www.jornada.unam.mx

4 Joaquín Escriche: Diccionario Razonado de Legislación y Jurispru-
dencia, Cárdenas Editor Distribuidor, México 2003, p. 1542.
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este país proviene de elección o convención,
pero una vez elegido ese sistema, el derecho de
voto —cada miembro un voto— está postulado por
la naturaleza misma del régimen elegido.

También se debe atender al mensaje cen-
tral de algunos estudios sobre abstencionismo:
La participación electoral debe ser una preocu-
pación fundamental de los regímenes demo-
cráticos. La competencia justa y libre en elec-
ciones multipartidistas se ha convertido en el
aspecto fundamental a observar en los últimos
años. México y los países de democratización
reciente deben asumir como verdadero que la
caída en la participación electoral es un sínto-
ma de decadencia de una sociedad democrá-
tica. Así vista, la esencia de la democracia se
sostiene en la habilidad de la ciudadanía para
seleccionar a sus propios líderes mediante el
sufragio.

El propósito de exponer esta materia con
palabras muy claras para hacerla más percep-
tible exige tomar de la voz “voto” los elemen-
tos de ambas nociones que ofrece el dicciona-
rio. Sin embargo, el presente artículo se referi-
rá solamente a los elementos de la primera
definición y deja la segunda para un artículo
posterior.

3. La primera noción, aquella que afirma que
voto es la promesa hecha a Dios de una obra
o cosa buena a que no se estaba obligado,
contiene los siguientes elementos:

• La promesa hecha a Dios;
• De una obra o cosa buena;
• A la cual el promitente no está obligado.

Si la promesa de vivir en una democracia
fue hecha a Dios es una dificultad que no se
resolverá en esta disertación, aquel que esté
interesado en ello, se le recomienda leer a
María del Refugio González en su libro Histo-
ria del derecho mexicano, editado por
McGraw—Hill, México 1998.

Lo que consta en el artículo 40 de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos es lo siguiente:

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una
República representativa, democrática, federal com-
puesta de Estados libres y soberanos en todo lo
concerniente a su régimen interior; pero unidos en
una Federación establecida según los principios de
esta ley fundamental.

Lo que se pone en tela de juicio es la apli-
cación en México del principio jurídico Pacta
sunt servanda, el respeto a la palabra dada.
Los mexicanos votamos ser democráticos, pro-
metimos vivir bajo un régimen de esta índole y
ahora todo parece indicar que no estamos dis-
puestos a cumplir la palabra. Se buscan mil ex-
cusas para evadir el compromiso, se ponen mil
pretextos para faltar a la palabra empeñada.

Entre las excusas y pretextos más comunes
para no participar en los diferentes eventos de
la vida política de este país se escucha decir
que se está en desacuerdo y se rechaza la
política gubernamental, se suele alegar que el
sistema electoral es antidemocrático, se sostie-
ne que las propuestas de los diferentes parti-
dos políticos o de sus candidatos son poco in-
teresantes o se escudan con expresiones de
protesta y rebeldía ante las condiciones políti-
cas prevalecientes.

Antes de continuar es necesario salir al
paso de una objeción, pues el lector atento
protestará diciendo: “Yo no voté. Al aprobar la
Constitución Política de México, aquella que
inició su vigencia el 5 de febrero de 1917, no
pude haberlo hecho, pues ni siquiera había
nacido.”

Si la apreciación de tal objeción es co-
rrecta, entonces quien esto escribe está de cara
a la paradoja del derecho derivado y del de-
recho originario. El lector se encuentra ante una
idea extraña u opuesta a la común opinión y al
sentir de las personas. O quizás se sienta fren-
te a una aserción inverosímil o absurda, que se
presenta con apariencias de verdadera. La pre-
gunta es: ¿Cuándo el pueblo mexicano —el pue-
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blo vivo y contemporáneo— eligió la democracia como modo de vida y
sistema de gobierno?, ¿Acaso aceptar la voluntad del Constituyente no es
admitir como válido el gobierno de los muertos?

El autor de estas líneas considera que el lector no permitirá la absolu-
ción del problema y también sabe que la solución al mismo no es sencilla,
pero la paradoja exige ser resuelta. Sin embargo, y afortunadamente, la
resolución no nos lleva por los caminos tortuosos de la digresión sino que
impone avanzar en la exposición y rogar a quien lea el presente texto que
apure una dosis de paciencia.

El segundo punto se refiere al aserto de que la democracia es obra o
cosa buena. Quizás el planteamiento correcto consista en afirmar que,
hoy por hoy, la democracia es condición necesaria, aunque tal vez no
suficiente, de la vida buena. La obra por realizar es una vida digna para el
ser humano. Pero pensemos en algunas premisas fundamentales y que
cada cual arribe a su conclusión.

Si se va al fondo de las cosas, entonces la competencia política se
observa de manera distinta. En una sociedad concreta están compitiendo
el Estado democrático y el Estado policía, que es no-democrático. En este
último, alguien -individuo o grupo- se da a sí mismo la investidura de jefe, o
también sostiene encontrarse en situación de ser jefe por derecho heredita-
rio. El fenómeno se denomina “Autocracia”. Dicho con palabras muy cla-
ras: El Estado policía se caracteriza porque la forma de gobierno es una
dictadura autocrática. El Estado policía es la forma de Estado que contra-
dice al Estado democrático.

Héctor Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona, en su libro Dere-
cho Constitucional Mexicano y Comparado, en el año 2001, aseguran
que

Tiene la democracia hoy un irresistible atractivo y una gran fuerza expansiva. Así se
explica que por primera vez en la historia del género humano, de acuerdo con la
información difundida apenas en 1997, prevalezca la democracia sobre la autocra-
cia en los diferentes gobiernos existentes,...5

El principio democrático consiste en afirmar que ninguno se puede
investir con el poder por sí mismo, que ninguno puede autoproclamarse
jefe, y que ninguno puede heredar el poder. La prueba de un Estado de-
mocrático, sobre el terreno de la práctica, son las elecciones. Cualquier
régimen cuyo personal político para gobernar es escogido a través de
elecciones libres, competitivas y no fraudulentas, se clasifica como demo-
cracia. Por el contrario, cualquier régimen cuyo personal político de go-
bierno no proviene de elecciones, se clasifica como “no democracia”: No
está fundado sobre una investidura democrática.6

5 Hector Fix Zamudio y Salvador Valencia Carmona: Derecho Constitucional Mexicano y Comparado, Edito-
rial Porrúa S. A., México 2001, p. 285.

6 Cf. Giovanni Sartori: ¿Qué es la democracia?, Editorial Taurus, México 1993, p. 193.
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El tercer elemento de esa primera defini-
ción del voto se refiere, precisamente, a que el
promitente hizo una promesa a la que no esta-
ba obligado y, tal referencia, lleva de nueva
cuenta a la cuestión que se había dejado en el
camino: ¿La promesa hecha desde las alturas
de un gobierno revolucionario, el gobierno sur-
gido de la Revolución Mexicana, vincula al
pueblo mexicano vivo y contemporáneo?

La observación de Fix Zamudio y Valen-
cia Carmona parece que pecó de un optimis-
mo desmesurado. Otras opiniones, basadas en
sendas encuestas sobre Ciudadanos y Cultura
de la Democracia (1999) y sobre Cultura Polí-
tica y Prácticas Ciudadanas 2001, son mode-
radas. Así por ejemplo la opinión de Jacqueline
Peschard Mariscal:7

El grueso de los mexicanos no está involucrado con
los asuntos políticos, tiene poco interés y escaso
sentido de obligación a involucrarse en la vida de
la colectividad, y prácticamente no participa en
asociaciones civiles.

A esta combinación de rasgos participativos,
de competencia y eficacia políticas se les suman
las características de alejamiento, de cinismo fren-
te a la política, desconfianza frente a las institucio-
nes y escasa disposición a asumirse como sujeto
políticamente responsable.

Es por ello que considero, que si podemos ha-
blar de algún perfil predominante de la cultura
política en México hoy, es el de una categoría en
movimiento, el del súbdito en transición.

La solución al problema planteado y a la
objeción notada sólo se puede hallar tenien-
do presente que, para que un Derecho nacido
por vía originaria obligue, se requiere que la
nueva ordenación social de que se trate se
imponga de hecho con el criterio conceptual
que es inherente a todo Derecho. Para lo cual
son necesarias dos cosas: a) en primer térmi-
no, que la nueva ordenación social que surja
se proponga ser realmente una ordenación de
Derecho, manifestándose como tal voluntad
jurídica; y b) de otra parte, que prospere en la
práctica, logrando vigencia y efectividad.8

En el caso del voto, como promesa de ser
democráticos, la resolución sobre la validez de
la misma en los tiempos que corren, parece
estar condicionada a una renovación del voto
en cada proceso electoral. Sin embargo, sería
más preciso decir que la condición es instaurar
la costumbre jurídica de que existan eleccio-
nes auténticas.

Sólo por abundar. El principio fundamen-
tal consiste en que la voluntad del pueblo es la
base de la autoridad de los poderes públicos.
Esta voluntad debe expresarse por elecciones
auténticas (que excluyan todo fraude) que de-
ben tener lugar periódicamente, con sufragio
universal igual, y con voto secreto (seguido de
un recuento público) o conforme a un procedi-
miento equivalente que asegure la libertad del
voto.

7 Jacqueline Peschard Mariscal: El perfil de la cultura política predomi-
nante, Deconstruyendo la ciudadanía, Avances y retos de la cultura
democrática en México, Secretaría de Gobernación / Secretaría
de Educación Pública / Instituto Federal Electoral, México 2002,
pp. 145—152.

8 Cf. Rodolfo Stammler citado por Miguel Villoro Toranzo: Introduc-
ción al estudio del Derecho, editorial Porrúa S. A., México 1999, p.
163.

Consejero Presidente
del Instituto Electoral Veracruzano

Salvador Martínez y Martínez
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os principios políticos liberales y democráticos que
rigen los ideales de la política contemporánea tienen ya una larga historia; en
nuestro país, por ejemplo, hicieron su aparición desde la primera mitad del siglo XIX.
La aplicación real de tales principios es, en cambio, un objetivo muy reciente: «la
democracia es una idea nueva», afirmaba tajante Alain Touraine.1 En efecto, las
primeras experiencias de nuestro país con el liberalismo mostraron no sólo la capa-
cidad de movilización de los ideales, sino también que los ideólogos estaban lejos
de admitir la participación popular más allá de la teoría; antes bien, procuraban
restringirla. La organización electoral es prueba fehaciente de ello.

El presente artículo intenta analizar un caso concreto: el de las elecciones en el
estado de Veracruz durante la primera república federal; cuestión que se inserta en

La primera organización electoral
veracruzana (1824—1834):
avatares políticos y control del voto

L

1 Alain Touraine: ¿Qué es la democracia?, México, Fondo de Cultura Económica (FCE), 1995, p. 15.

por David Carvajal López
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un contexto específico: la complicada construc-
ción de un estado bajo los principios del libe-
ralismo a partir de una provincia de un Reyno
católico gobernado corporativamente.2 Las elec-
ciones veracruzanas, en consecuencia, si bien
se definían a partir de principios políticos mo-
dernos, como la ciudadanía y la representa-
ción del pueblo, mantenían elementos propios
de las tradiciones novohispanas, el más noto-
rio, la sacralización de los procesos.

A más de ese específico contexto, la legis-
lación electoral veracruzana se vio influida tam-
bién por la formación de grupos políticos, me-
diante las logias masónicas. El talón de Aquiles
de la primera república resultó ser, precisamen-
te, la nula capacidad de adaptar los procesos
electorales ante esa circunstancia, toda vez que
no se tuvo en mente la formación de partidos
por los peligros que, se pensaba, acarrearían
a la unidad del cuerpo social.3 Cabe tener pre-
sente, además, que si bien era la primera orga-
nización republicana que se aplicaba en Méxi-
co, existía un importante precedente que influyó
de forma decisiva la organización del régimen:
el constitucionalismo gaditano. En efecto, la
Constitución Política de la Monarquía Española
del 19 de marzo de 1812, redactada en Cádiz
por las Cortes reunidas a consecuencia de la
crisis política de la monarquía hispánica,4 esta-
bleció ciertas líneas en materia electoral que
tendrían continuidad al menos hasta 1835.

Para comprender el contenido de esos
decretos y sus implicaciones, es necesario ex-
plicar primero, al menos brevemente, la organi-
zación del primer régimen republicano.

La organización electoral

Durante esos primeros 11 años de vida política
republicana, los ciudadanos de Veracruz eran
convocados a elegir únicamente a los integran-
tes de los ayuntamientos y a los congresistas
estatales y federales. Los procesos electorales
legislativos estuvieron regidos por tres decretos

de los congresos locales, los dos primeros, ex-
pedidos por el Constituyente estatal: el número
20 del 13 de agosto de 1824, —Reglamento
de Elecciones para los Diputados por el Esta-
do en el Soberano Congreso General en el
bienio de 1825 y 1826— y el número 51 del 8
de junio de 1825 —Elecciones para el Congre-
so Constitucional del Estado—.5 La IV legislatu-
ra local decretó también un Reglamento de las
Elecciones de Diputados al Congreso Gene-
ral y al del Estado, el 30 de abril de 1830.6

Las elecciones municipales, en cambio, estuvie-
ron normadas por un solo decreto de la I Legis-
latura, luego de un decreto provisional y dos
leyes que atendieron el asunto de forma cola-
teral.7

2 Sobre el gobierno corporativo: Annick Lempérière: «Reflexiones so-
bre la terminología política del liberalismo», en Brian Connaughton,
Carlos Illades y Sonia Pérez Toledo (coords.): La construcción de la
legitimidad política en México, México, El Colegio de Michoacán
/ UAM—Iztapalapa  / Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM) / El Colegio de México, 1999, pp. 35—66.

3 Juan Ortiz Escamilla: «Representación territorial, la politización de las
elecciones y la crisis del primer federalismo en Veracruz», en José
Alfredo Uribe Salas, María Teresa Cortés Zavala y Alonso Torres
Aburto (coords.): Historias y Procesos. El quehacer de los historiado-
res en la Universidad Michoacana, Morelia, UMSNH—Escuela de His-
toria / Instituto Michoacano de Cultura, 2000, p. 219.

4 Sobre la situación en que se redacta la Constitución: Jaime E.
Rodríguez  O.: La independencia de la América española, México,
El Colegio de México / FCE, 1996, pp. 72—120. Sobre el impacto y
trascendencia de la Constitución en México: Antonio Annino: «El Jano
Bifronte. Consideraciones sobre el liberalismo mexicano», en Josefina
Zoraida Vázquez (ed.):  Memorias de la Academia Mexicana de la
Historia correspondiente de la Real de Madrid, t. XXXIX, 1996, pp.
129—140.

5 Cfr. Carmen Blázquez Domínguez y Ricardo Corzo Ramírez (coords.):
Colección de Leyes y Decretos de Veracruz, 1824—1919, Xalapa,
Universidad Veracruzana, 1997, t. I, 1824—1827, pp. 92—100 y 313—
322. Citados en adelante como Decreto no. 20 y Decreto no. 51,
respectivamente.

6 Decreto no. 163, en Idem, t. II, pp. 188—201.
7 La ley provisional fue el Decreto no. 13 del Constituyente, «Obliga-

ciones provisionales de los Ayuntamientos», del 12 de julio de 1824;
la legislación subsecuente estuvo formada por los decretos 43, «Crea-
ción de Ayuntamientos», del 17 de marzo de 1825, y el 46 «Ley
para la organización, policía y gobierno interior del Estado» del 26
de mayo de 1825, ambos del mismo Congreso. La ley definitiva fue
el decreto núm. 1 de la I legislatura, «Juntas electorales de los Ayun-
tamientos», del 24 de diciembre de 1825. Idem t. I, pp. 61—62, 248—
250, 280—291 y 349, respectivamente.
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Como durante el régimen virreinal, los ayun-
tamientos seguían renovándose cada año, aun-
que claro está, de forma distinta. Los artículos
313 al 315 de la constitución gaditana esta-
blecían que, en diciembre, los ciudadanos de
cada pueblo se reunirían para nombrar com-
promisarios, quienes nombrarían, a su vez, a
los miembros del ayuntamiento, renovándose
por mitad los regidores y síndicos y, en su tota-
lidad, los alcaldes.8 Dado que la elección de
los cargos municipales era asunto del gobier-
no interior de los estados, los congresos loca-
les de la primera república se ocuparon de re-
glamentarla. En Veracruz hubo pocos cambios,
la elección continuó siendo anual e indirecta, y
debía quedar registrada en un libro especial
de cada ayuntamiento.9

El artículo 108 de la constitución gaditana
estableció que los diputados a las Cortes se
renovarían cada dos años, en un proceso liga-
do a la renovación de las diputaciones pro-
vinciales por el artículo 328.10 En manifiesta
continuidad, las elecciones de los congresis-
tas veracruzanos estatales y federales se rea-
lizaban en un mismo proceso indirecto, y para
el cual se realizarían tres juntas, ya no de pa-
rroquia, partido y provincia (artículo 34 de la
Constitución de 1812) sino primarias, secunda-
rias y una final.11

En el régimen gaditano los vecinos de una
parroquia nombraban compromisarios, quienes
nombrarían, a su vez, a los electores primarios.12

El régimen estatal simplificó un tanto este nivel,
pues los electores primarios fueron electos di-
rectamente por la junta, que ya no agrupaba a
parroquianos sino a los ciudadanos de cada
ayuntamiento. Venía un segundo nivel, junta de
partido en régimen de Cádiz, junta secundaria
o de cantón en el estado de Veracruz; en am-
bos regímenes, la reunión iba precedida por
juntas preparatorias,13 la primera para nombrar
al presidente, secretario y escrutadores, quie-
nes revisarían las certificaciones de los electo-
res; la segunda, para informar el resultado de
esa revisión.

Los electores secundarios debían concu-
rrir, por último, a la junta final, homóloga de las
juntas de provincia gaditanas. Ésta iba también
precedida de reuniones preparatorias destina-
das a verificar la legalidad de las certificacio-
nes elaboradas por las juntas anteriores.14 La
presidencia de la junta correspondía, como en
Cádiz, al «jefe político de la capital de la pro-
vincia»; es decir, al gobernador, vicegober-
nador o jefe político local. Los electores de este
nivel nombraban, ya directamente, a los repre-
sentantes populares: diputados provinciales y
a Cortes en su momento, diputados y senado-
res estatales y diputados federales en la prime-
ra república. La constitución federal de 1824
establecía un diputado por cada 80 mil almas
(artículo 9), mientras el Congreso estatal pasó
de una cada 12 mil en 1825 a uno por cada
13 mil en 1830.15

Los poderes Ejecutivo y Judicial eran
nombrados por los representantes electos. En
Veracruz, el artículo 33 de la Constitución local
atribuyó a la Cámara de Diputados la facultad
de designar a los depositarios del Poder Ejecu-
tivo —gobernador y Vicegobernador— y del Po-
der Judicial —el Ministro Superior de Justicia—.
En el contexto federal, el Poder Ejecutivo y la
Suprema Corte de Justicia eran electos por las
legislaturas de los estados.16

8 «Constitución Política de la Monarquía Española», en Felipe Tena
Ramírez: Leyes fundamentales de México, México, Porrúa, 1997,
pp. 60—104. Citado en adelante como Constitución Política de la
Monarquía Española.

9  Decreto no.1 de la I legislatura, artículos 1° y 2°, loc. cit. El libro
quedó establecido en el Decreto no. 20, artículo 29; Decreto no.
51, artículo 27; y Decreto no. 163, artículo 27.

10 Constitución Política de la Monarquía Española, pp. 72 y 98.
11 Decreto no. 20, artículos 1° y 2°; Decreto no. 51, artículos 1° y 2°;

Decreto no. 163, artículos 1° y 2°.
12 Constitución Política de la Monarquía Española, artículo 41.
13 Una junta bajo el régimen gaditano («Constitución Política de la

Monarquía», artículos 68 y 69) y dos bajo el régimen federal (De-
creto no. 20, artículos 44 y 45; Decreto no. 51, artículos 41 y 42;
Decreto no. 163, artículos 43 y 45).

14 Constitución Política de la Monarquía Española, artículos 82 y 84;
Decreto no. 20, artículo 55; Decreto no. 51, artículo 53; Decreto
no. 163, artículo 58.

15 Decreto no. 51, artículo 61; Decreto no. 163, artículo 63.
16 Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, artículos

79, 84 y 127 a 133 en Tena Ramírez, op. cit., pp. 168—195.
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Sobre esta larga y compleja mecánica
electoral, los legisladores veracruzanos aplica-
ron ciertos principios y prácticas tendientes a
controlar mejor los procesos.

La ciudadanía y el sufragio

Todos los decretos estatales en materia de elec-
ciones repetían de manera constante un con-
cepto liberal: la ciudadanía.

En el régimen virreinal, como ya se apun-
tó, la sociedad se gobernaba a través de cor-
poraciones, en las que se integraban práctica-
mente todos los miembros de ésta. Siguiendo
la visión organicista católica, fundada en la
Biblia —en las epístolas de San Pablo, sobre
todo—, la monarquía era vista como un cuerpo,
cuyos miembros eran las corporaciones y su
cabeza el Rey.17 Cada corporación se gober-
naba —espiritual y materialmente— por un órga-
no colegiado electivo, que la representaba frente
al resto de la sociedad, pero la representación
ante el rey normalmente se realizaba por con-
ducto de procuradores designados entre los
miembros de mayor prestigio, calidad moral y
riqueza de cada entidad.

A partir del liberalismo, la situación se
modificó drásticamente. En los nuevos textos
jurídicos la sociedad se concebía como un
conjunto de individuos libres e iguales, perte-
necientes a una nación. Los nacionales que
reuniesen determinadas condiciones adquirían,
además, derechos políticos; es decir, se con-
vertían en ciudadanos, con capacidad de ele-
gir a la representación nacional y, en cuanto a
la primera república federal, también la de los
estados.

La carta gaditana había otorgado una ciu-
dadanía prácticamente universal a todos los
varones, exceptuando a los africanos y sus des-
cendientes (las castas).18 Durante el primer
federalismo la definición de la ciudadanía que-
dó entre las atribuciones de las constituciones
estatales; la de Veracruz, en su artículo 11, otor-

gó el carácter de ciudadanos a todos los naci-
dos y avecindados en el estado —varones, se
sobreentendía— ya procedentes de los otros
estados mexicanos o de las demás repúblicas
hispanoamericanas; y a los extranjeros que
obtuvieran carta de naturaleza.

Al igual que en la constitución gaditana,
se declararon ciertas causas de suspensión y
pérdida de derechos políticos; por cierto, eran
prácticamente los mismos. En Cádiz, a partir
de 1830,19 los legisladores habían estableci-
do como causas de suspensión la «incapaci-
dad física o moral», el «estado de deudor que-
brado o de los caudales públicos», ser sirviente
doméstico, carecer de modo de vivir conocido,
estar procesado criminalmente y no saber leer
ni escribir. Los legisladores veracruzanos omi-
tieron a los procesados, postergaron seis años
la suspensión para los analfabetas, y agrega-
ron «negarse a prestar auxilio a las autorida-
des o resistir su llamamiento», y la «sentencia en
que se impongan penas aflictivas o infamantes»;20

ésta última ya aparecía en la constitución
gaditana, pero como motivo de pérdida de la
ciudadanía. Fuera de ese cambio, las causas
de pérdida fueron las mismas: obtener naturale-
za de otro país, residir fuera de éste cinco años
y admitir empleo de otro gobierno.21 Para 1830,
la situación se endureció un tanto, en principio
para los extranjeros: a los hispanoamericanos
se les requirieron cinco años de residencia, a los
procedentes de otros países un año más y una
propiedad de 8 mil pesos. La «deuda fraudulen-
ta» y las «penas aflictivas e infamantes», pasaron
de causa de suspensión a causa de pérdida de
la ciudadanía.22

17 Cfr. Lempérière, op. cit.
18 Constitución Política de la Monarquía Española, artículos 18—22.
19 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Veracruz, artí-

culo 25.
20 Ibidem, artículo 13.
21 Constitución Política de la Monarquía Española, artículo 24; y Cons-

titución Política del Estado Libre y Soberano de Veracruz, artículo 14.
22 Decreto no. 227 de la IV Legislatura estatal, «Reformas a la Constitu-

ción del Estado», artículos 3°, 4°, 6° y 8°, en Blázquez Domínguez
y Corzo Ramírez, op. cit., t. II, pp. 358—363.
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Mas, si en lo abstracto de las definiciones hubo continuidad, no así
en la práctica concreta de la soberanía: el derecho al sufragio. En 1812,
el artículo 35 de la constitución había concedido el derecho al voto a
todos los ciudadanos; en cambio, la constitución estatal declaró la ciuda-
danía, pero no sus obligaciones y derechos, dejando para la legislación
electoral la definición de quiénes podrían o no sufragar.

Y en las leyes electorales las restricciones aumentaron: en las emitidas
por el Constituyente, los votantes, además de ciudadanos, debían ser ma-
yores de 21 años o casados, tener una propiedad de 100 pesos o «ejer-
cer un empleo, profesión ó industria útil». Se sumaron otras siete restriccio-
nes, que repetían parcialmente las siete causas de suspensión de la ciuda-
danía fijadas en la constitución, aunque en lugar de los analfabetas se
excluyó a los arrestados, presos y en libertad bajo fianza, a los «procesa-
dos criminalmente» y «deudores fallidos» en 1824, y, en 1825,23 a los
«declarados en quiebra».

Cinco años después se introdujo la limitante más característica: el
voto censitario. Los miembros de la III legislatura condicionaron el dere-
cho del sufragio a la posesión de:

una propiedad valor capital de 800 pesos en las cabeceras de cantón, y de 250
en los demás pueblos, ó en su defecto ejercer una profesión, empleo, comisión ó
industria que produzca 250 pesos anuales en aquéllas y 150 en los segundos.

Las restricciones ascendieron a diez, incluyendo a los «demandados
por deuda de Hacienda Pública», los contrabandistas y, por último, pero
acaso los más importantes, a los «miembros de sociedades secretas».24

Sin embargo, posiblemente en un triunfo de la concepción del voto
de los ayuntamientos como voto administrativo —distinto del voto político
de las elecciones de representantes—, no hubo cambios en las elecciones
municipales. El Constituyente se limitó a declarar que la realización de las
juntas electorales continuaría como hasta entonces;25 es decir, con la par-
ticipación de todos los ciudadanos, como lo establecía el artículo 313 de
la constitución gaditana, aspecto que no se modificó en ninguna ley sub-
secuente.

23 Decreto no. 20, artículos 17 y 18; decreto no. 51, artículos 16 y 17.
24 Decreto no. 163, artículos 21 y 22.
25 Decreto no. 43, artículo 13.
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El aumento en las restricciones y la específica mención de las «socie-
dades secretas», eran, según veremos más adelante, el resultado directo
de la forma en que se habían politizado los procesos electorales para
diputados en 1828. De momento, conviene destacar primero otros ele-
mentos característicos de la organización electoral.

Tradición: religión, moral y autoridad

Uno de los puntos más destacados de la organización electoral gaditana
fue la estrecha vinculación de los procesos con la religión católica y, en
alguna medida, con la Iglesia.

En principio, la Constitución de 1812 estableció como primer nivel de
elección a las parroquias y «para mayor solemnidad del acto», se ordenó
la asistencia del cura, quien, antes de iniciar el proceso, celebraría «una
misa solemne de Espíritu Santo», en la cual daría «un discurso correspon-
diente a las circunstancias». Para las juntas de partido y provincia habrían,
asimismo, misas solemnes celebradas por los eclesiásticos de mayor ran-
go, según el caso.26 La legislación veracruzana resultó un tanto más secu-
lar en este aspecto, los decretos coincidieron en que únicamente después

26 Constitución Política de la Monarquía Española, artículos 47, 58, 71, 77, 86 y 103.
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de la junta final los asistentes y los representan-
tes electos pasarían a la parroquia «donde se
dará gracias al Todopoderoso con un solemne
Te Deum».27 Para 1828, la II Legislatura estatal
dispuso, además, que en todas las iglesias del
estado se celebraran «rogativas públicas por tres
días implorando del Ser Supremo el acierto de
las elecciones».28 En 1830, por último, la nue-
va ley electoral estableció que los funcionarios
de las mesas electorales —presidente, secreta-
rio y escrutadores— de todos los niveles debe-
rían prestar juramento a Dios el cumplimiento
de la ley.29

Con la sacralización de las elecciones, la
nueva legislación liberal daba continuidad, en
cierta medida, a las prácticas del antiguo go-
bierno corporativo. Según ha señalado Annick
Lempérière, las elecciones para los órganos
colegiados de los cuerpos de la época virreinal
se hacían, generalmente, después de una misa,
celebrada «para asegurar el acierto de este
acto tan importante». Y es que «los criterios de
la elección eran exclusivamente morales»; es
decir, la cuestión no era definir ideología ni

proyectos de gobierno, sino encontrar, en el
entendido de que todos los miembros compar-
tían fines espirituales y materiales comunes, a
personas «que presentaran la garantía de su
buena reputación, de sus costumbres intacha-
bles y de un mínimo de riqueza».30

Las elecciones veracruzanas debían guiar-
se por criterios similares, o al menos, esa pare-
cía la intención de los legisladores, pues en un
ambiente de rechazo a la política de partidos,
sin candidaturas y excluidos el cohecho y el
soborno por la legislación, la única guía de los
votantes eran los requisitos que debían reunir
los electores: ciudadanos mayores de 25 años,
vecinos de sus municipios, con propiedad raíz
de 200 pesos; o bien, «empleo, oficio o profe-
sión que le produzca 120 pesos anuales». En
suma, personas con características casi idénti-
cas a las buscadas, en aras del «bien común»,
durante el régimen virreinal.31

De hecho, los resultados de las elecciones
del régimen gaditano frecuentemente resultaron
favorables a algunas de las autoridades tradi-
cionales. Según diversos estudios recientes, las
tendencias de las elecciones de 1812 en la Ciu-
dad de México, por ejemplo, favorecieron a los
notables criollos del «Antiguo Régimen»32 por
intermediación de sectores que estaban más en
contacto con los grupos populares, como los clé-
rigos y abogados.33

También en Veracruz es muy posible que
los «notables» tradicionales continuaran siendo
electos. Por ejemplo, en la junta primaria de
1825 de la Villa de Orizaba fueron designados
electores dos clérigos, Juan Macario Mendoza
y Manuel Muñoz Trujillo —ambos, miembros del
Oratorio de San Felipe Neri, el primero prepósito
y el segundo congregante— y dos cosecheros
de tabaco, José María Aguilar y Pedro María
Fernández, hacendados con una importante
trayectoria en el ayuntamiento; y el segundo,
además, oficial de fieles realistas —teniente co-
ronel, para entonces— y último subdelegado del
régimen virreinal.34 En la elección final de 1825
resultaron diputados por Orizaba Juan Peirano,

27 Decreto no. 20, artículo 62; Decreto no. 51, artículo 64; y Decreto
no. 163, artículo 69.

28 Orden del 13 de agosto de 1828, en Blázquez Domínguez y Cor-
zo Ramírez, op. cit. t. I, p. 50.

29 Decreto no. 163, artículos 18, 44 y 59.
30 Lempérière, op. cit., pp. 41—42.
31 Decreto no. 20, artículo 35; Decreto no. 51, artículo 33.
32 Antonio Annino: «Prácticas criollas y liberalismo en la crisis del espa-

cio urbano colonial. El 29 de noviembre de 1812 en la ciudad de
México», en Secuencia, Revista de Historia y Ciencias Sociales, nue-
va época, núm. 24, México; Instituto Mora, septiembre—diciembre
1992, pp. 147—152.

33 Virginia Guedea: «El pueblo de México y las elecciones de 1812»
en Regina Hernández Franyuti: La ciudad de México en la primera
mitad del siglo XIX, t. II, México, Instituto Mora, 1994, pp. 152—163 y
Alfredo Ávila: La formación del gobierno representativo en México
(1808—1824), México, CIDE / Taurus, 2002, pp. 121—126.

34 Archivo Histórico Municipal de Orizaba (AHMO), Caja 27, 1825,
Sección Gobierno, Nombramiento de electores secundarios para
la ciudad de Orizaba, Orizaba, julio 27 de 1825. Pedro María
Fernández apareció como subdelegado y oficial en diversas escri-
turas notariales de la época, por ejemplo, en Archivo Notarial de
Orizaba—Registro de Instrumentos Públicos, (ANO—RIP) 1820, fs. 18—
19, Fianza para el administrador de la fábrica de puros; José María
Aguilar fue Diputado de los Cosecheros de Tabaco en 1822, ANO—
RIP, 1822, fs. 25v—26v, Poder especial de los diputados del Cuerpo
de Cosecheros de Tabaco a D. Francisco Maniau y Torquemada.
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Ignacio de la Soria y el licenciado José Manuel
Moreno Cora,35 los dos últimos, regidor y secre-
tario del ayuntamiento orizabeño, como si la
corporación hubiera enviado a la capital esta-
tal a dos procuradores.

En el mismo ayuntamiento de Orizaba fue
constante la presencia de miembros del ayun-
tamiento antiguo —al menos hasta 1822— y del
ayuntamiento de naturales. Manuel Mendoza,
Dionisio Velasco y Salvador Náxera —quienes
en 1810 eran el gobernador, alguacil mayor y
regidor decano del ayuntamiento de naturales,
respectivamente—36 ocuparon los cargos de, el
primero, regidor en 1813, 1814, 1815, 1822,
1824, 1830 y 1834, y alcalde en 1820; el
segundo fue regidor en 1820, 1824 y 1833; y
el último, alcalde en 1813, regidor en 1820 y
1821.37 Dos de los antiguos regidores perpe-
tuos españoles, Manuel Rocha y José Joaquín
de la Llave, fueron regidores en el ayuntamiento
constitucional de 1815; en tanto que el alcalde
provincial, José Antonio Suárez, fue regidor en
1822. De los cargos electivos, Francisco del Puy
y Ochoa —alcalde en 1808 y 1809— fue regi-
dor en 1814 y 1815, y síndico en 1821; Juan
Gutiérrez de Truxillo —síndico, en 1808 y 1809;
y regidor y luego alcalde en los ayuntamientos
restaurados de 1815 y 1816— había permane-
cido como alcalde constitucional en 1814 y
1815.38

Cabe pensar que, al redactar las prime-
ras leyes electorales, los legisladores vera-
cruzanos tuvieran más en mente una continui-
dad semejante, que las convulsiones que se
vivieron a partir de 1828.

Las elecciones y las logias masónicas

La primera ley electoral en materia legislativa,
el Decreto no. 20 de agosto de 1824, rigió
sólo para elección de la I Legislatura federal;
la segunda, el Decreto no. 51 de junio de 1825,
continuó vigente para tres elecciones: la de
1825 para la I Legislatura estatal (1825—1826),

1826 y 1828 para las legislaturas II y III esta-
tales y federales. De esos cuatro procesos elec-
torales, los tres primeros se desarrollaron, al
menos en el territorio estatal, con tranquilidad
y sin protesta alguna. Sin embargo, en una si-
tuación imprevista por la legislación, se forma-
ron logias masónicas que politizaron el proce-
so de 1828, lo que resultó en la anulación de
las elecciones y la instalación, en enero de
1829, de dos III legislaturas.

La masonería, como formación de asocia-
ciones dedicadas a la discusión de asuntos
públicos, estuvo presentes en Europa desde fi-
nes del siglo XVIII, y tuvo un importante papel en
la difusión de la cultura política moderna.39 En
la Nueva España, las primeras logias se forma-
ron a mediados y finales de la década de 1810,
según el rito escocés; para 1825 se estableció
también el rito de York, bajo los auspicios del
embajador norteamericano Joel R. Poinsett y
otros políticos radicales.40 Las logias fueron ca-
paces de movilizar a los ciudadanos a favor
de individuos que les eran afines, pasando por
encima de una legislación que no previó la for-
mación de partidos ni la promoción de candi-
daturas, ni siquiera las diferencias ideológicas
entre los ciudadanos.

Entre escoceses y yorkinos había, en efec-
to, diferencias ideológicas y desde luego, tam-
bién sociales. Los escoceses —los generales
Nicolás Bravo y Miguel Barragán, por ejem-
plo— habían contribuido en buena medida a
darle su perfil moderado a la primera repúbli-

35 Manuel B. Trens: Historia de Veracruz, t. IV, Xalapa, Secretaría de
Educación / Cultura del Gobierno del Estado de Veracruz—Llave,
1992, p. 96.

36 «Oficio del Ayuntamiento de Naturales de Orizaba al Virrey», en
Gazeta del Gobierno de México, t. I, núm. 156, p. 964.

37 AHMO, Libros de Actas de Cabildo 1801—1814, 1815—1822, 1823—
1826, 1830—1831, 1832, 1833 y 1834.

38 Ibidem.
39 Francois Xavier Guerra: México: Del Antiguo Régimen a la Revolu-

ción, 2a ed., México, FCE, 1991, t. I, pp. 158—162.
40 Ibidem y Josefina Zoraida Vázquez: «Los primeros tropiezos», en

Historia General de México, 2a ed, México, El Colegio de México,
1981, t. 3, pp. 19—20.
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ca; régimen en que coexistían la igualdad jurídi-
ca con los fueros militar y eclesiástico, libertad
de opinión e intolerancia religiosa, el gobierno
representativo y las tradiciones del régimen
virreinal. Los yorkinos —muchos de ellos anti-
guos partidarios del emperador Agustín de
Iturbide— promovían, en cambio, la implan-
tación radical del liberalismo, con la conse-
cuente supresión de fueros, secularización de
la sociedad y fortalecimiento del Estado. Con
todo, acaso la diferencia que se hizo más no-
toria fue entre el populismo y la hispanofobia
de los yorkinos, y el elitismo y la hispanofilia de
los escoceses.41

En 1826, al menos en la Ciudad de Méxi-
co, los yorkinos lograron movilizar sus apoyos
entre los sectores sociales más bajos, a fin de
ganar las elecciones legislativas; y los resulta-
dos les fueron favorables en varios estados,
salvo en Puebla y Veracruz.42 Sin embargo, la
masonería yorkina logró extenderse por el Es-
tado, toda vez que los escoceses quedaron
desarticulados tras un fallido pronunciamiento
entre diciembre de 1827 y enero de 1828. Así,
para las elecciones de este último año, y en

alianza con el general Antonio López de San-
ta Anna, los yorkinos fueron capaces ya de in-
fluir en la movilización popular.43

Las elecciones tuvieron lugar entre julio y
octubre de 1828; el 5 de ese último mes se
llevó a cabo la junta final en Xalapa; de mane-
ra simultánea, se llevaba a efecto la elección
presidencial. El 1o de septiembre las legislatu-
ras emitieron sus votos para tal fin, resultando
favorecido el general Manuel Gómez Pedraza,
por encima del líder yorkino, general Vicente
Guerrero.

Frente al resultado, el general Santa Anna
se pronunció en el fuerte de Perote, y se vio obli-
gado a abandonar el territorio veracruzano.44

Entre tanto, se presentaron las primeras protes-
tas contra la elección, provenientes de los
ayuntamientos de Xalapa, Orizaba y Veracruz,
cuyas representaciones, según los fragmentos
publicados por Manuel B. Trens, se concentra-
ban en una cuestión principal: la intervención
de los militares.

Los munícipes orizabeños afirmaron que sus
juntas primarias estuvieron «acordadas y dispues-
tas en los talleres masónicos» y fueron «obra de
la fuerza y la mentira, arrancadas por una fac-
ción militar, en que el pueblo no tomó parte». En
la junta de Xalapa se reportó también que el
comandante militar había dado una orden «que
regló el modo de votar» de sus subordinados.
En la junta secundaria de Orizaba, «abusando
del candor de los indígenas», se suplantaron
votos y se expulsó a algunos electores.45

A resultas de esas representaciones, el 22
de noviembre el Congreso declaró la nulidad
de las elecciones primarias de Veracruz, Xalapa,
Orizaba, Xico, Coatepec y Naolinco; también
invalidó las juntas de los cantones de Xalapa,
Orizaba y Veracruz, a más de la junta final, en
lo que se refería a la elección del Congreso lo-
cal. El mismo decreto convocó a nuevas elec-
ciones primarias en las seis poblaciones para el
30 siguiente; las juntas de los tres cantones se
realizarían el 7 de diciembre, y habría una nue-
va junta final el 18 del mismo mes.46

41 Da testimonio de esta caracterización el «Manifiesto del Congreso
de Veracruz a la Nación Mexicana», en Blázquez Domínguez y
Corzo Ramírez, op. cit., t. I, pp. 559—570. Véase al respecto el
análisis de Torcuato Di Tella: Política nacional y popular en México,
1820—1847, México, FCE, 1994, pp. 165, 150—152, 201—203.

42 Michael P. Costeloe: La primera república federal de México (1824—
1835). Un estudio de los partidos políticos en el México indepen-
diente, México, FCE, 1975, pp. 70—81.

43 De hecho, habían tenido una participación importante en la expul-
sión de los españoles decretada en Veracruz en diciembre de 1827.
Cfr. Carmen Blázquez Domínguez: Políticos y comerciantes en
Veracruz y Xalapa, 1827—1829, Xalapa, Gobierno del Estado de
Veracruz—Llave, 1992, pp. 84—88.

44 Trens, op. cit., t. IV, pp. 152—170 y Blázquez Domínguez, op. cit., pp.
136—38.

45 Trens, op. cit., p. 172.
46 Decreto No. 138, del 22 de noviembre de 1828, «Declara nulas

las elecciones verificadas enlas poblaciones que cita», en Blázquez
Domínguez y Corzo Ramírez, op. cit., t. II, pp. 75—76.
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La elección se llevó a cabo, no sin proble-
mas. El 17 de diciembre, el gobierno reportó
que no se habían presentado electores suficien-
tes para efectuar la junta final, por lo cual el
Congreso autorizó su aplazamiento hasta que
se presentaran en el número necesario, indican-
do, además, algunas medidas para su llama-
do.47 Mas los acontecimientos políticos hicie-
ron variar el proyecto de los legisladores
veracruzanos. Entre noviembre y diciembre, los
yorkinos se recuperaron y, tras el motín de la
Acordada en la ciudad de México, obligaron
a renunciar al presidente electo Gómez Pedraza,
por lo que el Congreso declaro presidente al
general Guerrero.48 Aunque el congreso vera-
cruzano trató de movilizar armas y recursos con-
tra tales sucesos —e incluso, desconoció a los
Poderes Federales—, al final tuvo que ceder y
dejó su lugar a los legisladores electos el 18
de diciembre (III legislatura).49 Estos últimos
duraron poco tiempo, pues simultáneamente se
instaló en Coatepec el Congreso electo el 5
de octubre, y el general Santa Anna regresó al
estado. Los legisladores de Xalapa prefirieron
suspender sus sesiones el 4 de febrero de
1829. Cuatro días después, los de Coatepec
pasaron a instalarse en Xalapa, y fueron legi-
timados por un decreto federal del 12 de fe-
brero.50

Tampoco esta otra legislatura logró man-
tenerse por mucho tiempo. Para el 6 de marzo
de 1830, el Congreso general anuló su pro-
pio decreto desencadenando el proceso inver-
so: los legisladores suspendieron sus sesiones
y se reinstaló la legislatura electa en diciembre
de 1828.51

Frente a la politización de las elecciones,
la legislación electoral reforzó, progresivamen-
te, no sólo los requisitos del sufragio de los ciu-
dadanos —ya citados anteriormente— sino, ade-
más, los otros requerimientos para ser electores
y la organización de las juntas electorales, pro-
bando soluciones proyectadas desde las pri-
meras elecciones gaditanas, las de 1812, en
la ciudad de México.

El control de las elecciones
y el voto censitario

De nueva cuenta, comenzaremos citando el
referente gaditano. La Constitución de 1812 (ar-
tículos 45, 75 y 91) establecía, sucesivamente,
que para ser elector parroquial, de partido,
diputado provincial y de Cortes, bastaba con
ser ciudadano, mayor de 25 años, vecino y
residente en la jurisdicción de la junta; sólo en
el caso de los diputados se les establecía «una
renta anual proporcionada» (artículo 92) sin
determinar su monto, o «lo suficiente para man-
tenerse con decencia» (artículo 330). De las
Cortes se excluyó, además, a los extranjeros,
aun los naturalizados, a los empleados guber-
namentales y, de manera implícita, al clero regu-
lar;52 a pesar de lo cual, resultó un ordenamien-
to incluyente para su época. En las elecciones
de ayuntamientos, por último, el artículo 313
permitía a cualquier ciudadano ser elector, y por

47 Orden del 17 de diciembre de 1828, «Sobre los términos en que se
debe proceder a la elección del Congreso...», en ibidem, p. 83.

48 Costeloe, op. cit., pp. 199—210.
49 Decretos no. 139, del 8 de diciembre de 1828, «Declara que el

Estado de Veracruz no reconocerá otro gobierno que no sea el
legítimo, en el caso de que lleguen á disolverse los Supremos Pode-
res de la Federación»; 140, del 9 de diciembre, «Manda que el
Gobierno imponga á todo el Estado un préstamo forzoso de cien
mil pesos»; 143, del 14 de diciembre, «Declara que el Estado de
Veracruz no dará cumplimiento á las órdenes del Gobierno Gene-
ral, mientras se halle sojuzgado por una facción»; 144, de 20 de
diciembre, «Declara que el Estado sólo admitirá para Presidente de
la República al individuo que ha reunido la mayoría, protestando
contra la anulación que se hiciere de los electos», y 147, del 30 de
diciembre, «Declara que cesan las disposiciones del decreto núme-
ro 143...», todos en Blázquez Domínguez y Corzo Ramírez, op. cit.,
t. II, pp. 76—78, 78—79, 81—82, 84, 85—86, respectivamente.

50 Decreto no. 151, de 4 de febrero de 1829, «El Congreso suspende
sus sesiones ordinarias hasta que las autoridades tengan garantías»,
en ibidem, p. 108.

51 Decreto no. 190, de 8 de marzo de 1830, «Suspende sus sesiones
el Congreso instalado en Coatepec en espera de la resolución del
Congreso General acerca de la Ley de 12 de febrero de 1829»;
Ley General de 6 de marzo de 1830, «Deroga la de 12 de febrero
de 1829 que impidió el cumplimiento del decreto número 138 de la
legislatura del Estado», y Decreto expedido por el Gobernador en
9 de marzo, previniendo se ponga en ejecución el artículo 2° del
Decreto del Congreso del Estado de 4 de febrero de 1829», en
ibidem, pp. 174—175, 175 y 175—176 respectivamente.

52 Constitución Política de la Monarquía Española, artículos 96 y 97,
sobre el clero se citaba siempre «bien sea del estado seglar o del
eclesiástico secular», (artículo 91), pero no hubo texto que declara-
se explícitamente la exclusión de frailes y monjes.
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el 317, los mayores de 25 años con cinco de vecindad y residencia po-
dían aspirar a cargos edilicios.

La legislación electoral del Constituyente veracruzano resultó ya un
tanto más limitada: los electores primarios requerían, según se mencionó
antes, ser ciudadanos, mayores de 25 años, vecinos de los pueblos y
tener una propiedad de 200 pesos o una renta de 120 pesos anuales.
Para los secundarios, el valor de la propiedad se elevaba a 500 pesos, la
renta a 300, mientras que los diputados estatales no requerían sino una
«propiedad territorial» o «ciencia, arte ó industria útil».53

A pesar de estas restricciones, la legislación veracruzana de 1824—
1825 dejó intactos dos puntos de las elecciones gaditanas: uno, el control
de las dudas sobre las «calidades de los eligentes y elegidos» correspon-
día a las juntas primarias; asimismo, los miembros de los ayuntamientos
mantuvieron la presidencia de las juntas de su jurisdicción, lo cual —según
ha destacado Antonio Annino— era reforzar el poder de las «culturas loca-
les» sobre la definición de los ciudadanos votantes.54

Para 1830, los legisladores veracruzanos ampliaron los límites
censitarios: para los electores primarios, aparte de los consabidos requisi-
tos de ciudadanía, edad y vecindad, debían poseer una propiedad de 2
mil pesos en las cabeceras de cantón o de 600, en los pueblos; las rentas
subieron a 600 y 300 pesos, respectivamente.55 Los electores secundarios
requerían una propiedad de 4 mil pesos o renta anual de mil; por último,
los diputados debían poseer propiedades de 6 mil pesos o renta de  mil
500.56 Por ley, los analfabetas quedaron excluidos de toda posibilidad de
ser electores.57

No obstante, la búsqueda de solución a los conflictos de 1828 no
sólo pasó por el aumento tan notable del régimen de voto censitario, inclu-
yó también una serie de medidas para controlar mejor a las juntas prima-
rias y la aplicación de castigos a los infractores.

Sobre lo primero, los legisladores recuperaron una idea del intendente
de México, Gutiérrez del Mazo, surgida en 1812, después de las eleccio-
nes para el primer ayuntamiento constitucional de la ciudad de México:

La idea era que para garantizar la “legalidad” del voto, cada votante se presentara
con una cédula, en la cual, además de los nombres de las personas elegidas,
figurara la firma con la dirección del votante.58

El Congreso veracruzano perfeccionó la idea: la ley electoral de 1830
dispuso que los ayuntamientos dividieran las poblaciones en cuarteles y

53 Decreto no. 20, artículos 35 y 49; Decreto no. 51, artículos 33 y 46; y Constitución Política del Estado Libre
y Soberano de Veracruz, artículo 18.

54 Antonio Annino: «Nuevas perspectivas sobre una vieja pregunta» en El primer liberalismo mexicano, 1808—
1855, México, INAH—Museo Nacional de Historia / Miguel Ángel Porrúa, 1995, pp. 97—98.

55 Decreto no. 163, artículo 36.
56 Ibidem, artículos 49 y 61.
57 Ibidem, artículos 37 y 50.
58 Antonio Annino: «Prácticas criollas...», op. cit., p. 153.
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manzanas, cuyos jefes serían «vecinos de probidad y acomodados», ade-
más de los propios ediles; éstos distribuirían boletas a los ciudadanos con
derecho a voto inscribiendo su nombre.59 Al momento de sufragar, se ano-
tarían en el reverso de la boleta los nombres de las personas por las que
se votaba y la firma del votante; o bien, la señal de la cruz en el caso de
los analfabetas, que emitirían su voto de manera verbal. También se deta-
lló el procedimiento de votación en las juntas secundarias. El cuidado en
ese caso se puso en que los electores emitieran un solo voto por medio de
cédulas; de no ser así, se quemarían éstas sin abrirse.60

En segundo lugar, los congresistas agregaron un capítulo sobre las
infracciones a la ley. Hasta entonces, salvo el caso de las dudas inmedia-
tas que resolvían las juntas electorales, no había mecanismo alguno para
denunciar posibles violaciones, salvo el mecanismo de la representación,
al que recurrieron los ayuntamientos en 1828. La legislación tampoco con-
templaba la anulación de las elecciones, de ahí el problema de legitimi-
dad en que habían caído las dos terceras legislaturas y su dependencia
de las resoluciones de la instancia superior, el Congreso federal. Para que
la situación no se repitiera, los congresistas contaban con que los ciudada-
nos sufragantes denunciaran cualquier anomalía, en las propias juntas y,
hasta los tres días siguientes, ante el alcalde primero; éste formaría un
expediente que se evaluaría en el Congreso,61 el cual se autofacultaba
para declarar la nulidad de la elección local.

La pena para las juntas electorales infractoras sería la «suspensión de
los derechos de ciudadano, y además una multa de doscientos pesos, y en
su defecto doscientos días de prisión», si la elección debía repetirse; si no, la
suspensión sería de dos años y la multa de 50 pesos o 50 días de prisión.62

En las circunstancias de 1830, la legislación tuvo buen éxito: el proce-
so se desarrolló con tranquilidad y sin que la movilización populista de los
yorkinos se repitiera. Hubo congresistas electos muy distinguidos ese año:
el teniente coronel Bernardo María de Portas y Argüelles —hacendado
cordobés que no llegó a ocupar la curul—,63 Miguel Cházaro y Fernando
Franyuti, de las familias de la élite de la región sur;64 para el Congreso

59 Decreto no. 163, artículo 5° y 6°.
60 Ibidem, artículo 20.
61 Ibidem, artículos 72—75.
62 Ibidem, artículo 76.
63 Fue necesario llamarlo dos veces en abril de 1831, sin que llegara a presentarse. Orden de 16 de abril de

1830, «Para que el C. Bernardo de Portas y Argüelles se presente á servir su encargo de Diputado dentro del
término que se le señala» y Orden de 28 de abril de 1831, «Reclamando el cumplimiento de la expedida en
16 del mismo», Blázquez Domínguez y Corzo Ramírez, op. cit., t. II, pp. 446 y 455.

64 La familia Cházaro formaba parte del comercio tlacotalpeño desde fines del siglo XVIII, véase la lista de
comerciantes de Carmen Blázquez Domínguez: «San Cristóbal de Tlacotalpan: postrimerías coloniales en
una región sotaventina (1760—1800)», en Anuario, núm. VI, Xalapa, Universidad Veracruzana—Centro de
Investigaciones Históricas del Instituto de Investigaciones Humanísticas, 1989, p. 37. Los Franyuti eran una
familia de origen canario avecindada en Acayucan, también desde fines del siglo XVIII, y adquirieron numero-
sas haciendas en la zona: Abel Juárez Martínez: «Las fuentes del poder regional en el sureste veracruzano: el
caso de Juan Francisco Bautista Franyuti, 1750—1820», en Sotavento. Revista de Historia, Sociedad y Cultura,
núm. 9, Xalapa, Universidad Veracruzana—Instituto de Investigaciones Histórico—Sociales, Invierno 2000—
2001, pp. 9—36.
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federal repitieron los diputados constituyentes
Manuel de Viya y Cosío —comerciante vera-
cruzano— y el doctor José María Luciano Bece-
rra;65 se eligió además al antiguo senador de la
II Legislatura local, Manuel Facio, y como su-
plente al doctor Antonio Manuel Couto.66

Con la nueva ley y el ascenso tan eviden-
te de las restricciones censitarias, los congresis-
tas convertían a la legislación misma en motivo
de conflicto entre los grupos políticos ya crea-
dos, y condicionaron la continuidad de la dis-
posición a su propia permanencia en el poder,
la cual, de nueva cuenta, resultó breve.

1832—1834: fin del régimen federal
y consolidación del elitismo

A principios de enero de 1832, un grupo de
militares se pronunció en el puerto de Veracruz
para demandar la destitución del gabinete
presidencial; el general Santa Anna se puso al
frente pocos días después. Durante todo ese
año, diversos puntos de la entidad se encontra-
ron en estado de guerra y quedaron fuera del
control de los poderes locales. Esto, y el hecho
de que la coyuntura era aprovechada por los
radicales, inclinó a los congresistas veracruzanos
a reforzar el control de las elecciones.

Por decreto del 30 de abril de 1832, se
reformó la ley 163 de la Legislatura de 1830,
en principio, aumentando el número de seccio-
nes electorales: una por cada 3 mil almas.67 En
los decretos anteriores se entendía que una
mesa electoral correspondía a un pueblo, y sólo
en los más grandes —más de ocho mil en 1830—

65 «Lista de los integrantes del poder ejecutivo y del legislativo de
1821 a 1853», en Lucina Moreno Valle: Catálogo de la «Colec-
ción Lafragua» de la Biblioteca Nacional de México, México; UNAM—
Instituto de Investigaciones Bibliográficas, 1975, pp.  896—897, 905—
906.

66 Ibidem.
67 Decreto CCLIV de 30 de abril de 1832, «Reforma la Ley de eleccio-

nes número 163», en Blázquez Domínguez y Corzo Ramírez, op.
cit., t. II, pp. 489—490.
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se haría la división en secciones. Ahora la nor-
ma parecía ser oficializar a la sección como
centro de recepción de votos, más pequeño y
más fácil de vigilar. Para garantizar el orden,
uno de los alcaldes de cada ayuntamiento
debía quedar libre de la presidencia de las
secciones.68

La legislación aumentó sus recursos coer-
citivos, primero contra aquellos que se nega-
ran a participar en la elección, votando o como
funcionarios, sobre los que pesarían multas de
hasta 50 y 200 pesos, respectivamente, e in-
cluso prisión de 15 días en el primer caso.69

Aparecieron, también, penas contra el uso de
la fuerza en todos los niveles, no sólo contra la
portación de armas, sino contra toda «violencia
al ciudadano para que no emita con libertad
sus sufragios».70 Por último, se eliminó definitiva-
mente el uso de listas impresas para votar,71 pero
se detalló con más cuidado el procedimiento
para emitir el sufragio.72

Las previsiones, sin embargo, no pudieron
ser aplicadas. El gobierno optó por suspender
la elección, contando con el respaldo del Con-
greso según decreto del 11 de junio de ese
año, y encargando a los jefes políticos depar-
tamentales la tarea de reunir noticias para
efectuarlas en fecha oportuna; situación que
nunca llegó.73

Como era de esperarse, al triunfo del pro-
nunciamiento santaannista y con el retorno de
los yorkinos, la ley electoral de 1830 fue inme-
diatamente suprimida. En diciembre de ese año
se reinstalaba la antigua III Legislatura electa
en octubre de 1828 —la que fue instalada en
Coatepec y había sesionado en Xalapa de
febrero de 1829 a marzo de 1830— y, por su
Decreto no. 5, convocó a elecciones de acuer-
do con el Decreto 51 de junio de 1825.74 El
proceso, pese a que no generó las protestas
del de 1828, ha pasado a la historia como
uno de los más manipulados por el grupo polí-
tico en el poder;75 sin embargo, la legislación
pudo continuar vigente para el último proceso
electoral del primer federalismo, el de 1834.

En ese año, luego de que una serie de
pronunciamientos municipales efectuados en-
tre abril y junio diera lugar al cierre del Con-
greso federal y que en Veracruz provocara la
desaparición de los poderes estatales, el presi-
dente Santa Anna convocó a elecciones anti-
cipadas, por medio de una circular del 9 de
julio; según ésta, los gobernadores debían «arre-
glarse a lo dispuesto en la Constitución y leyes
vigentes» para organizarlas.76 Para entonces,
los ayuntamientos y jefes políticos de Orizaba,
Xalapa, Veracruz y Acayucan —las cuatro ca-
beceras departamentales del Estado—  nego-
ciaban el nombramiento de nuevo gobernador.
Por su condición de capital, el ayuntamiento
porteño coordinó el proceso, a pesar de la opo-
sición de Orizaba, que se manifestó en contra
de continuar con el federalismo, aunque, final-
mente, aceptó participar en el proceso. Los
orizabeños dejaron en claro su postura, que,
en lo que a elecciones se refiere, implicaba la
exclusión de los masones —como se había he-
cho en 1830— y de los legisladores radicales
que hubieran aprobado las reformas eclesiásti-
cas y las expulsiones.77

A mediano plazo, la ciudadanía y el voto
quedaron ligados a requisitos censitarios, se-
gún se estableció en la Constitución de 1836,78

si bien no fueron tan altos como los de 1830
en Veracruz.

68 Ibidem, artículos 1° y 2°.
69 Ibidem, artículos 5° y 6°.
70 Ibidem, artículo 10.

71 Ibidem, artículo 9°.
72 Ibidem, artículos 7° y 8°.
73 Decreto CCLXII de 11 de junio de 1832, en ibidem, pp. 497—498.
74 Colección de Leyes, Decretos y Circulares correspondientes a los

años de 1832, 1833 y 1834, Xalapa, Oficina Tipográfica del Go-
bierno del Estado, 1921, p. 21. (Unidad de Servicios Bibliotecarios
y de Información de la Universidad Veracruzana, Fondo Antiguo,
núm. 1732).

75 Reynaldo Sordo: El Congreso en la primera república centralista,
México, El Colegio de México / Instituto Tecnológico Autónomo
de México, pp. 21—22.

76 Ibidem, pp. 90—91.
77 Ibidem, pp. 99—102.
78 «Leyes Constitucionales», Primera, artículo 7°, en Tena Ramírez, op.

cit., p. 207.
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Así, la primera década de régimen repu-
blicano concluyó con un importante consenso
en torno a la restricción del sufragio. De he-
cho, los liberales españoles de las Cortes de
Cádiz habían mostrado ya su desconfianza a
la participación popular al establecer la jerar-
quía de una elección indirecta de cuatro nive-
les. Los políticos mexicanos, liberales en su con-
junto, y pese a su confianza en el gobierno
representativo, fueron limitando cada vez más
la posibilidad del voto: la movilización populis-
ta de los yorkinos había despertado la descon-
fianza aun de los más doctrinarios, como José
María Luis Mora.79 La opción que privilegia-
ron fue la creación de un régimen oligárquico
en que participaran, sobre todo, los propieta-
rios y «hombres de bien», así fuera bajo coer-
ción, como en 1830. Lejos de promover la
participación, el liberalismo tendía a reducirla,
incluso respecto a la organización de la mo-
narquía, en la que el derecho jurisdiccional
daba, al menos, el derecho de representación
a todas las corporaciones.

BIBLIOGRAFÍA

Archivos
Archivo Histórico Municipal de Orizaba

(AHMO).
Archivo Notarial de Orizaba—Registro de Ins-

trumentos Públicos (ANO— RIP), en Unidad
de Servicios Bibliotecarios y de Informa-
ción de la Universidad Veracruzana. (Co-
lecciones Especiales).

Colecciones Documentales
BLÁZQUEZ DOMÍNGUEZ, CARMEN Y RICARDO COR-

ZO RAMÍREZ (COORDS.): Colección de Leyes
y Decretos de Veracruz, 1824—1919, tt.
I y II, Xalapa, Universidad Veracruzana,
1997.

Colección de Leyes, Decretos y Circulares co-
rrespondientes a los años de 1832, 1833
y 1834, Xalapa, Oficina Tipográfica del
Gobierno del Estado, 1921. (Unidad de
Servicios Bibliotecarios y de Información
de la Universidad Veracruzana, Fondo
Antiguo, núm. 1732).

Gazeta del Gobierno de México, Archivo
General de la Nación.

Obras publicadas
ANNINO, ANTONIO: «Prácticas criollas y liberalis-

mo en la crisis del espacio urbano colo-
nial. El 29 de noviembre de 1812 en la
ciudad de México», en Secuencia, Re-
vista de Historia y Ciencias Sociales,
nueva época, núm. 24, México, Instituto
Mora, septiembre—diciembre 1992, pp.
147—152.

—————————: «Nuevas perspectivas sobre una
vieja pregunta», en El primer liberalismo
mexicano, 1808—1855, México, Institu-
to Nacional de Antropología—Museo
Nacional de Historia / Miguel Ángel
Porrúa, 1995.

—————————: «El Jano Bifronte. Consideraciones
sobre el liberalismo mexicano», en
Josefina ZORAIDA VÁZQUEZ (ED.): Memorias
de la Academia Mexicana de la Histo-
ria correspondiente de la Real de Ma-
drid, t. XXXIX, 1996, pp. 129—140.

ÁVILA, ALFREDO: La formación del gobierno re-
presentativo en México (1808—1824),
México, CIDE / Taurus, 2002.

BLÁZQUEZ DOMÍNGUEZ, CARMEN: «San Cristóbal
de Tlacotalpan: postrimerías coloniales en
una región sotaventina (1760—1800)», en
Anuario, núm. VI, Xalapa, Universidad
Veracruzana—Centro de Investigaciones
Históricas del Instituto de Investigaciones
Humanísticas, 1989.

———————: Políticos y comerciantes en Veracruz
y Xalapa, 1827—1829, Xalapa, Gobier-
no del Estado de Veracruz—Llave, 1992.

79 Charles A. Hale:  El liberalismo mexicano en la época de Mora, 6a

ed., México, Siglo XXI Editores, 1985, pp. 98—101.



123

Pre–texta

COSTELOE, MICHAEL P.: La primera república fe-
deral de México (1824—1835). Un es-
tudio de los partidos políticos en el Méxi-
co independiente, México, Fondo de
Cultura Económica (FCE), 1975.

DI TELLA, TORCUATO: Política nacional y popular
en México, 1820—1847, México, FCE,
1994.

GUEDEA, VIRGINIA: «El pueblo de México y las
elecciones de 1812» en Regina Hernán-
dez Franyuti: La ciudad de México en la
primera mitad del siglo XIX, t. II, México,
Instituto Mora, 1994.

GUERRA, FRANCOIS XAVIER: México: Del Antiguo
Régimen a la Revolución, t. I, 2a ed.,
México, FCE, 1991.

HALE, CHARLES A.: El liberalismo mexicano en la
época de Mora, 6a ed., México, Siglo
XXI Editores, 1985.

JUÁREZ MARTÍNEZ, ABEL: «Las fuentes del poder
regional en el sureste veracruzano: el
caso de Juan Francisco Bautista Franyuti,
1750 —1820», en Sotavento. Revista de
Historia, Sociedad y Cultura, núm. 9,
Xalapa, Universidad Veracruzana—Insti-
tuto de Investigaciones Histórico—Socia-
les, Invierno 2000—2001, pp. 9—36.

LEMPÉRIÈRE, ANNICK: «Reflexiones sobre la termi-
nología política del liberalismo», en Brian
Connaughton, Carlos Illades y Sonia
Pérez Toledo (coords.): La construcción
de la legitimidad política en México,
México, El Colegio de Michoacán /
UAM—Iztapalapa / Universidad Nacional
Autónoma de México (UNAM) / El Cole-
gio de México, 1999, pp. 35—66.

MORENO VALLE, LUCINA: Catálogo de la «Colec-
ción Lafragua» de la Biblioteca Nacio-
nal de México, México, Instituto de In-
vestigaciones Bibliográficas. UNAM,
1975.

ORTIZ ESCAMILLA, JUAN: «Representación territo-
rial, la politización de las elecciones y la
crisis del primer federalismo en Veracruz»,
en José Alfredo Uribe Salas, María Tere-

sa Cortés Zavala y Alonso Torres Aburto
(coords.): Historias y Procesos. El queha-
cer de los historiadores en la Universi-
dad Michoacana, Morelia, UMSNH—Es-
cuela de Historia / Instituto Michoacano
de Cultura, 2000.

RODRÍGUEZ O., JAIME E.: La independencia de la
América española, México, El Colegio
de México / FCE, 1996.

SORDO, REYNALDO: El Congreso en la primera
república centralista, México, El Colegio
de México / Instituto Tecnológico Autó-
nomo de México, 1993.

TENA RAMÍREZ, FELIPE: Leyes fundamentales de
México, México, Porrúa, 1997.

TRENS, MANUEL B.: Historia de Veracruz, t. IV,
Xalapa, Secretaría de Educación y Cul-
tura del Gobierno del Estado de
Veracruz—Llave, 1992.

VÁZQUEZ, JOSEFINA ZORAIDA: «Los primeros tropie-
zos», en Historia General de México, t.
3, 2a ed, México, El Colegio de Méxi-
co, 1981.

Becario del Instituto de Investigaciones
Histórico—Sociales de la Universidad Veracruzana

David Carvajal López



124

Pre–texta

n país que ha practicado el budismo1 de forma in-
tensiva y masiva desde el siglo XI ha sido el Tíbet; éste abarca una gran región
montañosa entre la China central y la India. También se le conoce como país de las
nieves por sus majestuosas montañas nevadas, gigantes valles de altura y su ex-
traordinaria conformación de cielos.

Para comprender el budismo tibetano y su situación en el actual Tíbet, invadido
por el gobierno y el ejército de China, es importante referirse a la propuesta basa-
da en los llamados cuadros preliminares ordinarios:

1. La existencia humana es preciosa, por eso se debe utilizar de la mejor mane-
ra posible.

2. Todo fluye, nada es permanente, nada es inherente a sí mismo: las cosas,
fenómenos y personas están condicionados por causas.

3. Toda acción virtuosa produce felicidad; toda acción no virtuosa produce
sufrimiento (karma).

4. La esencia de la existencia es el sufrimiento, el dolor y la insatisfacción. Se
sufre al nacer, al envejecer, al aferrarse; se sufre por lo que no se tiene y se
sufre por lo que se tiene.2

1 El budismo es una doctrina que procura en su teoría y práctica cesar el sufrimiento en todos los seres humanos. Se funda-
menta en las enseñas de Buda Sakyamoni. Actualmente dicha doctrina, llamada Dharma, es practicada por más de 300
millones de personas; es notable que sea la única doctrina religiosa que nunca ha sido causa de guerra o conflicto violento
alguno. Se practica en China, Tíbet, Corea, Japón y Finlandia, entre otros países.

2 Este aserto no debe confundirse con las Cuatro Nobles Verdades: 1. Existe el sufrimiento; 2. El sufrimiento lo causa el apego
y la aversión; 3. El sufrimiento puede ser eliminado y 4. Se elimina por medio de la práctica del Óctuple Noble Sendero.
Hoy en día existe mucha literatura sobre esta doctrina; al respecto, se recomiendan los siguientes textos: Dalai Lama: El arte
de la compasión, México, Grijalbo, 2002; Paco Rabanne: La iluminación del budismo, Barcelona, Ediciones B, 1998; y
Sangharákshita: ¿Quién es el Buda?, Fundación Tres Joyas, 1994.

U

El Tíbet:
un desastre ignorado

Nadie se nos montará encima
si no doblamos la espalda

Martin Luther King

por Jorge García Montaño
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El pueblo tibetano, antes de la invasión
china en 1950, tenía una profunda devoción
del budismo, derivada de Atisha, lama del si-
glo XI y originario de la India. Desde entonces,
la cultura, el gobierno y la vida social tibetanos
se fundían con el budismo.

Los dalai lama (océanos de sabiduría) eran
los líderes del pueblo tibetano y en ellos se com-
binaba el gobernante (lo civil) con el lama (lo
religioso). Actualmente, el XIV Dalai Lama, Tenzin
Gyatso, nacido el 6 de julio de 1935, en el seno
de una familia campesina del pueblo de Takster,
situado al noroeste del Tíbet, es el líder exiliado
más importante del budismo tibetano. A los dos
años fue reconocido como la reencarnación
del XIII Dalai Lama.3

El XIV Dalai Lama asumió el poder político
del Tíbet a los 16 años, cuando el ejército chi-
no invadió su país. En 1959, de cara a un le-
vantamiento del pueblo tibetano frente a la in-
vasión, su Santidad el Dalai Lama tuvo que
exiliarse en la India. Desde entonces, vive en
Dharamsala, conocida como la pequeña Lhasa
—Lhasa es la capital del Tíbet— en el norte de
la India.

A partir de los exilios tibetanos en la déca-
da de los setenta, el budismo de esta región se
ha extendido a Nepal, Suiza, Inglaterra, Esta-
dos Unidos de América, Francia y Canadá.
Desde entonces, el reconocimiento de libera-
ción del Tíbet no ha dejado de tener presencia
en el ámbito internacional.4

Es importante imaginar lo que era un país
budista antes de la década de los cincuenta,
cuando practicaba esta doctrina tanto en for-
ma laica como monástica. Pero fue precisamen-
te su aislamiento del concierto mundial de los
países lo que permitió que la invasión china no
tuviese ninguna respuesta oficial o protesta de
la Organización de las Naciones Unidas (ONU)
y de ningún otro país. Hasta hoy, todavía nin-
gún país ha reconocido al gobierno en exilio
del Dalai Lama como el legítimo representante
del pueblo y la nación tibetana.

3 El linaje tibetano de los Dalai Lama que representan al Buda de la
Compasión.

4 Para mayor información sobre el gobierno del Tíbet en el exilio, que
dirige el XIV Dalai Lama, véase: <www.Tíbet.com> y <www.Tíbet.itese.mx>,
entre otras páginas del Movimiento de Liberación Tibetana.
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Antes de la invasión china, en toda la re-
gión del Tíbet existían alrededor de 6 mil mo-
nasterios. Prácticamente toda familia, ya fuera
campesina, comercial o terrateniente, tenía un
hijo dentro de ellos. Para 1980, sólo queda-
ban 13 y el resto se encuentra en ruinas, y la
mayoría de monjes y monjas fueron asesina-
dos, encerrados o exiliados. A partir de 1979,
el gobierno chino ha permitido la reconstruc-
ción de algunos monasterios, más con fines tu-
rísticos que por respeto a la cultura tibetana.
De cualquier forma, todos los monasterios
budistas tibetanos que aún existen son contro-
lados permanente por soldados chinos, quie-
nes vigilan las 24 horas a las monjas y a los
monjes; a ellos se les imparten sesiones de ree-
ducación política al estilo dictatorial maoísta, con
el objeto de satanizar el liderazgo del XIV Dalai
Lama, imponer la versión china del Tíbet y opo-
nerse al movimiento tibetano de liberación.

¿Cuáles son los datos del Tíbet en la ac-
tualidad? Las cifras no dejan dudas sobre el
genocidio demográfico, cultural y religioso que
el gobierno chino ha practicado en esa nación:
ocho de cada 10 tibetanos son analfabetos;
en las escuelas y universidades los tibetanos
no son aceptados y los puestos más altos de la
administración pública están reservados para
los chinos. Se estima que actualmente en el Tíbet
residen 7 millones de chinos y la población
tibetana constituye alrededor de seis millones.

Desde 1950, el territorio tibetano ha sido cer-
cenado a la mitad de su extensión original. Antes
existían tres provincias —lo que equivaldría a en-
tidades federativas—: U—Tsang, Kham y Amdo,
que formaban una extensión de más de 2 mi-
llones de kilómetros cuadrados —algo así como
dos veces la extensión conjunta de Dinamarca,
Austria, Alemania y Francia—. De hecho, la provin-
cia de Amdo y Kham se incorporaron a diversas
provincias de China.

Ahora, cuando el gobierno chino se refie-
re al Tíbet, habla solamente de la llamada re-
gión autónoma tibetana, e incluye sólo a U—
Tsang. En el proceso de esta anexión, el go-
bierno chino, mediante su ejército y del partido
comunista, ha liquidado alrededor de un mi-
llón de tibetanos, que desde la década de los
sesenta se han opuesto a la invasión china. Es
decir, que alrededor de 15% de la población
nativa ha sido asesinada por los invasores.

Para el año 2000 se estimó que existían
alrededor de 130 mil tibetanos exiliados: 100
mil en la India, 25 mil en Nepal y el resto en
Bhután, Suiza, Estados Unidos de América y
Canadá. Actualmente, esa pequeña comuni-
dad cuenta con un gobierno en exilio que se
declara democrático y tiene un Congreso de
Diputados, así como ministerios de educación,
economía, religión, cultura, seguridad y relacio-
nes internacionales.5

A pesar de los esfuerzos del XIV Dalai Lama
para poner en la agenda internacional de la
ONU el asunto de los derechos humanos, la inva-
sión china al Tíbet sigue su curso. El Ejército Po-
pular de Liberación (EPL) controla prácticamente
todo el territorio del Tíbet; familias y comunida-
des laicas y monásticas se encuentran en esta-
do de sitio permanente. Es pertinente comentar
que el gobierno chino reclama su soberanía
sobre el territorio tibetano desde la época de
la dinastía Qing, de origen mongol, ¡no chino!
Esta dinastía fue expulsada en 1912 del país
por Chiang—Kai—Shek, famoso general del ejér-
cito nacionalista.

En el largo camino del EPL que se expan-
día sobre todo el territorio tibetano, el gobier-
no chino impuso un famoso Acuerdo de Dieci-
siete Puntos que proponía hacer del Tíbet par-
te integral de la República China. Entre los pun-
tos del supuesto Acuerdo destacaba la rendi-
ción del ejército tibetano —que eran realmente
guardias civiles— y despojaba a los tibetanos
de toda posibilidad de establecer relaciones
con otros países.

5 Son días festivos el 10 de marzo que es el día del Tíbet; el 6 de julio,
aniversario del XIV Dalai Lama; el 2 de septiembre se celebra el día
de la democracia y el año nuevo tibetano.
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Teóricamente, el Acuerdo aceptaba el sis-
tema político local con el XIV Dalai Lama a la
cabeza del mismo y hacía respetar la cultura
tibetana.  Pero ya a finales de la década de
los cincuenta, dicho Acuerdo era constantemen-
te violado por los miembros del partido comu-
nista chino, cuya consigna gubernamental era
eliminar todo rastro de feudalismo tibetano y
de ideología religiosa —el budismo era consi-
derado como una ideología imperialista—. Por
su parte, el EPL de China se dedicó a imponer
una disciplina laboral y rural que transgredió
miles de años de costumbres y cultura produc-
tivas a favor del ambiente, de la tierra, el agua
y el aire.

Con base en la doctrina budista, el Tíbet
antes de 1950 era uno de los pocos países
del mundo donde no se conocía la pobreza
regular y estructural. Las formas de producción
agrícola y artesanal estaban impregnadas de
conceptos divinos respecto a la no violencia;
prevalecía un régimen alimenticio vegetariano,
el uso intensivo de la razón y la lógica para
dirimir las diferencias y concentración de la vida
civil alrededor de los monasterios. De esta for-
ma, de la vida autóctona tibetana ya no que-
da más que el recuerdo y uno que otro sobrevi-
viente en las muy altas montañas del Himalaya,
donde el ejército invasor chino no ha podido
llegar después de más de 50 años.

La tierra se colectivizó con métodos vio-
lentos y por decretos se estatizaron las formas
de producción artesanal; la vida religiosa fue
casi prohibida en su totalidad. En la actualidad
aún se les prohíbe a los pocos monjes y mon-
jas de Lhasa y otros monasterios que canten en
zonas públicas. Hoy, la pobreza está extendi-
da en todo el país; en general, todo tibetano
es pobre, pues se les niega dictatorialmente la
formación de patrimonio, salud y educación.

La población tibetana tiene raíces del pue-
blo mongol, de ahí la fuente de su gran capa-
cidad de resistencia al sufrimiento y el nacimien-
to de toda una filosofía de defensa y guerra.
Como ya se anotó, es con Atisha, en el siglo XI,

cuando se logró estabilizar el Tíbet, gracias a
la introducción del budismo social mahayana6

y gran parte de la cultura externa del guerrero
mongol se transformó en una cultura interna del
guerrero espiritual tibetano. Es por eso que las
sublevaciones tibetanas han sido permanentes.
En 1957 había una incipiente guerra antico-
lonial en las provincias de Amdo y Kham; la
mayoría de los guerreros tibetanos son de la
etnia khampas.

La rebelión de 1957 se prolongó hasta
1959. El 10 de marzo de 1957 el gobierno
de China invitó al XIV Dalai Lama a un encuen-
tro con el presidente y dictador Mao, pero el
pueblo tibetano interpretó dicha invitación como
una trampa política para secuestrar a su líder.
Para la siguiente semana, el pueblo tibetano
había rodeado el palacio de Norbulingka —
palacio nacional— donde se encontraba el
Dalai Lama; posteriormente dicho palacio fue
bombardeado, saqueado y destruido por el
ejército chino. La represión cobró la vida de
más de 85 mil personas.

A la edad de 24 años, el Dalai Lama, su
consejero y su familia abandonaron las majes-
tuosas montañas del Tíbet y se dirigieron a la
India para exiliarse. En esa época, el líder re-
pudió el famoso y supuesto Acuerdo de Dieci-
siete Puntos que fue violado e ignorado por
parte del gobierno chino.

A principios de la década de los sesenta,
se estableció en el exilio el Comité de Diputa-
dos del pueblo tibetano, como el órgano supre-
mo de gobierno; desde entonces, el XIV Dalai

6 A grandes rasgos, existen tres grandes escuelas de budismo, cada
una de las cuales cuenta con múltiples linajes: 1. Budismo theravadha,
cuyo principal objetivo es liberar del sufrimiento a la persona indivi-
dual, separándola de las pasiones mundanas; 2. Budismo mahayana,
cuyo objetivo es liberar del sufrimiento a todo ser sintiente; su ideal es
el Budhisatva, que es una persona dedicada a liberar a los otros
antes de liberarse a sí mismo; a esta aspiración altruista se le llama
Bodhichitta; por último, 3. Budismo vajrayana, cuyo objetivo también
es liberar a toda persona del sufrimiento, pero partiendo de la idea
de que todo ser humano es Buda y de que se ha de despertar de
dicho estado espiritual con base en técnicas intensivas para llegar a
la iluminación en una sola vida.
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Lama ha hecho pública su intención de renunciar a la presidencia y permi-
tir la plena democracia local, regional y nacional en el Tíbet. Actualmente
existen muchas representaciones del gobierno en exilio, llamadas común-
mente casas del Tíbet.

Durante las décadas de los setenta y ochenta, el XIV Dalai Lama estu-
vo planteando al gobierno chino y la comunidad internacional un Plan de
Paz, que se materializó en 1987 y que consiste en cinco puntos:

1. Transformación de todo el Tíbet en una zona de paz
2. Abandono de la política de transferencia de población china que

significa una amenaza a la existencia misma del pueblo tibetano
3. Respeto a los derechos humanos fundamentales del pueblo tibetano

y a las libertades democráticas
4. Restauración y protección del ambiente natural del Tíbet y abando-

no de la utilización que China está haciendo del Tíbet para la
producción de armas nucleares y como cementerio de residuos
nucleares

5. Comienzo de negociaciones formales sobre la futura situación del
Tíbet y sobre las relaciones entre los pueblos tibetano y chino.

Dicho Plan fue presentado el 21 de septiembre de 1987 ante la Co-
misión de Derechos Humanos del Congreso de Estados Unidos de Améri-
ca; pero su origen data de 1979, cuando el presidente de China, Deng
Xiao Ping, declaró que en el caso del Tíbet todo se podía negociar, menos
su independencia. Por esto, el Dalai Lama no habla de independencia en
los cinco puntos, ni siquiera de autonomía.

Actualmente, el Tíbet sigue viviendo las consecuencias de la invasión
china y consecuencias de todo tipo por las políticas gubernamentales
maoístas del Gran Salto Adelante y la Revolución Cultural que han devas-
tado el estilo de vida tibetano. A pesar de los levantamientos de 1987 y
1989, ignorados por la ONU, por los gobiernos democráticos y por los
medios de comunicación masiva internacionales, el movimiento de resis-
tencia tibetana se extiende dentro y fuera del territorio del país; pero tam-
bién, durante los últimos años, la colonización china del Tíbet es cada vez
más violenta.

Por otra parte, el gobierno chino aplica autoritariamente una política
de control natal sobre las familias tibetanas que incluye abortos y esterili-
zaciones forzadas. A las nuevas parejas tibetanas sólo se les permite tener
dos hijos, aun cuando la densidad de habitantes es de 0.42 habitantes
por kilómetro cuadrado, una de las más bajas del mundo.

Pero para el gobierno chino, cualquier considerando de otros países
que se haga respecto al genocidio tibetano es catalogado como una
injerencia en sus asuntos internos y prácticamente ha hecho caso omiso de
las tibias y mediocres recomendaciones que organismos internacionales
le han presentado sobre la situación de los derechos humanos, tibetanos.
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Al respecto, vale la pena anotar algunos ejemplos donde el gobierno
chino viola flagrantemente sus derechos humanos, además de haber ase-
sinado a más de un millón de tibetanos y de haber borrado de la tierra de
las eternas nieves la doctrina y práctica espiritual del budismo mahayana.

Existen casos patéticos como el del Gendum Choekyi Nyimo, XI
Panchen Lama, y toda su familia. En 1989, murió el X Panchen Lama y,
como es costumbre en la tradición monástica tibetana, se inició la búsque-
da de su reencarnación, la cual se presentó en un niño de cuatro años de
edad, llamado precisamente Gendum Choekyi; pero el gobierno chino
tuvo la ocurrencia de establecer que otro niño era la reencarnación, un tal
Gyaltsen Norbú, hijo de padre patriótico y miembro distinguido del Parti-
do Comunista Chino. Con este pretexto, el gobierno chino secuestró e
hizo desaparecer a toda la familia del auténtico Panchen Lama, Gendum
Choekyi Nyimo, y hasta la fecha nada se sabe sobre esa familia.

Otro caso es el de Ngawang Sangdrol, monja de 19 años del con-
vento de Garu, situado en la capital de Lhasa. Desde muy joven ha partici-
pado en la resistencia tibetana: detenida en 1990, a los 13 años de edad,
por participar en una manifestación por la independencia tibetana, fue
liberada en 1992 y después volvió a participar en otras manifestaciones,
por lo cual la encarcelaron y le impusieron trabajos forzados por tres años
más. Posteriormente, la condenaron por otros seis años por cantar cancio-
nes independentistas tibetanas. En 1996, de nuevo fue condenada a nue-
ve años de prisión, por atreverse a gritar la consigna mundial del movi-
miento tibetano Fue Tíbet. En suma, la monja Sangdrol aun se encuentra
presa en Gyaltsen Pelsang y es sometida a maltratos y torturas, tal y como
lo comprobó físicamente la ONU.
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En 2003 la represión china hacia el pue-
blo tibetano continúa incrementándose con el
agravante de la impunidad, de la complicidad
de algunos países desarrollados y organismos
internacionales. Se tiene en estado de sitio a
los monasterios de Ganden, Drepung, Sera y
Ramoche, entre otros; en ellos está prohibido y
amerita cárcel, tortura y fusilamiento, tener foto-
grafías del Dalai Lama, realizar rituales budistas
y oraciones en público o el simple hecho de
manifestar cualquier tipo de inconformidad res-
pecto a los invasores chinos.

El 10 de marzo de 1959 es una fecha his-
tórica para este pueblo: fue el día de su levan-
tamiento por la dignidad y el espíritu tibetano;
respecto a esta fecha, el XIV Dalai Lama decla-
ró en 2002:

Lo que hace falta es una estrategia bien estruc-
turada, a largo plazo, para promover de forma glo-
bal la no violencia y diálogo[...] En la sociedad
humana, siempre habrá diferencias de opiniones e
intereses. De todas maneras, la realidad hoy es que
somos todos interdependientes y tenemos que co-
existir unos con otros, en este pequeño planeta. [...]
La cultura budista del Tíbet inspira a los tibetanos
con valores y conceptos de compasión, perdón
paciencia y respeto por todas las formas de vida,
que son de beneficio práctico y convenientes en la
vida diaria y por eso deseamos preservarla. Des-
graciadamente nuestra cultura budista y forma de
vida están en vías de total extinción. La mayoría de
los planes chinos de «desarrollo» en el Tíbet, están
diseñados para integrar al Tíbet en la sociedad y
cultura chinas.

Y para terminar, el XIV Dalai Lama dice:

rindo homenaje a los valerosos hombres y mujeres
del Tíbet que han sacrificado y continúan sacrifi-
cando sus vidas por la causa de nuestra libertad y
ruego para que finalice pronto el sufrimiento de
nuestro pueblo.

El 26 de enero de 2003 se difundió la
noticia de la ejecución del monje Lobsang
Dhondup, detenido junto con el venerable
Tenzin Delek Rinpoche, ambos acusados de

Director de Programas de Desarrollo Institucional del Centro
de Formación y Desarrollo del Instituto Federal Electoral

Jorge García Montaño

ser autores de una explosión de bomba el 3
de abril de 2002, en la plaza Chengdu de la
ciudad de Sicuani. Los dos monjes tibetanos se
distinguían por ser protectores y restauradores
de la cultura y la religión tibetanas y por su
lucha en contra de la represión china en el Tíbet.

¡Libertad al Tíbet!
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l antecedente riguroso: Platón y la poesía

Poesía es creación, arte por la palabra. A sus artistas se les denomina poetas. Tanto
a la poesía como a los poetas el pensamiento griego los excluyó no sólo como
arte verdadero, sino como un conocimiento indigno de ser enseñado y aprendido
por los futuros gobernantes de la república ideal. De embaucadores e imitadores
de la idea primordial acusó Platón a los poetas. Egregio filósofo, éste, que antes de
serlo había cultivado la poesía. Tal vez por eso no cerró definitivamente la puerta
de acceso para aquélla, cuando ofreció a los amigos de la poesía que demostra-
ran que no sólo sería grata sino también provechosa para el Estado y para la vida
del hombre. Dijo:

Démosle también a sus defensores, a ésos que no son poetas, pero sí amigos de la poesía, la
posibilidad de probar su razón, aunque sea en prosa, demostrando a la vez que la poesía no
sólo es grata, sino provechosa para los regímenes políticos y la vida del hombre.1

E

1 Platón: La república, Madrid, Edimat Libros, 2000, p. 398.

Nietzsche
y la poesia

por Samuel Pérez García
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Identidad y diferencia: poesía y filosofía

Esta oposición a la poesía no fue privativa de
Platón. De antaño venía la pugna entre la esen-
cial actividad del hombre: la poesía o la filoso-
fía. Pero es a partir del griego que los campos
quedan separados para nunca más fundirse,
aun cuando ambas tengan afinidades y pre-
tendan, desde su propia perspectiva, resolver
el problema del ser. La filosofía se nutre e inda-
ga por medio de la razón para ofrecernos, en
una arquitectura racional, su explicación; en la
poesía, la razón se relega como instrumento
fundamental de la creación. Para ella es el len-
guaje el vehículo propicio de su expresión: la
emoción. Pero cada una tiene al hombre como
referente, aunque sendas apunten a aspectos
distintos.

Así, nacidas del ser emigran en sentido
contrario.2 La poesía anida en la soledad y en
la nostalgia, zumba cual viento que arrulla al
hombre en su fortaleza de tiempo ido. Recupe-
ra lo olvidado y lo actualiza en la memoria. La
filosofía, en cambio, clama por el ser, ahonda
en lo inescrutable de su progenie: el ser de
donde vino. Habla entonces del ser, en su uni-
dad, de su inmutabilidad eterna, de eso que lo
explica como orientación natural del hombre:
el saber, su inclinación de siempre. La poesía
no es eso ni lo será, acaso una llama inespera-
da que busca el corazón, el sentimiento, de
ahí su irracionalidad, según dijo Aristóteles. La
filosofía es distinta. Ella quiere ser el fuego eter-
no, la razón que, buscada con afán, es encon-
trada y tomada como asidero para existir.

Sin razón alguna que respalde su interven-
ción en la vida, la poesía se acerca tímida, si-
lenciosa, a indagar por las penas del hombre.
No para curarlo de su mal ni para el consuelo
necesario, más bien para que sepa que el do-
lor es también otra manera de ser, y que a
Platón no le pareció. Así ha andado siempre la
poesía, toca puertas cual vendedora de pro-
ductos, visita casas donde la reciben y orea
con su presencia las almas que a ella se acercan.
Bebe del dolor de los otros porque ella es en sí
misma dolor. No así la filosofía. Enfundada en su
saber no busca a quienes ha de ganar. Ella los
espera plácida bajo un árbol o un aula con sufi-
ciente luz, y ahí enseña su racionalidad, su ética,
su episteme, su manera intelectual de ser.

Atisbo de un problema no resuelto:
¿filosofía y poesía puras?

¿Poesía y filosofía no son aspectos de una mis-
ma materia: el pensamiento por el ser que es,
pero cada una con un tratamiento diferente?
Pongamos por caso un texto de filosofía como
La república o Así hablaba Zaratustra. ¿Son
filosofía pura?, ¿no hay poesía en las dos obras
o en algunos pasajes como el mito de la ca-
verna, o en esa frase nietzscheana que dice
«Yo solo creería en un Dios que supiera bai-
lar», por ejemplo? Un poema es un mundo de
palabras con significado distinto al literal en
tanto poema, ¿pero, no contiene una cierta fi-
losofía? Luego entonces, ¿deberemos continuar
con la tradición de entender y explicar a la filo-
sofía y a la poesía desde sí mismas, sin buscar
qué es lo que las une o las separa?

Decir lo que Nietzsche dijo respecto de
ese Dios que supiera bailar no es un mero de-
cir, hay en la frase un sentido profundo que más
que filosófico se acerca a lo poético, pero
mediante la transgresión; propone la creencia
en lo indecible: dios bailando danzón, creer
en él porque es igual que nosotros: que goza
y sufre. Pero dentro de la concepción tradicio-

2 Respecto de esto, dice Zambrano: «La poesía no puede, sin negarse
a sí misma, partir a la búsqueda de una idea del ser, ni puede
estabilizarse en la pregunta acerca de él; en una lucha más desnuda
sólo hace uso de la razón para captar sus signos. Y al hacerlo así
van encontrando y ofreciendo una especie de alfabeto en el que
entran metáforas, y aun enunciaciones siempre alusivas, por mucho
que declaren; indicaciones, parajes, islas y moradas. Una especie
de odisea por el interior del alma, lugar mediador por excelencia,
pues más que ser, ella transparente, hace con su continuo moverse
que es razón, que las “cosas del ser” cobren la posible visibilidad y
que se presienta su transparencia». (España, sueño y verdad, 1965,
pp. 144—145).
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nal del Dios cristiano, esto es un desacato. Dios
ni bailó ni se rió: amó, eso sí, intensamente. Pero
Nietzsche insiste en que si Dios ha muerto
¿cómo creer? De ahí su propuesta nihilista: creer
en un Dios que sepa bailar, es decir, que no es
tanto la danza comúnmente percibida, sino el
estado orgiástico del espíritu de Dionisio ante
el hombre.

Ser filósofo implica ser poeta

La filosofía tiene al menos una acepción inicial:
amante del saber. Otra acepción lo refiere en
sentido amplio y estricto. En el primer caso (am-
plio) se comprende lo filosófico, en tanto uso
de razón y la actitud que el hombre asume ante
su existencia y cómo vislumbra la de los de-
más. En el segundo caso (estricto), se refiere al
quehacer profesional de los que hacen filoso-
fía, cuya tarea requiere erudición filosófica, pero
más que nada cierta vocación. La filósofa es-
pañola María Zambrano agrega otra cualidad
sin la cual no se puede llamar filósofo a algu-
na persona: la de ser también poeta. No en el
sentido de escribir poesía, sino el de estar en-
diosado, inspirado, para saber crear con la pa-
labra. Quiso decir que el filósofo no debe tener
sólo inspiración, sino además, saber usar las pa-
labras exactas para decir eso que la razón le
dicta. Y si esto es así, ni Platón ni nadie que pros-
criba a la poesía tendrá razón en su obrar.

Los instintos del artista: lo apolíneo
y lo dionisiaco

En el Nacimiento de la tragedia, Nietzsche in-
dica que al igual que el artista que construye
un mundo aparte por medio del sueño y lo vive
como si fuera real, aunque supone que sólo es
una bella apariencia de algo más primordial,
así el filósofo supone que por debajo de la
realidad que vive yace oculta otra distinta, lo
cual significa que tal realidad es un engaño.3

Desde luego, eso que el artista experimenta
no son simplemente aspectos agradables, sino
también cosas serias, oscuras, tristes, miedos,
zozobras, en pocas palabras, junto a lo bueno
yace el infierno, pero no sólo como un juego
de sombras, sino que el artista lo experimenta.
La sociedad que supo expresar este sentido
dicotómico de la vida, fue la griega, por con-
ducto de dos dioses suyos: Apolo y Dionisio,
de donde Nietzsche deriva los rasgos apolí-
neos y dionisiaco manifestados en el arte. El
primero representa el principio de individuación,
la cultura instituida dentro de una vida normal,
la unidad de la realidad, cuya expresión bási-
ca lo tenemos en el sueño; el segundo hace
surgir en el hombre su lado oscuro, sus fuerzas
malignas, caracterizado por la embriaguez
como su estado natural. Aquí el hombre posee
un rostro desconocido, que lo llega a confun-
dir hasta de sí mismo. Es la pérdida de su indi-
viduación. Así, si lo apolíneo ubica al hombre
en su realidad y en lo moral y racional; en cam-
bio, lo dionisiaco lo conduce a romper con lo
establecido, con la buena razón y su lógica
moral. Uno y otro son modos de percibir la
existencia no en su habitual manera, sino de
concebir la vida ligada al arte, que es, según
Nietzsche, lo que hace posible y digno el vivir.
Estas dos fuerzas que se proyectan tanto en la
naturaleza como en el hombre, fue un descu-
brimiento del genio de los poetas griegos, quie-
nes supieron interpretar y promover mediante
la tragedia —mucho antes que los filósofos pros-
cribieran a la poesía y la ubicaran como irra-
cional—, para salirle al paso a la necesidad de
explicarse la presencia de ella en la vida del
hombre.

3 «La relación que el filósofo mantiene con la realidad de la existencia
es la que el hombre sensible al arte mantiene con la realidad del
sueño; la contempla con minuciosidad y con gusto: pues de esas
imágenes saca él su interpretación de la vida, mediante esos suce-
sos se ejercita para la vida»,  dice Friedrich Nietzsche en El nacimien-
to de la tragedia (Madrid, Alianza, 1981, pp. 42-—43).
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Nietzsche y la poesía

Pero Nietzsche que aceptó que la mitad de toda la poesía está preñada
por lo onírico, y que además reconoce a la literatura griega como una
creación artística dominada por lo dionisiaco, no concibe a la poesía con
la misma importancia que a la música. A ésta la concibió como la auténti-
ca idea del mundo y a la poesía la ubicó en un plano imperfecto, pues
desde su punto de vista, la poesía sólo de manera indirecta es como llega
a descubrir la intimidad del mundo:

¿Qué cosa análoga podría ofrecer el poeta de las palabras, que se esfuerza por
alcanzar aquella ampliación interior del mundo visible de la escena y su iluminación
interna con un mecanismo mucho más imperfecto, por un camino indirecto, a partir
de la palabra y el concepto?4

Y más adelante expresó:

La relación de la música con el drama es cabalmente la inversa: la música es la
auténtica Idea del mundo, el drama es tan sólo un reflejo de esa Idea, una aislada
sombra de la misma.5

Pero, además, la idea de poeta que Nietzsche maneja en la obra
que estamos abarcando, no está reducida al aspecto meramente lírico, es
decir, creador de poemas. No. La idea de poeta que Nietzsche concibe
está en sentido amplio, es decir, creador, y específicamente creador de
tragedias6 donde la vida sufre vuelcos imprevisibles, aparentemente carentes
de sentido. Oigámoslo cuando se refiere al poeta Sófocles:

El hombre noble no peca, quiere decirnos el profundo poeta —se refiere a la obra
de Edipo—; tal vez a causa de su obrar perezcan toda ley, todo orden natural,
incluso el mundo moral, pero cabalmente ese obrar es el que traza un círculo mági-
co y superior de efectos, que sobre las ruinas del viejo mundo derruido fundan un
mundo nuevo [...] como poeta primero nos muestra el nudo prodigiosamente embro-
llado de un proceso, nudo que el juez va desatando lentamente, lazo tras lazo,
para su propia perdición.7

Asimismo, concibe al poeta como un hombre capaz de mirar más allá
de la naturaleza que tiene enfrente. Y lo hace porque en él no sólo preva-
lece lo apolíneo, sino que, en tanto artista, yace también en él la fuerza de

4 Op. cit., p. 180.
5 Ibidem, p. 181.
6 La tragedia griega para Nietzsche es el despliegue supremo de la lírica. Ibidem, p. 65.
7 Ibidem, p. 92.
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lo dionisiaco, la cual le permite prefigurar y reconfigurar lo que ante sus
ojos tiene:

la concepción toda del poeta no es otra cosa que justo aquella imagen de luz que
la salutífera naturaleza nos pone delante, después de que hemos lanzado una
mirada al abismo.8

Esta facultad creadora que el poeta posee no proviene de su inteli-
gencia consciente, sino que es producto de una fuerza desconocida que
lo hace su presa, a tal grado que lo lleva al delirio. Al respecto, él mismo
comenta:

de la facultad creadora del poeta, en la medida en que no es la inteligencia conscien-
te, también el divino Platón habla casi siempre sólo con ironía, y la equipara al
talento del adivino y del intérprete de sueños; pues el poeta [dice Platón] no es
capaz de poetizar hasta que no ha quedado inconsciente y ya ningún entendimien-
to habita en él.9

Es precisamente esta versión de que el poeta vive y experimenta no el
mundo actual sino otro que construye en su proceso de creación, y como
al hacerlo se ha olvidado de sí mismo y de su entorno, como resultado de
esa fiebre inspirativa, lo que conduce a Platón a rechazar la poesía, pues
los poetas al no decir cosas pensadas conscientemente no pueden ser
valorados del mismo modo como se asumen las ideas de los filósofos, que
al ser racionalizadas son por naturaleza bellas. Sobre esto, Nietzsche
piensa que la muerte del arte trágico se debió a la aparición del socratismo
estético,10 cuyo representante en la literatura trágica es Eurípedes, ya que
pretende racionalizar a la tragedia con la finalidad de hacerla bella.11

8 Ibidem, p. 93.
9 Ibidem, p. 118.
10 Dice Nietzsche: «Sócrates era, pues, aquel segundo espectador que no comprendía la tragedia antigua y

que, por ello, no la estimaba; aliado con él, Eurípedes se atrevió a ser el heraldo de una nueva forma de él,
entonces el socratismo estético es el principio asesino; y puesto que la lucha estaba dirigida contra lo dionisiaco
del arte anterior, en Sócrates reconocemos el adversario de Dionisio» (El nacimiento de la tragedia, pp. 118—
119).

11 Respecto de estos modos de encarar lo bello: unos como racional y otros como trágico, nos dice Crecenciano
Grave: «Lo trágico está asociado con los sentimientos, con lo impulsivo, con lo sin razón de ser. Una dosis
aunque sea mínima, de pensar lógico arruina el acontecimiento trágico. En la tragedia la lógica está como
ausente [...] Por su parte, el pensar lógico se construye alrededor de una aspiración: desalojar de su interior
toda nota anclada en los sentimientos e impulsos individuales para acceder así a una develación objetiva de
la realidad. (El pensar trágico. Un ensayo sobre Nietzsche, México, Universidad Nacional Autónoma de
México, 1998,  p. 17).
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Nietzsche y los poetas

Hay, desde luego, según la percepción nietzscheana, poetas auténticos e
inauténticos o malos y buenos poetas. Los buenos son como Homero o
Arquíloco, Esquilo o Sófocles, quienes saben que «la metáfora no es una
figura retórica, sino una imagen sucedánea que flota realmente ante él, en
lugar de un concepto».12  Se pregunta luego, cuál es la razón que justifica
su decir. Y responde que Homero elabora descripciones más intuitivas que
cualquier otro poeta. Precisamente por esa capacidad intuitiva es que el
hombre común u otros poetas quedan imposibilitados para encontrarle
sentido al fenómeno estético que origina la tragedia griega. Sin embargo,
opina que el arte como fenómeno estético es más sencillo. Para él, el
poeta auténtico debe

tener la capacidad de estar viendo constantemente un juego viviente y de vivir
rodeado de continuo por muchedumbres de espíritus; para ser dramaturgo basta
con sentir el impulso de transformarse a sí mismo y de hablar por boca de otros
cuerpos y almas.13

En otras palabras, significa poseer el don de la inspiración. Pero tal
don requiere una condición básica: vivir, saber vivir, que, desde su enfo-
que, no es lo biológico, lo sociohistórico materialmente constituido. Su
idea de vivir está en relación con esas dos fuerzas instintivas del hombre:
lo apolíneo y lo dionisiaco, cuya percepción nítida puede expresarse con
la imagen del árbol que busca su altura, pero para lograrlo debe enterrar
su raíz en la profundidad de la tierra. Cuando más alto llegue a ser más
introducirá su raíz en el abismo de la tierra. Otro modo de decirlo: lo
apolíneo es sólo mediante lo dionisiaco, ambos instintos aunque contra-
rios, expresan los dos rostros del hombre como artista: lo aparente y lo
real; lo sádico y lo masoquista del carácter; lo moral o inmoral que se nos
da; lo filósofo y lo poeta; la inteligencia y la sensibilidad. María Zambrano
se acerca bastante a estas percepción nietzscheana del espíritu dionisiaco
del poeta cuando escribe:

El poeta se sintió expresado a expresar lo inefable en dos sentidos: inefable por
cercano, por carnal, por inaccesible, por ser el sentido más allá de todo sentido, la
razón última por encima de toda razón. Es el drama que humildemente ha conlleva-
do todo poeta: unos entendiéndolo, otros, sin entenderlo.14

Ambos instintos: lo dionisiaco y lo apolíneo embonan, también en esa
dicotomía que antes expusimos sobre la poesía y la filosofía. El espíritu
apolíneo del hombre que filosofa puede ubicarse en la propia filosofía

12 Ibidem, p. 85.
13 Ibidem, p. 86.
14 María Zambrano: Poesía y Filosofía, México, Fondo de Cultura Económica, 1992, p. 119.
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por su carácter racional, ético, lógico, mesurado, estructurado según re-
glas universales y aceptables por la sociedad; el espíritu dionisiaco es lo
profundo del hombre, que no le nace de la razón sino de otro lugar que
muchos piensan que es irracional, y por eso lo han llamado poesía. Ésta
no es percibida por Nietzsche como algo construido por el cerebro del
poeta y cristalizada en el poema. Para Nietzsche la poesía quiere ser «la
no aderezada expresión de la verdad, y justo por ello tiene que arrojar de
sí el mendaz atavío de aquella presunta realidad del hombre civilizado».15

Al respecto, es importante presentar dos aclaraciones: una, cuando
Nietzsche habla de que la poesía es «la no aderezada expresión de la
verdad», no entiende el concepto verdadero en su sentido de correspon-
dencia entre el significado de una proposición y su relación con el hecho
que enuncia, sino que:

voluntad por pensar y decir lo que siempre es otra cosa que mero pensar y decir: el
devenir del uno primordial en la individuación y el arrasamiento inmisericorde de
ésta en el ineludible retorno a lo indiferenciado.16

La segunda es que a partir de dicho sentido la poesía que se vive no
es elaborada por un poeta incomparable; para él la realidad es también
poesía, pero la percepción de la misma sólo es posible mediante el instinto
dionisiaco que rige la creación y que se opone al mundo apolíneo de las
bellas formas, que es el modo estético tradicional de conocer el mundo.

Desde esta perspectiva la poesía no puede aspirar exclusivamente a
lo apolíneo ni en su forma ni en su contenido. Ella encierra también algo
de lo cruel y de lo oscuro. A esto se refiere Nietzsche cuando afirma que
los griegos «no sabían ofrecer a sus dioses un condimento más agradable
para su felicidad que las alegrías de la crueldad».17 Tal fue la razón de las
guerras troyanas y otras atrocidades cometidas revestidas como festivida-
des para los dioses, y como también a los poetas se les concebía con
alguna naturaleza divina que los hacía diferente a los demás, esos festiva-
les eran también dedicados a éstos. Así, podríamos con toda razón pregun-
tar si es posible derivar de esta percepción la idea de que toda creación
poética, sólo contiene poesía si al mismo tiempo que abre una imagen festi-
va, evidencia también un horizonte sufrido, una pena que quema el corazón
de los poetas. Porque, en efecto, en el poeta el sufrimiento es una constan-
te. Él cree que vive, no porque goza sino porque sufre. La vida suya es
configurada desde el marco de ese sufrimiento que su alma encierra, y
para prueba está lo que su obra puede presentar si se analiza profunda-
mente. Fiel retrato de eso que lo desgarra, aun cuando pudiera presentar
algo festivo, es la obra de todo poeta. En La genealogía de la moral

15 Nietzsche: El nacimiento de la tragedia, p. 83.
16 Crecenciano Grave, op. cit., p. 17.
17 Nietzsche: La genealogía del moral, Madrid, Alianza, 2001.
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Nietzsche afirma que la felicidad del hombre
consiste en ver sufrir a otro.

Decíamos al principio de este ensayo que
la poesía es dolor y así es. Sólo aquél a quien
le duele algo es capaz de expresarlo poética-
mente. Pero tal sufrir, que pareciera una debili-
dad capaz de generar una profunda compa-
sión por los poetas, tiene otro significado si se
le aprecia desde la lógica de lo dionisiaco. El
sufrimiento del poeta es su fortaleza, pues «los
poetas carecen de pudor con respecto a sus
vivencias: las explotan»,18 dice Nietzsche.
Preñados por el espíritu dionisiaco los poetas
viven su sórdida existencia despreocupados. Su
gozo no es el sufrir, sino el escribir. La vida para
ellos es el sueño de algo más primordial: la
escritura sin la cual la vida carece de sentido.

La poesía como ancila de la música

Pero si bien Nietzsche define con claridad el
contexto en que la poesía nace y se expresa.
Su percepción no rebasa la idea platónica de

haberla considerado subordinada a la poesía;
ajena e incapaz de ofrecernos una visión ra-
cional del ser. Ante la magnificencia de la filo-
sofía, la poesía se achica porque no ha hecho
otra cosa que presentarnos un remedo de ter-
cer nivel de la idea primordial, dice Platón.
Nietzsche no está tan lejos de esta percepción,
aunque reconozca a la tragedia griega como
el nivel supremo de la lírica griega. Pero toda
vez que Nietzsche se había formado en la
música y había escrito El Nacimiento de la tra-
gedia como una justificación a la arquitectura
portentosa de la música wagneriana, subsume
la poesía a la música, y con eso, la convierte
en ancila, al modo como Platón lo hizo respec-
to de la filosofía.

El fundamento argumentativo de esta per-
cepción lo encontramos durante todo el reco-
rrido de la obra señalada, el cual tiene a Schiller
como el centro de la reflexión. Para éste poeta
alemán, antes que la poesía se presente como
imagen o evocación alguna, siguiendo un or-
den o causalidad, en la mente del poeta lo
que ocurre es un «estado de ánimo musical».19

Esto significa que antes que poesía primero
deviene el ritmo del poema. Así, el artista
dionisiaco, el poeta, que se ha identificado en
su proceso de creación con lo uno primordial,
reproduce con todo su dolor y contradicción

18 Nietzsche: Más allá del bien y del mal, Madrid, Altaya, 1999, p.
117.

19 Nietzsche: El nacimiento de la tragedia, p. 64.
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ese uno primordial pero en forma de música,
antes que en poesía.20 Es, después que tal mú-
sica se hace visible, bajo el efecto apolíneo
del sueño que la poesía se da en una imagen
onírica simbólica; tal imagen no es pura imagina-
ción como pudiera pensar la estética moderna,
sino la expresión consustancial de Dionisio que
baila ante nosotros en un torbellino orgiástico.

Visto desde esa perspectiva no es la poe-
sía la que es capaz de darnos una imagen
dionisiaca del mundo, sino la música. Así, la
poesía aparece como una imitación de las con-
sonancias musicales. Dice al respecto Nietzsche:
«La melodía genera de sí la poesía, y vuelve
una y otra vez a generarla».21 Para fundamentar
esto, Nietzsche recurre al ejemplo de una co-
lección de canciones populares, que antes que
ser poesía, habían tenido como origen la músi-
ca. Reitera:

En la poesía de la canción popular vemos, pues,
al lenguaje hacer un supremo esfuerzo de imitar la
música: por ello con Arquíloco comienza un nuevo
mundo de poesía, que en su fondo más íntimo con-
tradice al mundo homérico. Con esto hemos seña-
lado la única relación posible entre poesía y músi-
ca, entre palabra y sonido: la palabra, la imagen,
el concepto buscan una expresión análoga a la
música y padecen ahora en sí la violencia de ésta.22

De tal presupuesto son desprendibles dos
corrientes en la filosofía del pueblo griego:

a) La de que el lenguaje haya imitado el
mundo de las apariencias e imágenes;
y

b) Que dicho lenguaje haya imitado el
mundo de la música.

Esta última es la tesis a la cual Nietzsche
se adscribe. Desde luego, por hacerlo deberá
responder el siguiente planteamiento: si la poe-
sía lírica es una imitación de la música en imá-
genes y conceptos, ¿cómo es que aparece la
música en el espejo de las imágenes y de los
conceptos?

Su respuesta es escueta. Aparece como
voluntad, pero no en el sentido de razón, sino
de querer, de estado dionisiaco. Por eso afirma:

Para expresar en imágenes la apariencia de la
música el lírico necesita todos los movimientos de
la pasión, desde los susurros del cariño hasta los
truenos de la demencia; empujado a hablar de la
música como símbolo apolíneo, el lírico concibe la
naturaleza entera, y a sí mismo dentro de ella, tan
sólo como eternamente volente, deseante, anhe-
lante.23

Así, si la poesía requiere de la música para
autorealizarse. Ésta se expresa soberanamente,
pues no requiere ni de imagen ni de conceptos
para existir, aun cuando éstos puedan perma-
necer a su lado. Por lo tanto, la poesía es su-
bordinada en su proceso de manifestación
lúdica. Asume prestado al lenguaje y al ritmo
como condición básica de su existir. No pasa
de ser una mera repetición del mundo musical:

la poesía del lírico —dice Nietzsche- no puede ex-
presar nada que no esté ya, con máxima generali-
dad y vigencia universal, en la música, la cual es la
que ha forzado al lírico a emplear un lenguaje fi-
gurado.24

Notas críticas al concepto
nietzscheano de poesía

1

Nietzsche, 16 años después de haber apare-
cido El nacimiento de la tragedia, elaboró al-
gunas notas autocríticas con relación a la im-
portancia que le otorgó a la música alemana,
al decir que esa música nada tenía que ver

20 Ibidem, p. 65.
21 Ibidem, p. 71.
22 Idem.
23 Ibidem, p. 73.
24 Ibidem, p. 74.
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con el supuesto espíritu dionisiaco; y más aún, se preguntaba cómo podría
ser dicha música, no apuntó nada con relación a la poesía. En ese senti-
do, es de suponer que siguió apegado a su tesis inicial: sólo en la música
es posible que anide lo uno primordial y no en cualquier otro, menos en la
poesía.

2

De tal afirmación es desprendible esta consecuencia: la negación de la
autonomía de lo poético respecto de la música. Al convertirse la poesía en
imitadora de las consonancias musicales, le resta a la creación poética su
capacidad expresiva y la conduce por el camino del artesano que basta-
ría con saber su técnica para poder crear, sin tropiezo, obras de alto valor
artístico. Pero la poesía no se reduce a técnica, aunque ésta sea un medio
necesario, del mismo modo que el piano no es la música, sí resulta necesa-
rio que el ejecutante conozca de ese instrumento para producir la melo-
día. Así pasa con la poesía. El poeta auténtico, el artista poeta, podría
saber todas la técnicas posibles, pero si carece de espíritu creativo, no
podría producir más que esperpentos de poesía que, los desconocedores
podría aplaudir, pero no los auténticos poetas. Y es que la poesía no es
sólo ritmo, también es imagen, indestructible unidad de la palabra con el
ritmo, la imagen, la idea, la emoción, para generar la emoción capaz de
hacernos evocar algo olvidado. Y entonces, bajo la magia de su hechizo,
recordamos, nos transportamos a un estado emotivo de tal naturaleza que
sólo —tal vez—, el enamoramiento sea capaz de igualar, a lo mejor, ni eso.

3

Nietzsche, influido por la música wagneriana de su tiempo, propuso esa
idea de subordinación tajante y del carácter imitativo de la poesía por la
música. No tiene razón en ello por lo que ya se argumentó. Pero sí lo tiene
cuando dice que la música no requiere de mediación alguna para alcan-
zar la luz interior del mundo; en cambio, la poesía para expresarse requie-
re un largo camino de mediación: la palabra y el concepto. Tal afirmación
es indiscutible: todos sabemos que el vulgo tiene desarrollado su instinto
musical sin proponérselo. La música, así, es bienvenida a todos los hoga-
res. Basta oír tocarse un instrumento para que sus consonancias nos impon-
gan solaz esparcimiento y gusto por la pieza. No pasa lo mismo con la
poesía, cuya expresión por conducto del lenguaje, complica su entendi-
miento, o más bien, su sentir. A diferencia de la música, un texto poético no
expresa directamente su sentimiento. La emoción contenida se tiene que
buscar en eso que oído o leído configuran el otro mundo de la literatura: la
realidad metamorfoseada: imagen, cadencia, sonoridad, penas abruptas,
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soledad inmarcesible, desgarramiento eviden-
te, pluralidad de sentimientos encontrados pue-
de ser el resultado de oír un verso, un poema,
un libro poético. Pero para esto se requiere de-
sarrollar la capacidad de comprensión de la
emoción de la poesía. Sin esa condición, cual-
quier obra no pasaría de ser algo sin importan-
cia. Y es que, la mayoría de los individuos, acos-
tumbrados a pensar desde el esquema de la
lógica, no logran entender lo que un texto con-
tiene de emotivo, si no se presenta con la clari-
dad del pensar. Pero la poesía, como supongo
que tampoco la música, no se rige por proce-
sos racionales, sino por procesos contrarios,
donde la razón, como dice Zambrano, sólo es
empleada para captar los signos de lo que ante
mí aparece escrito o sonoro.

Conclusiones

Igual que el hombre anda en la búsqueda in-
cesante de su otra mitad, sin lograrlo jamás, la
poesía parece presentar ese mismo carácter
con la filosofía. Ambas se presentan como dos
mundos diferentes, pero inseparables. Pues
aquello que la poesía nos da, la filosofía no
puede ofrecerlo. Y lo que esta última dona, la
poesía carece de don para que por sí misma
nos lo otorgara. La una nace de la razón, de la
pregunta originaria por el ser; la otra del sentir,
del llanto, del dolor.

En su origen histórico ambas se separaron.
Y fueron los filósofos los que, tajantemente han
reiterado el divorcio, aunque haya otros que
opinen la necesidad de su complemento. Platón
fue uno de los pioneros por la separación:
ancila de la filosofía propuso que fuera la poe-
sía. Nietzsche, en el siglo XIX, le dio su impor-
tancia en la elucidación del pensar trágico,
pero la ubicó subordinada a la música.

En este ensayo, el punto de vista apela,
por una parte, al reconocimiento de la poesía
como un arte que es posible crearla por sí mis-
ma, que no es reducible a una técnica como

pudo haber pensado a Nietzsche al ubicarla
como imitadora de la música; por otra parte,
existen quienes creen que poesía y filosofía tie-
nen una frontera indiscernible, puesto que re-
sulta difícil pensar que la poesía carece de una
filosofía o que ésta no tenga algo de poético.
María Zambrano es una de esas pensadoras
que pugnaron por juntar lo que otros habían
separado.

Candidato a Maestro en Filosofía
por la Universidad Veracruzana

Samuel Pérez García
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Cómo y cuándo empieza la connotación kisch en el arte?
A raíz de la llamada vanguardia plástica y el rompimiento con el arte figurativo

y la ruptura del concepto tradicional de lo bello, durante la primera década del
siglo XX, el término kitsch comienza su desarrollo paulativo.

Las nuevas concepciones de arte, a partir del dadaísmo (1916), coadyuvaron
a un sinnúmero de manifestaciones conectadas con el arte, pero no propiamente
artísticas, poco a poco involucradas en una dinámica permisible de otroras dimen-
siones visuales e intelectuales. De hecho:

en la producción artística del siglo XX es casi imposible prescindir de Dadá y su decisiva influen-
cia. Dadá, sin ser una modalidad estética como el cubismo, el surrealismo, el pop, el op, la
pintura acción, el geometrismo, etcétera, ha sido el espíritu que ha impregnado gran parte de
la producción artística contemporánea. El collage como forma artística, el ensamblado, las
infinitas riquezas plásticas de muchos tipos de abstracción, las influencias innegables en el
teatro y la poesía, el pop—ismo, el happening—ismo, el objetiv—ismo, el sexual—ismo, el gestual—
ismo, el concept—ismo y el cibernit—ismo y casi todos los últimos ismos son resultado en gran
medida del impulso dadaísta.1

¿Dónde empieza
lo kitsch en el arte?

1 Ida Rodríguez Prampolini: Variaciones sobre el arte, Xalapa, Gobierno del Estado de Veracruz, 1992, p. 199.

¿

por Ivonne Moreno Uscanga
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Aunado a esto, el papel de la economía y el despunte de la tecnolo-
gía, generadores de modos de producción, por un lado política e ideoló-
gicamente imperialistas y, por otro, socialistas, asintieron a la creación plás-
tica como consumismo, censura y factor de poder. Kitsch fue lo no grato, lo
fuera de contexto, lo vulgar, lo de mal gusto, cimiento a posterior vulnera-
ble en el concepto y en los mercados de arte. Hubo cambios y el arte se
puso a disposición de la conducta de su hacedor, de quien lo aceptaba y
quien lo promovía y la vida cultural lo ubicó en diversos planos. Recorde-
mos la actitud de Bretón y su revolución con el surrealismo, el urinario de
Duchamp, los bigotes y desplantes de Dalí, la controversia de Picasso en
su propuesta plástica,  la diáspora  de españoles y otras etnias durante la
II Guerra Mundial y la guerra franquista a Estados Unidos de América y a
México; recordemos a los muralistas en México, a las etiquetas de las
latas Campbells y los mil rostros de Marlyn Monroe de Wharhol, recorde-
mos al cine y, desde luego, a la Guerra Fría y el nuevo reparto del mundo
entre los Tratados del Atlántico, los sóviets y la Europa Oriental. Si asocia-
mos todo ello, encontraremos que no fue kitsch en su época, pues la histo-
ria los avala. La distancia de la aceptación entre la gente y los llamados
expertos provocó grandes diferencias entre lo estereotipado como clásico
y bello y lo estrepitoso y denunciante del nuevo arte revelador:

el arte tenía que alimentarse del arte. El centro no enviaba las cosas, había que ir
por ellas, como Picasso que llegó a París desde Barcelona en 1900. Las formas del
parís fin de siécle eran al arte moderno lo que los mármoles de Roma habían sido
para el clasismo: hasta pensar en la Torre Eiffel o lo que Picasso y Braque con sus
pinturas cubistas hicieron con la textura de las señales y reflejos vistos en las calles
nuevas de parís, los carteles, anuncios, periódicos, toda la imaginería producida en
masa por un mundo industrial. No existía nada llamado constructivismo rural o
futurismo pastoral. Y París era además la ciudad soñada del surrealismo. Esta fija-
ción de la idea de la capital fue trasladada a la ciudad de Nueva York hace
cuarenta años. Manhatan era la capital del cambio, la Roma de la inestabilidad. El
mundo del mañana hoy. El lema de la Exposición Universal de 1939 en Nueva York
también lo era de la creciente nueva industria cultural americana. Europa con su
orden más arraigado podía resistirse al cambio, por eso había de crear un tipo de
avant—gardisme contrapuesto a la cultura autoritaria. Pero América abrazó lo nue-
vo, porque su mito social y tecnológico representaba el progreso. No faltaba mu-
cho para que estuviera dispuesta a aceptar casi cualquier cambio cultural radical
como terapéutico. Su industria cultural anunciaba cambios estéticos frescos y
relajantes, y proyectaba el futuro en el pesente.2

Tendremos lo kitsch, estrechamente relacionado con lo aceptado,
avasallante sobre lo considerado permanente y ortodoxo. Lo inconcebi-
ble frente a la sentencia de Spengler y «la decadencia de lo occidental».

El arte se transforma y transforma la vida cotidiana, ya no es sólo
privativo de las élites ni de las Academias, ni de la genialidad ni de las
influencias extranjeras; sincretiza, a partir de las tres últimas décadas del
2 Robert Hughes: A toda crítica, Argentina, Anagrama, 1992, p. 40.
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siglo pasado, lo cibernético al consenso popu-
lar y al papel de los medios como alternativas
de plasticidad en distintos terrenos, de modo
descollante en ciudades y propuestas más libres
en cuanto a discursos y manejos de lenguajes y
nuevas definiciones de texturas, colores y formas
insustanciales y corporales emanadas de sim-
bólicos espacios urbanos y suburbanos: grafittis,
instalaciones, teatro de la calle, jardines de pin-
tura y escultura, elementos inorgánicos y mu-
chas veces vivos, se convierten en los nuevos
argumentos plásticos de nuestros días.

La globalización influye también en esta
transformación. La mundialización, rama cultu-
ral del proceso económico internacional de
mercados, contribuye a nuevas posturas crea-
tivas, nos pone ante nuevos escenarios, desta-
cando la identidad cultural de los pueblos y
esgrimiendo elementos formativos entre el crea-
dor y el espectador artístico, y este último deja
de tener un papel pasivo en el círculo de he-
chura y divulgación de la cultura.

Ante tal circunstancia vemos surgir lo kitsch
como detonador ecléctico entre nuestras comu-
nidades. La gente escribe, pinta, esculpe, talla
cerámica, madera, danza, realiza instalaciones
y hace arquitectura en aras de su sentir y viven-
cia de los aconteceres políticos y sociales.

En el puerto de Veracruz, las construccio-
nes arquitectónicas en función de la posmoder-
nidad urbana progresista y de un mal entendi-
do bio—climatismo es prueba fehaciente de ello:
cantidad de edificios estridentistas en la zona
de prolongación del boulevard Ruiz Cortines
destacan con cimientos kitsch: restaurantes, el
fraccionamiento Costa de Oro; hoteles como el
Lois, sobresaliente por su tonalidad morada y
estructura amorfa, fulmina notoriamente el paseo
frente al mar, desafiante ante una escultura del
expresidente Ávila Camacho, protegido por una
hornacina ridícula de cemento, afán urbanístico
de la pasada administración municipal boqueña

anterior a la actual; si ello no es kitsch qué po-
dría serlo en este contexto tropical, considera-
do como el primer puerto de México.

Desde 1965, los estándares del esteticismo
dieron un giro radical en las artes plásticas y,
sobre todo, delimitación estética donde el es-
pectador no tenía nada por decidir. Hoy la
experiencia vivencial es sustancial, el arte osci-
la entre esto y esa mirada curiosa o escudriña-
dora, tal vez cómplice de lo cultural con el otro
y con lo popular. Kitsch en principio y trascen-
dente, tal vez, a futuro:

el campo del arte se ha ido ampliando hacia fina-
les del siglo XX. Como en tiempos del pop—art, que
con su lema “all is pretty” puede considerarse como
el primer estilo posmoderno, actualmente también
suele cruzarse la frontera entre arte y la cultura de
lo cotidiano. Antiguas formas de expresión subcul-
turales como los graffiti de Keith Haring se convier-
ten, gracias a un mercado artístico en constante
movimiento, en arte que se expone en los museos,
y una vez obtenido el título nobiliario se vende como
objeto artístico sobre camisetas, relojes y cenice-
ros. Actualmente el arte no conoce fronteras. En su
milenaria historia ha desarrollado una variedad ili-
mitada. Más allá de cualquier doctrina, aparte de
ser nueva e innovadora, la pintura abstracta se en-
cuentra en nuestros días con los mismos derechos
que el arte material, el arte por ordenador o video,
instalaciones, arte objeto o performace, mixed
media; las formas de expresión artística se entrela-
zan. No existe nada que no exista. E incluso la
nada puede ser arte, si lo miramos con los ojos
adecuados.3

Así, el arte se abre a composiciones e inter-
pretaciones. La reflexión sobre el mismo da signi-
ficado a metalenguajes y, desde luego, a la par-
ticipación de las acciones civiles, futuros actores
en búsqueda de alternativas y de ejes resoluti-
vos de lo válido y kitsch en la propuesta artística,
así como de los gozos de la misma como hilos
conductores a un óptimo entendimiento humano.

3 Ana Carola Kraube: Historia de la pintura, del Renacimiento a nues-
tros días, Colonia, Konnemann, 1995, p. 119.
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